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en el año 2008, la suprema corte de justicia de la nación emprendió un pro­
grama de actividades para introducir la perspectiva de género en sus ámbitos juris­
diccional y administrativo como una de las estrategias necesarias para cumplir con 
las obligaciones constitucionales derivadas del principio de igualdad y del derecho 
a la no discriminación.

entre los objetivos de dicho programa, se encuentra la reducción de los obs­
táculos para acceder a la justicia por parte de las mujeres y los grupos menos 
aventajados, el cuestionamiento de la supuesta neutralidad de las normas, y la vi­
sibilización de los impactos diferenciados que la interpretación de las leyes tiene en 
los hombres y en las mujeres.

en este marco, el máximo tribunal del país, a través del programa de equidad 
de Género en la suprema corte de justicia de la nación, estableció una alianza 
con la editorial Fontamara para la realización de la serie “Género, derecho y justi­
cia”.

esta serie y los propósitos que la animan son ahora posibles gracias al decidido 
apoyo de la comisión de equidad de Género de la suprema corte de justicia de la 
nación, integrada actualmente por el ministro presidente juan n. silva meza, la mi­
nistra olga maría sánchez cordero y el ministro josé ramón cossío díaz.

esta serie, que hoy se pone a disposición del público, pretende sistematizar al­
gunos de los abordajes teóricos más relevantes sobre la construcción social y cul­
tural del género y su estrecha relación con el acceso y la impartición de justicia. 
asimismo, desea articular las diversas críticas que los estudios de género han 
puesto sobre la mesa de la disciplina jurídica. 

Presentación
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partiendo del reconocimiento del pluralismo y la diversidad social en el marco 
de la igualdad democrática y tomando seriamente en consideración los cambios 
sociales y culturales ocurridos en las últimas décadas en méxico, resulta impres­
cindible abordar, desde el punto de vista teórico y práctico, los desafíos que la 
perspectiva de género y la no discriminación presentan a los órganos de imparti­
ción de justicia y a la labor jurisdiccional.

con el lanzamiento de la serie “Género, derecho y justicia”, la suprema corte 
de justicia de la nación toma parte activa en los debates académicos en la mate­
ria, contribuye al intercambio constructivo de saberes y experiencias, y propicia, en 
última instancia, una mejoría en el acceso a la justicia.

la esperanza es que las discusiones plasmadas en esta serie abonen a la 
construcción de una sociedad más incluyente y diversa, y a la transformación del 
quehacer jurisdiccional en el sentido de adoptar la defensa efectiva de los dere­
chos y libertades fundamentales sin discriminación. 

Mónica Maccise Duayhe 
RoDolfo Vázquez
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introducción

luigi Ferrajoli recordaba al inicio de su famoso libro Derecho y razón que 

...la potestad de castigar y juzgar es seguramente –como escribieron montesquieu 
y condorcet– el más “terrible” y “odioso” de los poderes: el que se ejerce de la ma­
nera más violenta y directa sobre las personas y en el que se manifiesta de la for­
ma más conflictiva la relación entre Estado y ciudadano, entre autoridad y libertad, 
entre seguridad social y derechos individuales. es por lo que el derecho penal ha 
estado siempre en el centro de la reflexión jurídico-filosófica.

Es verdad que el derecho penal ha estado en el centro de la reflexión jurídico-
filosófica, como nos dice Ferrajoli, pero también es cierto que, históricamente, en 
esta reflexión se ha ignorado la situación de la mujer o, más precisamente, la cues­
tión de género. el derecho penal y la criminología contemporánea apenas en las 
últimas tres décadas han comenzado a teorizar y reflexionar sobre el tema de las 
mujeres. de forma que aún es poco lo que sabemos a ciencia cierta sobre este po­
der y su relación con las mujeres; aún así lo que ya sabemos es demasiado “terri­
ble” y “odioso” como para continuar ignorando el tema de la mujer –y, en general, 
la cuestión de género– dentro del derecho penal y el resto de las ciencias penales.

las razones de esta falta de atención son varias, pero se han destacado dos 
factores. el primero ha sido señalado por distintas escritoras feministas y por las 
teorías críticas, y consiste en sostener que el liberalismo que ha moldeado la teoría 
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penal se basa en una idea de ser humano autónomo, el hombre universal, idea que 
en realidad está basada en el varón y lo masculino. por un lado, esta crítica conec­
ta con las críticas que otras corrientes, como el comunitarismo, han hecho del libe­
ralismo, acusándolo de manera fundamental de sostener una concepción errada 
del ser humano, que borra por definición diferencias y no permite ver que el ser hu­
mano es básicamente un ser social que depende y está relacionado con otros se­
res humanos y su ambiente. por otro lado, desde la lógica liberal parecería que el 
derecho, incluidos los códigos penales, impone un orden razonable en la vida dia­
ria, donde los delitos son el componente de ese método; las leyes penales contri­
buyen con precisión, consistencia y uniformidad a resolver los conflictos sociales, 
con un espíritu imparcial, neutral y objetivo. sin embargo, la realidad es algo más 
complicada, y el ideal del liberalismo continúa siendo una aspiración y promesa. el 
derecho entonces, desde la perspectiva de género, puede verse como un mecanis­
mo para ajustar las diferencias de género y de construir lo femenino y lo masculino 
de formas opuestas. más allá de si estas críticas son o no del todo precisas, lo cier­
to es que hay estudios muy concretos que muestran cómo existe un sesgo impor­
tante en la reflexión jurídica en general y en el derecho penal en par ticular.

un segundo factor de falta de atención a la mujer –relacionado con los que aca­
bamos de ver pero especialmente referido a los estudios en el campo de la crimi­
nología– consiste en que esta disciplina se basó en la figura del delincuente, y 
como era evidente que había menos mujeres delincuentes que varones, las muje­
res no fueron vistas como un problema; las teorías se hicieron pensando, enton­
ces, en el delincuente varón. la delincuencia femenil quedó, de algún modo, invisi­
bilizada. la construcción social de la sexualidad (el género) sirvió para crear una 
idea de lo normal, lo desviado y definir quién es un delincuente. Los pocos estudios 
que se hicieron sobre delincuencia femenil la explicaban como resultado de su “na­
turaleza”  y no se indagaban las causas de la criminalidad femenina. también era 
frecuente asumir (¡y todavía lo es!) que esta delincuencia estaba ligada a su sexua­
lidad; la prostitución, por ejemplo, preocupaba más que la violación. 

la preocupación por pensar los problemas de la mujer relacionados con la cri­
minalidad viene de los movimientos de liberación femenina de los años sesenta del 
siglo xx. estos movimientos se basaron, inicialmente, en temas principalmente po­
líticos y económicos: derechos iguales, derechos reproductivos, salarios iguales, 
etc., pero pronto se extendieron a muchos otros aspectos sociales. las demandas 
y preocupaciones sobre temas de discriminación laboral, exclusión, representa­
ción, campañas a favor de abortos seguros, de cuidados de los niños. el feminismo 
puso nombre al problema detectado: el sexismo, y se introdujo la distinción crucial 
entre sexo (definido en términos biológicos como macho y hembra) y género (defi­
nido socialmente como masculino y femenino). resultó, entonces, claro que la su­
bordinación de la mujer por razón de género ni era natural, ni era inevitable.
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por tanto, es necesario teorizar con perspectiva de género, esto es, entender 
que tanto la delincuencia femenil como la masculina –toda la delincuencia– ocu­
rre en un contexto social patriarcal en el cual los privilegios masculinos afectan el 
sistema. lo que ahora nos muestran muchos estudios realizados desde esta nue­
va perspectiva es que el lugar de la mujer en la sociedad (patriarcal) moldea las 
formas en que cometen crímenes y moldea, por supuesto, también los crímenes 
que comete el varón. si uno de los propósitos de las ciencias penales ha sido en­
tender el comportamiento humano, es obvio que las teorías no han llegado a ser 
generales, pues, tradicionalmente, han consistido en entender el comportamiento 
masculino. 

el género históricamente ha afectado lo que es o no delito, afecta de modo im­
portante a quienes cometen crímenes, determina en algunas medidas a todos los 
funcionarios y actores envueltos en la persecución, castigo de delitos y aplicación 
de las penas (policías, fiscales, jueces, abogados defensores, peritos, funcionarios 
de prisiones, etc.). Los estereotipos de género terminan, incluso, influyendo y afec­
tando los conceptos mismos que usa la teoría penal. no habría de perder de vista 
que la teoría penal está basada en una serie de subteorías de la responsabilidad, 
la culpabilidad, la acción, los estados mentales, el consentimiento, las excusas, 
etc., que bien podrían estar afectadas por este sesgo sexista. uno de los retos de 
la investigación con perspectiva de género consiste en evidenciar dónde se en­
cuentra tal sesgo y proponer alternativas teóricas. esta labor apenas ha comenza­
do y no podemos dejar de advertir del riesgo mismo que existe en una crítica femi­
nista radical que ponga en peligro algunas de las conquistas del pensamiento 
liberal en cuanto a la protección de los acusados. el reto para los estudios con 
perspectiva de género consiste no sólo en una función crítica, sino en proponer op­
ciones que sean viables (jurídica, política y éticamente) y dejen a salvo los avances 
que, sin duda, ha tenido el pensamiento liberal.

la crítica que nos parece interesante no radica en algunas ideas del feminismo 
radical que acusan al derecho en general de machista, sino en aportes más espe­
cíficos donde se puede discutir y se puede aceptar la existencia de ciertos sesgos 
sexistas. por ejemplo, en el plano conceptual, algunas especialistas han discutido 
que ciertas concepciones sobre el error en el consentimiento se prestan a dejar a 
la mujer desprotegida en casos de violación. han denunciado cómo ciertas asun­
ciones sobre lo que es un error “razonable” favorecen al varón violador, pues están 
fuertemente condicionadas por estereotipos sobre la forma en que supuestamente 
las mujeres expresan su consentimiento de mantener relaciones sexuales.  es im­
portante para los teóricos del derecho penal, más allá de ideologías, reflexionar se­
riamente sobre estas posibles implicaciones, pues podemos ver que la aplicación 
de nuestros conceptos, en cierto modo, depende de otros presupuestos que pue­
den influir en la forma en que los estamos concibiendo y aplicando.
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en este sentido, otro ejemplo sería cómo se afectan nociones como la de razo­
nabilidad, legítima defensa, respuesta a provocaciones, etc. varios trabajos han 
mostrado la forma en que criterios centrados en lo masculino como “lo normal”, ha­
cen que este tipo de nociones sean más acordes a la forma en que el varón res­
ponde ante agresiones, que la forma en que la mujer lo hace. el enojo, la pérdida 
repentina de control, el estallido de cólera suelen moldear la forma de lo que se en­
tiende por una respuesta “razonable” ante una agresión, que necesariamente tiene 
que venir como algo repentino y espontáneo. las respuestas pensadas o sencilla­
mente que no vienen como algo súbito, no forman parte de una respuesta violenta 
razonable. algunos estudios han mostrado cómo la respuesta de las mujeres con­
tra la violencia sistemática que suelen sufrir desde el mismo hogar, genera por lo 
general respuestas violentas no repentinas, sino que sobrevienen a una más o me­
nos larga y constante agresión. este tipo de defensa no suele tener cabida bajo la 
idea de legítima defensa que predomina en el derecho penal. 

otro caso más serían las reglas de evidencia que podrían estar afectadas por el 
sexismo. algunas autoras han mostrado cómo en el caso de la violación los este­
reotipos sexistas hacen difícil persuadir a la policía para que inicie una investiga­
ción. estos trabajos se basan en experiencias en países como estados unidos, 
pero uno podría pensar que la situación es muy semejante o más grave aún en paí­
ses como méxico. ciertas ideas que se suelen tener en general, pero que especial­
mente son graves cuando las expresan los funcionarios encargados de velar por la 
seguridad de las mujeres o de perseguir y juzgar los delitos, operan muchas veces 
afectando los procesos de prueba, agregando en contra de la mujer una carga de 
la prueba desproporcionada. no es poco frecuente escuchar en relación con el de­
lito de violación que se digan cosas como que “la mujer se lo buscó”, “la violación 
es imposible si ellas no quieren”, “‘no’ quiere decir ‘sí’”, “la que denuncia que fue 
violada es porque no le tocó”, “a las mujeres despechadas les encanta inventar his­
torias para vengarse”, etc. en materia de prueba, las llamadas máximas de expe­
riencia son cruciales para fundar los juicios evaluativos, si este tipo de prejuicios y 
estereotipos sexistas están sirviendo en la práctica para evaluar la evidencia, cla­
ramente se está actuando en contra de los derechos de las mujeres.

uno de los grandes aportes de la perspectiva de género es el “descubrimiento” 
de la violencia doméstica, que por decirlo de algún modo ha aportado a la crimino­
logía y a la política criminal “nuevos” crímenes para estudiar, nuevos comporta­
mientos por regular y nuevos criminales por perseguir y enjuiciar. tradicionalmen­
te, la violencia doméstica no era perseguida; sólo en tiempos recientes se ha 
comenzado a entender como un problema público. la violación dentro del matri­
monio, por ejemplo, no era considerada un delito en muchos países. varios estu­
dios recientes muestran cómo las mujeres cuando son apenas niñas comienzan 
por ser víctimas de maltratos y abusos sexuales en su casa, esto origina en mu­
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chos casos el abandono del hogar y el comienzo de actividades delictivas para 
subsistir. la mujer es víctima primero y luego delincuente, aunque los maltratos y 
abusos que sufre no cesan, y menos en prisión como se muestra en varios traba­
jos de esta compilación.

hay una necesidad urgente de estudiar y comprender la experiencia que las 
mujeres tienen del crimen y su victimización; la administración de justicia requiere 
pensar en torno al tema de género y el crimen. es también urgente la necesidad de 
estudiar la reacción oficial de funcionarios de todo tipo (policías, ministerios públi­
cos, jueces, legisladores, defensores, etc.) frente a la comisión de delitos por parte 
de las mujeres. algunos de los trabajos que aquí presentamos ponen en evidencia 
lo grave que puede ser este fenómeno. en méxico, existen aún pocos estudios y 
pocos especialistas en estas materias. la importancia y centralidad que debe tener 
la mujer nos exige a todos preparar el terreno y contribuir en la investigación y es­
tudio de la situación de la mujer y su relación con el sistema penal.

¿cómo se vería la criminología si la mujer delincuente y su victimización estuvie­
ran en el centro de la reflexión académica y no en su periferia? La violencia del hom­
bre contra la mujer, en particular, tomaría un significado diferente si la escasa vio­
lencia de la mujer fuera considerada la respuesta normal en la vida cotidiana, y la 
violencia masculina una aberración. ¿Qué pasaría si la violencia, el temor y la victi­
mización que son parte de la vida de muchas mujeres (esto es, el otro lado de la vio­
lencia masculina) fueran de pronto áreas de estudio importantes y de investigación?

dentro de la perspectiva de género, uno de los temas más importantes ha sido 
la discriminación de la mujer. sin embargo, pocas leyes son abierta y directamente 
discriminatorias; las más de las veces la discriminación se hace de manera indirec­
ta. uno de los pocos casos donde todavía existe una discriminación directa lo en­
contramos en la legislación contra las prostitutas (mujeres y también homosexua­
les). luz helena orozco y villa, en “trabajo sexual y trata de personas en méxico: 
una defensa de la distinción”, aborda el problema del trabajo sexual. en su contri­
bución, se resalta la importancia de entender el fenómeno del trabajo sexual y los 
distintos modelos de regulación que existen al respecto. la autora presenta cuatro 
modelos: el prohibicionista, el abolicionista, el de descriminalización total y el de le­
galización. hace notar que, con independencia del modelo que se adopte, la com­
praventa de servicios sexuales no se ha eliminado de ningún país, pero lo que hace 
la diferencia es el tipo de protección o desprotección hacia quienes intervienen en 
estas actividades. unos modelos generan clandestinidad, y las perdedoras son las 
trabajadoras sexuales; otros, generan visibilidad y mejoran las condiciones labora­
les de las sexoservidoras, aunque una excesiva intervención del estado provoca 
marginalización. no existen fórmulas mágicas para abordar este problema, pero, 
como nos advierte la autora, es importante conocer las consecuencias del modelo 
que se adopte. en el distrito Federal, por ejemplo, hay un modelo abolicionista que 
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no sanciona penalmente a quien ejerce la prostitución ni al cliente, pero sí al proxe­
neta o lenón; este modelo se complementa con una serie de faltas administrativas 
que terminan negándole al trabajo sexual un espacio, lo cual genera clandestinidad.

con este marco teórico como referente, orozco y villa dirige una crítica contra 
la ley para prevenir y sancionar la trata de personas (2007), por atender única­
mente el problema de la trata de personas con fines de explotación sexual y no dis­
tinguirla del trabajo sexual. se trataría de un caso donde queriendo ayudar a la mu­
jer, por causa de un discurso reduccionista que asimila la compraventa de servicios 
sexuales al problema de explotación sexual, se termina por producir una desafor­
tunada confusión. la ley termina, entonces, por invisibilizar problemas como la ex­
plotación laboral y el tráfico de órganos. La autora hace una defensa del trabajo se­
xual desde la idea de dignidad humana, rechaza posiciones del feminismo radical 
que ven a la prostitución como violencia contra la mujer sin más, que termina por 
aliarse con los grupos más conservadores que ven a la moral como base de la con­
dena y prohibición de la prostitución. ¿cómo debe legislarse desde el fundamento 
de la dignidad humana y del Estado laico?, se pregunta la autora. Su respuesta se 
inclina por una regulación que ayude a mejorar las condiciones de vida y de traba­
jo de las y los trabajadores sexuales.

más allá de las críticas que se puedan formular a la ley para prevenir y sancio­
nar la trata de personas (2007), el tema de la trata de personas ha sido un tema 
que ha preocupado de manera especial, y donde la mujer y los menores son espe­
cialmente vulnerables. elizardo rannauro melgarejo, en “el combate y la sanción 
de la trata de personas, especialmente mujeres, niñas y niños en méxico”, nos pro­
porciona un amplio panorama de la legislación sobre la trata de personas, especial­
mente de las mujeres, niñas y niños. comienza por un repaso a la legislación inter­
nacional y subraya la importancia de siete instrumentos en la materia que vinculan 
a nuestro país: el convenio para la represión de la trata de personas y de la ex­
plotación de la Prostitución Ajena, la Convención Interamericana sobre Tráfico In­
ternacional de menores, el protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata 
de personas, la convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimi­
nación contra la mujer (ceDaw), la convención Interamericana para prevenir, san­
cionar y erradicar la violencia contra la mujer (convención Belém do pará), la pla­
taforma de acción de Beijing, y el consenso de méxico.

a nivel doméstico, destaca la existencia de avances legislativos, tanto en el ám­
bito federal como estatal. en el primero, se destacan la ley General de población, 
la ley Federal contra la delincuencia organizada, la ley de acceso de las mujeres 
a una vida libre de violencia, la ley de migración, la ley para la protección de los 
derechos de las niñas y los niños y los adolescentes, y el código penal Federal. 
en las entidades federativas se resaltan dieciséis estados donde se han promulgado 
en años muy recientes leyes para combatir, prevenir y sancionar la trata de perso­
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nas. el trabajo concluye señalando algunas de las limitaciones de esta regulación, 
así como planteando, de modo general, algunos retos a fin de que los ordenamien­
tos puedan tener eficacia y se utilice, en las distintas etapas de los procesos pena­
les, una perspectiva de género.

una de las formas en que se ejerce el poder contra la mujer es mediante prohi­
biciones que limitan el ejercicio de su libertad y autonomía personal. particularmen­
te serias son las restricciones a su libertad reproductiva por medio de la prohibición 
penal del aborto voluntario. marcelo Ferrante, en su artículo “sobre la permisividad 
del derecho penal argentino en casos de aborto”, intenta mostrar cómo, a diferen­
cia de lo que muchos afirman, el derecho penal argentino es bastante permisivo. 
en términos generales, el aborto es ilegal en algunos casos y permisivo en otros, 
lo que suele variar es la distribución de los casos legales y los ilegales. las distin­
tas jurisdicciones suelen optar por dos tipos de regulación (o una combinatoria de 
las mismas): establecer un permiso no cualificado, es decir, establecer un lapso 
durante el cual se puede abortar por cualquier razón (por ejemplo, las primeras 
doce semanas como sucede en el Distrito Federal) o establecer permisos cualifi-
cados o específicos para abortar.

Siendo la legislación argentina una que opta por establecer permisos cualifica­
dos, el análisis del autor propone ver cómo ese conjunto de permisos termina por 
establecer un amplio abanico de posibilidades legales para abortar. las causales 
que considera la legislación argentina son: a) cuando peligra la vida y salud de la 
madre, b) por abusos sexuales, y c) el aborto temprano. Ferrante argumenta que 
este marco legal posibilita que en argentina se pueda tener lugar una decisión se­
mejante a la Roe vs. Wade (1973) de la corte suprema de eeuu, que reconoce un 
derecho constitucional de la mujer a decidir qué sentido quiere darle a su propia 
vida sexual y a decidir cuándo y cómo convertirse en madre, prohibiendo con ello 
que el estado se entrometa en ese tipo de decisiones. para Ferrante, entonces, el 
derecho a la libre planificación reproductiva se enlaza de esta forma con el derecho 
al aborto.

La forma de justificar esta interpretación por parte del autor es muy sugerente y 
hace que su trabajo sea relevante no sólo para entender la legislación sobre el 
aborto en argentina, sino para que mediante un ejercicio interpretativo semejante, 
podamos explorar el grado de permisibilidad que podría haber en los diferentes es­
tados de la república o en todo el país, donde se adopta un sistema de permisos 
cualificados. Una revisión de este tipo nos haría comprender a cabalidad los límites 
de la legislación penal y los espacios de permisibilidad que no suelen aprovechar­
se, muchas veces por desconocimiento o por prevalecer una interpretación parcial 
que no tome en consideración los derechos de la mujer.

no debería tampoco sorprendernos que nuestro sistema de procuración y admi­
nistración de justicia se vuelva especialmente ineficiente tratándose de mujeres po­
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bres, de mujeres indígenas. un tema que ha preocupado especialmente en los últi­
mos años ha sido el de los abusos sistemáticos en algunas regiones del país hacia 
las mujeres. méxico ha sido condenado por instancias internacionales en varios ca­
sos recientes. en varios de estos casos son mujeres las víctimas que han tenido 
que recurrir a buscar justicia fuera de nuestras fronteras. santiago vázquez cama­
cho, en “la respuesta del estado frente a los feminicidios y la violencia contra las 
mujeres en razón de su género conforme al sistema Interamericano de promoción 
y protección de los derechos humanos”, aborda el tema de los “feminicidios”, tér­
mino que suele emplearse con la finalidad de describir el carácter de un tipo de ho­
micidio particularmente violento, sistemático, de sustrato sexista o misógino y que 
suele quedar en la impunidad. desde hace muchos años, este concepto ha sido uti­
lizado por los defensores de derechos humanos y, en años más recientes, ha sido 
aceptado por funcionarios y órganos de los estados, sobre todo en américa latina. 
la conceptualización del “feminicidio” ha sido importante para contribuir al estudio 
de las causas y efectos de esta problemática social, y posibilitar la discusión de me­
didas más adecuadas y efectivas para enfrentar este violento fenómeno e, incluso, 
para hacer distinciones legales a efecto de diferenciar las consecuencias jurídicas 
derivadas de dicho ilícito respecto a otros similares.

conforme al marco del derecho internacional de los derechos humanos vigente, 
los estados están obligados a actuar con debida diligencia para prevenir y reparar 
la violencia contra la mujer, y para investigar, procesar y castigar a los perpetrado­
res, sean agentes del Estado, particulares o personas no identificadas. Distintos ór­
ganos de naciones unidas y de los sistemas regionales de derechos humanos han 
utilizado el estándar de debida diligencia para dar contenido a la obligación de 
preve nir o investigar la violencia causada por particulares contra las mujeres. en 
este sentido, es de gran relevancia el Caso González y otras vs. México (conocido 
como el caso “campo algodonero”) decidido por la corte Interamericana de dere­
chos humanos en noviembre de 2009. mediante esta sentencia, la corte Interame­
ricana dio contenido al estándar de la debida diligencia requerido a los estados 
para prevenir e investigar la afectación de los derechos a la vida, a la integridad 
personal y a la libertad personal de las mujeres que sean víctimas de violencia por 
razones de género. el autor hace un detallado análisis de cómo se ha desarrollado 
este estándar y cómo se ha introducido una perspectiva de género que hace surgir 
obligaciones específicas para el Estado en casos de violencia contra las mujeres.

el autor proporciona algunos parámetros para evaluar, desde la perspectiva de 
género, cómo el estado mexicano debería cumplir con las reparaciones ordenadas 
en la sentencia del caso “campo algodonero” relacionadas con la materia penal. 
en este sentido, se destaca la “garantía de no repetición” que, por primera vez, se 
exigió que tuviera una “vocación transformadora” de la situación; es decir, un efec­
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to correctivo que parta de la identificación de los factores causales de la discrimi­
nación histórica que enfrentan las mujeres en la sociedad mexicana.

méxico tiene enfrente numerosos retos en la procuración y la administración de 
justicia hacia las mujeres, pero hay que ir detectando los problemas específicos 
para poder darles solución. taissia cruz parcero, en “criterios sexistas vigentes 
en el sistema de justicia penal en México”, refiere, desde su experiencia como juz­
gadora en materia penal federal, cómo los avances legislativos que ha habido en 
relación con la mujer y otros grupos vulnerables no logran traducirse aún en una 
práctica vigente por parte de policías y ministerios públicos. la jueza presenta al­
gunos casos que le ha tocado decidir y donde la acusación del ministerio público 
(Mp) no prosperó. sin pretender que su experiencia sirva para algún tipo de gene­
ralización, los ocho casos que presenta muestran que más que tratarse de los vie­
jos vicios y deficiencias del sistema de procuración de justicia que suelen afectar 
tanto a mujeres como a varones, en realidad se puede entrever la discriminación 
y la violencia hacia la mujer basada en estereotipos. nos muestra una serie de 
pautas sexistas en la actuación de la policía judicial y del Mp, como si bastara el 
mero hecho de que una mujer esté cerca de un traficante de droga (por lo general, 
se trata de madres, hermanas, cónyuge, pareja, etc.), para que se justifique acu­
sarlas por delitos semejantes a los presuntamente cometidos por el varón. no se 
puede negar que las mujeres cometen delitos, pero se evidencia cómo para los 
encargados de la procuración de justicia basta con probar la relación de la mujer 
con el varón para considerar probada su participación en la conducta delictiva, 
cosa que, por lo demás, no suele operar a la inversa. los casos que presenta la 
autora ilustran, de manera cruda, la situación de la mujer durante las etapas preli­
minares del proceso penal (la preinstrucción), y servirán para ver el grado de abu­
so y vulneración de derechos que sufren en una cadena larga de abusos previos 
en sus vidas.

La reflexión de los jueces y juezas y de otros funcionarios desde una perspecti­
va de género puede contribuir a detectar las formas en que la discriminación hacia 
la mujer opera en el día a día de la procuración y la administración de justicia. en 
este caso, la jueza que nos comparte su experiencia fue sensible ante este sesgo 
sexista de los policías y del Mp, pero podríamos preguntarnos qué sucede con las 
mujeres en casos similares que se topan con jueces que no tienen esta sensibili­
dad. muchas de ellas seguramente están en prisión. Y como hemos dicho ya, la 
discriminación contra la mujer se vuelve más intensa cuando se cruza con otros 
factores como la clase social, su origen étnico, su estatus civil, su preferencia se­
xual, etc. más aún cuando se trata de mujeres delincuentes, esto es, mujeres ha­
lladas culpables en juicios penales, que se enfrentan a la carga no sólo de la pena 
impuesta, sino a otras penas y formas de discriminación más intensas.
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en tiempos recientes, el incremento de mujeres en prisión en varios países está 
relacionado con la llamada “guerra contra las drogas”, que se ha convertido en lo 
que una especialista ha llamado una guerra no anunciada contra las mujeres. la 
mayoría de las mujeres está en prisión por delitos relacionados con el tráfico de 
drogas (modalidades de narcomenudeo, introducción a centros penitenciarios, etc., 
y por delitos contra la propiedad), es decir, se trata de crímenes no violentos. los 
trabajos de catalina pérez correa, elena azaola y corina Giacomello abundan en 
la problemática tanto de la mujer en reclusión como de la mujer con familiares en 
reclusión.

catalina pérez correa, en su trabajo “las que se quedan: las penas de prisión 
desde una perspectiva de género”, parte de la idea de que en las cárceles se agu­
diza lo que sucede fuera de ellas; en el caso de las mujeres se puede ver su papel 
marginal en la construcción, implementación y evaluación de las políticas crimino­
lógicas y de seguridad pública. la pena de prisión imprime una visión del mundo 
que concibe a las personas como autónomas, independientes, separadas y sepa­
rables de sus comunidades; esta visión provoca que las diferencias relevantes en­
tre mujeres y hombres se terminen ignorando en claro detrimento hacia la mujer. 
además, con esta visión se niega la complejidad del ser humano y la importancia 
de las relaciones que tiene con otras personas, que en el caso de la mujer se tra­
duce en negar los valores de cuidado que asumen en nuestra sociedad. la mujer 
es entonces castigada tanto cuando es recluida como cuando los varones con 
quienes tiene vínculos familiares o afectivos son encarcelados. las penas de pri­
sión aplicadas a los varones generan cargas que las mujeres asumen. el trabajo 
de la autora se centra en exponer los principales hallazgos de varios estudios so­
bre género y sistema penitenciario, y en analizar cómo el peso del encarcelamien­
to de los varones también recae de manera injusta en las mujeres. la prisión como 
sanción, nos dice la autora, pone de manifiesto tanto la falta de reconocimiento de 
valores femeninos como el valor del cuidado y la responsabilidad, así como la exis­
tencia de conexiones interpersonales constitutivas de la persona. se ignora, por 
tanto, el vínculo que tienen las mujeres con sus familias y su comunidad. 

elena azaola, en su texto sobre “mujeres presas por delitos del fuero federal”, 
comienza con un análisis del lugar de la mujer dentro de las teorías criminológicas 
y resalta tres notas características: a) su invisibilidad, b) la preocupación por su 
cuerpo y su sexualidad, y c) la imposición del rol tradicional mediante las penas. 
las penas se utilizan como una forma de sanción moral en contra de la sexualidad 
de la mujer, a la vez que se tiende a ignorar las causas de sus conductas delictivas 
y los castigos suelen ser más severos tratándose de ellas. muchas mujeres, por 
ejemplo, consumen drogas para escapar de situaciones de abusos físicos y sexua­
les que padecen; la respuesta desde una estrategia ciega de guerra contra las dro­
gas ha sido castigarlas y recluirlas.
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la situación de las mujeres delincuentes, como muestra la autora, es muy simi­
lar en todos los países; diversos estudios en países europeos y en latinoamérica 
dan cuenta de cómo el incremento de la delincuencia femenil se puede explicar por 
factores similares: desempleo, que suele afectar más a las mujeres jóvenes y a los 
sectores más vulnerables; precariedad laboral, procesos migratorios, prostitución, 
violencia y malos tratos, entre otros. la prisión se impone regular y desproporcio­
nadamente a los ya de por sí excluidos. un factor común de especial importancia 
es la violencia doméstica sufrida por las mujeres; un alto porcentaje de mujeres re­
cluidas de varios países reporta haber sufrido violencia doméstica y abuso sexual.

la autora presenta una serie de historias de mujeres internas en el penal de Is­
las marías; historias de miseria, violencia y abandono que se repiten y se reprodu­
cen en reclusión. también nos muestra los efectos de las políticas contra las dro­
gas en latinoamérica, que se traducen en condenas severas, prisión preventiva 
prolongada, falta de penas alternativas, ausencia de distinciones sobre la formas 
de involucramiento de la mujer y hacinamiento en las prisiones.

corina Giacomello, en “propuesta para un sistema penitenciario con perspecti­
va de género”, intenta mostrar dónde se encuentra situada la mujer en el contexto 
de la reforma del sistema penitenciario en méxico. para ello, comienza por analizar 
la situación de la población femenil en reclusión en américa latina y en méxico. en 
un análisis estadístico comparativo muy ilustrativo, señala que aunque méxico tie­
ne uno de los porcentajes más bajos de mujeres en reclusión (4.57%), esto termi­
na por formar parte de las causas de la invisibilización de la mujer y de sus necesi­
dades. de hecho, en el sistema penitenciario mexicano se borran muchas de las 
diferencias relevantes entre hombres y mujeres detrás de un discurso universalista. 
Esto genera, entre otras cosas, que no haya suficientes centros de reclusión para 
la mujer, sino que ellas cumplen con su pena en anexos de los centros varoniles. 
esta convivencia tiene altos costos para la mujer, que termina sirviendo de emplea­
da del varón y entrando a un sistema prostitución fomentado desde el interior de 
los reclusorios con participación de los funcionarios.

el fenómeno de la delincuencia femenil está, como ya se ha dicho, asociado 
principalmente al tráfico de drogas y ello ha traído un incremento en muchos paí­
ses latinoamericanos. en méxico, el incremento de 1995 al 2010 fue de 200%, 
según cifras oficiales. Pero la forma en que la mujer se involucra en los delitos re­
lacionados con la droga, generalmente, es con una participación minoritaria, 
cumpliendo funciones determinadas por el género y por su condición de margina­
ción. normalmente, cumplen funciones de transporte, venta al menudeo, intro­
ducción de drogas a los reclusorios varoniles, empaquetamiento, prestanombres 
o mensajería. se suelen involucrar mediante un hombre (cónyuge, hijo, cuñado, 
etc.), en ocasiones engañadas. las mujeres en reclusión, además, sufren del 
abandono.
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los datos que recoge la autora sobre el sistema penitenciario en méxico en re­
lación con la mujer son muestra del desinterés por ellas. para empezar, no hay da­
tos claros y confiables, al grado de que no se sabe a ciencia cierta cuántos centros 
femeniles (cereso) hay, pues, como nos hace ver la autora, en ocasiones se repor­
tan centros que en realidad no existen como tales, sino que se trata de anexos o 
áreas dentro de un centro varonil. en la regulación que existe en méxico en mate­
ria penitenciaria, la mujer –y sus circunstancias, necesidades, incluidas las de sus 
hijos– no existe. la mujer en reclusión ni siquiera es madre, remata la autora, para 
mostrar su casi total invisibilidad. Al final de su trabajo, Giacomello nos hace una 
serie de valiosas propuestas sobre lo que una regulación con perspectiva de géne­
ro debería contener.

el panorama que, hasta ahora, nos muestran los trabajos no es muy optimista 
y mucho nos habla de los graves problemas que hay que afrontar en méxico y en 
muchos otros países, pero eso no significa que no haya experiencias positivas que 
podamos retomar. renato sales heredia, actualmente procurador general del es­
tado de campeche, en su artículo “las órdenes de protección y la experiencia de 
su implementación en el estado de campeche”, nos habla de un recurso importan­
te con que cuentan hoy las víctimas de violencia doméstica: las órdenes de protec­
ción. se trata, nos dice el autor, de medidas cautelares que se han utilizado con 
éxito en otros países y que desde el 2007 se recogen en la ley General de acceso 
de las mujeres a una vida libre de violencia. estas medidas buscan la protección de 
la víctima imponiendo al presunto agresor medidas precautorias y cautelares. las 
medidas han sido objeto de recursos de amparo por parte de los afectados, pero la 
jurisprudencia de la suprema corte ha dejado en claro que no se trata de actos pri­
vativos de derechos en contra de los supuestos agresores, sino de medidas que 
encuentran cobijo constitucional como meros actos de molestia que no necesitan 
de audiencia previa. en méxico, sostiene el autor, deberían ser los ministerios pú­
blicos y no los jueces los encargados de la emisión de estas órdenes, pues ello po­
sibilitaría la agilidad en la reacción y más proximidad con las víctimas. en la expe­
riencia reciente que se tiene en el estado de campeche, donde se han comenzado 
a utilizar este tipo de medidas, sorprende la cifra que proporciona: 1 091 órdenes 
emitidas en tan sólo un año, y en uno de los estados aparentemente menos conflic­
tivos del país.

Habría que continuar la reflexión sobre qué pasará si este tipo de medidas se 
comienzan a usar en los demás estados, si ya se están usando y dónde, y a la lar­
ga estudiar la repercusión que tengan en la salvaguarda de los derechos de las 
mujeres y los menores. para ello, necesitamos contar con ministerios públicos ca­
pacitados y sensibilizados, pues librar o no dichas órdenes depende en mucho de 
cómo hacen ellos una valoración de los derechos en juego, de la urgencia del caso 
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y de si el relato de la ofendida resulta verosímil. en un país con tantos estereotipos 
sexistas, esto requiere de mucha educación y capacitación.

con esta compilación queremos contribuir a pensar los problemas de la mujer 
en algunas áreas sensibles del derecho penal. no son, por supuesto, todos los te­
mas ni todos los puntos de vista que podría haber, pero esperamos que los lecto­
res interesados en estos temas encuentren materiales valiosos para continuar y 
profundizar su conocimiento sobre género y derecho, que encuentren referencias 
útiles para iniciar nuevas investigaciones que contribuyan a dejar que la mujer siga 
estando fuera de las reflexiones sobre derecho penal y criminología. Esperamos 
especialmente ayudar a sensibilizar y tomar conciencia sobre los graves problemas 
que enfrentan las mujeres frente al derecho penal. 

La mujer a través del derecho penal.indd   21 06/01/13   12:39



La mujer a través del derecho penal.indd   22 06/01/13   12:39



1

trabajo sexual y trata de Personas en México: 
una defensa de la distinción

Luz Helena Orozco y Villa

Introducción

en las últimas décadas, uno de los grandes temas impulsados y debatidos en el 
marco de las naciones unidas ha sido el combate al crimen organizado transnacio­
nal. en particular, se han elaborado diversos acuerdos y protocolos para combatir 
la trata de personas, el tráfico de migrantes y las armas de fuego relacionados con 
él. lo anterior ha derivado en compromisos adquiridos por el gobierno mexicano 
respecto de la trata de personas a través de la firma y ratificación de la Convención 
de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional1 y el 
protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmen­
te mujeres y niños,2 también conocido como protocolo de palermo. 

Si bien desde las ratificaciones del Convenio para la Represión de la Trata de 
personas y de la explotación de la prostitución ajena3 y de la convención sobre la 

1 adoptada por la asamblea General de las naciones unidas el 15 de noviembre de 2000, median­
te Resolución A/RES/55/25, y ratificada por México en abril de 2003. 

2 Ratificado por el Estado mexicano el 13 de diciembre del 2000. La Convención de las Naciones 
unidas contra la delincuencia organizada transnacional cuenta con otros dos protocolos adicionales 
sobre tráfico y transporte ilícitos de migrantes y fabricación y tráfico ilícitos de armas de fuego, sus par­
tes, componentes y municiones, respectivamente. 

3 adoptado por la asamblea General de las naciones unidas el 2 de diciembre de 1949, mediante 
Resolución A/RES/317(IV), y ratificado por México el 21 de febrero de 1956. Este Convenio señala en 
su parte motiva que la “prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas para fines de prosti­
tución, son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana y ponen en peligro el bienes­
tar del individuo, de la familia y de la comunidad”. en este orden, desde la primera mitad del siglo xx, los 
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eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (ceDaw),4 nues­
tro país se obligó a “tomar todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legis­
lativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prosti­
tución de la mujer”,5 fue hasta 2007 que el congreso de la unión expidió la ley para 
prevenir y sancionar la trata de personas,6 presionado, en buena medida, por la mi­
rada internacional que considera a nuestro país especialmente vulnerable ante este 
delito, dadas las condiciones económicas y su situación geográfica. Dicha Ley ha 
estado sujeta a una intensa crítica por parte de sus propios operadores, legisladores 
y diversas organizaciones de la sociedad civil, por considerarla ineficiente e inútil 
para combatir el creciente fenómeno de la trata de personas. en esta discusión na­
cional que busca modificar la legislación actual, vislumbro una narrativa particular­
mente incisiva y preocupante: aquella que se centra únicamente en la trata de per­
sonas con fines de explotación sexual y que borra su distinción del trabajo sexual.7 

este trabajo no pretende ofrecer soluciones al complejísimo problema de la tra­
ta de personas. mi objetivo, mucho más modesto, es analizar los riesgos implica­
dos en la narrativa reduccionista que impera en el debate actual. es indubitable la 
existencia de violaciones a los derechos humanos de cientos de miles de personas 
traficadas con fines de explotación sexual. Sin embargo, sostengo la necesidad de 
evitar estereotipos sobre la trata de personas que empequeñezcan o invisibilicen la 
explotación con fines diversos (como los trabajos forzados y el tráfico de órganos), 
así como la pertinencia de mantener una sólida y clara diferencia con la compra­
venta de servicios sexuales. 

Para ello divido mi reflexión en cuatro partes. La primera constituye un breve re­
corrido por los diversos modelos de regulación jurídica en materia de trabajo se­
xual, destacando la distribución de costos y beneficios entre los actores involucra­

estados se comprometen a castigar a los que exploten la prostitución ajena y a las casas dedicadas a 
la prostitución para provocar su disminución y represión. sin embargo, fue hasta inicios del siglo xxi que 
se le dio prioridad al tema de la trata de personas en la agenda internacional.

4 adoptada por la asamblea General de las naciones unidas el 18 de diciembre de 1979, mediante 
Resolución A/RES/34/180, y ratificada por México el 23 de marzo de 1981.

5 Artículo 6 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Contra la 
mujer. 

6 publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de noviembre de 2007.
7 siguiendo a marta lamas, utilizo el término comercio sexual para referirme al conjunto de transac­

ciones en torno a la compraventa de servicios sexuales y el de trabajo sexual para el desempeño en re­
lación con el cliente. la razón es que el término “prostitución” tiene connotaciones denigrantes y es pro­
fundamente sexista, pues sólo se “prostituye” la mujer, no el cliente ni el varón sexoservidor. para 
recordar su carácter discriminatorio, utilizaré entrecomilladas las palabras “prostitución” y “prostituta”. 
cabe destacar que algunos autores han introducido el término “prostituidor” para referirse al cliente. sin 
embargo, su utilización es aún incipiente. para un análisis del estigma que produce el trabajo sexual, 
véase marta lamas, “las putas honestas, ayer y hoy”, en marta lamas (coord.), Miradas feministas so-
bre las mexicanas del siglo xx, méxico, fce, conaculta, 2007. 
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dos. en segundo lugar, analizo concretamente el marco normativo en méxico y en 
el Distrito Federal sobre trabajo sexual, identificando a qué modelo pertenece y 
quiénes son los ganadores y perdedores de dicha regulación, y señalo el relativo a 
la trata de personas. en la tercera parte hago una defensa del trabajo sexual des­
de el paradigma de la dignidad humana. con esta base, en la cuarta y última parte 
analizo los riesgos del discurso reduccionista sobre la trata de personas que priori­
za la explotación con fines sexuales y advierto del peligro de eliminar su distinción 
con el trabajo sexual.8 

en términos metodológicos, utilizaré dos tipos de razonamiento. el primero co­
rresponde al análisis comparativo, basándome en las experiencias de otros países 
que han tomado decisiones regulatorias relevantes sobre trabajo sexual y la trata 
de personas. el segundo razonamiento será el estudio normativo a partir de mode­
los especulativos, método que requiere mayor explicación. un problema central en 
el análisis del tema que nos ocupa es la falta de datos empíricos confiables.9 re­
sulta sumamente complicado obtener información al respecto, dado que ambos fe­
nómenos están insertos en un contexto de clandestinidad, pautas transitorias y 
profundo estigma. asimismo, los datos existentes no escapan a la ideología y mo­
ralidad de quien los proporciona. por ello, el método que utilizaré se basará en mo­
delos especulativos. es decir, mi acercamiento no será únicamente sobre lo que 
sucede en la realidad, sino fundamentalmente lo que probablemente sucedería, es­
tudiando diversos escenarios posibles. es mi convicción que estos tipos de razona­
miento, comparado y especulativo, enriquecen el análisis del fenómeno, así como 
la labor legislativa y la elaboración de políticas públicas que lo acompañan.

Modelos de regulación jurídica en materia de trabajo sexual

a lo largo de la historia, la relación entre el trabajo sexual y el derecho ha esta­
do marcada por factores económicos, demográficos, sociales e ideológicos. En la 
actualidad es posible distinguir al menos cuatro modelos de regulación jurídica del 
trabajo sexual:10 prohibicionista, abolicionista o de descriminalización parcial, des­
criminalización total y legalización. 

8 a partir de este momento, utilizaré el término “trabajadores sexuales” para referirme tanto a muje­
res como a varones que se dedican al trabajo sexual. si bien la diferencia en números de unos y otros 
es avasallante, habiendo muchísimas mujeres más que varones ejerciendo el oficio, considero que es 
importante no invisibilizar a los varones, transexuales y transgénero que también trabajan en la venta 
de servicios sexuales. 

9 janet halley et al., “From the International to the local in Feminist legal responses to rape, pros­
titution/Sex Work, and Sex Trafficking: Four Studies in Contemporary Governance Feminism”, Harvard 
Journal of Law & Gender, 14 (2006), p. 30. 

10 Ibid., p. 5.
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en décadas recientes se reconocía una tendencia mundial de mudar del mode­
lo prohibicionista a los modelos abolicionista, de descriminalización total y de lega­
lización. las razones fueron múltiples: obtener mayor control de la actividad crimi­
nal, la epidemia del Vih/sida y el reconocimiento de los derechos humanos de los 
trabajadores sexuales. sin embargo, la pugna sobre cuál es la “mejor” regulación 
dista mucho de haberse terminado. con la emergencia de la globalización, el cri­
men organizado transnacional, la trata de personas y las batallas morales de los 
frentes conservadores apoyados por ciertos grupos feministas radicales, resurge el 
cuestionamiento del ejercicio libre y consentido del trabajo sexual y, con él, una 
nueva oleada de legislación y criminalización de los servicios sexuales.

Modelo prohibicionista

con la premisa de que la “prostitución” es un “mal social”, en este modelo todas 
las actividades relacionadas con el trabajo sexual –compra, venta e intermedia­
ción– están criminalizadas. Ya sea por razones morales o religiosas, se penalizan 
las conductas de la persona que paga por el servicio, de la persona que ofrece y 
presta el servicio y, en su caso, del proxeneta y del dueño del prostíbulo. el objeti­
vo es que la actividad desaparezca en su totalidad. éste es el modelo que impera 
en estados unidos desde inicios del siglo xx (con excepción del estado de nevada) 
y en oriente medio. en europa, el único país que lo aplica actualmente es Irlanda. 
los partidarios del modelo prohibicionista sostienen que la “prostitución” es un gra­
ve atentado contra los derechos humanos que jamás podría obtener la aquiescen­
cia del estado y confían en el derecho penal para estigmatizar a la industria del 
sexo y disuadir su práctica. 

un aspecto interesante del modelo prohibicionista es que en algunos países, 
como estados unidos, hay un alto grado de tolerancia hacia la práctica, a pesar de 
ser sancionada penalmente.11 si bien las agencias policiales están al tanto de la 
actividad, no se persigue el delito diligentemente y en raras ocasiones se llega a un 
juicio.

los detractores de este régimen argumentan que su efecto inmediato es crear 
un espacio propicio para la violencia.12 al transformar a los trabajadores sexuales 
en delincuentes, se les despoja de la protección de la ley. esta situación los margi­
na y los hace vulnerables a actos violentos, abuso y extorsión, negándoles la posi­

11 elaine mossman, International Approaches to Decriminalizing or Legalizing Prostitution. Prepared 
for the Ministry of Justice, Wellington, Government of new Zealand, 2007, p. 11.

12 lisa sánchez, “Boundaries of legitimacy: sex, violence, citizenship and community in a local 
sexual economy”, Law & Social Inquiry, 22 (1997). 
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bilidad de acudir ante las autoridades por la ilegalidad de su conducta. es decir, 
ante la persistente demanda de sexo, por lo general inelástica, el modelo prohibi­
cionista no disuade la compraventa de servicios sexuales pero sí favorece la vulne­
rabilidad de los trabajadores sexuales.

asimismo, en ocasiones se crea un doble estándar para medir una misma con­
ducta, en perjuicio de los trabajadores sexuales. puesto que la vasta mayoría de 
los trabajadores sexuales son mujeres, ello conlleva una afectación mayor para 
ellas que constituye discriminación indirecta.13 ejemplo de lo anterior es la senten­
cia de la corte constitucional de sudáfrica Jordan vs. South Africa en 2002, en 
donde analizó la constitucionalidad de una disposición del sexual offences act de 
1957, en la que se criminalizaba la conducta de los trabajadores sexuales, pero no 
la de sus clientes. la mayoría de la corte constitucional sudafricana consideró que 
existía una “diferencia cualitativa” entre quien ejerce la “prostitución” y el cliente, 
pues la primera (o el primero) es reincidente, mientras que el segundo busca el 
servicio de manera ocasional.14 con este argumento, una mayoría de la corte 
Constitucional sudafricana justificó la diferenciación entre las sanciones de uno y 
otro e incorporó en una decisión judicial uno de los estereotipos más comunes del 
trabajo sexual: es más culpable el que vende sexo que aquel que lo compra.15 

Modelo abolicionista o descriminalización parcial

Este régimen corresponde al tipificado en México desde 1940, con algunas va­
riantes regulatorias en ciertas entidades federativas. el abolicionismo16 tiene como 

13 la discriminación indirecta ocurre cuando una ley, política pública o práctica estatal es literalmen­
te neutral, pero en la práctica tiene un impacto desproporcionado en un grupo específico. 

14 Caso Jordan vs. South Africa de la corte constitucional de sudáfrica, 2002. 
15 la mayoría de la corte constitucional sudafricana también concluyó que, a pesar de que la enor­

me mayoría de trabajadoras sexuales son mujeres, la criminalización no constituye discriminación indi­
recta. la razón que argumentó fue que, ante una ley neutral, el estereotipo consistente en culpar más a 
la mujer prostituta que al cliente no es el resultado del derecho, sino de las actitudes sociales en una 
comunidad. en contraposición, la minoría argumentó que cuando la ley establece que quien ejerce la 
“prostitución” es el infractor primario refuerza un estigma que resulta violatorio del principio de igualdad. 
además, la minoría consideró que cuando la ley criminaliza principalmente a quien se “prostituye” y no 
al cliente, tomando en cuenta que la gran mayoría de este grupo son mujeres, genera un estereotipo de­
gradante para las trabajadoras sexuales y causa una discriminación indirecta. para un estudio porme­
norizado de los estereotipos de género incorporados al derecho, véase rebeca cook y simone cusack, 
Gender Stereotyping. Transnational Legal Perspectives, philadelphia, university of pennsylvania press, 
2010. 

16 Inspirado en la lucha contra la esclavitud, el abolicionismo surge en Inglaterra en el siglo xix. su 
fundadora, josephine Butler, pretendía acabar con la regulación estatal de la “prostitución”, la cual con­
sideraba profundamente abusiva con las mujeres, producto de la doble moral que imperaba en la épo­
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objetivo erradicar la “prostitución” o al menos reducir los daños que causa, por lo 
que comparte con el prohibicionismo su valoración negativa del trabajo sexual. no 
obstante, no valora de la misma manera la responsabilidad de quien se “prostituye” 
y la del proxeneta o lenón. mientras que el primero es concebido como una víctima, 
la conducta del segundo está criminalizada. Así, la finalidad de este modelo es do­
ble: por un lado, castigar a quienes se benefician de la “prostitución” ajena y, por el 
otro, ayudar a las víctimas a rehabilitarse y salir de la explotación sexual a la que 
son sometidas. sin embargo, al igual que en el modelo prohibicionista, las autori­
dades presentan un alto grado de tolerancia a los delitos relacionados con el traba­
jo sexual y su persecución es extraordinaria.17 

destaca en el modelo abolicionista la invisibilización del cliente, quien, a pesar 
de constituir una parte indispensable en la compraventa de servicios sexuales, no 
es señalado proporcionalmente a su intervención.18 un caso especial es el de sue­
cia, que en 1998 se convirtió en el primer país del mundo en oficialmente denunciar 
la “prostitución” como una forma de violencia contra las mujeres y, en consecuen­
cia, criminalizar la demanda de sexo, mas no su venta. el modelo sueco puede 
considerarse abolicionista en el sentido más puro, por su compromiso en la erradi­
cación de la “prostitución”, protegiendo a quien se “prostituye”, pero criminalizando 
tanto a clientes como a proxenetas. 

no obstante, el éxito del modelo sueco está sujeto a debate. las autoridades 
suecas proclaman que la nueva legislación ha tenido un gran impacto en la dismi­
nución de la “prostitución” y que ha convertido a suecia en un destino poco desea­
ble para el tráfico de personas con fines de explotación sexual por el alto riesgo 
para los clientes y los traficantes. En contraposición, algunas instancias sostienen 
que no hay evidencia concluyente de que, efectivamente, la “prostitución” haya dis­
minuido de forma significativa.19 hay autores que argumentan que simplemente la 
industria se volvió aún más clandestina, empeorando las condiciones laborales y 
los salarios de los trabajadores sexuales y aumentando su dependencia de proxe­
netas. 

ca. particularmente, Butler combatió el contagious diseases act, legislación que permitía, por supues­
tas razones sanitarias, la examinación genital de las mujeres asociadas con el ejercicio de la 
prostitución, hasta lograr su derogación. véase ana rubio, “la teoría abolicionista de la prostitución 
desde una perspectiva feminista. prostitución y política”, en patricia laurenzo et al. (coords.), Género, 
violencia y derecho, Buenos aires, editores del puerto, 2009.

17 e. mossman, International Approaches to Decriminalizing, p. 17. 
18 a. rubio, “la teoría abolicionista de la prostitución...”, en op. cit., p. 204. 
19  ministry of justice and the police (noruega), Purchasing Sexual Services in Sweden and the 

Netherlands. Legal Regulation and Experiences, 2008. disponible en <http://www.regjeringen.no/
upload/kilde/jd/rap/2004/0034/ddd/pdfv/232216-purchasing_sexual_services_in_sweden_and_the_ne­
derlands.pdf>. El reporte reconoce las dificultades para obtener estadísticas confiables. 
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Modelo de descriminalización total

este régimen deja fuera al derecho penal de cualquier intervención referente a 
la compraventa de servicios sexuales. en este sentido, las relaciones entre traba­
jadores sexuales, clientes, proxenetas, dueños de prostíbulos y otros intermedia­
rios, no están sancionadas penalmente mientras no incurran, claro está, en delitos 
(como sería violación o lesiones). los partidarios de este modelo consideran que la 
criminalización de actos consentidos entre adultos es contraria a un estado liberal 
democrático. parten de la concepción de que la “prostitución” es una forma legíti­
ma de trabajo que puede elegirse libremente. 

la diferencia clave entre el modelo de descriminalización total y el de legaliza­
ción es que el primero no contiene regulación específica alguna respecto del traba­
jo sexual por parte del estado. lo anterior es así porque los simpatizantes del mo­
delo de descriminalización consideran que algunas disposiciones regulatorias que 
conlleva la legalización podrían ser violatorias de los derechos humanos de los tra­
bajadores sexuales, tales como las revisiones médicas obligatorias. asimismo, 
sostienen que la descriminalización remueve el estigma y evita la exclusión social 
que dificulta la salida de los trabajadores sexuales de la industria del sexo, a dife­
rencia del modelo de legalización, que los “marca”. 

Modelo de legalización

este régimen involucra una descriminalización completa de la industria del 
sexo, acompañada de diversas provisiones legales que regulan algunos aspectos, 
tales como derechos laborales, zonificación, licencias y revisiones médicas perió­
dicas. con la convicción de que la clandestinidad y la estigmatización, generadas 
a partir de los modelos prohibicionista y abolicionista, son las principales causas de 
marginalidad y explotación en el sector, esta alternativa regulatoria busca proteger 
los derechos humanos de los trabajadores sexuales y someter a control a los em­
presarios involucrados en la industria, dándoles plena visibilidad y legalidad. asi­
mismo, un argumento común para legalizar la compraventa de servicios sexuales 
es reducir los delitos relacionados con la misma, como explotación sexual infantil, 
trata de personas, corrupción policiaca y crimen organizado. 

en un primer momento, a este modelo se le vinculó con el sistema reglamentis­
ta, ampliamente aplicado en el siglo xix. con la idea de que el fenómeno de la 
“prostitución” era un mal necesario, diversos países, incluido méxico, buscaron re­
glamentar la práctica a través de medidas administrativas y de control sanitario con 
la finalidad de garantizar la salud pública. Actualmente, el modelo de legalización 
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tiene motivaciones muy diferentes, pero un elemento central es el respeto a los de­
rechos humanos de los trabajadores sexuales.

países como alemania, australia, nueva Zelanda, Islandia, suiza, turquía, 
austria, dinamarca y Grecia han optado por este sistema con ciertas modalidades. 
holanda, sin embargo, sigue siendo el referente máximo. en 2000, la prohibición 
general hacia los prostíbulos se eliminó y se legalizó la contratación de trabajado­
res sexuales y la administración de negocios de servicios sexuales.20 como resul­
tado de ello, los trabajadores sexuales tienen acceso a sistemas de pensiones, be­
neficios de seguridad social y salud pública. Asimismo, tienen derecho a demandar 
en tribunales las violaciones a sus contratos laborales y de servicios. sin embargo, 
también existen regulaciones intervencionistas por parte del estado, como la obli­
gación de portar documentos de identificación.

el modelo holandés tiene un enfoque descentralizador, toda vez que el sistema 
de licencias de los establecimientos de servicios sexuales es municipal.21 los re­
quisitos para obtener una licencia imponen varias restricciones, tales como la ubi­
cación, horarios y quiénes pueden ser empleados. por ejemplo, los empleadores 
no pueden contratar nacionales que no pertenezcan a la unión europea. las viola­
ciones a estos lineamientos pueden derivar en multas y hasta en el retiro de la li­
cencia para operar el establecimiento. 

es difícil llegar a conclusiones respecto de si ha mejorado o no la situación de 
los trabajadores sexuales en holanda a partir de la legalización. algunos autores 
sostienen que el régimen es adecuado y respetuoso de los derechos humanos. 22 
asimismo, reportan una disminución de la violencia en el trabajo sexual, puesto 
que la legalización refuerza la idea de que los actos violentos no serán aceptados. 
sin embargo, reconocen que tiene efectos muy negativos en los trabajadores 
sexuales migrantes, que los empuja aún más hacia la clandestinidad. se forma, en­
tonces, un sector ilegal para los trabajadores migrantes dentro del régimen de le­
galización. otros autores son más críticos y argumentan que la legalización no ha 
empoderado en nada a los trabajadores sexuales, sino que solamente ha expandi­
do y ha legitimado su explotación.23 Los beneficiados de la legalización serían los 
empresarios de la industria del sexo, que contarían con la venia del estado para le­
galmente “explotar” a sus víctimas. 

a partir del análisis de los cuatro modelos de regulación jurídica del trabajo se­
xual, es posible llegar a dos conclusiones preliminares:

20 Bureau nRM, Trafficking in Human Beings: Third Report of the Dutch National Rapporteur, 13, la 
haya, 2005. 

21 j. halley et al., “From the International to the local...”, en op. cit., p. 27.
22 ministry of justice and the police (noruega), Purchasing Sexual Services..., p. 25.
23 a. rubio, “la teoría abolicionista de la prostitución...”, en op. cit., p. 211.
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1) Diferencia sustancial entre la ley en los libros y la ley en acción

la compraventa de servicios sexuales no se ha eliminado de país alguno. a pe­
sar de la dificultad para encontrar estadísticas fiables, un dato certero es que, en 
todos los países del mundo y con independencia del modelo jurídico que adopten, 
las personas siguen comprando y vendiendo sexo. lo que varía de un modelo al 
otro es la protección que brinda la ley a los que intervienen en dicha actividad. asi­
mismo, un aspecto relevante es la medida en la que las leyes son efectivamente 
cumplidas en cada régimen, dado que el grado de intensidad del cumplimiento va­
ría muchísimo, a veces hasta en un mismo país según se trate de autoridades ad­
ministrativas, legislativas y ejecutivas. de ahí la complejidad para determinar qué 
tan efectivo es un modelo. por ejemplo, el hecho de que normativamente esté 
proscrita la “prostitución” no dice mucho sobre qué tanto se sigue practicando. eco­
nómicamente hablando, podría sostenerse que la criminalización podría aumentar 
el precio de equilibrio del mercado, incrementando a su vez los incentivos de algu­
nas personas para ofrecer el servicio (en lugar de disuadirlos).24 existe una diferen­
cia sustancial entre la ley en los libros y la ley en acción en referencia al trabajo se­
xual que debe ser atendida para no generar normas jurídicas hipócritas cuya 
inaplicabilidad genere impunidad para los infractores y estigma para la parte más 
vulnerable. 

2) Distribución de costos y beneficios

como bien señala hila shamir, los cuatro modelos analizados conllevan costos 
y beneficios para los actores involucrados.25 según el modelo, hay ganancias sig­
nificativas para algunos y grandes pérdidas para otros. Si bien es imposible prede­
cir todos los intereses afectados a partir de una regulación en particular, sí es via­
ble anticipar algunos de los efectos que indefectiblemente habrá con un cambio de 
régimen. el efecto más evidente es la clandestinidad o la visibilidad de la actividad, 
dependiendo en dónde se ubique el modelo entre los extremos de la prohibición y 
la legalización, respectivamente. 

por ejemplo, el modelo sueco genera clandestinidad y las perdedoras son las 
trabajadoras sexuales que continúan ejerciendo la actividad, a pesar de la prohibi­
ción de la compra de sexo, pues se ven forzadas a trabajar en condiciones ocultas 

24 j. halley et al., “From the International to the local...”, en op. cit., p. 35. sin embargo, este incre­
mento en el precio no necesariamente beneficia a quienes se “prostituyen”, pues la criminalización los 
hace depender de intermediarios o proxenetas que indefectiblemente se apropian de un porcentaje de 
su trabajo. 

25 Ibid., p. 30. 
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que las hacen vulnerables al abuso y la violencia. los ganadores son los interme­
diarios o proxenetas que participan de un negocio altamente lucrativo producto de 
la ilegalidad. en contraposición, el modelo holandés genera visibilidad, y si bien las 
condiciones laborales de una buena parte de las trabajadoras sexuales mejora al 
tener acceso a pensiones, seguridad social y salud (y entonces podrían considerar­
se ganadoras), no puede olvidarse que la excesiva intervención del estado provo­
ca marginalización y estigma en un grupo que ya de por sí es señalado. asimismo, 
hay que recordar que, incluso en los países en donde está legalizada y regulada la 
prostitución, existe un mercado negro colmado principalmente por migrantes. pero 
entonces vale la pena preguntarse si lo que debe estar sujeto a revisión son las po­
líticas de migración.

la postura de quienes sostienen que los “ganadores” de la legalización son los 
intermediarios es cuestionable. a pesar de que los empresarios de la industria del 
sexo efectivamente consiguen el respaldo legal, se ven obligados a proporcionar 
seguridad social a sus empleadas y los precios del mercado encuentran estabilidad.

al comparar los diversos modelos de regulación jurídica del trabajo sexual es 
pertinente recordar que no existen fórmulas mágicas. cuando un país utiliza la ley 
para dar un “mensaje”, puede no estar atendiendo debidamente a las consecuen­
cias empíricas. por ejemplo, cuando suecia decidió criminalizar la compra de sexo 
tenía el objetivo de comunicar que la “prostitución” no es aceptada en la sociedad, 
pues constituye violencia contra las mujeres. sin embargo, el efecto de la ley en la 
realidad ha sido volver más peligrosa la actividad y, por ende, más violenta. en 
este sentido, debe ponderarse si los ideales deben estar inmersos en la ley o si las 
normas jurídicas deben ser lo suficientemente pragmáticas como para reconocer 
una situación de hecho y regularla, aunque no sea una actividad “ideal” para cier­
tos sectores. 

Marco normativo en México y el Distrito Federal

Trabajo sexual

en méxico, la compraventa de servicios sexuales no está prohibida por la ley en 
entidad federativa alguna. es decir, nada impide que las personas dispongan de su 
propio cuerpo como una mercancía que se puede vender.26 sin embargo, sí existe 
una penalización al aprovechamiento que terceras personas hagan de la compra­
venta de sexo. en este sentido, el código penal del distrito Federal prevé lo si­
guiente:

26 m. lamas, “las putas honestas, ayer y hoy”, en op. cit., p. 316.
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artículo 189. se sancionará con prisión de dos a diez años y de quinientos a cinco 
mil días multa, al que:
I. habitual u ocasionalmente explote el cuerpo de una persona u obtenga de ella un 

beneficio por medio del comercio sexual:
II. Induzca a una persona a que comercie sexualmente su cuerpo con otra o le facilite 

los medios para que se prostituya; o
III. regentee, administre o sostenga prostíbulos, casas de cita o lugares de concurren­

cia dedicados a explotar la prostitución, u obtenga cualquier beneficio con sus pro­
ductos. 

artículo 189 BIs. comete el delito de lenocinio de persona menor de dieciocho 
años de edad o persona que no tenga la capacidad de comprender el significado 
del hecho o de persona que no tiene capacidad de resistir la conducta, al que:
I. explote su cuerpo, por medio del comercio carnal u obtenga de él un lucro cualquie­

ra;
II. Induzca a que comercie sexualmente con su cuerpo o facilite los medios para que 

sea prostituida, y
III. regentee, administre o sostenga directa o indirectamente, prostíbulos, casas de cita 

o lugares de concurrencia dedicados a explotar la prostitución de persona menor de 
dieciocho años de edad o persona que no tenga capacidad de comprender el signi­
ficado del hecho o de persona que no tiene capacidad de resistir la conducta, u ob­
tenga cualquier beneficio con sus productos.

al responsable de este delito se le impondrá prisión de ocho a quince años y de 
dos mil quinientos a cinco mil días de multa, así como clausura definitiva y perma­
nente de los establecimientos descritos en la fracción iii.

puesto que el llamado lenocinio está prohibido, existiendo agravantes hasta en 
una mitad en caso de que en el primero se emplee violencia física o moral, es po­
sible sostener que el distrito Federal tiene un modelo abolicionista o de descrimi­
nalización parcial, en donde no se sanciona a quien ejerce la “prostitución” ni a su 
cliente, pero sí al proxeneta o lenón. 

Cabe destacar la evidente inaplicación e ineficacia de la ley respecto de la pro­
hibición de prostíbulos, casas de cita y “lugares de concurrencia dedicados a ex­
plotar la prostitución”. además de la percepción social de hipocresía e impunidad, 
una consecuencia particularmente grave de esta regulación es que la tipificación 
actual de lenocinio impide que un colectivo de trabajadores sexuales arriende un 
inmueble y trabaje por su cuenta, pues quien haya firmado como arrendatario o 
arrendataria puede ser consignado a las autoridades como lenón o lenona.27 ante 

27 Ibid., p. 340. 
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la dificultad de asociarse laboralmente, los trabajadores sexuales dependen para­
dójicamente aún más de lenones y proxenetas que los auxilien a cerrar transaccio­
nes al margen de la ley. 

el régimen jurídico del trabajo en el distrito Federal también comprende dispo­
siciones que si bien no criminalizan la actividad, sí la sujetan a “infracciones cívi­
cas” cuando se ejerce en determinadas circunstancias. la ley de cultura cívica 
del distrito Federal establece: 

artículo 24. son infracciones contra la tranquilidad de las personas:
[…]
vII. Invitar a la prostitución o ejercerla, así como solicitar dicho servicio. en todo caso 

sólo procederá la presentación del probable infractor cuando exista queja vecinal.

se comete infracción cuando la conducta tenga lugar en:

artículo 5. 
I. lugares o espacios públicos de uso común o libre tránsito, como plazas, calles, ave­

nidas, viaductos, calzadas, vías terrestres de comunicación, paseos, jardines, par­
ques o áreas verdes y deportivas;

II. Inmuebles públicos o privados de acceso público, como mercados, templos, cemen­
terios, centros de recreo, de reunión, deportivos, de espectáculos o cualquier otro 
análogo;

III. Inmuebles públicos destinados a la prestación de servicios públicos;
Iv. Inmuebles, espacios y vehículos destinados al servicio público de transporte;
v. Inmuebles y muebles de propiedad particular, siempre que tengan efectos en la vía 

o espacios públicos o se ocasionen molestias a los vecinos, y
vI. lugares de uso común tales como plazas, áreas verdes, jardines, senderos, calles, 

avenidas interiores y áreas deportivas, de recreo o de esparcimiento, que formen 
parte de los inmuebles sujetos a régimen de propiedad en condominio, conforme a 
lo dispuesto por la ley de la materia. 

como puede observarse, prácticamente todo el territorio del distrito Federal 
está comprendido en esta norma que prohíbe invitar a la “prostitución” o ejercerla, 
así como solicitar dicho servicio, y el único requisito de procedencia es que exista 
una queja de vecinos por escrito ante el juez. al infractor se le sanciona con una 
multa económica por el equivalente de 11 a 20 días de salario mínimo o con arres­
to de 13 a 24 horas. ¿Qué consecuencias conlleva esta normativa? Si bien no se 
prohíbe la compraventa de servicios sexuales, la ciudad sí le niega un espacio al 
trabajo sexual. prácticamente no pueden cerrarse transacciones en ningún lugar 
del distrito Federal si hay un vecino curioso. resulta interesante que el bien jurídi­
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co protegido, según la ley de cultura cívica del distrito Federal, sea “la tranquili­
dad de las personas.” de acuerdo con la ley, pareciera que el único requisito para 
poder ejercer la actividad es hacerlo de manera oculta, secretamente. ¿a quién be­
neficia esta discreción? ¿A quién se protege manteniendo el trabajo sexual fuera 
de la vista de la sociedad? 

desde el modelo abolicionista, el distrito Federal, mediante la ley de cultura 
cívica, construye un estigma y empuja a la clandestinidad a los trabajadores 
sexuales. no son delincuentes, mas son percibidos como tales. ¿cuál es la distri­
bución de los costos y beneficios de este sistema? Los clientes mantienen su pre­
ciado anonimato, la policía utiliza las disposiciones para la extorsión y el abuso, y 
los proxenetas o lenones aprovechan la secrecía, pues tanto clientes como traba­
jadores sexuales tendrán que recurrir a ellos para cerrar transacciones. ¿Qué su­
cede con los trabajadores sexuales? Normalmente, se ajustan a las condiciones 
impuestas por los demás actores involucrados. para “tranquilidad de las personas”, 
esto no ocurre abiertamente. 

otra mención al trabajo sexual, referido como “sexoservicio” se encuentra en el 
artículo 88 de la ley de salud del distrito Federal, en el capítulo Vi sobre vigilan­
cia sanitaria y medidas de seguridad, en el que se faculta a la agencia de protección 
sanitaria del distrito Federal, con el apoyo de las dependencias y entidades del go­
bierno, para ordenar y ejecutar medidas de seguridad sanitaria tales como:

artículo 88. 
[…]
XII. la orientación y vigilancia de quienes ejercen el sexoservicio y de quienes utilizan 

el mismo, a fin de evitar que sean víctimas y transmisores de enfermedades de ori­
gen sexual; para lo cual se promoverá el conocimiento y uso obligatorio de medidas 
preventivas como el condón, asimismo la autoridad sanitaria otorgará asistencia 
médica gratuita a todas las y los sexoservidores carentes de recursos, que se en­
cuentren afectadas por padecimientos de transmisión sexual, y se ordenará la sus­
pensión de la práctica del sexoservicio en los términos de lo señalado en la fracción 
séptima de este artículo.28 

destaca que la única mención a algún derecho de las trabajadoras sexuales 
sea, precisamente, otorgado con la finalidad de proteger a la población de la trans­
misión de enfermedades. de herencia reglamentista, el vocabulario de este artícu­
lo no se encuentra en el marco de los derechos humanos, sino del control sanitario. 

28 la señalada fracción séptima del artículo 141 establece la facultad de la agencia de protección 
sanitaria del distrito Federal para ordenar la suspensión de trabajo o servicios o la prohibición de actos 
de uso porque, de continuar aquellos, se pone en peligro la salud de las personas. 
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¿Es este tipo de normativa al que se puede aspirar desde el modelo abolicionista? 
¿Se encuentra el Estado maniatado entre la criminalización y la legalización?

considero que las respuestas son negativas. existen países que, siguiendo el 
modelo abolicionista, han sido más creativos al proteger a los trabajadores sexua­
les. un ejemplo paradigmático es el Caso Lais vs. Bar Discoteca Pandemo,29 de 
colombia.

en la sentencia de esta acción de tutela, la sala tercera de revisión de la cor­
te constitucional colombiana ordenó al propietario de un bar la indemnización por 
despido a una trabajadora sexual que laboraba en su establecimiento comercial. 
asimismo, exhortó a las autoridades civiles, administrativas y de policía a que pro­
tejan de manera efectiva los derechos de las personas que ejercen la “prostitu­
ción”, tanto en sus derechos individuales a la salud y rehabilitación, como respecto 
de sus derechos a un trato igualitario frente al derecho del trabajo y las garantías 
que en él se establecen, cuando ejercen su actividad por cuenta ajena.

en efecto, la sala tercera dio plena validez a “un contrato de trabajo verbal e 
indefinido, de horario de tres de la tarde a tres de la mañana, con descanso un do­
mingo cada 15 días y salario de conformidad con los servicios prestados por venta 
de licor”, de febrero de 2008 a enero de 2009, celebrado por la señora lais y el pro­
pietario del bar discoteca pandemo. los magistrados de la corte constitucional es­
tablecieron que la autodeterminación sexual puede conducir a una persona a ejer­
cer la “prostitución”, misma que es una actividad comercial reconocida por el 
derecho tanto por cuenta propia como ajena. lo anterior, pues “no importa cuán 
chocante sea,” a falta de un estado asistencialista que suministre la procura exis­
tencial a todos los sujetos o una renta básica para la subsistencia, la sala tercera 
reconoció que la prostitución se convierte en una opción para un número importan­
te de personas para ganarse la vida.

las sentencias de instancias previas habían negado el amparo de la justicia por 
considerar que el contrato tenía un objeto ilícito, pues, sostuvieron, la prestación de 
actividades sexuales es contraria a las buenas costumbres. al respecto, la sala del 
tribunal colombiano afirmó que las “buenas costumbres” no pueden ser reconoci­
das sino dentro de la ley y no como una figura paralela que pueda competir con el 
derecho. así, las buenas costumbres no constituyen un modelo ideal de comporta­
miento, son un “mínimo de corrección exigido” por las representaciones colectivas. 

29 Sentencia T- 629/10, Lais contra el Bar Discoteca Pandemo, sala tercera de revisión de la cor­
te constitucional de colombia, 13 de agosto de 2010. en colombia se criminalizan todas las conductas 
destinadas a llevar a otro al ejercicio de la prostitución, sea que se obligue por la fuerza o se convenza 
por la inducción (proxenetismo). sin embargo, la punición no alcanza a la persona que directamente 
ejerce la prostitución ni a toda actividad ejercida por los dueños de locales comerciales donde la misma 
se practica. 
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por lo anterior, al ser la “prostitución” una actividad lícita, sería una contradicción 
afirmar la ilicitud del objeto del contrato en comento.

ante el problema jurídico consistente en si aún con la criminalización del 
proxenetismo una persona puede obligarse a la prestación de servicios sexua­
les por cuenta ajena a cambio de un salario, la sala tercera estableció que 
puede haber contrato laboral siempre y cuando se actualicen los siguientes re­
quisitos:

1) el trabajador sexual ha actuado con plena capacidad y voluntad.
2) no hay inducción a la “prostitución”.
3) las prestaciones sexuales se desarrollen bajo condiciones de dignidad y li­

bertad para el trabajador.
4) exista subordinación limitada, continuidad y pago de una remuneración pre­

viamente definida.

la sala del tribunal colombiano alertó con meridiana claridad que si se llegara 
a desconocer la validez de dicho contrato laboral, sólo se favorecerían los intere­
ses del empresario de la industria del sexo, con “consecuencias excesivamente 
gravosas para quien efectivamente presta el servicio”, afectando a una minoría tra­
dicionalmente discriminada. de ahí que concluyera que la imposibilidad del proxe­
neta de “promover el ejercicio del trabajo sexual” no elimina por entero el ejercicio 
de la actividad empresarial y, más importante, que este reconocimiento genera re­
laciones laborales que cuentan con todas las garantías previstas en ley para los 
trabajadores. 

¿Qué resulta de esta decisión judicial? No únicamente la garantía de los dere­
chos laborales de los trabajadores sexuales, sino el reconocimiento de su dignidad, 
libertad e igualdad al no prejuzgar su elección de proyecto de vida y asegurar su 
protección sin discriminaciones ex ante. además, se echa abajo la falsa creencia 
de que todos los intermediarios o sujetos involucrados en el negocio de la compra­
venta de servicios sexuales son explotadores que sistemáticamente abusan y se 
aprovechan de quienes ejercen la “prostitución”. lo anterior se sostiene por la judi­
catura colombiana desde un modelo abolicionista o de descriminalización parcial, 
de ahí su utilidad como ejercicio argumentativo ejemplar que efectivamente empo-
dera a los trabajadores sexuales.

Trata de personas
 

en el ámbito federal, la ley para prevenir y sancionar la trata de personas tie­
ne como objeto la prevención y sanción de la trata de personas, así como la protec­
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ción, atención y asistencia a las víctimas.30 su normativa establece un sistema de 
coordinación entre las dependencias y entidades de la administración pública fede­
ral, así como la procuraduría General de la república, para dichos efectos. entre 
sus disposiciones figura la creación de una Comisión Intersecretarial que elaborará 
el programa nacional para prevenir y sancionar la trata de personas y la emisión 
del reglamento31 respectivo por parte del ejecutivo federal. 

si bien reconozco la urgencia de revisar su efectividad y técnica legislativa, un 
análisis pormenorizado de esta normativa excede los límites de este trabajo. para 
mi objetivo, me centraré en el artículo 5 de la ley:

artículo 5.­ comete el delito de trata de personas quien promueva, solicite, ofrezca, 
facilite, consiga, traslade, entregue o reciba, para sí o para un tercero, a una perso­
na, por medio de la violencia física o moral, engaño o abuso de poder para some­
terla a explotación sexual, trabajos o servicios forzados, esclavitud o prácticas aná­
logas a la esclavitud, servidumbre, o a la extirpación de un órgano, tejido o sus 
componentes.

cuando este delito sea cometido en contra de personas menores de dieciocho 
años de edad, o en contra de quien no tenga capacidad para comprender el signi­
ficado del hecho o capacidad para resistirlo, no se requerirá acreditación de los 
medios comisivos. 

siguiendo la regulación propuesta por el protocolo de palermo, la ley admite 
que el ejercicio de la libre voluntad de la víctima puede verse limitada por la fuerza, 
el engaño y el abuso de poder. de ahí que se excluya la defensa basada en el con­
sentimiento cuando se demuestre que se ha recurrido a medios indebidos para ob­
tenerlo. por ello, tratándose de víctimas mayores de edad y capaces, resulta indis­
pensable la acreditación de los medios comisivos en el tipo penal. es decir, si la 
persona “consiente” participar en las conductas previstas, no hay delito por perse­
guir. un punto importante a considerar es que la ley señala que el consentimiento 
otorgado por la víctima se regirá por el artículo 15, fracción III, del código penal 
Federal. 

30 con la importante precisión prevista en el artículo 3 de la ley para prevenir y sancionar la trata 
de personas, según la cual los delitos se perseguirán, investigarán y sancionarán por las autoridades 
federales cuando se inicien, preparen o cometan en el extranjero, siempre y cuando produzcan o se 
pretenda que tengan efectos en territorio nacional; o cuando se inicien, preparen o cometan en el terri­
torio nacional siempre y cuando produzcan o se pretenda que tengan efectos en el extranjero, o en su 
caso, cuando se cometan en el territorio nacional y se actualice alguno de los supuestos previstos en el 
artículo 50, fracción I, incisos b) a j), de la ley orgánica del poder judicial de la Federación.

31 el reglamento de la ley para prevenir y sancionar la trata de personas fue expedido el 27 de 
febrero de 2009, con un año de retraso en relación con lo previsto en el artículo 2o. transitorio de la ley.
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artículo 15. el delito se excluye cuando:
[…]
III. se actúe con el consentimiento del titular del bien jurídico afectado, siempre que 
se llenen los siguientes requisitos:
a) Que el bien jurídico sea disponible;
b) Que el titular del bien tenga la capacidad jurídica para disponer libremente del mis­

mo; y 
c) Que el consentimiento sea expreso o tácito, y sin que medie algún vicio; o bien, que 

el hecho se realice en circunstancias tales que permitan fundadamente presumir 
que, de haberse consultado al titular, éste hubiese otorgado el mismo. 

al respecto, tanto algunos legisladores como organizaciones de la sociedad ci­
vil han insistido en que “nadie puede consentir la explotación”, por lo que pugnan 
por la reforma a la ley en el sentido de eliminar los medios comisivos para que el 
consentimiento otorgado por la víctima, cualquiera que sea su edad y en cualquier 
modalidad de la trata de personas, no sea excluyente del delito. su argumento es 
que la acreditación de los medios comisivos es sumamente complicada de probar 
y ello ha influido sustancialmente en el fracaso de las consignaciones de los tra­
tantes. 

por su parte, el distrito Federal (así como otras entidades federativas) ha legis­
lado en la materia. el código penal para el distrito Federal prevé el delito de trata 
de personas de la siguiente forma:

artículo 188 BIs. al que promueva, facilite, consiga, traslade, entregue o reciba 
para sí o para un tercero, a una persona para someterla a cualquier forma de ex­
plotación sexual, trabajos o servicios impuestos de manera coercitiva, o para que 
le sea extirpado cualquiera de sus órganos, tejidos o sus componentes, dentro del 
territorio del distrito Federal, se le impondrá prisión de diez a quince años y de diez 
mil a quince mil días de multa.

cuando la víctima del delito sea persona menor de dieciocho años de edad o 
persona que no tenga capacidad de comprender el significado del hecho o de per­
sona que no tiene capacidad de resistir la conducta, se aumentarán las penas has­
ta en una mitad. 

contrariamente a la legislación federal, la asamblea legislativa del distrito Fe­
deral optó por no incluir medios comisivos en el tipo penal. ¿Qué consecuencias 
tiene esta tipificación? La necesidad de probar que se coaccionó a la víctima.

por su parte, la ley para prevenir y erradicar la trata de personas, el abuso 
sexual y la explotación sexual comercial Infantil para el distrito Federal se publicó 
en la Gaceta Oficial del distrito Federal el 24 de octubre de 2008. entre sus dispo­
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siciones, figuran también la creación de una Comisión Interinstitucional y la emisión 
del reglamento32 respectivo. 

en conclusión, tanto para la legislación federal como para aquella del distrito 
Federal, la ausencia de consentimiento es un elemento crucial en el tipo penal de 
trata de personas. de esta manera, se respeta la capacidad de los adultos de to­
mar por sí mismos decisiones acerca de su vida, concretamente en lo que se refie­
re a las opciones de trabajo y migración. 

sin embargo, mediante la legislación federal y su reconocimiento de medios co­
misivos, empieza a desdibujarse la línea que divide el consentimiento de la coac­
ción. aquellos que pugnan por que el consentimiento de la víctima no sea una ex­
cluyente del delito, borran dicha línea por completo. ¿Qué consecuencias tiene lo 
anterior para el trabajo sexual?

La defensa del trabajo sexual desde el paradigma de la dignidad humana 

en un primer momento, el bien jurídico protegido para criminalizar el trabajo se­
xual fue la moral. la “prostitución” era considerada como un peligro para las bue­
nas costumbres y la familia. Fue hasta la década de los ochenta del siglo xx que el 
feminismo radical definió la “prostitución” como una expresión de la dominación pa­
triarcal, inherentemente perjudicial para las mujeres y tendente a mantener su sub­
ordinación frente a los varones.33 para esta corriente feminista, la “prostitución” es 
violencia contra las mujeres y un acto de degradación. de ahí que se considere 
una imposibilidad ontológica que una persona consienta libremente “prostituirse” e 
imperativo para el estado prohibir y criminalizar la compra de todo servicio sexual 
y la conducta de los intermediarios y facilitadores. así nace el llamado abolicionis­
mo feminista que, basándose en los daños físicos, psicológicos y estructurales 
para las mujeres derivados de la “prostitución”, pugna por su eliminación. 

existe una amplia literatura acerca de los daños que sufren las personas que se 
dedican a la “prostitución”: depresión, ansiedad, estrés postraumático, adicciones, 
e incluso suicidio.34 no obstante, el feminismo abolicionista hace hincapié en que, 
además de los daños individuales, el mayor daño se sufre en lo colectivo (de todas 

32 el reglamento de la ley para prevenir y erradicar la trata de personas, el abuso sexual y la ex­
plotación sexual comercial Infantil para el distrito Federal fue publicado el 10 de agosto de 2009.

33 véase catharine a. macKinnon, Toward a Feminist Theory of the State, cambridge, harvard uni­
versity press, 1989, andrea dworkin, “prostitution and male supremacy, en Life and Death, nueva York, 
the Free press, 1997, Kathleen Barry, Female Sexual Slavery, nueva jersey, prentice hall, 1979 y The 
Prostitution of Sexuality, nueva York, new York university press, 1995.

34 Michelle Madden Dempsey, “Sex Trafficking and Criminalization: In Defense of Feminist Abolitio­
nism”, University of Pennsylvania Law Review, 158 (2010). 
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las mujeres en su conjunto), pues dichos daños perpetúan la estructura patriarcal 
de la desigualdad y subordina a todas las mujeres como grupo.35 

es curioso que, cuando el feminismo abolicionista pugna por castigar penal­
mente a quien compra servicios sexuales (como en el modelo sueco) y a los inter­
mediarios, se “alinea” con los sectores más conservadores y reaccionarios de la 
sociedad, enemigos a vencer en diversos temas que involucran el avance del mo­
vimiento feminista.36 la defensa de las feministas abolicionistas es que se trata de 
una mera estrategia política para conseguir objetivos comunes. pero, ¿puede su 
movimiento realmente desmarcarse de esta alianza? ¿Su visión acerca de la impo­
sibilidad de ejercer libremente la “prostitución” no impone per se un modelo deter­
minado de moralidad social? 

en contraposición al abolicionismo feminista, hay una importante corriente de 
pensamiento que considera que la “prostitución” es simplemente un trabajo. este 
grupo, de composición heterogénea,37 sostiene que es posible dar servicios sexua­
les voluntariamente. así, algunas consideran que, incluso, el trabajo sexual puede 
ser liberador, fuente de poder y expresión de la autodeterminación sexual. la mu­
jer, por fin, toma el control de su propio cuerpo. Otros reconocen que, para la gran 
mayoría de las “prostitutas”, el trabajo sexual es una opción entre muchas, todas 
indeseables o dañinas en cierta medida, pero que finalmente es válida como expre­
sión de la voluntad. si bien advierten los terribles daños de la trata de personas y 
pugnan por su criminalización, esta corriente insiste en la distinción entre aquélla y 
el trabajo sexual.

conociendo los extremos de este debate, es necesario preguntarse: ¿cómo 
debe legislarse y regularse el trabajo sexual a la luz de los derechos fundamenta­
les en un Estado laico? El principio de dignidad humana debe orientar las res­
puestas. 

como valor supremo, pilar ético y presupuesto esencial de efectividad de todo 
el sistema de derechos y garantías de un orden jurídico liberal, la dignidad humana 
se manifiesta singularmente en la autodeterminación consciente y responsable de 
la propia vida. en el ámbito de esta autonomía está la libertad de elegir el plan vital 
que se quiera, con el único límite de no perjudicar los derechos de terceros. en 
este sentido, tanto el estado como los particulares deben abstenerse de prohibir e 

35 Ibid., p. 1739. 
36 Julia O’Connel Davidson, “Sleeping with the Enemy? Some Problems with Feminist Abolitionist 

calls to penalise those Who Buy commercial sex”, Social Policy & Society, 2 (2003). o’ connel argu­
menta que algunas feministas han llegado al extremo de colaborar con jefes de policía para solicitar au­
mentos en las penas y con políticos antiinmigrantes para endurecer los controles en las fronteras. de 
ahí a defender los “valores tradicionales de la familia” no hay gran trecho, según la autora. 

37 en esta línea se encuentra la enorme mayoría de las llamadas feministas liberales, posmodernas 
y materialistas que coinciden en un punto: es posible ejercer el trabajo sexual voluntariamente. 
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incluso de desestimular, por cualquier medio, la posibilidad de una verdadera auto­
determinación. como bien señaló john stuart mill, ni siquiera “su propio bien, físi­
co o moral, es justificación suficiente” 38 para ejercer el poder del estado en contra 
de su voluntad: 

Nadie puede ser obligado justificadamente a realizar o no realizar determinados 
actos, porque eso fuera mejor para él, porque le haría feliz, porque, en opinión de 
los demás, hacerlo sería más acertado o más justo. éstas son buenas razones 
para discutir, razonar y persuadirle, pero no para obligarle o causarle un perjuicio 
si obra de manera diferente. Para justificar esto, sería preciso pensar que la con­
ducta de la que trata de disuadírsele produciría perjuicio a algún otro. la única par­
te de la conducta de cada uno por la que él es responsable ante la sociedad es la 
que se refiere a los demás. En la parte que le concierne meramente a él, su inde­
pendencia es, de derecho, absoluta. sobre sí mismo, sobre su propio cuerpo y es­
píritu, el individuo es soberano.39

en esta línea argumentativa, criminalizar el trabajo sexual por considerarlo de­
gradante no es un objetivo legítimo del sistema jurídico. La finalidad del Estado no 
es promover planes de vida buenos y ciudadanos virtuosos, pues ello entra en con­
flicto con la capacidad de cada individuo de elegir libre y racionalmente los planes 
de vida y los ideales de virtud que mejor le convenga de acuerdo con sus preferen­
cias.40 la única limitante para la autonomía de la voluntad es el principio de lesividad 
o daño a los demás. es decir, sólo las conductas que ocasionan daños a terceros 
pueden ser punibles por el derecho. cualquier otra posición sería paternalista al 
tratar como menores de edad a los individuos, en este caso a los trabajadores 
sexuales.41 

el anterior criterio contrasta con la predisposición que en la modernidad se ha 
tenido respecto de la “prostitución”, actividad reputada como indigna y reprochable. 
en efecto, la relación sexual sin compromiso afectivo, sin tener por objeto la repro­
ducción y en donde sólo se procura el placer de un sujeto a cambio de una retribu­
ción económica, es cuestionada y estigmatizada. sin embargo, en una sociedad 
laica que propugna y defiende la libertad de conciencia, esta afirmación no debiera 
tener consecuencias jurídicas, sino limitarse al carácter de opinión.

38 john stuart mill, Sobre la libertad, Madrid, Alianza Editorial, 1970, pp. 65-66. 
39 Ibid., pp. 65-66. 
40 rodolfo vázquez, Entre la libertad y la igualdad. Introducción a la filosofía del derecho, méxico, 

trotta, 2010, p. 157. en su tercer capítulo, el autor sienta las bases de una teoría de la justicia liberal 
igualitaria a partir del análisis de los principios de autonomía, dignidad e igualdad de la persona.

41 posición que, en el caso de las mujeres, refuerza el estereotipo de que son incapaces de decidir 
qué es lo mejor para ellas y requieren protección permanente incluso en contra de su voluntad. 
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ahora bien, es indudable que la dignidad humana requiere de ciertas condicio­
nes materiales concretas de existencia. a falta de ciertos bienes y servicios indis­
pensables que le permitan a la persona funcionar en la sociedad, puede argumen­
tarse que la libertad individual “queda reducida a simples palabras”.42 es decir, es 
preciso algo más que la ausencia de coacción para sostener que una persona es 
libre: un individuo requiere de opciones reales entre las cuales poder elegir. con 
este razonamiento, algunos autores sostienen que quien se “prostituye” en realidad 
no “elige” hacerlo, sino que se ve orillado u orillada por las circunstancias económi­
cas y sociales que lo rodean. pero, ¿debe ser la criminalización la respuesta a esta 
“voluntad orillada”? La experiencia muestra que la prohibición y la clandestinidad 
como condiciones laborales no constituyen el marco ideal para desmarcar del ofi­
cio a aquellas personas que no lo quieren realmente hacer. Yo optaría por políticas 
públicas que reduzcan la vulnerabilidad y efectivamente generen opciones de sali­
da. no elegiría la vía del paternalismo y del estigma.

Sin embargo, como lo afirma Tamar Pitch, en nuestras sociedades el derecho 
penal se ha convertido en el símbolo de la jerarquía de los problemas sociales, o 
en otros términos, la importancia de un problema social viene determinada por su 
nivel de castigo.43 por ejemplo, pareciera que si no se criminaliza la compra o ven­
ta de servicios sexuales (y su intermediación) es porque no se toma suficientemen­
te en serio la posibilidad de que los trabajadores sexuales sean explotados o se 
vean orillados a su práctica. es mi convicción que aquellos que sostienen que de­
ben prohibirse o criminalizarse las actividades relacionadas con la “prostitución” 
porque el número de trabajadores sexuales que la practican de manera voluntaria 
es mínimo frente a aquellos que se ven obligados a hacerlo, participan de una cru­
zada moral más cercana al populismo punitivo44 que a un interés efectivo centrado 
en mejorar las condiciones de vida de dichos trabajadores. en otras palabras, sa­
biendo que la criminalización no contribuirá en sí misma a disminuir las dimensio­
nes del problema, optan de cualquier manera por la intervención penal. esta posi­
ción es indebida, pues no se reflejará en una mejor defensa de los derechos de los 
trabajadores sexuales.

en conclusión, cualquier regulación sobre el trabajo sexual debe tomar en con­
sideración con objetividad las diferentes experiencias en su ejercicio. no es lo mismo 
una “prostituta” de calle, un masajista, una escort o call-girl. las políticas públicas 

42 a. rubio, “la teoría abolicionista de la prostitución...”, en op. cit., p. 206. 
43 tamar pitch, “critical criminology, the construction of social problems, and the Question of 

rape”, International Journal of Sociology of Law, 13, 1985, citada en elena larrauri, Criminología crítica 
y violencia de género, madrid, trotta, 2007. 

44 e. larrauri, Criminología crítica y violencia de género. en su análisis sobre la violencia domésti­
ca, Larrauri afirma que alentar o aceptar mayores penas sabiendo que éstas no contribuyen a disminuir 
las dimensiones del problema es un ejemplo de populismo punitivo. 
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dirigidas a los trabajadores sexuales deben construirse por sector socioeconómico 
para atender la complejidad de la práctica. empero, la dignidad humana de las per­
sonas que se dedican a la “prostitución” no está en entredicho, a pesar de que para 
algunos sectores la actividad sea moralmente repugnante. lo anterior tomando en 
consideración que toda regulación de la prestación voluntaria y remunerada de ser­
vicios sexuales entre adultos debe ir acompañada de una eficaz persecución y san­
ción de cualquier forma de actividad sexual forzada. 

Discurso reduccionista sobre la trata de personas y los riesgos de colapsar 
su distinción del trabajo sexual

el discurso es una manera de ejercer el poder, pues al comunicar la informa­
ción de forma reiterada crea y moldea realidades, no necesariamente mediante la 
verdad sino de la repetición. la narrativa de la mayoría de nuestros funcionarios 
y diversas organizaciones no gubernamentales ha denunciado a la trata de per­
sonas como un “brutal ataque a la libertad y a la dignidad de los seres humanos”45 
por parte de los traficantes que “flagela” a la sociedad y esclaviza a mujeres y ni­
ñas. no hay prácticamente intervención pública sobre la trata de personas en la 
que no se haga alusión a la urgencia moral de eliminar a “la esclavitud del siglo 
xxi” y que no esté centrada primordialmente en la trata con fines de explotación 
sexual de mujeres y niñas. para mostrar el carácter reduccionista de este discur­
so y sus repercusiones a nivel orgánico, resulta indicativo que la Fiscalía espe­
cializada para los delitos de violencia contra las mujeres es la misma instancia 
que se encarga de investigar los delitos relacionados con la trata de personas 
(Fevimtra). 

no está a discusión que la trata de personas es un delito que debe perseguirse 
con todo el rigor de la ley y que, dada su complejidad, exige la coordinación de to­
das las autoridades del estado para su efectiva prevención, sanción y erradicación. 
Tampoco cuestiono que la trata con fines de explotación sexual afecta a las muje­
res de manera desproporcionada. lo que sí es debatible son las implicaciones y 
consecuencias de la narrativa imperante sobre la trata de personas. ¿por qué en­
focarse solamente en la trata de personas con fines de explotación sexual? ¿En 
qué afecta al trabajo sexual? Propongo tres reflexiones.

45 proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones de la ley para prevenir y sancionar la 
trata de personas, de la comisión de derechos humanos, Gaceta Parlamentaria, año xiV, núm. 3216-
11, martes 8 de marzo de 2011.
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Invisibilización de otros tipos de trata de personas y asociación persistente 
con la esclavitud

Cuando el discurso sobre la trata de personas se reduce a aquella que tiene fi­
nes de explotación sexual, se excluyen otros tipos igualmente graves y extendidos, 
como la explotación laboral y el tráfico de órganos. Para los legisladores, es reditua­
ble dedicar sus palabras a aquella práctica que genera más indignación por parte de 
la sociedad para encontrar coincidencias con el electorado. sin embargo, la simpli­
ficación del problema en nada abona a la técnica legislativa y la comprensión del fe­
nómeno. podría estarse legitimando, sin quererlo, otras prácticas abusivas.46 

asimismo, se promueve discursivamente la imagen de individuos malvados y 
depravados que explotan a las víctimas, sin atender las condiciones sociales y 
económicas involucradas, las cuales varían caso por caso.47 esta “explicación” se 
centra en la necesidad de perseguir y sancionar a los tratantes, dejando de lado las 
razones estructurales que obligan a la migración y que hacen vulnerables a ciertos 
sectores de la población de caer precisamente en redes de trata.

más riesgoso aún es asociar la trata de personas con condiciones de esclavi­
tud. si ya de por sí “explotación” es una palabra ambigua, cuando consistentemente 
se asocia la trata de personas con la esclavitud, se invisibilizan grados inferiores 
de explotación que debieran tener relevancia jurídica y que no pueden atenderse de­
bidamente si el estándar es tan alto. En otras palabras, se les hace un “flaco” favor 
a las víctimas cuando para considerarlas como tales deben estar prácticamente re­
ducidas a esclavas, pues entonces cualquier destello que tengan de voluntad hará 
imposible consignar a sus abusadores. 

Construcción de estereotipos de género

La retórica utilizada promueve estereotipos de género que impiden identificar a 
varones y niños como víctimas de trata de personas y, más grave aún, también evi­
ta que estos varones y niños se reconozcan a sí mismos como víctimas.48 la gran 
mayoría de las políticas públicas, programas y refugios están pensados y destina­
dos para mujeres, con la falsa percepción de que las víctimas pertenecen siempre 
al sexo femenino. esto afecta directamente a las víctimas del sexo masculino y re­
fuerza el estereotipo de que los varones “migran”, mientras que las mujeres “son 
traficadas”. Es incuestionable que la trata con fines de explotación sexual afecta de 

46 j. halley et al., “From the International to the local”...”, en op. cit., p. 24. 
47 Janie A. Chuang, “Rescuing Trafficking from Ideological Capture: Prostitution Reform and Anti-

Trafficking Law and Policy”, University of Pennsylvania Law Review, 158, p. 13. 
48 Ibid., p. 18. 
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manera desproporcionada a las mujeres, pero ello no debe empequeñecer o invisi­
bilizar a otras víctimas. 

Afectación directa a los trabajadores sexuales

en el debate sobre la adecuada legislación de la trata de personas sobresale la 
solicitud de que el consentimiento de la víctima no constituya una excluyente del 
delito en caso alguno. es decir, ciertos sectores pugnan por una normativa en la 
que se abandone el elemento de coerción y, aun cuando la víctima haya accedido 
a realizar ciertas prácticas, ello no exima de responsabilidad a su explotador. la 
justificación es que la pobreza, las historias de abuso sexual, la relación sentimen­
tal con el tratante o las condiciones de explotación prácticamente reducen a cero la 
voluntad de la víctima. al ser la violencia moral, el engaño o el abuso de poder muy 
difíciles de probar como medios comisivos, se pretende que el consentimiento de 
la víctima sea irrelevante jurídicamente. 

en esta construcción argumentativa, el contexto de marginación y opresión re­
tira a las personas la capacidad de decidir sobre su propia vida. si la “prostitución” 
es explotación y “nadie puede consentir a ser explotado”, entonces colapsa la dis­
tinción entre trata de personas y trabajo sexual. ¿Qué consecuencias se generan? 

en líneas arriba he analizado cómo la criminalización de los clientes, los proxe­
netas y los dueños de establecimientos dedicados a la compraventa de servicios 
sexuales, afecta primordialmente a los trabajadores sexuales al orillarlos a la clan­
destinidad. cuando la ilegalidad rodea al trabajo sexual, a pesar de que la “prostitu­
ción” por cuenta propia sea lícita, las condiciones laborales empeoran y se crea un 
espacio propicio para el abuso y la violencia. empujar la práctica al margen de la ley 
no ayuda en nada a los trabajadores sexuales y sí incrementa su vulnerabilidad.

un ejemplo paradigmático del discurso que borra la distinción entre la trata de 
personas y el trabajo sexual es el que se utilizó en la reciente reforma a la ley para 
prevenir y sancionar la trata de personas, aprobada por la cámara de diputados 
el 15 de marzo de 2011. Imitando un debate en el interior del congreso español,49 
una extensa mayoría de la cámara de diputados50 decidió sancionar hasta con 18 
años de prisión a quien contrate publicidad por cualquier medio de comunicación y 
al que publique los anuncios que busquen promocionar, difundir y facilitar la trata 
de personas. en el dictamen de la comisión de derechos humanos51 se argumen­

49 debe destacarse que el congreso español optó por la autorregulación de los medios y no la im­
posición. 

50 401 votos a favor y 6 abstenciones. 
51 proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones de la ley para prevenir y sancionar la 

trata de personas, de la comisión de derechos humanos, Gaceta Parlamentaria, año xiV, núm. 3216-11. 
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ta que los anuncios publicitarios de “prostitución” constituyen “una forma de promo­
ción, difusión y facilitación de la actuación de las redes del crimen organizado, 
pues quienes utilizan estos medios publicitarios, a fin de llevar a cabo la práctica 
del delito de trata de personas, fomentan la explotación sexual, los trabajos o ser­
vicios forzados, la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos”. no se ci­
tan estudios ni investigaciones al respecto. nada se dice sobre los efectos que tie­
ne la reforma en el trabajo sexual libremente elegido. simplemente, los legisladores 
establecen como hecho cierto que ninguna persona que participa en dicha publici­
dad lo hace voluntariamente.

¿creerán los legisladores que, efectivamente, con este tipo de disposiciones se 
abolirá la “prostitución”? ¿Por qué continúa la cruzada moral por desaparecer de 
nuestra vista una práctica lícita, a expensas de la parte más vulnerable? Si fuera 
cierto que detrás de dichos anuncios hay siempre tratantes, ¿por qué no utilizar los 
medios para realizar investigaciones sólidas con el objetivo de identificar a las “re­
des del crimen organizado” en lugar de suprimirlos? 

el discurso al que aludo es reduccionista y violatorio de la dignidad humana al 
negarle a un número importante de trabajadores su capacidad de elegir el plan de 
vida que mejor les parezca. en un estado laico, esta postura paternalista es ina­
ceptable. No olvidemos que quienes prestan servicios sexuales, finalmente “traba­
jan por dinero, como hacemos la mayoría”.52 además, borrar la distinción entre la 
trata de personas y el trabajo sexual criminaliza el contexto de una práctica legíti­
ma y lícita en el ordenamiento mexicano, con consecuencias muy negativas en las 
condiciones laborales de los trabajadores sexuales. 

Conclusión

los cuatro modelos de regulación jurídica del trabajo sexual conllevan diversos 
costos y beneficios para los actores involucrados. Si bien es imposible predecir to­
dos los intereses afectados a partir de una regulación en particular, sí es viable an­
ticipar algunos de los efectos que habrá con un cambio de régimen. el efecto más 
evidente es la clandestinidad o la visibilidad de la actividad, dependiendo en dónde 
se ubique la regulación entre los extremos de la prohibición y la legalización, res­
pectivamente. la experiencia muestra que la prohibición de la compraventa de ser­
vicios sexuales y su intermediación no se refleja en mejores condiciones de vida 
para los trabajadores sexuales. al contrario, los margina y estigmatiza, volviéndo­
los más vulnerables al abuso y la violencia. 

52 Fernando León de Aranoa, director de la obra cinematográfica Princesas. 
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si bien en méxico no se prohíbe la compraventa de servicios sexuales, sí se le 
niega un espacio y se le empuja a la clandestinidad. a pesar de no ser delincuen­
tes, los trabajadores sexuales son percibidos como tales. si se les concediera le­
galmente la posibilidad de realizar su trabajo por cuenta ajena, tendrían asegura­
dos derechos laborales y reafirmada su dignidad humana al elegir su plan de vida. 
esa visibilidad ayudaría a reducir el estigma y normalizar su situación, además de 
que habría un mayor control de la industria del sexo.

actualmente, el debate sobre la mejor regulación del delito de la trata de perso­
nas tiene varios defectos: 1) Al centrarse en la trata de personas con fines de ex­
plotación sexual, empequeñece e invisibiliza otros tipos de explotación igualmente 
graves y extendidos; 2) construye estereotipos de género que ponen en riesgo a 
los varones y 3) borra la distinción entre trata de personas con fines de explotación 
y el ejercicio libre y consentido del trabajo sexual. 

con el colapso de esta distinción se niega la dignidad humana de quien elige 
ofrecer servicios sexuales y se impone una moralidad social determinada. además, 
se empuja hacia la clandestinidad una práctica legítima y lícita en el ordenamiento 
mexicano, con consecuencias muy negativas en las condiciones de vida de los tra­
bajadores sexuales. 
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el coMbate y la sanción de la trata 
de Personas, esPecialMente Mujeres, 

niñas y niños, en México

Elizardo Rannauro Melgarejo

Introducción

la discriminación contra las mujeres, niñas y niños persiste hasta la actualidad, 
tanto en la sociedad como en diferentes ordenamientos jurídicos. es claro que en 
el país se han producido avances significativos en diferentes ordenamientos que 
consagran el principio de igualdad entre mujeres y hombres, así como la elimina­
ción de la discriminación contra las mujeres, los cuales establecen la prevención, 
atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, niñas y niños. 
sin embargo, existen otros que no han incorporado la estrategia de la perspectiva 
de género,1 en estos ordenamientos se debería considerar una igualdad real y 
efectiva, que va más allá de la mera aplicabilidad de una normatividad nacional e 
internacional, sino que, además, debería regularse jurídicamente la incorporación 
de la perspectiva de género como mecanismos de análisis social.

1 Se define la estrategia de Incorporación de la Perspectiva de Género como “el proceso de evalua­
ción de las consecuencias para las mujeres y los hombres de cualquier actividad planificada, inclusive 
las leyes, políticas o programas, en todos los sectores y a todos los niveles. es una estrategia destina­
da a hacer que las preocupaciones y experiencias de las mujeres, así como de los hombres, sean un 
elemento integrante de la elaboración, la aplicación, la supervisión y la evaluación de las políticas y los 
programas en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que las mujeres y los hombres 
se beneficien por igual y se impida que se perpetúe la desigualdad. El objetivo final es lograr la igualdad 
entre los géneros”, organización de las naciones unidas, consejo económico y social de la organiza­
ción de las naciones unidas, “conclusiones convenidas”, e/1997/l.30, 14 de julio de 1997.
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entre estos ordenamientos destacan aquellas legislaciones sobre el combate y 
la sanción de la trata de personas, especialmente mujeres, niñas y niños.

la trata de personas tiene su historia, es un fenómeno cuyas raíces encontra­
mos a lo largo de la historia, ligadas a las guerras, la esclavitud y la explotación se­
xual. en américa latina se remonta a la época de la conquista. actualmente, la tra­
ta de personas continúa presente afectando tanto a mujeres, adolescentes, niños 
y niñas, como a hombres; mostrándose en el interior del territorio nacional, o bien, 
pasando fronteras o cruzando continentes; se trata de un problema que debe resol­
verse tanto internacionalmente2 como en méxico.

lo primero que resalta sobre el tema es que concurren diversos factores que 
hacen a las mujeres, adolescentes, niñas y niños más propensos a encontrarse 
dentro de este problema, entre ellos encontramos la situación de la pobreza, la fal­
ta de opciones económicas, el analfabetismo o la educación mínima, haber sido 
víctima de abuso físico o sexual, la disolución de la familia, la falta de vivienda y 
hogar, la violencia de género, así como el uso de drogas, entre otras circunstan­
cias. estos factores contribuyen a que las mujeres, adolescentes y niñas(os) sean 
más vulnerables frente a la trata de personas.

debemos considerar que la trata de personas por sus características se divide 
en: a) tráfico interno, por el cual las personas son trasladadas de una zona o región 
a otra en su propio país, y b) el tráfico externo, cuando a las personas se les traslada 
de un país a otro, conducta que en el ámbito internacional se equipara al narcotráfi­
co, debido a que se encuentra íntimamente asociada a la delincuencia organizada.

los países de destino se caracterizan, principalmente, por poseer un nivel de 
desarrollo mayor a los países de origen; por lo general, sus niveles de ingreso son 
superiores, así como su situación económica y social. en ellos existe una gran de­
manda por parte de sus habitantes, tanto de mano de obra barata como de servi­
cios sexuales que pueden dirigirse a la prostitución o la pornografía. además, se 
suman las leyes migratorias restrictivas, las cuales fomentan que las personas mi­
grantes busquen o acepten el apoyo de traficantes que se aprovechan de su situa­
ción. estas condiciones generadas por la migración ilegal, aunadas a la ignorancia 
sobre el fenómeno y la existencia del turismo sexual, vuelven a ciertos países re­
ceptores y demandantes de la trata de personas tanto en el aspecto sexual como 
en el laboral. las personas consideradas como “vulnerables” o “sin derechos” 
–como las mujeres, niñas, niños y adolescentes– suelen ser las más afectadas.

el problema en méxico es complejo, no es menor o mayor que en otros países; 
en realidad, son pocos los países que regulan y combaten este fenómeno, ya sean 

2 “podemos considerar que los estados y las organizaciones internacionales, los sujetos del dere­
cho internacional más típicos, forman más una sociedad que una comunidad”. modesto seara vázquez, 
Derecho internacional público, México, Porrúa, 1986, p. 19.
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países desarrollados, quienes principalmente son los que generan la demanda, o 
los que están en vías de desarrollo, que principalmente son los oferentes. méxico 
es un país tanto de tránsito como de destino, especialmente de mujeres, adoles­
centes, niños y niñas. la falta de recursos básicos y de entrenamiento y capacita­
ción, una legislación inadecuada, la falta de coordinación entre las autoridades in­
volucradas en atender este problema, la existencia de impunidad, el 
desconocimiento sobre los derechos humanos de las mujeres, niñas y niños, y la 
tolerancia social ante la explotación sexual de mujeres, adolescentes y menores, 
hacen más difícil el control, prevención y sanción de la trata de personas.

La trata de personas en la agenda internacional

durante varias décadas, en la agenda internacional se crearon un número sig­
nificativo de instrumentos internacionales para prevenir, sancionar y erradicar la 
discriminación en contra de las mujeres, particularmente en la lucha y combate de 
la trata de personas, como las convenciones, protocolos, convenios, resoluciones, 
memorándums de entendimiento, e informes, tanto de la organización de las na­
ciones unidas (onu), como de la organización de los estados americanos (oea) y 
de la organización Internacional del trabajo (oit), entre otros.3 mediante estos ins­

3 onu: Convención Relativa a la Esclavitud de 1926, Declaración Universal de los Derechos Huma­
nos de 1947, convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos y enfermos de las fuerzas ar­
madas en campaña de 1948, convenio de Ginebra para mejorar la suerte de los heridos, enfermos y 
náufragos de las fuerzas armadas en el mar de 1949, convenio de Ginebra relativo al trato de los pri­
sioneros de guerra de 1949, convenio de Ginebra relativo a la protección de personas civiles en tiem­
pos de guerra de 1949, protocolo adicional a los convenios de Ginebra relativo a la protección de las 
víctimas de los conflictos armados de 1949, Protocolo que Enmienda la Convención sobre la Esclavitud 
de 1953, convención suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las Ins­
tituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud de 1956, Convención sobre los Aspectos Civiles de la 
sustracción internacional de menores de 1980, convención sobre los derechos del niño de 1989, con­
vención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de 
sus Familiares de 1990, protocolo Facultativo de la convención sobre la eliminación de todas las for­
mas de discriminación contra la mujer de 1999, convención de las naciones unidas contra la delin­
cuencia organizada transnacional o convención de palermo de 2000, protocolo para prevenir, repri­
mir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la convención 
de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional de 2001, protocolo facultativo 
de la convención sobre los derechos del niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la uti­
lización de niños en la pornografía de 2002, Resoluciones e informes: Resolución A/RES/49/166 “Trata 
de Mujeres y Niñas” de 1995. Resolución A/RES/51/66 “Trata de Mujeres y Niñas” de 1997. Informe de 
la relatora especial sobre la venta de niños, la prostitución Infantil y la utilización de niños en la por­
nografía, misión a méxico, e/cn.4/1998/101/add.2 de febrero 1998. Informe de la relatora especial so­
bre la violencia contra la mujer, con su inclusión de sus causas y consecuencias, sobre la trata de mu­
jeres, la migración de las mujeres y la violencia contra la mujer, presentado de conformidad con la 
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trumentos, la sociedad internacional ha obtenido logros normativos significativos 
que apuntalan la protección, sanción y atención de las víctimas de la trata de per­
sonas, especialmente de mujeres, adolescentes, niñas y niños.

además de los tratados internacionales anteriormente citados en materia de de­
rechos humanos para eliminar la discriminación en contra de las mujeres, niñas y 
niños, que deben considerar las personas encargadas de la procuración e imparti­
ción de justicia, desde las mismas etapas del procedimiento penal, hasta la emisión 
de resoluciones y sentencias, se deben incorporar al sistema penal aquellos instru­

resolución 1997/44 de la Comisión de Derechos Humanos La Violencia contra la Mujer (E/CN.4/2000/68 
(febrero 2000). Informe de la relatora especial sobre la violencia contra la mujer, la violencia contra la 
Mujer (E/CN.4/2000/68), presentado de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión de De­
rechos Humanos de 2000. Resolución A/RES/53/116 “Trata de mujeres y niñas” de 1999. Resolución A/
RES/55/67 “Trata de Mujeres y Niñas” de 2001. Informe del Secretario General durante el 58º periodo 
de sesiones de la comisión de derechos humanos “trata de mujeres y niñas “ (e/cn.4/2002/80) de 
2002. resolución 2002/51 de la comisión de derechos humanos “trata de mujeres y niñas” de 2002. 
Informe del alto comisionado de las naciones unidas para los derechos humanos al consejo econó­
mico y social “principios y directrices recomendados sobre los derechos humanos y la trata de perso­
nas” (E/2002/68/Add.1.) de 2002. Informe del Secretario General en cumplimiento de la resolución 
55/67 “Trata de Mujeres y Niñas” (A/57/170) de 2002. Resolución A/RES/57/176 “Trata de Mujeres y Ni­
ñas” de 2003. Informe del secretario General durante el 59o. periodo de sesiones de la comisión de 
derechos humanos “trata de mujeres y niñas” (e/cn.42003/74) de 2003. Informe del secretario Gene­
ral “Trata de Mujeres y Niñas (A/59/185) “en cumplimiento de la resolución 57/176 de 2004. resolución 
A/RES/59/166 “Trata de Mujeres y Niñas” .E/CN.6/2005/L.3 “Reducción de la demanda de mujeres y ni­
ñas que son objeto de trata”.oea: convención americana sobre derechos humanos “pacto de san 
José de Costa Rica” de 1969, Protocolo de San Salvador de 1988, Convención Interamericana sobre 
restitución Internacional de menores de 1989, resoluciones: resolución aG/res. 1948(XXXIII­o/03) 
“combate al delito de la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes, niños y niñas.”, re­
solución aG/res.2019 (XXXIv­o/04) “combate al delito de la trata de personas, especialmente muje­
res, adolescentes, niños y niñas”, resolución cIm/res.225 (XXXI­o/02) “combate al delito de la trata 
de personas, especialmente mujeres, adolescentes, niños/as”. OIT: Convenio 16 sobre el examen mé­
dico de los menores en el trabajo marítimo de 1921, convenio 29 sobre el trabajo Forzado de 1930, 
convenio 45 relativo al empleo de las mujeres en los trabajos subterráneos de toda clase de minas de 
1935, convenio 90 relativo al trabajo nocturno de los menores en la industria de 1948, convenio 100 re­
lativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por 
un trabajo de igual valor de 1951, convenio 105 sobre la abolición del trabajo Forzado de 1957, con­
venio 111 relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación de1958, convenio 112 sobre la 
edad mínima (pescadores) de 1959, Convenio 123 sobre la edad mínima (trabajo subterráneo) de 1965, 
convenio 124 relativo al examen médico de aptitud de los menores para el empleo en trabajos subte­
rráneos en las minas de 1965, Convenio 138 sobre la edad mínima de admisión al empleo de 1973, 
convenio 182 sobre la prohibición de las peores Formas de trabajo Infantil y la acción inmediata para 
su eliminación de 1999. otros: memorando de entendimiento para la protección de las mujeres y de los 
Menores de Edad Víctimas del Maltrato y Tráfico de Personas, en la frontera Guatemala-México de 
2004. magaly Gómez vargas y elizardo rannauro melgarejo, Compendio de Normas e Instrumentos 
Nacionales e Internacionales Relativos a la Trata de Seres Humanos, Especialmente Mujeres, Niños y 
Niñas, 2a. ed., méxico, sRe/unifeM/pnuD, 2006.
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mentos internacionales que regulan de forma específica y especializada la trata de 
personas, destacando los siguientes:4

• El Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación 
de la prostitución ajena, onu.

• La Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, 
oea.

• El Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, onu.
• La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 

contra la mujer (ceDaw, por sus siglas en inglés), onu.
• La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio­

lencia contra la mujer (“convención de Belém do pará”), oea.
• Plataforma de Acción de Beijing, onu.
• Consenso de México, onu.

el convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de 
la prostitución ajena (emitido por la onu en 1951)5 tiene como objetivo la punibili­
dad de las acciones en él incluidas y generar acuerdos entre los estados parte 
para combatir la trata de personas con fines de explotación sexual (prostitución). 
No define qué es la trata de personas, sólo se refiere a los castigos a quien come­
tiera estos actos “para satisfacer pasiones ajenas, haya conseguido, arrastrado o 
seducido, aun con su consentimiento, a una mujer o muchacha mayor de edad 
para ejercer la prostitución en otro país, aun cuando los diversos actos que sean 
los elementos constitutivos del delito se hayan realizado en distintos países”.

 En lo que respecta a la sanción, sólo especifica que las partes se comprometen 
a dar los pasos necesarios para asegurar que los delitos enunciados en el conve­
nio sean castigados en proporción a los mismos. de conformidad con sus artículos 
17 y 19, se establecen disposiciones para programas de prevención, asistencia y 
protección a víctimas de trata, considerando “adoptar disposiciones para organizar 
una publicidad adecuada en que se advierta al público del peligro de la trata”, ade­
más de “adoptar las medidas adecuadas para proporcionar ayuda y mantener a las 
víctimas indigentes de la trata internacional de personas para fines de prostitución, 
mientras se tramita su repatriación.”

4 de conformidad con lo establecido en el artículo 1o. de la constitución política de los estados uni­
dos mexicanos.

5 Fusiona el acuerdo internacional del 18 de mayo de 1904 para la represión de la trata de Blan­
cas; el convenio internacional del 4 de mayo de 1910 para la represión de la trata de Blancas; proto­
colo que modifica el Convenio para la Represión de la Trata de Mujeres y Menores del 30 de septiem­
bre de 1921 y el convenio para la represión de la trata de mujeres mayores de edad del 11 de octubre 
de 1933.
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por otra parte, contempla el intercambio de información y capacitación entre au­
toridades de inmigración y otros componentes, señalando en su artículo 14 que 
“cada parte está obligada a establecer o mantener un servicio encargado de coor­
dinar y centralizar los resultados de las investigaciones sobre las infracciones a 
que se refiere el Convenio. Este Servicio deberá compilar toda aquella información 
que pueda facilitar la prevención y castigo de las infracciones”.

el convenio cuenta con medidas de prevención de la trata de personas, seña­
lando que las partes “deberán adoptar las medidas necesarias para la inspección 
de las agencias de colocación, a fin de impedir que las personas que buscan traba­
jo, en especial las mujeres y los niños, se expongan al peligro de la prostitución.” 
sin embargo, no cuenta con medidas fronterizas ni de cooperación bilateral que 
tengan como finalidad desalentar la demanda de trata de seres humanos.

La Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores (oea, 
1975) tiene como objetivo la prevención y sanción del tráfico internacional de me­
nores, así como la regulación de los aspectos civiles (localización, restitución) y pe­
nales (extradición, actos procesales) del mismo. Define el tráfico internacional de 
menores como “la sustracción, el traslado o la retención, o la tentativa de sustrac­
ción, traslado, retención, de un menor con propósitos o medios ilícitos”. menciona 
la coordinación institucional, señalando que “cada estado parte designará una au­
toridad central y comunicará dicha designación a la secretaría General de la oea”.

en lo que respecta a la sanción, señala que “los estados parte se comprome­
ten a adoptar medidas eficaces, conforme a su derecho interno, para prevenir y 
sancionar severamente el tráfico internacional de menores…” Asimismo, nos indi­
ca que

...la autoridad competente podrá ordenar que el particular o la organización respon­
sable del tráfico internacional de menores pague los gastos y las costas de la loca­
lización y restitución, en tanto dicho particular u organización haya sido parte de 
ese procedimiento. la autoridad competente o cualquier persona lesionada podrá 
entablar acción civil por daños y perjuicios contra los particulares o las organizacio­
nes responsables del tráfico internacional del menor.

la convención también establece programas de prevención, asistencia y pro­
tección a víctimas de trata, considerando que una vez

...recibida la solicitud respectiva, las autoridades requeridas dispondrán las medi­
das necesarias […] para iniciar, facilitar y coadyuvar con los procedimientos judi­
ciales y administrativos relativos a la localización y restitución del menor. además, 
se adoptarán las medidas para proveer la inmediata restitución del menor y, de ser 
necesario, asegurar su cuidado, custodia o guarda provisional, conforme a las cir­
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cunstancias, e impedir de modo preventivo que el menor pueda ser trasladado in­
debidamente a otro estado.

Igualmente, señala que “las autoridades competentes de un estado parte que 
constaten en el territorio sometido a su jurisdicción la presencia de una víctima de 
tráfico internacional de menores deberán adoptar las medidas inmediatas que sean 
necesarias para su protección, incluso aquellas de carácter preventivo que impidan 
el traslado indebido del menor a otro estado”.

en el intercambio de información y capacitación entre autoridades de inmigra­
ción y otros componentes, indica que “los estados parte se comprometen a: esta­
blecer […] mecanismos de intercambio de información sobre legislación nacional, 
jurisprudencia, prácticas administrativas, estadísticas y modalidades que haya asu­
mido el tráfico internacional de menores en sus respectivos Estados”. Además, ma­
nifiesta que “las Autoridades Centrales de los Estados Parte intercambiarán infor­
mación y colaborarán con sus autoridades competentes judiciales y administrativas 
en todo lo relativo al control de la salida y entrada de menores a su territorio”.

ahora bien, hay que destacar que el protocolo para prevenir, reprimir y san­
cionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la 
convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transna­
cional6, instaura un lenguaje y una legislación global para: 1) Definir, combatir y 
prevenir el tráfico de personas, prestando especial atención a mujeres y niños; 2) 
proteger y asistir a las víctimas del tráfico con pleno respeto a sus derechos huma­
nos, y 3) establecer los parámetros sobre la cooperación judicial y los intercambios 
de información entre los países.

En este sentido, el Protocolo define a la trata de personas como: 

la captación, el trasporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recu­
rriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la 
concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de 
una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explo­
tación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas 
de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácti­
cas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos.

6 Adoptado en Nueva York, EE.UU., el 15 de noviembre de 2000 y firmado por México el 13 de di­
ciembre del mismo año. aprobado por el h. senado de la república el 22 de octubre del 2002 y publi­
cado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 27 de noviembre del mismo año. Ratificado el 4 de 
febrero de 2003 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de abril de 2004.
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no menciona o indica coordinación institucional, toda vez que están previstas 
en la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada 
transnacional. sin embargo, en lo que respecta a la penalización, señala: “cada 
estado adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito en su derecho interno las conductas enunciadas en el artículo 
3 del presente protocolo…”, además hace referencia a que

...cada estado parte adoptará, asimismo, las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito:
a) […] la tentativa de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del pre­

sente artículo.
b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arreglo al 

párrafo 1 del presente artículo.
c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito tipifica­

do con arreglo al párrafo 1 del presente artículo.

en los programas de prevención, asistencia y protección a víctimas de trata, 
considera que

...1. cada estado parte protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la 
trata de personas […]

2. cada estado parte velará porque su ordenamiento jurídico o administrativo 
interno prevea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de per­
sonas, cuando proceda: a) Información sobre procedimientos judiciales y adminis­
trativos pertinentes; b) asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y 
preocupaciones se presenten y examinen en las etapas apropiadas de las actua­
ciones penales contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la 
defensa.

3. cada estado parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas 
a prever la recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de per­
sonas, incluso, cuando proceda, en cooperación con organizaciones no guberna­
mentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, 
y en particular mediante el suministro de: a) alojamiento adecuado; b) asesora­
miento e información, en particular respecto a sus derechos jurídicos, en un idioma 
que las víctimas de la trata de personas puedan comprender; c) asistencia médica, 
sicológica y material, y d) oportunidades de empleo, educación y capacitación.

4. cada estado parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presen­
te artículo, la edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata 
de personas, en particular las necesidades especiales de los niños, incluidos el alo­
jamiento, la educación y el cuidado adecuados.
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5. cada estado parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas 
de la trata de personas mientras se encuentren en su territorio.

6. Cada Estado Parte velará porque su ordenamiento jurídico interno prevea 
medidas que brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obte­
ner indemnización por los daños sufridos.

en el intercambio de información y capacitación entre autoridades de inmigra­
ción y otros componentes, el protocolo señala:

1. las autoridades de los estados parte encargadas de hacer cumplir la ley, así 
como las autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán 
entre sí, según proceda, intercambiando información, de conformidad con su dere­
cho interno, a fin de poder determinar: a) Si ciertas personas que cruzan o intentan 
cruzar una frontera internacional con documentos de viaje pertenecientes a terceros 
o sin documentos de viaje son autores o víctimas de la trata de personas; b) los tipos 
de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado utilizar para 
cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas, y c) los medios y 
métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los fines de la trata de per­
sonas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos entre personas 
y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles medidas para detectarlos. 

2. los estados parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, así como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacita­
ción en la prevención de la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, se­
gún proceda. ésta deberá centrarse en los métodos aplicados para prevenir dicha 
trata, enjuiciar a los traficantes y proteger los derechos de las víctimas, incluida la 
protección de las víctimas frente a los traficantes. La capacitación también deberá 
tener en cuenta la necesidad de considerar los derechos humanos y las cuestiones 
relativas al niño y a la mujer, así como fomentar la cooperación con organizaciones 
no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la so­
ciedad civil. 

3. el estado parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda 
solici tud del estado parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restriccio­
nes a su utilización. 

el protocolo cuenta con medidas de prevención de la trata de personas, y señala:

1. los estados parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carác­
ter amplio con miras a: a) prevenir y combatir la trata de personas, y b) proteger a 
las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, contra un 
nuevo riesgo de victimización. 
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2. los estados parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de in­
vestigación y campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y 
económicas, con miras a prevenir y combatir la trata de personas. 

3. las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformi­
dad con el presente artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organi­
zaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores 
de la sociedad civil. 

4. los estados parte adoptarán medidas o reforzarán las ya existentes, recu­
rriendo en particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores 
como la pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que hacen 
a las personas, especialmente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata. 

5. los estados parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales 
como medidas educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, re­
curriendo en particular a la cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar 
la demanda que propicia cualquier forma de explotación conducente a la trata de 
personas, especialmente mujeres y niños. 

Además se manifiesta en el Protocolo que en lo que respecta a las medidas 
fronterizas:

1. sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación 
de personas, los estados parte reforzarán, en la medida de lo posible, los contro­
les fronterizos que sean necesarios para prevenir y detectar la trata de personas. 

2. cada estado parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropia­
das para prevenir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transpor­
te explotados por transportistas comerciales para la comisión de los delitos tipifica­
dos con arreglo al artículo 5 del presente protocolo. 

3. cuando proceda […] se preverá, entre esas medidas, la obligación de trans­
portistas, comerciales, incluidas las empresas de transporte, así como los propie­
tarios o explotadores de cualquier medio de transporte, de cerciorarse de que to­
dos los pasajeros tengan en su poder los documentos de viaje requeridos para 
entrar en el estado receptor. 

4. cada estado parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su 
derecho interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación 
enunciada en el párrafo 3 del presente artículo. 

5. cada estado parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permi­
tan, de conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados 
a personas implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente 
protocolo. 
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6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados 
parte considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos 
de control fronterizo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y mante­
niendo conductos de comunicación directos. 

por último, se señala en el protocolo que la cooperación bilateral para desalen­
tar la demanda de trata de personas debe incluir, además de los puntos antes cita­
dos, sus medidas de prevención.

hay que destacar que la convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer7 (ceDaw por sus siglas en inglés) es uno de los 
principales tratados internacionales en materia de derechos humanos. en su ar­
tículo 1o. señala claramente que 

...la discriminación contra la mujer denotará toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el re­
conocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 
sobre la base de la igualdad del hombre y de la mujer, de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y 
civil o en cualquier otra esfera.8

al respecto, el comité de expertas de la ceDaw detectó, al revisar los informes 
de los distintos países, pautas de violación a los derechos humanos de las mujeres 
que se repiten en distintas partes del mundo. 

por tanto, con fundamento en el artículo 21 de la ceDaw, el comité emitió reco­
mendaciones generales que amplían la información sobre cómo se violan los dere­
chos reconocidos en la ceDaw y recomendaron tomar en cuenta ciertas considera­
ciones para la elaboración o modificación de las leyes y las políticas públicas en los 
distintos niveles de gobierno. 

en este orden de ideas, la recomendación General número 19 referente a la 
violencia contra las mujeres: “exige a los estados que adopten medidas para supri­
mir todas las formas de trata y explotación de la prostitución de las mujeres”.9 toda 
vez que 

7 adoptada el 18 de diciembre de 1979 por la onu y entró en vigor en méxico el 3 de septiembre de 
1981.

8 e. rannauro melgarejo, Manual: Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discri-
minación contra la Mujer y su Protocolo Facultativo cedaw, méxico, sRe/unifeM/pnuD, 2007, p. 34.

9 Ibid., p. 68.
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...la pobreza y el desempleo aumentan las oportunidades de trata. además de las 
formas establecidas, hay nuevas formas de explotación sexual, como el turismo se­
xual, la contratación de trabajadoras domésticas de países en desarrollo en los paí­
ses desarrollados y el casamiento de mujeres de los países en desarrollo con ex­
tranjeros. estas prácticas son incompatibles con la igualdad de derechos y con el 
respeto a los derechos y la dignidad de las mujeres y las ponen en situaciones es­
peciales de riesgo de sufrir violencia y malos tratos.10

por su parte, la convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradi­
car la violencia contra la mujer, mejor conocida como la “convención de Belém do 
pará”,11 señala en su artículo 2o.: “se entenderá que violencia contra la mujer in­
cluye la violencia física, sexual y psicológica: […] b. Que tenga lugar en la comuni­
dad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entro otros, viola­
ción, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada”. 

al ser adoptada esta convención, el gobierno mexicano asumió compromisos 
para actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violen­
cia contra la mujeres, además de incluir en la legislación mexicana normas pena­
les, civiles y administrativas, así como tomar las medidas apropiadas, incluyendo 
las de tipo legislativo para modificar o abolir leyes o reglamentos vigentes, prácti­
cas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o tolerancia de la 
violencia contra la mujer.

como sabemos, la convención de Belém do pará es jurídicamente vinculante, 
lo que hace responsable a nuestro país de ejecutar los compromisos adquiridos en 
todos los derechos que ésta tutela.

la plataforma de acción de Beijing12 nos señala entre sus objetivos estratégi­
cos “eliminar la trata de mujeres y prestar asistencia a las víctimas de la violencia 
derivada de la prostitución y la trata de mujeres.” Indicándonos que las

...medidas que han de adoptar los gobiernos de los países de origen, tránsito, des­
tino y las organizaciones regionales e internacionales, según proceda son:

a) adoptar medidas apropiadas para bordar las causas fundamentales, inclui­
dos los factores externos, que promuevan la trata de mujeres y niñas para fines de 
prostitución y otras formas de sexo comercializado, los matrimonios forzados y el 
trabajo forzado, con el objeto de eliminar la trata de mujeres, entre las encamina­

10 Idem.
11 adoptada el 9 de junio de 1994 por la oea, entró en vigor en méxico el 12 de diciembre de 1998.
12 organización de las naciones unidas, “declaración y plataforma de acción de Beijing con la de­

claración política y el documento Final ‘Beijing+5’”, departamento de la Información pública de las na­
ciones unidas, estados unidos de norteamérica, 2002, p.  209.
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das a fortalecer la legislación vigente, con miras a proteger mejor los derechos hu­
manos de las mujeres y las niñas y castigar a las autores por la vía penal y civil; b) 
intensificar la cooperación y las medidas concertadas de todas las autoridades e 
instituciones pertinentes con miras a desmantelar las redes nacionales, regionales 
e internacionales de traficantes; c) elaborar programas y políticas de educación y 
capacitación y examinar la posibilidad de promulgar legislación encaminada a im­
pedir el turismo y el tráfico sexuales, haciendo particular hincapié en la protección 
de las jóvenes y los niños.

por último, en el marco de la IX conferencia regional sobre la mujer de améri­
ca latina y el caribe (cepal), se adoptó el “consenso de méxico” en 2004, conclu­
yendo que se deben: 

adoptar las medidas integrales que sean necesarias para eliminar todas las formas 
de violencia y sus manifestaciones contra todas las mujeres, incluidas la violencia 
familiar, el abuso y acoso sexual, el incesto, la explotación sexual y el tráfico y tra­
ta de mujeres y niñas, la prostitución forzada, los asesinatos y las violaciones sis­
temáticas, y la violencia en situaciones de conflicto armado, entre otras, así como 
eliminar las medidas unilaterales contraídas al derecho internacional y a la carta 
de las naciones unidas.

Avances para la eliminación de la trata de personas en México

Según la Oficina de las Naciones Unidas para el Control de las Drogas y la Pre­
vención del delito, méxico es un país en el cual convergen las condiciones de ori­
gen, tránsito y destino para la incidencia de la trata de personas, en las cuales las 
niñas, niños, mujeres y personas migrantes son mayormente las víctimas. sin em­
bargo, éste es un problema mundial que cada año aumenta sus índices de ejecu­
ción, y que se ha acompañado de otros delitos como la delincuencia organizada, 
tráfico de drogas, robos y secuestros, violencia contra las mujeres o delitos de gé­
nero, entre otros, actualizando una grave violación de los derechos humanos.

en el Informe del departamento de estado sobre la trata de personas13 del 14 
de junio de 2004, se coloca a méxico en la lista especial de observación, en virtud 
de que no contaba, hasta ese momento, con una legislación nacional que permitie­
ra combatir adecuadamente la problemática del tráfico de personas, y por no con­
tar con una eficiente coordinación entre las instancias encargadas de procuración 

13 Gobierno de los estados unidos, Informe del Departamento de Estado sobre Trata de Personas, 
estados unidos, 2007. 
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e impartición de justicia. méxico es señalado como un país de tránsito y destino del 
tráfico de personas para fines de explotación sexual o laboral. Se calcula que entre 
16 000 y 20 000 niñas y niños mexicanos y centroamericanos son sujetos/as de 
abuso sexual, principalmente en la franja fronteriza y destinos turísticos.14

en la frontera sur del país –sobre todo en chiapas– prolífera la prostitución de 
migrantes hombres y mujeres guatemaltecas, hondureñas y salvadoreñas, en es­
pecial de mujeres y hombres jóvenes, quienes en algunos de los casos transitan 
por el estado de veracruz. la unicef ha reportado que de las 32 entidades, 21 es­
tán involucradas en la explotación sexual.

por su parte, para la organización Internacional para las migraciones (oiM), el 
estado mexicano ocupa el quinto lugar en américa latina como país de origen de 
la trata de personas y el sitio número 28 en la escala mundial.15

la legislación mexicana, la mayoría de las veces, tiene problemas de inconsis­
tencias terminológicas, son varios los ordenamientos jurídicos tanto federales 
como estatales (con independencia de la constitución y los distintos códigos pena­
les) que prevén, atienden o sancionan16 algunas de las conductas señaladas en el 
concepto de trata de personas que se han mencionado en los tratados internacio­
nales; esta enorme diversidad de leyes genera deficiencias en la protección de los 
derechos humanos de las mujeres, niñas, niños y adolescentes. entre los ordena­
mientos que veremos se encuentran: 

• Ley General de Población.17

• Ley Federal contra la Delincuencia Organizada.18

• Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.19

14 Idem.
15 organización Internacional para las migraciones, comisión Interamericana de mujeres, Instituto 

nacional de migración e Instituto nacional de las mujeres, La trata de personas, aspectos básicos, mé­
xico, 2006.

16  ley para el desarrollo y protección del menor del estado de morelos (12 de marzo de 1997), ley 
de asistencia social y protección de niños y niñas de veracruz ( 8 de septiembre de 1998), ley de los 
derechos de las niñas y niños en el distrito Federal (31 de enero de 2000), ley para la protección de 
la niñez de aguascalientes (31 de enero de 2001), ley de los derechos de las niñas y niños del esta­
do de Tamaulipas (16 de mayo de 2001), Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y 
adolescentes del estado de sinaloa (8 de octubre de 2001), ley para la protección de los derechos de 
las niñas, los niños y adolescentes en el estado de durango (23 de mayo de 2002.), ley para la pro­
tección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Sonora (26 de septiembre de 
2002), por citar algunos ejemplos. alma magaly Gómez vargas y elizardo rannauro melgarejo, Com-
pendio de normas e instrumentos nacionales e internacionales relativos a la trata de seres humanos, 
especialmente mujeres, niños y niñas, t. i y t. ii, méxico, sRe/unifeM/pnuD, 2006.

17  publicada en el dof el 7 de enero de 1974 y su última reforma del 25 de mayo de 2011.
18  publicada en el dof el 7 de noviembre de 1996 y su última reforma del 15 de noviembre de 2011.
19  publicada en el dof el 01 de febrero de 2007 y su última reforma del 28 de enero de 2011. 
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• Ley de Migración.20

• Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas y los Niños y los Ado­
lescentes.21

• Código Penal Federal.22

la ley General de población, en su artículo 1o., nos indica que tiene como ob­
jetivo “regular los fenómenos que afectan a la población en cuanto a su volumen, 
estructura, dinámica y distribución en el territorio nacional, con el fin de lograr que 
participe justa y equitativamente de los beneficios del desarrollo y social”. No defi­
ne la trata de personas ni tampoco el significado de tráfico, únicamente señala en 
su artículo 138 el tráfico de indocumentados.

Cuando se refiere a la sanción, señala el artículo 138 que “Se impondrá pena 
de seis a doce años de prisión y multa de cien a diez mil días de salario mínimo ge­
neral vigente en el distrito Federal en el momento de consumar la conducta, a 
quien por sí o por interpósita persona, con propósito de tráfico, pretenda llevar o 
lleve mexicanos o extranjeros a internarse a otro país, sin la documentación co­
rrespondiente.”

debido a que las principales víctimas de la trata de personas son las mujeres, 
niñas y niños, las autoridades judiciales deben considerar lo establecido en la ley 
General de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, que contiene la 
explicación de los tipos y modalidades de violencia contra las mujeres.23 esta con­
sideración de la violencia contra las mujeres en la emisión de las resoluciones y 
sentencias, coadyuvará a una correcta integración de los elementos del tipo penal, 
debido a que la trata de personas incluye un daño sexual, psicológico, económico, 
patrimonial o sexual, dirigida contra las mujeres y las niñas. 

con base en lo anterior, las personas juzgadoras, de conformidad al análisis de 
cada caso concreto, pueden solicitar la aplicación las medidas de protección a víc­
timas24 reguladas en la misma ley, vinculadas directamente con las descripciones 
penales establecidas en el código penal Federal. de la misma forma, deben con­
siderarse las leyes estatales que garantizan el derecho de las mujeres a una vida 
libre de violencia.

20  publicada en el dof el 25 de enero de 2011.
21 publicada en el dof el 29 de mayo de 2000 y su última reforma del 19 de agosto de 2010.
22 publicado en el dof el 14 de agosto de 1931 y su última reforma del 24 de octubre de 2011.
23 se entenderá como violencia contra las mujeres: “cualquier acción u omisión, basada en su gé­

nero, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte 
tanto en el ámbito privado como en el público”. (artículo 5, fracción iV, de la ley General de acceso de 
las mujeres a una vida libre de violencia).

24 artículo 33 de la ley General de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia.
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de acuerdo con lo establecido en su artículo 1o., la ley Federal contra la delin­
cuencia organizada señala que tiene como objeto “establecer reglas para la inves­
tigación, persecución, procesamiento, sanción y ejecución de las penas, por los de­
litos cometidos por algún miembro de la delincuencia organizada. sus disposiciones 
son de orden público y de aplicación en todo el territorio nacional”. sin embargo, no 
define la trata de personas, únicamente señala en su artículo 2o. los delitos que 
considera son cometidos por la delincuencia organizada, señalando, entre otros: el 
tráfico de indocumentados, tráfico de órganos, secuestro y tráfico de menores.

el 2011 se caracterizó por una serie de reformas legislativas, donde destaca la 
ley de migración, en la cual se incorpora en su artículo 2o el respeto irrestricto a los 
derechos humanos de las personas migrantes sin discriminación, que atiende par­
ticularmente a las personas en situación de vulnerabilidad en sus derechos, muje­
res, indígenas, adolescentes y personas adultas mayores. en estas atribuciones, 
aunque consideradas como elementos de la política migratoria que debe implemen­
tar el poder ejecutivo federal, la participación de las autoridades de procuración e 
impartición de justicia contiene una importancia especial, debido a que pueden ex­
tender demandas y posicionamientos por parte del poder judicial de la Federación 
a favor de los derechos humanos, la seguridad nacional, pública y fronteriza.25

la ley para la protección de los derechos de las niñas y los niños y los ado­
lescentes en su artículo 3o. nos dice que tiene como objetivo “asegurarles un de­
sarrollo pleno e integral, lo que implica la oportunidad de formarse física, mental, 
emocional, social y moralmente en condiciones de igualdad”. 

señalándonos en el mismo artículo que,

son principios rectores de la protección de los derechos de niñas, niños y adoles­
centes: el del interés superior de la infancia, el de la no discriminación por ninguna 
razón, ni circunstancia, el de igualdad sin distinción de raza, edad, sexo, religión, 
idioma o lengua, opinión política o de cualquier otra índole, origen étnico, nacional 
o social, posición económica, discapacidad, circunstancias de nacimiento o cual­
quiera otra condición suya o de sus ascendientes, tutores o representantes legales, 
el de vivir en familia, como espacio primordial de desarrollo, el de tener una vida li­
bre de violencia, el de corresponsabilidad de los miembros de la familia, estado y 
sociedad, el de la tutela plena e igualitaria de los derechos humanos y de las ga­
rantías constitucionales.

además, en su artículo 11 menciona: 

25 artículo 2o. de la ley de migración.
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son obligaciones de madres, padres y de todas las personas que tengan a su cui­
dado niñas, niños y adolescentes protegerlos contra toda forma de maltrato, prejui­
cio, daño, agresión, abuso, trata y explotación […] lo anterior implica que la facul­
tad que tienen quienes ejercen la patria potestad o la custodia de niñas, niños y 
adolescentes no podrán, al ejercerla, atentar contra su integridad física o mental ni 
actuar en menoscabo de su desarrollo. 

en el artículo 21 señala: “niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a ser 
protegidos contra actos u omisiones que puedan afectar su salud física o mental, su 
normal desarrollo o su derecho a la educación en los términos establecidos en el ar­
tículo 3o. constitucional. las normas establecerán las formas de prever y evitar es­
tas conductas.” enunciativamente, se les protegerá cuando se vean afectados por 
el descuido, la negligencia, el abandono, el abuso emocional, físico y sexual; la ex­
plotación, el uso de drogas y enervantes, el secuestro y la trata, entre otros.

esto permite observar que las autoridades de procuración e impartición de jus­
ticia no sólo deben observar las leyes penales para investigar y sancionar los deli­
tos, sino integrar los diversos cuerpos normativos internacionales y nacionales, 
para una correcta aplicación de la justicia, que deben servir como fundamento en 
las resoluciones y sentencias, principalmente en la integración de los elementos 
del tipo, así como la sanción, que debe remitirse a la reparación del daño.

La trata de personas como acto delictivo en México

en nuestro país existe una legislación especializada en esta materia, que inclu­
ye una descripción penal denominada: ley para prevenir y sancionar la trata de 
personas.26 esta ley tiene como objeto “la prevención y sanción de la trata de per­
sonas, así como la protección, atención y asistencia a las víctimas de estas con­
ductas con la finalidad de garantizar el respeto al libre desarrollo de la personalidad 
de las víctimas y posibles víctimas, residentes o trasladadas al territorio nacional, 
así como a las personas mexicanas en el exterior”.27 

Además, tipifica como delito federal la trata de personas y sanciona a quien 
“promueva, solicite, ofrezca, facilite, consiga, traslade, entregue o reciba, para sí o 
para un tercero, a una persona, por medio de la violencia física o moral, engaño o 
el abuso de poder para someterla a explotación sexual, trabajos o servicios forza­

26 publicada en el dof el 27 de noviembre de 2007. Última reforma publicada el 1 de junio de 2011.
27 artículo 1 de la ley para prevenir y sancionar la trata de personas.
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dos, esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud, servidumbre, o a la extirpación 
de un órgano, tejido o sus componentes”.28

es necesario precisar que el término de “trata de personas” agrupa, en una sola 
conducta delictiva, diferentes tipos penales en el código penal Federal y los relati­
vos en las entidades federativas, por consiguiente, la sanción punitiva es desigual 
en cada parte del territorio mexicano, lo que se convierte en una limitante para la 
investigación y persecución de la trata de personas. además, aún existen diver­
gencias entre el bien jurídico tutelado que se protege, en las cuales confluyen ele­
mentos como la dignidad humana y los derechos humanos, y en otros, sólo la liber­
tad y seguridad sexual.

además, la revisión jurídico­penal debe integrar una serie de visiones diferentes 
para eliminar, de forma integral, la trata de personas en méxico, como, por ejem­
plo, la incorporación de la perspectiva de derechos, la perspectiva de género, el in­
terés superior de la infancia, la violencia contra las mujeres y las niñas, y muchas 
otras acciones.

la investigación jurisdiccional debe establecerse desde una base multidiscipli­
naria en la que no sólo se observe que se actualice la descripción del tipo penal, 
sino que motive una investigación a fondo que permita crear las bases para preve­
nir los delitos mediante la práctica de las pruebas periciales antropológicas, so­
cioeconómicas, psicosociales y educativas, aunadas a las más recurrentes como 
la médica y psicológica, que permitirán implementar una justicia real y eficiente, así 
como entender la dimensión de la problemática para vincular a proceso a las per­
sonas probables responsables y las posibles consecuencias en los casos de 
inexistencia de las sanciones.

en consecuencia, existe la obligación para las autoridades jurisdiccionales de 
proteger los derechos humanos de conformidad con la constitución política Fede­
ral y los tratados internacionales, y se instaura la obligación de investigar, sancio­
nar y reparar las violaciones de derechos humanos,29 por lo que dichas autoridades 
se encuentran en posibilidad de establecer procedimientos penales desde la pers­
pectiva de derechos y de género para atender y sancionar este delito.

aunado a lo anterior, el 7 de abril de 2011 se aprobaron reformas a los artículos 
19, 20 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la fina­
lidad de darle peso constitucional a la trata de personas y formalizarlo como delito 
grave (lo que implica la prisión preventiva sin derecho al pago de caución de las per­
sonas probables responsables), proteger los derechos de las víctimas y procurarles 
una atención integral. por su parte, la propuesta de reforma aprobada al artículo 73 

28 artículo 5 de la ley para prevenir y sancionar la trata de personas.
29 artículo 1o. de la constitución política de los estados unidos mexicanos. Última reforma publica­

da el 13 de octubre de 2011.
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faculta al congreso de la unión para expedir una ley general en la materia, que ac­
tualizará la normatividad de conformidad a la realidad que se observa en méxico.30

Los tipos penales en la entidades federativas

uno de los obstáculos principales para prevenir, atender, combatir y sancionar 
la trata de personas es la multiplicidad de descripciones de tipos penales que en­
contramos en las entidades federativas, así como la variedad de funciones que in­
tentan cumplir. la mayoría de las entidades federativas protegen el atentado con­
tra la vida, la seguridad personal, la libertad, la salud y la integridad, principalmente. 
Esto se refleja en la tipificación penal de diversas conductas integradas en el Códi­
go penal Federal, que hace difícil una política de prevención del delito y atención a 
víctimas, debido a que existen diversos delitos para cada conducta.

por ejemplo, se incluyen diferentes tipos penales, y su correspondiente san­
ción, para señalar la trata de personas en su modalidad de explotación sexual, en 
las cuales se incluyen el lenocinio, corrupción de menores e incapaces, pornogra­
fía infantil, turismo sexual y lenocinio con personas menores de edad. en cuanto a 
la modalidad de trabajos y servicios forzados, se incluyen delitos como el empleo 
de personas menores de 18 años de edad o el de empleo (en el ámbito laboral) de 
personas menores de 18 años de edad o de personas que no tienen capacidad 
para comprender el significado de trabajar en centros de vicio, privación ilegal de la 
libertad, trabajos o servicios personales forzados. además de la modalidad de es-
clavitud y servidumbre, se incluyen los tipos de privación ilegal de la libertad y de 
otras garantías, y tráfico de menores.

otro punto importante es la imprecisión sobre cuáles autoridades deben inter­
venir para investigar y sancionar el delito de trata de personas. esto se observa 
desde la constitución política Federal, la cual integra a la trata de personas y la de­
lincuencia organizada como conductas que se entrelazan en su actualización, pero 
en la normatividad federal sólo permite sancionar a esta última. 

en la legislación penal de los estados de la república mexicana existen avan­
ces, algunos de ellos son: 1) en Aguascalientes se tipifica la corrupción de meno­
res, lenocinio, ultrajes a la moral, privación ilegal de la libertad. 2) en Baja califor­
nia, corrupción de menores y personas discapacitadas, pornografía infantil, 
lenocinio, ultrajes a la moral. 3) en Baja california sur, ultrajes a la moral, corrup­
ción de menores a incapacitados, pornografía infantil, lenocinio, prostitución de 
menores. 4) en campeche, ultrajes a la moral, pornografía infantil, corrupción de 

30 organización Internacional de las migraciones, La trata de personas en México, méxico, oiM, 
2011.
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menores, lenocinio, privación ilegal de la libertad. 5) en chiapas, privación ilegal 
de la libertad, ultrajes a la moral, corrupción de menores, pornografía infantil, le­
nocinio, explotación de la prostitución ajena. 6) En Chihuahua se tipifican los ul­
trajes a la moral, el lenocinio, la prostitución infantil y la corrupción de menores. 
7) en coahuila se sanciona la corrupción de menores, la pornografía infantil, el 
lenocinio, la explotación de la prostitución ajena y la prostitución infantil. 8) en 
colima, los ultrajes a la moral, la corrupción de menores, la explotación de meno­
res y la explotación de la prostitución ajena. 9) En el Distrito Federal se tipifica la 
corrupción de menores, la prostitución infantil, la pornografía infantil, el lenocinio 
y la privación ilegal de la libertad. 10) en durango se sancionan los ultrajes a la 
moral, la corrupción de menores, el lenocinio, la explotación de la prostitución 
ajena y la privación ilegal de la libertad. 11) En el Estado de México se tipifican 
los ultrajes a la moral, corrupción de menores, prostitución infantil, lenocinio, ex­
plotación de la prostitución ajena. 12) En Guanajuato, se tipifica la corrupción de 
menores, lenocinio, explotación de la prostitución ajena, prostitución de menores. 
13) en Guerrero se sanciona la privación ilegal de la libertad, acoso sexual, por­
nografía, pornografía de menores, corrupción de menores, prostitución de meno­
res e incapaces, lenocinio, trata de personas. 14) En Hidalgo se tipifica la priva­
ción ilegal de la libertad, acoso sexual, corrupción de menores, lenocinio, 
prostitución de menores, explotación de la prostitución ajena, ultrajes a la moral. 
15) en jalisco se sancionan los ultrajes a la moral, corrupción de menores, leno­
cinio, prostitución infantil, privación ilegal de la libertad. 16) En Michoacán se tipi­
fican los ultrajes a la moral, corrupción de menores, lenocinio. 17) En Morelos se 
sanciona la corrupción de menores, ultrajes a la moral, lenocinio, prostitución in­
fantil, pornografía infantil. 18) En Nayarit se tipifican los ultrajes a la moral, co­
rrupción de menores, lenocinio, privación ilegal de la libertad. 19) en nuevo león 
se sanciona la corrupción de menores, lenocinio, plagio. 20) En Oaxaca se tipifi­
can los ultrajes a la moral, corrupción de menores, pornografía infantil, lenocinio, 
privación ilegal de la libertad. 21) en puebla, los ultrajes a la moral, corrupción de 
menores, pornografía infantil, lenocinio, privación ilegal de la libertad. 22) en 
Querétaro se tipifica la corrupción de menores, lenocinio, explotación de la pros­
titución ajena, prostitución infantil y pornografía infantil. 23) en Quintana roo se 
sanciona la corrupción de menores, lenocinio, explotación de la prostitución aje­
na, prostitución infantil. 24) en san luis potosí se sanciona la corrupción de me­
nores, lenocinio, ultrajes a la moral, explotación de la prostitución ajena y prosti­
tución infantil. 25) en sinaloa se tipifica la corrupción de menores, lenocinio, 
explotación de la prostitución ajena, privación ilegal de la libertad laboral. 26) En 
sonora se sancionan los ultrajes a la moral, corrupción de menores, lenocinio. 
27) En Tabasco se tipifica la explotación de la prostitución ajena, prostitución in­
fantil, corrupción de menores. 28) en tamaulipas se sancionan los ultrajes a la 
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moral, corrupción de menores, pornografía infantil, prostitución sexual de meno­
res, lenocinio, privación ilegal de la libertad. 29) En Tlaxcala se tipifican los ultra­
jes a la moral, corrupción de menores, lenocinio. 30) en veracruz, los ultrajes a la 
moral, corrupción de menores, lenocinio, explotación de la prostitución ajena. 31) 
en Yucatán se sancionan los ultrajes a la moral, corrupción de menores, explota­
ción de la prostitución ajena, pornografía infantil, lenocinio. 32) en Zacatecas se 
sancionan los ultrajes a la moral, corrupción de menores, lenocinio.

Ahora bien, en la tipificación como delito de la trata de personas existen avan­
ces significativos en los estados de Coahuila, Guerrero, Hidalgo, Quintana Roo, 
san luis potosí, sinaloa, tabasco y veracruz. sin embargo, en algunos casos so­
lamente retoman sólo una de las modalidades de la trata: la explotación sexual. en 
general, en la legislación mexicana no contamos aún con los elementos necesarios 
para prevenir, sancionar y erradicar el fenómeno de la trata de personas, y en aún 
menor proporción de las mujeres, adolescentes, niños y niñas. 

en lo que respecta a la sanción, se desprenden adelantos de la legislación pe­
nal mexicana, algunos tipos penales vinculados con la explotación y privación de la 
libertad de las personas, tales como lenocinio, pornografía infantil, tráfico de meno­
res, tráfico de indocumentados, etc.; sin embargo, la mayoría de los ordenamientos 
jurídicos penales no se encuentran actualizados conforme a la realidad del fenó­
meno de trata de personas, la violencia y discriminación, debido a que “en el caso 
de la violencia sexual y del tráfico de personas, la coincidencia además responde 
al hecho de que afecta mayoritariamente a las mujeres desde niñas, cuando son 
más vulnerables a este tipo de violencia que las atrapa para siempre”.31

de ahí la importancia que ha cobrado en las entidades federativas la inscripción 
de un cuerpo normativo que obligue a la instauración de políticas públicas para pre­
venir y atender la trata de personas. Para el 2011, 16 estados ya contaban con su 
propio ordenamiento jurídico vigente con relación al tipo penal de trata de personas.

hay que destacar que es posible incorporar la estrategia de la perspectiva de 
género en los ordenamientos jurídicos mexicanos; existe la voluntad de algunos 
gobiernos para eliminar este flagelo, tal es el caso de las 16 entidades federativas 
con ordenamientos jurídicos para la prevención, sanción y atención de las víctimas 
de trata de personas. mención especial merece el procedimiento de armonización 
legislativa con perspectiva de género en el estado de veracruz, donde los poderes 
ejecutivo, legislativo y judicial participaron en la revisión y aportación de las pro­
puestas de reformas legislativas con perspectiva de género que se realizaron al 
código penal y código de procedimientos penales de la entidad, así como una 
propuesta de ley para prevenir, atender, combatir, sancionar y erradicar la trata 

31 laura salinas Beristaín, Derecho, género e infancia, colombia, universidad nacional de colom­
bia/unifeM/uaM, 2002, pp. 44.
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de personas para el estado de veracruz de Ignacio de la llave,32 posteriormente 
aprobado y publicado en la Gaceta Oficial del Estado. las propuestas se realizaron 
de forma integral, para evitar contradicciones u omisiones en el procedimiento de 
investigación y sanción.33 

Al respecto, hay que mencionar que los principales avances en estos 16 esta­
dos son haber promulgado las leyes siguientes:

ENTIDAD 
FEDERATIVA

ORDENAMIENTO JURÍDICO
FECHA DE 

PUBLICACIÓN
REGLAMENTO

Baja california ley para combatir, prevenir y sancionar la trata 
de personas en el estado de Baja california

24 de octubre de 
2008

sin reglamento

chiapas ley para combatir, prevenir y sancionar la trata 
de personas en el estado de chiapas

3 de abril de 2009 2009

distrito Federal ley para prevenir y erradicar la trata de 
personas, el abuso sexual y la explotación 
sexual comercial Infantil para el distrito Federal

24 de octubre de 
2008

2009

hidalgo ley para combatir y prevenir latrata de personas 
para el estado de hidalgo

15 de noviembre de 
2010

sin reglamento

nayarit ley para la prevención y erradicación de la trata 
de personas en el estado de nayarit

15 de junio de 2011 sin reglamento

nuevo león ley para prevenir, atender, combatir y erradicar 
la trata de personas en el estado de nuevo león

30 de julio de 2010 sin reglamento

puebla ley para la prevención del delito de trata de 
personas y para la protección y asistencia de sus 
víctimas del estado de puebla

3 de diciembre de 
2010

sin reglamento

Quintana roo ley para prevenir, combatir y sancionar la trata 
de personas del estado de Quintana roo.

10 de diciembre de 
2010

sin reglamento

san luis potosí ley para prevenir, atender y erradicar la trata de 
personas en el estado de san luis potosí

27 de enero de 
2011

sin reglamento

32 aldo Francisco lópez velázquez y elizardo rannauro melgarejo, Armonización legislativa al de-
recho interno del estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, méxico, Instituto veracruzano de las muje­
res, 2009.

33 De forma específica, se participó en la elaboración de la propuesta de creación y propuestas de 
reformas a estos ordenamientos jurídicos, las cuales fueron realizadas mediante la creación e imple­
mentación de una metodología de trabajo para observar las obligaciones y compromisos adquiridos por 
el estado mexicano en la esfera internacional, así como los ordenamientos federales y estatales que 
protegen los derechos humanos de las mujeres, particularmente en la trata de personas, especialmen­
te mujeres, niñas y niños.
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sinaloa ley estatal para combatir, prevenir y sancionar 
la trata de personas

13 de julio de 2011 sin reglamento

sonora ley de prevención y combate de la trata de 
personas para el estado de sonora

10 de marzo de 
2011

sin reglamento

tabasco ley para prevenir, combatir y sancionar la trata 
de personas en el estado de tabasco

26 de diciembre de 
2009

sin reglamento

tamaulipas ley para prevenir, combatir y sancionar la trata 
de personas en el estado de tamaulipas

19 de octubre de 
2010

sin reglamento

tlaxcala ley para la prevención de la trata de personas 
en el estado de tlaxcala

4 de diciembre de 
2009

sin reglamento

veracruz ley para prevenir, atender, combatir, sancionar 
y erradicar la trata de personas para el estado 
de veracruz de Ignacio de la llave

5 de noviembre de 
2010

sin reglamento

Yucatán ley para prevenir, combatir y sancionar la trata 
de personas en el estado de Yucatán

31 de marzo de 
2011

sin reglamento

estos ordenamientos estatales tienen la característica de obligar a sus gobier­
nos a la creación, instauración y evaluación de las políticas públicas para prevenir 
y atender esta problemática, sin intervenir en una tipificación penal o establecer 
obligaciones para las autoridades jurisdiccionales estatales.

Limitantes y retos en la persecución de los delitos

el derecho penal no debe ser utilizado como un medio exclusivo para sancionar 
conductas reprobables, sino que debe ser una pieza más que contribuya a delinear 
las políticas criminales más generales mediante el establecimiento de los procedi­
mientos de investigación y sanción de delitos, pero desde una base multidisciplina­
ria fundada en la perspectiva de derechos humanos y de género, que permita la 
protección y restitución de los derechos y daños causados a las víctimas, y se cen­
tre en erradicar el origen de los problemas.

se debe reconocer que la insensibilidad al género se presenta cuando se ignora 
la variable sexo como una socialmente importante o válida. casi todos los estudios 
sobre los efectos de determinadas leyes o políticas olvidan los efectos que tienen 
en cada sexo; así, “cuando no se toma en cuenta las estructuras de género y las 
condiciones que éstas imponen, a las diferencias para cada sexo o género, es im­
posible identificar cuáles son los problemas que no se vieron para uno u otro sexo 
porque sencillamente la información no está presente”.34

34 alda Facio, Cuando el género suena, cambios trae. Una metodología para el análisis de género 
del fenómeno legal, ilanuD, 1991, pp 101.
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En consecuencia, ha de reafirmarse que existe una marcada discrepancia entre 
cómo debe investigarse y cómo sancionarse la trata de personas, a tal grado, que 
las personas juzgadoras y legisladoras encuentran un desconocimiento de la gra­
vedad de este flagelo en la sociedad. Miguel Ontiveros asegura que la impunidad 
es otros de los medios que limitan la sanción de la trata de personas: “los servido­
res públicos vinculados a la procuración e impartición de justicia confunden el deli­
to con injusto o estado de necesidad con legítima defensa”,35 por lo que aún nos 
encontramos alejados de una verdadera política criminológica que prevenga y per­
siga los delitos, que se identifique desde la falta de formación académica en mate­
ria de género, derechos humanos y en derecho penal, hasta el desconocimiento 
del concepto y sus implicaciones sociales, jurídicas y políticas.

también deben eliminarse prejuicios o estereotipos y la discriminación que 
acompañan a la problemática de trata de personas que permiten, en algunos ca­
sos, atenuar la punibilidad por razón del consentimiento de las personas víctimas 
o por el origen o lengua. estos estereotipos son observados de forma reiterada en 
el ámbito de la migración de personas o la prostitución.

por ende, en estos casos en particular, se debe juzgar con perspectiva de gé­
nero; las personas encargadas de la procuración e impartición de justicia deben 
considerar las condiciones de discriminación, violencia contra las mujeres o des­
igualdad entre mujeres y hombres desde el estudio de las pruebas hasta la integra­
ción de los elementos del tipo, o cuando se analizan sentencias de primera instan­
cia en las que se omitieron estas condiciones. esta revisión judicial se debe 
fundamentar en los instrumentos internacionales ratificados por el Estado mexica­
no y en las leyes federales aplicables a cada caso.

Como ejemplo de la eliminación de la discriminación que se refleja en las sen­
tencias, se debe iniciar con la modificación del lenguaje que utilizan, pues en la 
mayoría de los casos se hace uso de un lenguaje discriminatorio y referido sólo a 
los hombres, que puede considerase como el inicio en la invisibilización de las mu­
jeres, niñas, niños y adolescentes.

además, dentro del razonamiento judicial debe dirimirse la protección de los de­
rechos humanos de la persona responsable, como los de las víctimas y familiares 
(especialmente preservando el interés superior de la niñez),36 considerando en 
todo momento la protección a la dignidad humana. 

para alcanzar una administración de justicia con perspectiva de género, el juz­
gador o juzgadora debe solicitar a las autoridades auxiliares la implementación de 
pruebas periciales realizadas desde la perspectiva de género, desde los ámbitos 
antropológicos, sociológicos, psicoemocionales, educativos, sociales o criminológi­

35 miguel ontiveros alonso, El derecho penal frente a la trata de personas. Problemas técnicos y po-
lítico criminales, méxico, unaM–iij, 2010.

36 artículo 4o. de la constitución política de los estados unidos mexicanos.
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cos, que permitan observar el grado de desigualdad o discriminación que persista, 
incluyendo la revisión con perspectiva de género de las declaraciones ministeriales 
y judiciales de todas las personas que participan en el procedimiento penal.

en casos concretos donde se observen algunas conductas que integran la trata 
de personas, debe solicitarse la presentación de los documentos emitidos por las 
autoridades policiacas, en los cuales se incluya no sólo los hechos que observan, 
sino datos subjetivos de las personas, por ejemplo, condiciones de alimentación o 
vestido que se encontraron en el momento, las lesiones visibles, las medidas de 
atención integral de emergencia que se hayan implementado y la descripción del 
lugar de los hechos, entre muchos otros elementos, debido a que son elementos 
que por su cercanía a los hechos investigados permiten ampliar la integración de 
actos constituibles de delitos.

en el ámbito legislativo, los organismos encargados de aprobar las leyes deben 
preservar la armonización legislativa con perspectiva de género, especialmente en 
el derecho interno de cada entidad federativa. debe establecerse con claridad la 
jurisdicción en la que la trata de personas habrá de ser sancionada penalmente, 
toda vez que la contradicción de leyes en este aspecto puede generar impunidad, 
pues propicia una interminable presentación de recursos jurisdiccionales y juicios 
de amparo, que obstaculizan y retardan una eficiente impartición de justicia.

para la atención a víctimas, el poder judicial de la Federación debe establecer 
los lineamientos o protocolos jurídicamente vinculantes, principalmente aplicables 
en las actuaciones, como declaraciones, careos y presentación de pruebas, en los que 
se respeten la dignidad humana y los derechos humanos, diseñados según las ca­
racterísticas propias de la víctima, como el sexo, el género, el idioma, el país o 
entidad de origen, los usos y costumbres, y cualquier otra condición que asegura 
conductas no discriminatorias y permitan la igualdad real y legal de mujeres y hom­
bres en los procedimientos penales.

por último, las autoridades de procuración e impartición de justicia no sólo de­
ben ser capaces de asegurar una sanción punitiva a las personas responsables del 
delito de trata de personas, sino que se debe participar activamente en la construc­
ción de políticas a favor de los derechos humanos, particularmente de mujeres ni­
ñas y niños. se deben encaminar propuestas, desde una visión criminológica des­
de la perspectiva de género, para eliminar este flagelo.
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sobre la PerMisividad del derecho Penal 
argentino en casos de aborto

Marcelo Ferrante1

¿Qué tan permisivo es el derecho penal argentino en relación con el aborto? Lo 
que intentaré mostrar aquí es que, a diferencia de lo que muchas veces se dice o 
sugiere, el derecho penal argentino es bastante permisivo; está sólo un escalón 
por debajo del escalón más alto en la escala de permisividad que ofrece el derecho 
penal comparado. no niego, por supuesto, que hay interpretaciones de este mismo 
derecho penal en las cuales el derecho penal argentino luce mucho menos permi­
sivo de lo que yo sostendré que es. esas interpretaciones, sin embargo, son inco­
rrectas o, a lo sumo, parciales en el sentido de que acomodan o reflejan sólo parte 
de los factores que determinan el contenido del derecho.

al poner la cuestión en términos de grados de permisividad quiero alertar sobre 
un error habitual. el error consiste en distinguir entre jurisdicciones en las que el 
aborto es “legal” (citando, por ejemplo, a estados unidos o alemania como casos 
de esa clase) y aquellas en las que el aborto es “ilegal” (citando, entre otros, a ar­
gentina como ejemplo). la distinción es errónea. en todas las jurisdicciones com­
parables (como las tres citadas como ejemplo: estados unidos, alemania y argen­
tina) el aborto es legal en algunos casos e ilegal en otros; lo que puede variar es la 
distribución de los abortos legales e ilegales, de modo tal que algunas jurisdiccio­
nes sean más permisivas que otras (porque el aborto es legal en un mayor conjun­
to de escenarios posibles).

1 este trabajo fue originalmente publicado en Aborto y justicia reproductiva (paola Bergallo ed., Bue­
nos aires, editores del puerto, 2011).
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hay dos aspectos o dimensiones de una regulación penal de aborto que hemos 
de tomar en cuenta para juzgar su grado de permisividad. la primera dimensión 
está relacionada con la existencia de un permiso no cualificado para abortar duran­
te algún periodo temprano del embarazo. Por “permiso no cualificado” me refiero 
en particular a que el permiso no depende de cuáles son las razones en virtud de 
las cuales se decide abortar.

la segunda dimensión está relacionada con la disponibilidad de un conjunto de 
permisos específicos para abortar –permisos para abortar por razones determina­
das o en determinadas circunstancias. todas las jurisdicciones comparables tienen 
al menos algún permiso específico de este último tipo (para citar un ejemplo del 
más bajo nivel de permisividad: en el derecho penal del estado de texas, estados 
unidos, que tuvo en cuenta la corte suprema norteamericana en el famoso Caso 
Roe vs. Wade de 1973, el aborto era permisible sólo cuando era necesario para 
salvar la vida de la mujer embarazada). para evaluar la permisividad de un derecho 
penal en materia de aborto, lo decisivo no es, pues, la mera existencia de permisos 
específicos, sino la riqueza y el alcance del conjunto de permisos disponibles(el 
ejemplo de texas era uno de muy baja permisividad en esta dimensión porque 
ofrecía sólo un permiso y muy restringido.)

el derecho penal argentino está relativamente arriba en la escala de permisivi­
dad porque califica muy bien en la segunda dimensión, en el sentido de que contem-
pla un paquete amplio de permisos específicos; y en cuanto a la primera dimen­
sión, si bien no hay una regla o decisión explícita que reconozca la permisibilidad 
no cualificada del aborto temprano, sí hay espacio jurídico para una decisión como 
Roe vs. Wade, esto es, una decisión que no sólo reconozca un derecho jurídico a 
la permisibilidad no cualificada del aborto temprano, sino que dé a ese derecho es­
tatus constitucional.

Peligro para la vida y la salud

empiezo por considerar la segunda dimensión, la relacionada con la disponibi­
lidad de permisos específicos para el aborto. Las jurisdicciones menos permisivas 
sólo ofrecen un permiso: el permiso para abortar cuando el desarrollo del embara­
zo causaría la muerte de la mujer embarazada. el código penal argentino de 1921 
estableció, en cambio, un permiso mucho más amplio. En efecto, el artículo 86.1 
(actualmente en vigencia) extendió un permiso para abortar cuando el embarazo 
pone en peligro la vida o la salud de la mujer embarazada. de acuerdo con esta re­
gla, entonces, el aborto es permisible no sólo cuando el desarrollo del embarazo 
compromete la vida de la mujer embarazada, sino también cuando afectaría su sa­
lud de modos no fatales. por otra parte, no es necesario que la muerte o la afecta­
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ción de la salud sea una consecuencia segura, o prácticamente segura, del emba­
razo; es suficiente con que haya un peligro de que esa consecuencia ocurra, con 
que ella sea sólo probable.

los términos “peligro” y “salud” introducen, a su vez, un grado importante de im­
precisión en la regla. ¿Qué tan probable tiene que ser la muerte o la enfermedad 
para que se active el permiso? ¿Alcanza con una probabilidad mínima? ¿Qué tan 
severas tienen que ser las consecuencias en la salud de la mujer para que opere 
el permiso? ¿Alcanza, por ejemplo, la pérdida del oído reversible con una interven­
ción quirúrgica?

el problema de la imprecisión del lenguaje legal es un problema ubicuo e ines­
capable de la creación, interpretación y aplicación del derecho. Y para lidiar con 
ese problema contamos, por cierto, con mecanismos que, al menos en el terreno 
del derecho penal, no generan controversias relevantes. muy brevemente, jueces 
y juristas penales derivan de un principio republicano (y en nuestro caso constitu­
cional) muy general que denominamos “principio de legalidad” un principio más es­
pecífico, muchas veces identificado bajo el nombre “Principio de interpretación es­
tricta”. la idea básica que subyace a este principio es la siguiente: los jueces 
deben abstenerse de condenar en aquellos casos en los que sea dudoso que la ley 
penal autorice la condenación. 

hay dos formas de concebir el principio de interpretación estricta. de acuerdo 
con la primera, si el lenguaje de los textos legales en juego es tal que es dudoso si 
un caso individual es punible o no lo es, los jueces deben sencillamente abstener­
se de condenar. la segunda forma de concebir el principio de interpretación estric­
ta exige de los jueces un paso más: en los casos en los que el lenguaje de la ley es 
tal que deja dudas acerca de si un caso individual es punible o no lo es, el juez (o 
quien se pone imaginariamente en su lugar) debe interpretar el derecho, debe, esto 
es, inferir cuál es el sentido o el fundamento de las leyes en juego y extender la 
condenación legal al caso dudoso, sólo si eso está de acuerdo con ese sentido. de 
otro modo –esto es, si de acuerdo con el sentido o el fundamento de la ley, el caso 
dudoso no debería ser punible– el intérprete debe abstenerse de condenar.

si adoptamos la primera concepción de este principio de interpretación estricta, 
es muy fácil ver por qué sostengo que el permiso legal para abortar en casos en 
que el aborto evite “un peligro para la salud” de la mujer es un permiso muy amplio. 
en efecto, dada la imprecisión de los términos “peligro” y “salud”, una enorme can­
tidad de casos queda abarcada como casos a los que posiblemente se refiere el 
enunciado del permiso del artículo 86.1 –en el sentido que no podemos descartar 
que así sea sobre la base del significado de los términos usados en el texto legal. 
la primera concepción del principio de interpretación estricta nos llevaría, así, a no 
condenar en ninguno de esos casos.
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las cosas no cambian demasiado si adoptamos –como normalmente se hace 
en la jurisprudencia penal– la segunda concepción del principio. pues, en efecto, 
no parece haber fundamentos plausibles que apunten en la dirección de un con­
cepto restringido de salud (por ejemplo, uno que reduzca la operación del permiso 
sólo a casos de ciertas enfermedades, o sólo a problemas físicos, etc.), ni a favor 
de una noción especialmente reducida de peligro (por ejemplo, una según la cual 
se requiera algo así como seguridad práctica). ciertamente, deberíamos descartar 
las probabilidades o afectaciones indiscutiblemente triviales –pues tampoco pare­
ce haber un fundamento plausible para un permiso que autorice el aborto sobre la 
base de afectaciones indiscutiblemente triviales–; pero aun así, lo que resulta es 
un permiso muy amplio.

Abusos sexuales

el código penal de 1921 agregó a este permiso, para el así llamado “aborto te­
rapéutico”, otra regla (que también continúa vigente) de abortos no punibles, en su 
artículo 86.2. El texto de la ley es la versión castellana de la traducción al francés 
del original en alemán de una cláusula de un proyecto de código penal suizo de 
1915. el resultado de este peculiar camino fue un texto algo confuso que ha dado 
lugar a una tradicional disputa interpretativa. el texto dice así: “el aborto [...] no es 
punible [...] [s]i el embarazo proviene de una violación o de un atentado al pudor 
cometido sobre una mujer idiota o demente”.

los comentaristas del derecho penal local han ofrecido a lo largo de la historia 
dos lecturas distintas de este texto. de acuerdo con la primera lectura –que, dicho 
sea de paso, es consistente con el texto alemán original–, la regla enuncia dos per­
misos para realizar un aborto: primero, en el caso en que el embarazo fuera el re­
sultado de una violación (entendiendo por violación al abuso sexual de quien no 
consiente la relación, o de una niña pequeña [menor de trece, en el derecho argen­
tino]), cualquiera que sea la salud mental de la víctima; y segundo, en el caso en 
que el embarazo proviniera de una relación sexual con una mujer mentalmente in­
sana (“idiota o demente” es la expresión desafortunada de la ley).

la segunda lectura, en cambio, postula que el requisito de que la mujer sea 
mentalmente insana es siempre necesario para la aplicación de la regla, de modo 
que el permiso opera sólo en el caso en que una mujer “idiota o demente” quede 
embarazada como consecuencia de cualquier abuso sexual (sea éste una viola­
ción o no lo sea).

Quiero conceder a los comentaristas clásicos del derecho penal argentino que 
el texto del artículo 86.2 es, en efecto, ambiguo y que, de acuerdo con su significa­
do convencional, puede ser leído de los dos modos propuestos (mi impresión es, 
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en cambio, que el texto no tiene esa ambigüedad; el texto no autoriza la segunda 
lectura. pero dejaré esta impresión de lado). esa ambigüedad da lugar a un caso 
dudoso: el caso de la mujer mentalmente sana que queda embarazada como con­
secuencia de una violación. el aborto en este caso es permisible bajo la primera 
lectura de la regla, mientras que no lo es bajo la segunda lectura. el caso es dudo­
so precisamente porque el texto legal aplicable es tal que puede ser leído por lec­
tores igualmente competentes de esas dos maneras.

nuevamente, una forma sencilla de lidiar con este caso sería adoptar la prime­
ra concepción del principio de interpretación estricta y simplemente abstenerse de 
condenar en estos casos. pero como he anticipado ya, ésa no es la concepción del 
principio de interpretación estricta que predomina en la jurisprudencia penal.

lo que hemos de hacer, entonces, es preguntarnos por los posibles fundamen­
tos que subyacen a las dos lecturas propuestas de la regla del artículo 86.2. Mas al 
preguntarnos por estos fundamentos vemos que una lectura es sensata, razona­
ble, acorde a los valores constitucionales y a otros rasgos importantes del derecho 
argentino, mientras que la otra es caprichosa, absurda y muy probablemente in­
constitucional.

empiezo por los fundamentos posibles de la lectura según la cual la regla del 
artículo 86.2 enuncia dos permisos, uno para el caso de violación (cualquiera que 
sea la salud mental de la víctima) y otro para las relaciones sexuales consentidas, 
pero por mujeres mentalmente insanas. la mejor explicación disponible para esta 
lectura reposa en las dos premisas siguientes. la primera es la idea de que tanto 
la mujer violada (cualquiera que sea su salud mental), como la mujer mentalmente 
insana que se ha involucrado en una relación sexual descuidada no son responsa­
bles por su embarazo –una porque el embarazo le ha sido impuesto forzadamente; 
la otra porque simplemente no es una persona responsable.

la segunda premisa consiste en la observación que el derecho argentino no 
nos impone deberes jurídicos de rescatar a otras personas de peligros de los cua­
les nosotros no somos de algún modo responsables. hay buenas razones para que 
esto sea así, pero no me voy a detener en ellas aquí. Será suficiente con señalar 
que así es, de hecho, el derecho argentino –y, dicho sea de paso, el del resto de 
democracias liberales de occidente. para eso, podemos valernos del ya famoso 
caso hipotético de judith jarvis thomson, el caso del violinista. el caso es así: ima­
gínese que un día usted se despierta y advierte que ha sido secuestrado por un 
grupo de amantes de la música y que ha sido conectado al cuerpo de un violinista 
genial que se haya allí, acostado a su lado, inconsciente. el violinista, le explican, 
está muy enfermo y sólo puede ser salvado si es conectado a su cuerpo –usted es 
la única persona de la que este grupo tiene noticia cuyo cuerpo puede salvar al vio­
linista de la muerte. la conexión es transitoria, son sólo unos meses de conexión 
los necesarios para que el violinista pueda volver a vivir autónomamente.
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ahora bien, el derecho argentino es tal que usted no tiene el deber que quedar­
se allí poniendo su cuerpo a disposición del salvamento del violinista genial. natu­
ralmente, sería loable de su parte que sí lo hiciera, y hasta podría ser que tuviera 
un deber moral de quedarse. pero si, en cambio, usted decidiera desconectarse, 
dejando así morir al violinista, su comportamiento sería jurídicamente lícito. las co­
sas serían distintas si usted hubiese provocado la necesidad que ahora aqueja al 
violinista, o si usted se hubiera comprometido ante él a salvarlo en el caso de que 
algo así ocurriese. pero si usted no es de alguna de esas maneras responsable por 
la necesidad del violinista, entonces no tiene un deber de hacerlo. de acuerdo con 
el derecho, es permisible para usted desconectarse.

estas dos premisas llevan a la conclusión que en el caso de embarazos provo­
cados por violaciones (cualquiera que sea la salud mental de la víctima), o por re­
laciones sexuales con mujeres mentalmente insanas, el aborto es legalmente per­
misible por la misma razón por la cual es permisible desconectarse del violinista. 
ciertamente, un argumento completo no acabaría aquí; debería, por ejemplo, con­
siderar posibles distinciones entre el caso del violinista y el caso del embarazo. 
Pero dado mi interés en esta presentación, es suficiente con mostrar qué tipo de 
razones le dan sentido a la lectura de la regla del artículo 86.2 según la cual la “de­
mencia o idiocia” de la mujer no es una condición necesaria para la operación de la 
regla. en pocas palabras, esas razones apuntan a que cuando la mujer no es res­
ponsable por el embarazo, obligarla a cargar con ese embarazo sería semejante a 
obligar al agente del ejemplo del violinista a soportar la conexión del violinista. 
dado que el derecho le asegura a ese agente un permiso para desconectarse a 
costa de la muerte del violinista, no extenderle a la mujer un permiso semejante se­
ría arbitrariamente discriminatorio. La regla del artículo 86.2, de acuerdo con esta 
lectura, asegura esa extensión.

Paso ahora a la segunda lectura de la regla del artículo 86.2. De acuerdo con 
esta lectura, la incapacidad mental de la mujer es una condición necesaria para la 
operación del permiso. ahora bien, ¿qué puede haber de peculiar en los embara­
zos de mujeres mentalmente insanas que pueda justificar la permisibilidad del 
aborto en esos casos? El jurista argentino Ricardo Núñez, quien defendía esta lec­
tura hace cincuenta años, sostenía que las consideraciones que daban sentido al 
permiso eran eugenésicas –esto es, estaban relacionadas con el posible interés en 
evitar la propagación de la “demencia o idiocia” de una generación a otra. otras 
consideraciones posibles apuntan a la eventual incapacidad de una mujer “demen­
te o idiota” para asumir el papel de madre. consideraciones de esta clase tienen 
los dos problemas siguientes. en primer lugar, ellas están, al menos, en tensión 
con los valores liberales que expresa una constitución como la argentina. en se­
gundo lugar, aun concediendo que hay espacio constitucional para apelar a consi­
deraciones de ese tipo, esas mismas razones sugieren que la restricción del permi­
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so al caso de las mujeres mentalmente insanas es arbitraria. en efecto, si 
pudiéramos apelar a razones eugenésicas para permitir el aborto, no se explicaría 
por qué el derecho restringe el permiso al caso de las enfermedades mentales. del 
mismo modo no se explicaría por qué se extiende el permiso a los casos de enfer­
medades mentales que no son de transmisión genética; o por qué se lo restringe al 
caso en que la mujer es demente o idiota en el momento de la relación sexual.

En conclusión, a la regla de permiso amplia del artículo 86.1 se agrega otra re­
gla amplia, la del artículo 86.2, que establece un permiso para el aborto cuando el 
embarazo proviene de un abuso sexual. la lectura restrictiva de esta segunda re­
gla –esto es, la lectura según la cual el aborto en caso de abuso sexual es sólo per­
misible si la mujer es mentalmente insana– fracasa por las siguientes razones. en 
primer lugar, esa lectura es inconsistente con el texto de la ley, que apunta de 
modo no ambiguo en la dirección de la lectura más amplia. en segundo lugar, aun 
concediendo que el texto es ambiguo, eso igualmente nos llevaría hacia la lectura 
amplia. en efecto, concediendo la ambigüedad, nos enfrentaríamos a dos caminos 
distintos que conducen al mismo destino. el primer camino posible consistiría en 
optar por la lectura más amplia sin más ni más, sólo por evitar la posibilidad de 
condenar a quienes probablemente no estemos legalmente autorizados a conde­
nar. el segundo camino es el de la interpretación del sentido del permiso. Y al tran­
sitar este segundo camino notamos que sólo la lectura amplia de la regla está res­
paldada por consideraciones compatibles con los valores de nuestra constitución 
republicana y coherentes con rasgos más generales de nuestro derecho. la lectu­
ra restrictiva, en cambio, nos compromete con consideraciones hostiles a los valo­
res de nuestra constitución y transformaría la regla de permiso en una regla arbi­
traria y discriminatoria.

Aborto temprano

Mis argumentos hasta aquí muestran que el repertorio de permisos específicos 
para el aborto que ofrece el derecho penal argentino es un repertorio amplio y rico, 
bien distinto de los ejemplos de legislaciones poco permisivas. tomando en cuen­
ta esta dimensión de la escala de permisividad, el derecho penal argentino se ubi­
ca en un peldaño muy alto.

Queda mostrar por qué sostengo que el derecho argentino también califica bas­
tante bien cuando tomamos en cuenta la otra dimensión de la escala de permisivi­
dad que he propuesto, esto es, la relacionada con la disponibilidad de un permiso 
no cualificado para el aborto temprano.

en esta dimensión, el punto más alto de la escala de permisividad está ocupa­
do por aquellas jurisdicciones que no sólo ofrecen un permiso legal explícito, sino 
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que, a su vez, resguardan ese permiso de los posibles vaivenes legislativos funda­
mentándolo en un derecho constitucional de la mujer –estados unidos desde el 
precedente Roe vs. Wade es un ejemplo. El derecho argentino no figura en ese ni­
vel de la escala de permisividad por la simple razón de que no ofrece un permiso 
legal explícito para el aborto temprano –no hay ley alguna que establezca explíci­
tamente que el aborto realizado durante las primeras semanas del embarazo es 
impune cualquiera que sea el motivo por el cual se lo realice, ni tampoco ha habido 
ninguna decisión judicial que así lo establezca (por ejemplo, interpretando de ese 
modo la prohibición del aborto del artículo 85.2 del código penal, o declarando in­
constitucional una interpretación contraria). sin embargo, el derecho argentino es 
tal que ofrece el espacio jurídico para un permiso de esa clase que esté constitu­
cionalmente asegurado. Más específicamente, el derecho argentino es tal que 
hace posible una decisión judicial como la decisión de la corte suprema de esta­
dos unidos en el caso Roe vs. Wade de 1973.

En lo fundamental, la Corte norteamericana afirmó en ese caso que, durante un 
periodo inicial del embarazo hay un derecho constitucional a que el estado no se 
entrometa en la decisión de la mujer y su médico de interrumpir o continuar con el 
embarazo. esta decisión deriva de dos premisas. la primera consiste en el recono­
cimiento de un derecho constitucional a decidir qué sentido darle a la propia vida 
sexual y a decidir cuándo y cómo convertirse en padre o madre, de modo que sería 
inconstitucional que el estado se entrometiera en esas decisiones individuales, por 
ejemplo, prohibiendo el uso de anticonceptivos.

la segunda premisa reside en la observación de que el derecho positivo, en 
efecto, trata de modo diferente a las personas nacidas y a las personas por nacer, 
de modo que sugiere que el valor jurídico de la personalidad humana es incremen­
tal (en lugar de ser constante desde la concepción en adelante).

como esas dos premisas son tan válidas en el derecho argentino actual como 
lo eran en el derecho estadounidense de 1973, sostengo que hay el mismo espa­
cio jurídico aquí y ahora que había en ese año en estados unidos para una deci­
sión como Roe vs. Wade.

Voy a ser un poco más específico. La historia de Roe vs. Wade comienza unos 
años antes, con el Caso Griswold vs. Connecticut, resuelto por la corte suprema 
de Estados Unidos en 1965. En este caso estaba en juego una vieja ley del estado 
de connecticut –la ley era de 1879– que prohibía el uso de sustancias anticoncep­
tivas. la corte norteamericana declaró inconstitucional la ley de connecticut con el 
argumento de que la constitución americana en general, y su enmienda XIv en 
particular, garantizan un conjunto de derechos y libertades tales que se asegura 
que cada individuo puede decidir autónomamente en todos los asuntos privados de 
su vida –donde lo “privado” no está relacionado con lo que hacemos fuera del al­
cance de la percepción de los demás (esto es, en privado), sino con el dominio de 
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lo personal, con la elección de nuestros propios planes de vida o ideales de exce­
lencia, por oposición a lo público o intersubjetivo, esto es, a lo relacionado con 
nuestros contactos con los demás. en Griswold la corte puso en boca de la cons­
titución de estados unidos que el dominio de lo personal incluye las decisiones 
cruciales de la vida como la de qué sentido darle a la vida sexual o la de si, cuándo 
y cómo convertirse en padre o madre, y que los derechos que se derivan de allí son 
tales que el estado no puede prohibirle a los individuos el adoptar medidas de an­
ticoncepción.

la constitución argentina, y en especial las doctrinas basadas en su artículo 
19, apuntan en la misma dirección. una ley como la de connecticut de 1879 sería 
inconstitucional en el derecho constitucional argentino por las mismas razones por 
las que lo es en el derecho constitucional norteamericano. en otras palabras, el de­
recho constitucional argentino es tal, que es fácil inferir de él un derecho constitu­
cionalmente garantizado a la planificación autónoma de la paternidad o materni­
dad. no conozco ningún argumento razonable que respalde la negación de ese 
derecho.

ahora bien, el ejercicio de ese derecho a la autonomía sexual y reproductiva (en 
particular, pero no sólo, el uso de anticonceptivos) impide el nacimiento de perso­
nas que de otro modo nacerían (que nosotros no sepamos qué personas serían 
esas, porque no sabemos qué óvulos y qué espermatozoides habrían contado con 
todas las otras condiciones, digamos, naturales necesarias para terminar en un na­
cimiento es otra cosa). al decidir qué relación sexual es reproductiva y cuál no, to­
mamos decisiones acerca de qué personas nacen y cuáles, que de otro modo na­
cerían, no nacen. aparece así la conexión entre el derecho a la planificación 
reproductiva y el derecho al aborto. si tenemos un derecho tan fundamental a la 
planificación reproductiva, que implica el derecho a impedir que nazcan hijos nues­
tros que de otro modo nacerían, no puede ser que se nos niegue un derecho al 
aborto sobre la base de que al abortar impedimos que nazcan personas que de 
otro modo nacerían. Para que se justifique la prohibición del aborto, o cierta prohi­
bición del aborto, necesitamos entonces algún argumento extra.

el argumento habitual –y aquel que la corte suprema consideró en Roe vs. 
Wade– se asienta en la idea de que el embrión es una persona, esto es, una cria­
tura con derechos. la forma más común de aparición de este argumento es me­
diante el postulado de que la personalidad jurídica empieza en el momento de la 
concepción. ahora, eso cuenta como un argumento si el valor de la vida de una 
persona es siempre mayor que el valor de la autonomía sexual y reproductiva, de 
modo que debe prevalecer en caso de conflicto. Esto es seguramente así cuando 
pensamos en personas ya nacidas –no está legalmente justificado matar a una 
persona ya nacida sólo para asegurar el propio ejercicio de un derecho a la auto­
nomía sexual y reproductiva, aun cuando esa muerte sea necesaria para ejercer el 
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derecho. pero lo que está en cuestión en la discusión sobre la permisibilidad del 
aborto temprano es si el valor de la vida de los embriones es mayor al valor de la 
autonomía sexual y reproductiva. aquí nos enfrentamos a dos posibilidades. la pri­
mera posibilidad es que el valor de la vida de las personas sea constante desde el 
momento de la concepción en adelante. en ese caso, si en algún momento de la 
vida de una persona el valor de su vida es mayor que el derecho de otros a la au­
tonomía sexual y reproductiva, entonces eso es así desde el momento de su con­
cepción.

la segunda posibilidad es que el valor de la vida de las personas sea incremen­
tal, de modo que el valor de la vida de una persona sea cero antes de la concep­
ción, y a partir de la concepción su valor se vaya incrementando gradualmente con 
el paso del tiempo hasta alcanzar en algún punto su valor completo, ese que las 
personas tienen cuando ya han nacido. nótese que si esta segunda posibilidad 
fuera la correcta, entonces habría un periodo durante el cual la autonomía sexual y 
reproductiva sería más valiosa que la vida del embrión. la extensión de ese perio­
do dependerá de qué tan alto sea el valor de la autonomía sexual y reproductiva y 
de qué tan rápido aumente el valor de la vida humana en el primer periodo desde 
la concepción. (La figura 1 ilustra lo fundamental de esta idea).

la corte suprema en el caso Roe v. Wade se inclinó por esta segunda posibili­
dad (esto es, por el valor incremental de la vida humana temprana) y fijó conven­
cionalmente en doce semanas la extensión del periodo durante el cual el valor de 
la vida embrionaria no es aún lo suficientemente alto como para derrotar al derecho 
a la autonomía sexual y reproductiva.

Figura 1. Valor constante vs. valor incremental
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la razón por la cual la corte norteamericana se inclinó por la tesis del valor in­
cremental de la vida humana temprana fue que en esa dirección apuntaba el dere­
cho estadounidense –de modo que, adoptar la tesis contraria, la del valor constan­
te, iría en contra de lo que establece masivamente el derecho común en relación 
con el estatus jurídico de la vida humana antes del nacimiento. lo mismo ocurre en 
el derecho argentino actual (y esto completa lo fundamental de mi argumento que 
en el derecho argentino hay espacio para una decisión como Roe vs. Wade). 

veamos sólo unos pocos ejemplos que indican cómo el derecho argentino asig­
na a los seres humanos no nacidos un estatus jurídico inferior que el que atribuye 
a los ya nacidos: matar a un no nacido es punible sólo cuando se lo mata intencio­
nalmente y la pena prevista es más bien reducida: de uno a cuatro años de prisión, 
una pena menor que la prevista para un robo o una estafa (la pena es aun menor, 
de seis meses a dos años de prisión, cuando el agente obra sin la intención de ma­
tar al no nacido, siempre que actúe “con violencia”; pues de otro modo, matar al no 
nacido, sin la intención de hacerlo, no es siquiera punible). en cambio, matar a una 
persona ya nacida es punible con mucho más pena (prisión de ocho a veinticinco 
años, e incluso prisión perpetua) y no sólo cuando se lo hace intencionalmente, 
sino también cuando se lo hace sin intención e incluso sólo por imprudencia. dañar 
el cuerpo de un no nacido no es siquiera punible, cuando sí lo es lesionar a un na­
cido (y con penas de hasta diez años de prisión). es lícito matar a un no nacido 
para salvar la vida o la salud de la madre, pero es ilícito matar a la madre para sal­
var la vida del no nacido. las personas por nacer adquieren derechos patrimonia­
les sólo condicionales (esto es, válidos con la condición de que la persona nazca 
con vida), mientras que los ya nacidos adquieren derechos no condicionados. el 
registro de estado civil de las personas no registra la identidad, la fecha de concep­
ción, o de defunción de los embriones que se pierden, por ejemplo, en menstrua­
ciones tardías; sólo registra eventos en la vida de personas ya nacidas. todos los 
días se congelan grandes cantidades de embriones en los servicios médicos de re­
producción asistida, pero nos veríamos en serios problemas legales si congelára­
mos de igual modo a nuestros hijos ya nacidos.

Los ejemplos anteriores son suficientes para dar apoyo a mi afirmación que el 
derecho argentino refleja la visión según la cual el valor jurídico de los seres huma­
nos no nacidos es inferior al de los ya nacidos. es, por lo tanto, inconsistente con 
la tesis del valor constante, mientras que es compatible con la tesis del valor incre­
mental. llegado al punto en el que debiera optar entre estas dos visiones del valor 
de la vida humana para dictar una sentencia de derecho, un juez argentino debería 
inclinarse –como los jueces de la corte norteamericana que dictaron sentencia en 
Roe vs. Wade– por la tesis del valor incremental. 
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en conclusión, he mostrado aquí que en el derecho argentino la regulación so­
bre el aborto es lo suficientemente amplia para que pueda ser caracterizada como 
bastante permisiva –o en todo caso para que sea evidente que es descriptivamen­
te inexacto referirse a la jurisdicción argentina como una en la que el aborto es “ile­
gal”, sin más ni más. en efecto, el derecho argentino ofrece un conjunto amplio y 
diverso de permisos específicos para abortar y, si bien no ofrece un permiso explí­
cito para el aborto temprano no cualificado, hay espacio jurídico para que se reco­
nozca ese permiso y se le confiera estatus constitucional.

Nótese, finalmente, que al brindar esta descripción del derecho argentino, he te­
nido especial cuidado en basar mis conclusiones en las premisas menos controver­
siales, de modo de lograr así una descripción conservadora; una descripción, dicho 
de otro modo, que reduce al mínimo las oportunidades de un desacuerdo razona­
ble, si es que acaso deja lugar para un desacuerdo de ese tipo.
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la resPuesta del estado frente 
a los feMinicidios y la violencia contra las 

Mujeres en razón de género conforMe
al sisteMa interaMericano de ProMoción y 

Protección de los derechos huManos

Santiago J. Vázquez Camacho1

Introducción

por cientos de años, las realidades propias de las mujeres quedaron excluidas 
del marco de los derechos fundamentales. Incluso, por mucho tiempo quedaron ex­
cluidas del marco jurídico internacional de los derechos humanos bajo un lenguaje 
formal y supuestamente neutro. la intensa labor de activistas a favor de los dere­
chos de las mujeres, principalmente a partir de la segunda mitad del siglo xx, logró 
que de manera paulatina el derecho internacional de los derechos humanos reco­
nociera que poco más de la mitad de la población mundial –las mujeres– tenía, en 
un primer plano, intereses y necesidades iguales a las de los hombres en tanto per­
sonas y, en un segundo plano, intereses y necesidades distintas, en gran parte, 
como consecuencia de haber sido históricamente discriminadas. así, los esfuerzos 
de diversos actores lograron un significativo triunfo al aprobarse la Convención so­
bre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer en 1979. 

1 El autor deja constancia de que ninguna de las opiniones vertidas en este trabajo refleja la opinión 
de la comisión Interamericana de derechos humanos o de la corte Interamericana de derechos huma­
nos ni de sus respectivas secretarías, y son de su exclusiva responsabilidad. asimismo, el autor desea 
agradecer a anya m. victoria delgado sus valiosos comentarios y su gran apoyo para la elaboración del 
presente ensayo.
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sin embargo, fue hasta la década de los noventa cuando los estados y otros orga­
nismos internacionales lograron consensos en torno al derecho de las mujeres a vi­
vir una vida libre de violencia.

en américa este derecho quedó consagrado en la convención Interamericana 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres (en adelante 
“convención de Belém do pará”), la cual entró en vigor en 1995 y reiteró que la vio­
lencia contra las mujeres vulnera una serie de derechos humanos y libertades fun­
damentales como lo son el derecho a la vida, el derecho a la integridad y el dere­
cho a la libertad personal. desafortunadamente, el avance normativo en el plano 
regional fue producto de la urgente necesidad de dar un contenido claro a las obli­
gaciones de los estados americanos frente a una realidad violenta y discriminatoria 
para cientos de niñas y mujeres que alcanza expresiones tan dramáticas como los 
homicidios de mujeres por razones de género.

los homicidios de mujeres por razones de género han sido denominados “femi­
cidios” o “feminicidios” con la finalidad de describir su carácter violento, sistemáti­
co, su sustrato sexista o misógino y la impunidad que los caracteriza. desde hace 
muchos años, este concepto ha sido utilizado por las y los defensores de derechos 
humanos y, en años más recientes, aceptado por funcionarios y órganos de los es­
tados –sobre todo en américa latina–, así como por actores de la comunidad inter­
nacional. el concepto de “feminicidio” ha sido importante por contribuir al estudio 
de las causas y efectos de esta problemática social, por posibilitar la discusión de 
medidas más adecuadas y efectivas para enfrentar este violento fenómeno e, in­
cluso, por hacer distinciones legales a efecto de diferenciar las consecuencias jurí­
dicas derivadas de dicho fenómeno respecto a otros similares.

ahora bien, conforme al marco del derecho internacional de los derechos hu­
manos vigente, los estados están obligados a actuar con debida diligencia para 
prevenir y reparar la violencia contra la mujer, y para investigar, procesar y san­
cionar a los perpetradores, sean agentes del Estado, personas no identificadas 
como tales o particulares. distintos órganos de las naciones unidas y de los sis­
temas regionales de derechos humanos han utilizado el estándar de debida dili­
gencia para dar contenido, principalmente, a las obligaciones de los estados de 
prevenir o de investigar la violencia causada contra las mujeres, especialmente la 
ejercida por particulares. sin embargo, la mayoría de los casos analizados por or­
ganismos internacionales han estado relacionados con el fenómeno de la violen­
cia doméstica.

en este sentido, es de gran relevancia el Caso González y otras (“Campo Algo-
donero”) vs. México decidido por la corte Interamericana de derechos humanos 
(en adelante “corte iDh” o la “corte Interamericana”) en noviembre de 2009. me­
diante esta sentencia, la corte iDh dio contenido al estándar de la debida diligencia 
requerido a los estados para prevenir e investigar la afectación de los derechos a 
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la vida, a la integridad personal y a la libertad personal de tres mujeres víctimas de 
violencia de género en ciudad juárez, chihuahua. para la corte iDh , dicho están­
dar obliga a los estados y a los organismos internacionales a valorar de forma es­
tricta el cumplimiento por parte de las autoridades de las obligaciones estatales de 
debida diligencia en la prevención e investigación de la violencia perpetrada contra 
las mujeres, cuando esté basada en su género y se enmarque dentro de contextos 
de discriminación histórica o de violencia sistemática. resalta que en este caso la 
corte iDh se refirió por primera vez al término “feminicidio” y reconoció que éste ha 
sido utilizado para denominar a los “homicidios de mujeres por razones de género”. 
asimismo, es destacable que, conforme a la corte Interamericana, los estados ten­
gan la obligación de reparar con una “vocación transformadora” las violaciones de­
rivadas del incumplimiento de sus obligaciones internacionales de prevención e in­
vestigación diligente de la violencia perpetrada contra las mujeres por razones de 
género en este tipo de contextos, es decir, con un efecto correctivo que parta de la 
identificación de los factores causales de la discriminación histórica que enfrentan 
las mujeres.

después de más de dos años de haberse notificado la sentencia al estado 
mexicano, las autoridades federales, en coordinación con las autoridades locales, 
han creado o reformado algunas leyes e implementado diversas políticas públicas 
en materia penal, partiendo de los estándares internacionales fijados por la Corte 
Interamericana. sin embargo, conforme a diversas fuentes de información, aparen­
temente el cumplimiento de la sentencia dictada por la corte iDh en el caso “cam­
po algodonero” no ha sido una prioridad para el estado mexicano.

El presente trabajo tiene la finalidad de describir los estándares internaciona­
les relacionados con la obligación de los estados de prevenir e investigar dili­
gentemente la violencia ejercida contra las mujeres, principalmente por particu­
lares, por razones de género y en contextos de discriminación histórica o de 
violencia sistemática. conforme a dichos estándares y el concepto de “repara­
ciones transformadoras” utilizado por la corte iDh, evaluaré si el estado mexica­
no ha cumplido con algunas de las reparaciones ordenadas por dicho tribunal in­
ternacional en el Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, 
especialmente aquellas que están más relacionadas con la materia penal. Final­
mente, haré un breve análisis de la tipificación del delito de feminicidio por el 
código penal Federal.
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Reconocimiento de la violencia contra las mujeres en razón de su género y 
del fenómeno de los feminicidios en el ámbito internacional

La violencia contra las mujeres conforme al derecho internacional de los 
derechos humanos

el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia tanto en el ámbito 
público como en el privado fue reconocido de manera tardía por la comunidad in­
ternacional. si bien el principio de igualdad entre mujeres y hombres quedó consa­
grado en los principales instrumentos internacionales de derechos humanos a nivel 
universal y regional desde sus orígenes, por varias décadas dichos instrumentos 
no tomaron en cuenta la desigualdad histórica de las mujeres respecto de los hom­
bres, ni repararon sobre las necesidades particulares de las mujeres.2 salvo conta­
das excepciones,3 las experiencias propias de las mujeres y las dinámicas de po­
der en la esfera pública y privada que han resultado en la subordinación y 
discriminación de éstas, quedaron ocultas bajo normas supuestamente neutras al 
género de las personas. el paso de los años demostraría que dichos instrumentos 
no daban una respuesta adecuada a la diversidad, especificidad y complejidad de 
la problemática a las que se enfrentan las mujeres.4

sin embargo, hasta 1979, la asamblea General de las naciones unidas aprobó 
el primer tratado enfocado de manera integral en los derechos humanos de las mu­
jeres, la convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (en adelante “ceDaw”, por sus siglas en inglés). este instrumento 
representó un “punto de quiebre” en el reconocimiento de los derechos humanos 
de las mujeres al sostener la necesidad de eliminar la discriminación en su contra, 
así como el significado del derecho a la igualdad y las pautas para lograrla. En este 
sentido, la ceDaw no sólo constituye una declaración internacional de los derechos 

2 anya m. victoria delgado, “la debida diligencia en la actuación de los estados frente a la violen­
cia contra las mujeres” (artículo inédito).

3 por ejemplo, la convención de derechos políticos de las mujeres adoptada por la asamblea Ge­
neral de naciones unidas en 1952, la convención de la nacionalidad de las mujeres casadas adopta­
da en 1957 y la convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima y el registro 
de los Matrimonios adoptada en 1962. En el plano interamericano destaca la Convención sobre la Na­
cionalidad de la mujer adoptada en uruguay en 1933, la cual se ha considerado como el primer tratado 
en el mundo sobre igualdad para la mujer. en 1948, américa latina se pondría a la vanguardia en el re­
conocimiento de los derechos humanos y libertades fundamentales por medio de las convenciones 
para la concesión de los derechos políticos y la concesión de los derechos civiles a la mujer.

4 véase cook, rebecca, “la responsabilidad del estado según la convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer”, en Derechos humanos de la mujer, perspecti-
vas nacionales e internacionales, rebecca j. cook (ed.), Bogotá, profamilia, 1997.
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de las mujeres, sino también un programa de acción para que los estados partes 
garanticen el goce de esos derechos. además, la ceDaw reúne en un único instru­
mento internacional de derechos humanos las disposiciones contenidas en otros 
instrumentos anteriores de naciones unidas relativas a la discriminación contra la 
mujer.5

pero fue hasta 1992 que el comité para la eliminación de la discriminación 
contra la mujer (en adelante “el comité ceDaw”) reconoció el vínculo entre discri­
minación y violencia contra las mujeres mediante su recomendación General 19. 
de acuerdo con el comité ceDaw, la definición de discriminación contra las muje­
res contenida en el artículo 1o. de la ceDaw incluye la violencia basada en el sexo, 
es decir, “la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en 
forma desproporcionada”.6 la recomendación General 19 reconoce que “en virtud 
del derecho internacional y de pactos específicos de derechos humanos, los Esta­
dos también pueden ser responsables de actos privados si no adoptan medidas 
con la diligencia debida para impedir la violación de los derechos o para investigar 
y castigar los actos de violencia e indemnizar a las víctimas”.7

en 1994 la asamblea General de las naciones unidas publicó la Declaración  
sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer,8 mediante la cual reiteró la ne­
cesidad de establecer una definición clara y completa de la violencia contra la mu­
jer, una formulación clara de los derechos que han de aplicarse a fin de lograr la 
eliminación de la violencia contra la mujer en todas sus formas, un compromiso por 
parte de los estados de asumir sus responsabilidades y el acuerdo de la comuni­
dad internacional para eliminar la violencia contra la mujer en todos los ámbitos.

en la esfera regional, en el marco del sistema Interamericano de promoción y 
protección de los derechos humanos (en adelante “sistema Interamericano”), los 
estados aprobaron también en 1994 la convención de Belém do pará, la cual re­
fleja una preocupación uniforme en todo el hemisferio sobre la gravedad del proble­
ma de la violencia contra las mujeres y su relación con la discriminación histórica­
mente sufrida y la necesidad de adoptar estrategias integrales para prevenir, 
sancionar y erradicar este tipo de violencia. destaca el hecho de que la conven­
ción de Belém do Pará define como violencia contra la mujer cualquier acción o 
conducta en razón del género y no sólo del sexo, noción más amplia que incluye 
otros sectores de la población que se identifican como mujeres.

5 véase alda Facio montejo, La Carta Magna de todas las mujeres, 2007. disponible en: <http://cen­
treantigona.uab.es/docs/articulos/la%20carta%20magna%20de%20todas%20las%20muejres.pdf>

6 naciones unidas, comité de cedaW, Recomendación General 19: La violencia contra la mujer, 
11o. periodo de sesiones, HRI\GEN\1\Rev.1, 1992, párr. 6.

7 Ibid., párr. 9.
8 naciones unidas, asamblea General, Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la 

Mujer, a/res/48/104, 23 de febrero de 1994.
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así, los instrumentos internacionales antes referidos coinciden en que las muje­
res tienen derecho, en condiciones de igualdad y sin discriminación, al goce y la 
protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales; que la vio­
lencia contra las mujeres –en la esfera privada o pública– menoscaba o anula, en­
tre otros, el derecho a la vida; y que dicha violencia puede causar daño o sufrimien­
to físico, sexual o psicológico a la mujer. sobre este último punto, destaca que la 
convención de Belém do pará es la única que expresamente menciona que la vio­
lencia contra las mujeres también puede causar la muerte.9

El reconocimiento de los feminicidios a nivel internacional

expertos en la materia han considerado que uno de los resultados más graves 
de la violencia contra las mujeres es el fenómeno conocido como “femicide”. dicho 
término fue desarrollado a principios de los años noventas del siglo xx por diana 
russel y jane caputti10 y ha sido utilizado para definir “el asesinato de mujeres por 
razones asociadas a su género”.11 el concepto a que hace referencia el término “fe­
micide” fue retomado en méxico por marcela lagarde y adaptado como 
“feminicidio” con el objeto de resaltar, además del sustrato sexista de dichas muer­
tes, la naturaleza, gravedad y magnitud de un fenómeno con características parti­
culares, y en donde el estado ha incumplido su deber de prevención, investigación, 
proceso y sanción resultando en la impunidad de estos asesinatos.12 por su parte, 
la socióloga julia monárrez Fragoso considera que “feminicidio” es el asesinato de 

9 oea, Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
“Convención Belém do Pará”, 9 de junio de 1994, adoptada en Belém do pará, Brasil, el 9 de junio de 
1994 en el vigésimo cuarto periodo ordinario de sesiones de la asamblea General, artículo 4a.

10 patsilí toledo vásquez, Feminicidio, Consultoría para la Oficina en México del Alto Comisionado 
de las naciones unidas para los derechos humanos, 2009, ciudad de méxico, p. 23. disponible en: 
<http://www.hchr.org.mx/files/doctos/Libros/feminicidio.pdf>.

11 ana carcedo y montserrat sagot, Femicidio en Costa Rica 1990-1999, san josé, costa rica, 
inaMu (colección teórica, 1), 2000, p. 14.

12 sobre las diferencias entre ambos términos, algunas expertas en el tema han sostenido que el 
“femicidio” es el concepto más básico, la forma extrema de violencia contra las mujeres, mientras que 
el concepto de “feminicidio” requiere además que haya impunidad. Ana Carcedo, “Reflexiones en torno 
a la violencia contra las mujeres y el femicidio en la centroamérica de principios de milenio”, cefeMina, 
2007, p. 10, citada en iiDh, Femicidio: más allá de la violación del derecho a la vida. Análisis de los de-
rechos violados y las responsabilidades estatales en los casos de femicidio de Ciudad Juárez, san 
josé, costa rica, 2008, p. 19. sin embargo, de acuerdo con una reciente publicación, “se ha compro­
bado que las investigaciones producidas en América Latina en los últimos años se refieren únicamente 
a las muertes violentas de mujeres por razones de género, ya sea bajo la denominación femicidio o fe-
minicidio”, p. toledo vásquez, Feminicidio, p. 29.
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una mujer sobre una construcción de género.13 otras autoras y autores hacen refe­
rencia a dicho fenómeno con el término “femicidio”.14

en cualquier caso, cabe señalar que actualmente ninguno de los tratados inter­
nacionales específicos sobre discriminación o violencia contra las mujeres se refi­
riere directamente a los términos de “femicidio” o “feminicidio”. no obstante, puede 
considerarse que el marco internacional en materia de derechos humanos brinda 
bases suficientes para condenar lo que describen y para exigir la erradicación del 
fenómeno.15 Igualmente, aunque ningún tratado internacional –u otro instrumento 
internacional vinculante– ha exigido la tipificación penal del “feminicidio”, vale la 
pena observar que en los últimos años, diversos estados en latinoamérica están 
presenciando un proceso de transformación de los conceptos teóricos y políticos 
de “femicidio” y “feminicidio” en conceptos jurídicos y en particular jurídico­pena­
les.16 así, por ejemplo, costa rica, chile, Guatemala, el salvador, perú y méxico, 
este último tanto en el ámbito federal como estatal, han tipificado con diversas va­
riantes el fenómeno del feminicidio como delito.17

13 véase el informe titulado “el feminicidio en méxico y Guatemala”, de la Federación Internacional 
de los Derechos Humanos, abril de 2006. Disponible en: <http://www.fidh.org/IMG/pdf/mx_gt446e.pdf>.

14 por ejemplo, el consejo centroamericano de procuradores de derechos humanos adopta el tér­
mino “femicidio”, el cual define como la “muerte violenta de mujeres (asesinato, homicidio o parricidio), 
por el hecho de ser mujeres”. véase consejo centroamericano de procuradores de derechos huma­
nos, I Informe Regional: situación y análisis del femicidio en la región centroamericana, iiDh, san josé, 
Costa Rica, 2006, p. 33. Disponible en: <http://www.iidh.ed.cr/BibliotecaWeb/varios/documentos/
BD_157895943/I%20Informe%20Regional%20Femicidio.pdf>.

15 a. m. victoria delgado, “la debida diligencia...” (inédito).
16 p. toledo vásquez, Feminicidio, p. 91.
17 Ibid., p. 10. respecto a chile, véase el comunicado de prensa del Gobierno de chile “ley de Fe­

minicidio”. disponible en: <http://www.gobiernodechile.cl/especiales/ley­de­femicidio/>. respecto a el 
salvador, véase la nota de prensa “a prisión acusado de feminicidio agravado en san salvador”, La 
Prensa Gráfica, 28 de marzo de 2012. disponible en: <http://www.laprensagrafica.com/el-salvador/
lodeldia/255732­a­prision­acusado­de­feminicidio­agravado­en­san­salvador.html>. respecto al perú, 
véase la nota de prensa “el feminicidio será penado con 15 años de prisión”, El Comercio, 22 de 
noviembre de 2011. disponible en: <http://elcomercio.pe/lima/1337326/noticia-feminicidio-penado-
15­anos­prision>. respecto a costa rica y Guatemala véase p. toledo vásquez, Feminicidio, pp. 97­
109. conforme al observatorio ciudadano nacional del Feminicidio, algunas entidades federativas 
como durango, el estado de méxico, Guanajuato, Guerrero y tamaulipas consideran al feminicidio 
como una agravante del homicidio doloso. Asimismo, dicho delito podría ser tipificado penalmente en 
Baja california, coahuila, jalisco, oaxaca, sinaloa y sonora si fueran aprobadas las iniciativas de re­
forma legal por los correspondientes poderes legislativos locales. véase la nota de prensa “tipo penal 
“feminicidio” inexistente en el 65% del país”, Revista Contralínea, 14 de marzo de 2012. disponible en: 
<http://contralinea.info/archivo­revista/index.php/2012/03/14/tipo­penal­feminicidio­inexistente­en­el­
65-por-ciento-del-pais/>. En el ámbito federal, la tipificación del delito fue aprobada por ambas cámaras 
y se encuentra pendiente la promulgación y publicación de la reforma por el poder ejecutivo. el dicta­
men del 30 de abril de 2012 de la cámara de diputados puede ser consultado en: <http://gaceta.dipu­
tados.gob.mx/Gaceta/61/2012/abr/20120430-XII.pdf>.
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sin embargo, pese a que los tratados internacionales no hagan referencia al fe­
nómeno, distintos organismos internacionales en materia de derechos humanos 
–tanto del sistema universal como del interamericano– se han referido a éste por 
medio de diversos informes. por ejemplo, en el Estudio a fondo sobre todas las for-
mas de violencia contra la mujer, el secretario general de las naciones unidas con­
cluyó que los feminicidios son los asesinatos de mujeres “por el solo hecho de ser 
mujeres”18 y afirmó que

...en estudios recientes sobre el feminicidio se comprobó que las características de 
los asesinatos de mujeres son muy diferentes de las de los hombres y frecuente­
mente comprenden aspectos de violencia doméstica, celos extremos, posesión o 
pasión, litigios sobre la dote o cuestiones de ‘honor’. además, frecuentemente están 
acompañados por violencia sexual, como ocurre en las elevadas tasas de asesina­
tos de mujeres denunciadas recientemente en partes de méxico y Guatemala.19

por otro lado, la relatora especial sobre la violencia contra la mujer de las na­
ciones unidas, aunque sin referirse a los términos “femicidio” o “feminicidio”, anali­
zó el fenómeno y concluyó que “la violencia contra la mujer, atizada por la discrimi­
nación por motivo de género y la impunidad, es un fenómeno generalizado”,20 que 
“los altos niveles de violencia contra la mujer en méxico son al mismo tiempo con­
secuencia y síntoma de la generalización de la discriminación y la desigualdad por 
motivos de género”.21 Incluso, la relatora recomendó al estado mexicano “enmen­
dar la constitución federal y la legislación pertinente para otorgar a las autoridades 
federales competencias para investigar, proceder y juzgar en los casos en que las 
autoridades estatales incumplan repetidamente sus obligaciones de derechos hu­
manos al no investigar ni encausar con la debida diligencia los delitos de violencia, 
sobre todo los perpetrados contra mujeres”.22 pero más relevante es mencionar 
que en 2006 el Comité ceDaw instó a méxico “a que acelere la aprobación de la en­
mienda del Código Penal para tipificar el feminicidio como delito”.23

18 naciones unidas, asamblea General, Estudio a fondo sobre todas las formas de violencia contra 
la mujer, Informe del Secretario General, Sexagésimo primer periodo de sesiones, A/61/122/Add.1, 6 de 
julio de 2006, párr. 84.

19 Ibid., párr. 223.
20 naciones unidas, consejo económico y social, Informe de la Relatora Especial sobre la Violen-

cia contra la Mujer, sus causas y consecuencias, Yakin Ertürk; Misión a México, E/CN.4/2006/61/Add.4, 
13 de enero de 2006, párr. 19.

21 Ibid., resumen, p. 2.
22 Ibid., Recomendaciones, párr. 69, inciso i.
23 ceDaw, Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mu-

jer: México, ceDaw /C/MEX/CO/6, 25 de agosto de 2006, párr. 15.
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en el plano regional, como más adelante analizaré con detalle, destaca el Caso 
González y otras vs. México, donde la corte iDh sostuvo que la expresión “homici­
dio de mujer por razones de género” se conoce también como “feminicidio”,24 y re­
conoció que los asesinatos de las tres mujeres víctimas del caso “fueron por razo­
nes de género” y estaban “enmarcados dentro de un reconocido contexto de 
violencia contra la mujer en ciudad juárez”.25 como observaremos, este caso re­
viste importancia porque además de que fue la primera vez que un tribunal interna­
cional de derechos humanos se refirió a este fenómeno, permitió dar contenido al 
estándar de debida diligencia en la prevención e investigación por parte de los es­
tados de este fenómeno.

en todo caso, como reconoce anya m. victoria, profundizar en el plano interna­
cional en las causas y las consecuencias de la violencia contra las mujeres y sus 
múltiples manifestaciones, incluyendo al fenómeno del feminicidio, ha permitido 
discutir públicamente los graves efectos que dichas violaciones a los derechos hu­
manos tienen en la vida de las mujeres, así como determinar los correlativos debe­
res que tienen los estados para prevenir e investigar una de las expresiones más 
lamentables y graves de la discriminación contra las mujeres, para procesar y san­
cionar a los responsables, así como para adoptar las medidas legales o de otro tipo 
que garanticen no sólo que no vuelvan a repetirse dichos hechos, sino también que 
las personas de nuestras sociedades transformen la visión que tienen de la mu­
jer.26 de ahí la importancia –tal como lo sostuviera el secretario general de las na­
ciones unidas– de dar nombre a las formas de violencia cambiantes e incipientes, 
para que sea posible reconocerlas y enfrentarlas mejor.27

en este sentido, es preciso reconocer la importancia que ha tenido el uso del 
concepto “feminicidio” para expresar una de las formas más graves de violencia 
contra las mujeres. dicho concepto ha abanderado la lucha incansable de diversos 
actores sociales para denunciar la discriminación, la falta de voluntad, la incapaci­
dad o la deficiente respuesta de las autoridades frente a cientos de muertes de mu­
jeres por razones de género, especialmente en méxico y centroamérica, así como 

24 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. excepción preliminar, Fon­
do, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 143.

25 Ibid., párr. 231. la corte reconoció que algunos o muchos de los casos de ciudad juárez pueden 
haber sido cometidos por razones de género y que la mayoría ocurrieron dentro de un contexto de vio­
lencia contra la mujer, sin embargo, decidió nombrarlos como “homicidios de mujeres” puesto que con­
sideró que, teniendo en cuenta las pruebas presentadas y la argumentación de las partes, no era nece­
sario ni posible pronunciarse de manera definitiva sobre cuáles asesinatos de mujeres en ciudad 
juárez constituyen “homicidios de mujeres por razones de género”, más allá de la muerte de las tres 
víctimas del caso.

26 a. m.victoria delgado, “la debida diligencia...” (inédito).
27 naciones unidas, asamblea General, Estudio a fondo sobre todas las formas de violencia contra 

la mujer, op. cit., nota 18, párr. 155.
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la impunidad para procesar y sancionar, tanto a los responsables de estas conduc­
tas como a las autoridades que incumplen su obligación como funcionarios para 
prevenirlos o investigarlos. además, el reconocimiento de este concepto ha permi­
tido delinear las obligaciones genéricas y reforzadas de los estados frente a la vio­
lencia contra las mujeres, así como denunciar su responsabilidad internacional por 
su incumplimiento.

Si partimos de que los feminicidios no son sólo un concepto, sino que reflejan 
una realidad principalmente en américa latina, habría que revisar si los estados, 
conforme al derecho internacional de los derechos humanos, tienen la obligación 
no sólo de abstenerse de provocarlos y ejecutarlos, sino también de prevenirlos, in­
vestigarlos, sancionarlos, repararlos e, incluso, erradicarlos. en el siguiente apar­
tado analizaré estos estándares internacionales, pero limitándome a las obligacio­
nes de prevención y de investigación de los estados.

El estándar de debida diligencia para prevenir e investigar ilícitos 
y violaciones a los derechos humanos de las mujeres víctimas 
de violencia de género conforme al Sistema Interamericano

como es sabido, conforme a la convención americana sobre derechos huma­
nos (en adelante “convención americana”) o la declaración americana de los de­
rechos y deberes del hombre (en adelante “declaración americana”),28 los esta­
dos tienen el deber de respetar los derechos y libertades reconocidos en dichos 

28 tanto la ciDh como la corte iDh han concluido que los Estados que no hubiesen ratificado la Con­
vención americana están obligados a respetar y garantizar los derechos contenidos en la declaración 
americana, siempre que sean estados parte de la carta de la oea, adoptada en la ciudad de Bogotá, 
colombia el 30 de abril de 1948 en la novena conferencia Internacional americana. asimismo, el esta­
tuto de la ciDh, aprobado por la asamblea General de la oea mediante resolución no. 447 (IX­o/79), 
establece en su artículo 20 que la ciDh deberá prestar particular atención a la tarea de la observancia 
de los derechos humanos mencionados en los artículos i, ii, iii, iV, xViii, xxV y xxVi de la declaración 
americana respecto a los estados que no sean parte de la convención americana. véase corte iDh, In-
terpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artí-
culo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. opinión consultiva oc­10/89 del 14 de 
julio de 1989. serie a no. 10, párrs. 43 a 47 y ciDh, Informe No. 3/87, Caso 9647, Admisibilidad y Fon­
do, James Terry Roach y Jay Pinkerton, Estados Unidos, 22 de septiembre de 1987, párrs. 46 a 49. Asi­
mismo, los Estados que hubiesen ratificado la Convención Americana también están obligados a respe­
tar y garantizar los derechos contenidos en la Declaración Americana desde que ratificaron la Carta de 
la oea como tratado internacional. sin embargo, el contenido normativo de la convención americana 
prevalece sobre el de la Declaración Americana a partir de la fecha de ratificación del primer instrumen­
to. véase, por ejemplo, ciDh, Informe No. 30/07, Petición 438-06, Admisibilidad, Juan Gelman, María 
Claudia García de Gelman y María Macarena Gelman García Iruretagoyena, uruguay, 9 de marzo de 
2007, párrs. 31 y 32.
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instrumentos, así como de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de sexo.29

mientras el deber de respeto ha sido entendido principalmente como un cúmulo de 
obligaciones negativas que exigen a los Estados abstenerse de restringir injustifi­
cadamente un derecho contenido en la convención americana o en la declaración 
americana,30 el deber de garantía es más complejo en virtud de que éste incluye 
diversas categorías de obligaciones, principalmente de carácter positivo.31 así, en 
el Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, la corte iDh definió dicho deber como 
aquel que implica 

...organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras me­
diante las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que 
sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos 
humanos. como consecuencia de esta obligación, los estados deben prevenir, in­
vestigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la convención 
y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, 
en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos 
humanos.32

29 el artículo 1 de la convención americana y el artículo II de la declaración americana hacen refe­
rencia a “discriminación por motivos de sexo” o a “distinción de sexo”. como se observa, ni la conven­
ción americana ni la declaración americana hacen referencia al concepto de “género”. sin embargo, la 
corte iDh por primera vez se refirió a la discriminación “contra la mujer porque es mujer” al resolver el 
Caso del Penal Castro Castro vs. Perú. véase corte iDh, Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 397.

30 resultan ilustrativos los casos Fernández Ortega y otros vs. México y Rosendo Cantú y otra vs. 
México en donde la corte iDh concluyó que el estado mexicano incumplió su deber de respeto debido 
a que miembros del ejército mexicano violaron sexualmente a las víctimas, ejerciendo directamente vio­
lencia de género a través de sus agentes al grado de considerarla tortura. véase corte iDh, Caso Fer-
nández Ortega y otros vs. México. excepción preliminar, Fondo, reparaciones y costas. sentencia de 
30 de agosto de 2010 serie c no. 215, párrs. 127 a 131, y Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. ex­
cepción preliminar, Fondo, reparaciones y costas. sentencia de 31 de agosto de 2010. serie c no. 
216, párrs. 117 a 121.

31 víctor abramovich y christian courtis, retomando a Fried van hoof o asbjørn eide, distinguen 
cuatro niveles de obligaciones y no sólo dos: obligaciones de respetar, obligaciones de proteger, obliga­
ciones de asegurar y obligaciones de promover el derecho en cuestión. para ellos, las obligaciones de 
respetar se definen por el deber del Estado de no injerir, obstaculizar o impedir el acceso el goce de los 
bienes que constituyen el objeto del derecho. véase víctor abramovich y christian courtis, “apuntes so­
bre la exigibilidad judicial de los derechos sociales”, en Jura Gentium, 2005. disponible en: <http://www.
juragentium.org/topics/latina/es/courtis.htm>. 

32 corte iDh, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. sentencia de 29 de julio de 1988. 
Serie C No. 4, párr. 166.
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ahora bien, dado que muchos de los casos de violencia de género, incluyendo 
los feminicidios, ocurren en la esfera privada o son perpetrados por particulares sin 
que exista una participación directa de los estados, la eventual responsabilidad 
que éstos últimos tengan en dichas situaciones provendrá del incumplimiento de su 
deber de garantizar el pleno ejercicio de los derechos humanos de las personas, 
principalmente, por incumplir su deber de prevenir o investigar diligentemente este 
fenómeno.

Pero, ¿qué significa prevenir o investigar diligentemente la violencia de género, 
incluyendo los feminicidios? A continuación analizaré las obligaciones que los Es­
tados, principalmente los que son parte de la convención americana y de la con­
vención de Belém do pará,33 tienen para prevenir e investigar ilícitos y violaciones 
a los derechos humanos cometidos en contra de mujeres víctimas de violencia de 
género, conforme a la jurisprudencia de los dos órganos principales del sistema In­
teramericano. ello no obsta que en un estudio más detallado se analicen dichas 
obligaciones conforme a los estándares de naciones unidas o de otros sistemas 
regionales como el europeo.

El estándar general de debida diligencia en la prevención e investigación de 
ilícitos cometidos por particulares o personas no identificadas como agentes 
estatales en contra de terceros

la convención de Belém do pará fue el primer tratado internacional dentro del 
sistema Interamericano que en 1995 obligó expresamente a que los estados ac­
túen “con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia con­
tra la mujer” y que adopten una serie de políticas y programas a efecto de prohibir 
y erradicar la violencia contra la mujer. la convención de Belém do pará establece que 
la obligación de actuar con la debida diligencia adquiere una connotación especial 
o más estricta en casos de violencia contra las mujeres, y prevé que los estados al 
cumplir sus obligaciones, tomen en cuenta la vulnerabilidad a la que se encuentran 
expuestas en razón de su raza, etnia, edad, situación migratoria, entre otras condi­
ciones de riesgo.

sin embargo, antes de que entrara en vigor la convención Belém do pará, la 
corte iDh había introducido el concepto de debida diligencia en la prevención e in­
vestigación al resolver sus primeros casos en 1988 y 1989. dicho estándar ha sido 

33 A la fecha de elaboración de este texto, los siguientes Estados han ratificado la Convención de 
Belém do pará: antigua y Barbuda, argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, chile, co­
lombia, costa rica, dominica, ecuador, el salvador, Grenada, Guatemala, Guyana, haití, honduras, 
jamaica, méxico, nicaragua, panamá, paraguay, perú, república dominicana, san Kitts y nevis, san­
ta lucía, san vicente y las Granadinas, suriname, trinidad y tobago, uruguay y venezuela.
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utilizado recurrentemente por otros organismos y tribunales internacionales para 
atribuir responsabilidad a los estados por acciones u omisiones de particulares o 
personas no identificadas como agentes estatales.

respecto al deber de prevención, la corte iDh estableció que 

...abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cul­
tural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que 
las eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y trata­
das como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para 
quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas por sus con­
secuencias perjudiciales.34

asimismo, la corte iDh concluyó que los estados tienen un deber de prevenir 
razonablemente violaciones a los derechos humanos, y que

...un hecho ilícito violatorio de los derechos humanos que inicialmente no resulte 
imputable directamente a un estado, por ejemplo, por ser obra de un particular o 
por no haberse identificado al autor de la trasgresión, puede acarrear la responsa­
bilidad internacional del estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por falta de la 
debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos requeri­
dos por la convención [americana].35

si bien este criterio no fue aplicado en estos casos a particulares, puesto que la 
corte Interamericana dio por probado que la desaparición forzada de las víctimas 
fue consumada por agentes que actuaron “bajo la cobertura de una función 
pública”,36 en estas decisiones fue la primera vez que el tribunal internacional dio 
contenido al concepto de debida diligencia en materia de prevención.

Fue hasta el 2006, cuando la Corte Interamericana resolvió el Caso de la Masa-
cre de Pueblo Bello vs. Colombia, que dicho tribunal internacional aplicó y desarro­
lló el estándar de debida diligencia en la prevención de ilícitos cometidos por par­
ticulares. en dicho caso, el tribunal internacional atribuyó responsabilidad al estado 
por no prevenir razonablemente acciones de particulares que masacraron y desa­
parecieron a decenas de personas en una zona declarada de emergencia y de 
operaciones militares. en dicho caso, la corte iDh concluyó que

34 corte iDh, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. sentencia de 29 de julio de 1988. 
serie c no. 4, párr. 175 y Caso Godínez Cruz vs. Honduras. Fondo. sentencia de 20 de enero de 1989. 
serie c no. 5, párr. 185.

35 Ibid., párrs. 172 y 174 y párrs. 182 y 184 respectivamente.
36 Ibid., párrs. 182 y 154 respectivamente.
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...el carácter erga omnes de las obligaciones convencionales de garantía a cargo 
de los estados no implica una responsabilidad ilimitada de los estados frente a 
cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de 
prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuen­
tran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato 
para un individuo o grupo de individuos determinado y a las posibilidades razona­
bles de prevenir o evitar ese riesgo.37

en palabras de víctor abramovich, la corte Interamericana desarrolló en dicha 
sentencia lo que él denomina como la “doctrina del riesgo previsible y evitable”, la 
cual requiere, al menos, la presencia de cuatro elementos: i) la existencia de una si­
tuación de riesgo real o inmediato que amenace derechos y que surja de la acción 
o las prácticas de particulares; esto es, se requiere que el riesgo no sea meramente 
hipotético o eventual y además que no sea remoto, sino que tenga posibilidad cier­
ta de materializarse en lo inmediato; ii) que la situación de riesgo amenace a un in­
dividuo o a un grupo determinado, es decir, que exista un riesgo particularizado; iii) 
que el estado conozca el riesgo o debiera razonablemente conocerlo o preverlo. en 
tal sentido, aquí cuenta tanto la evidencia que determina que las agencias habían ob­
tenido información sobre la situación de riesgo, como también la previsibilidad del 
riesgo, esto es, la posibilidad de establecer cierta presunción de conocimiento de 
ese riesgo a partir de las circunstancias del caso o de la envergadura de los riesgos 
por su extensión en el tiempo, porque obedecen a prácticas o por pautas sistemáti­
cas que hacen imposible su desconocimiento por la autoridad estatal, y iV) que el 
estado pueda razonablemente prevenir o evitar la materialización del riesgo. para 
poder imputar responsabilidad se requiere que el riesgo sea por sus características 
evitable, y que el estado esté en condiciones de adoptar medidas capaces de paliar 
la situación y evitar la materialización del riesgo. Este último elemento se refiere 
tanto a las características de los factores de riesgo que se presentan, como a las 
capacidades operativas de los agentes públicos que podían actuar en ese escena­
rio determinado. a su vez, las capacidades operativas no corresponden sólo a la si­
tuación subjetiva de los agentes frente a la situación particular, sino que pueden es­
tar a su vez condicionadas por aspectos más generales que suelen determinar la 
idoneidad de las respuestas estatales, tales como la insuficiencia del sistema legal, 
o el déficit de las políticas públicas, o la debilidad de las agencias competentes.38

37 corte iDh, Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 123. 

38 véase víctor abramovich, “responsabilidad estatal por violencia de género: comentarios sobre 
el Caso ‘Campo Algodonero’ en la corte Interamericana de derechos humanos”, en Anuario de 
Derechos Humanos, Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, núm. 6, 2010, p. 174.
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El estándar de debida diligencia también ha sido utilizado para definir el alcan­
ce de las obligaciones del estado en cuanto a la investigación de ilícitos, principal­
mente delitos y, en general, de violaciones a los derechos humanos. en este sen­
tido, la corte iDh ha concluido que para que una investigación cumpla con este 
estándar, la investigación debe desarrollarse en un plazo razonable, respetar las 
garantías judiciales, remover los obstáculos de facto o de jure que mantengan la 
impunidad, utilizar todos los medios disponibles para que la investigación y demás 
procedimientos sean expeditos y otorgar garantías de seguridad a los familiares de 
las víctimas, testigos, defensores de derechos humanos involucrados, operadores 
de justicia, entre otros.39 al respecto ha concluido que, “una vez que las autorida­
des estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación, 
una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales disponi­
bles y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjui­
ciamiento y eventual castigo de todos los autores de los hechos, especialmente 
cuando están, o puedan estar, involucrados agentes estatales”.40

en casos de personas víctimas de tortura o de ejecuciones extrajudiciales, la cor­
te iDh ha incorporado como parte del estándar de investigación diligente las directri­
ces y reglas contenidas en el Manual para la investigación y documentación eficaces 
de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (en adelante 
“protocolo de estambul”),41 así como en el Manual sobre la prevención e investiga-
ción efectiva de ejecuciones extrajudiciales, arbitrarias y sumarias de Naciones Uni-
das (en adelante “protocolo de minnesota”).42 por ejemplo, en el caso de ejecuciones 
extrajudiciales, la corte iDh ha señalado, retomando lo indicado en el protocolo de 
Minnesota, que como mínimo en una investigación diligente debe: identificarse a la 
víctima, realizar una exhaustiva investigación de la escena, examinar el cuerpo de 
la víctima, recolectar y preservar pruebas relacionadas con la muerte con el fin de ayu-
dar en el potencial procesamiento de los responsables, identificar posibles testigos y 
obtener sus declaraciones en relación con la muerte, determinar la causa, manera, 
lugar y tiempo de la muerte, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber 
provocado la muerte, distinguir entre muerte natural, suicidio y homicidio, identificar 
y aprehender a la o las personas involucradas en la muerte y presentar a los presun­
tos perpetradores ante un tribunal competente establecido por ley.43

39  corte iDh, Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, párrs. 170 y 268.
40  véase, por ejemplo, corte iDh, Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Fondo, repa­

raciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 143.
41  véase, por ejemplo, corte iDh, Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia. Fondo, reparaciones y cos­

tas. sentencia de 12 de septiembre de 2005. serie c no. 132, párr. 110.
42  véase, por ejemplo, corte iDh, Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. excepción prelimi­

nar, Fondo, reparaciones y costas. sentencia de 7 de junio de 2003. serie c no. 99, párrs. 127 y 128.
43  Ibid., párr. 127.
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sin embargo, como se observa, el deber de prevención y de investigación dili­
gente en casos de violencia de género adquiere alcances adicionales a diferencia 
de otros tipos de violencia. a continuación analizaré el contenido de estas dos obli­
gaciones cuando la violencia de género es ejercida por particulares conforme a los 
criterios de la corte iDh en el Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. Mé-
xico y en informes publicados por la comisión Interamericana.

La debida diligencia en la prevención e investigación de la violencia de 
género causada por particulares o personas no identificadas como agentes 
estatales

Debida diligencia en la prevención de la violencia de género

en el 2001, la comisión Interamericana de derechos humanos (en adelante 
“ciDh” o la “comisión Interamericana”) fue el primer órgano del sistema Interame­
ricano en aplicar el estándar de debida diligencia para la prevención de la violencia 
de género en el ámbito doméstico. en el Caso María Da Penha Maia Fernandes, 
una víctima de violencia doméstica, la ciDh, al interpretar la convención de Belém 
do pará, concluyó que la obligación del estado de Brasil a ejercer la debida diligen­
cia va más allá de la obligación de procesar y condenar a los responsables, puesto 
que también incluye la obligación de “prevenir estas prácticas degradantes”, sobre 
todo si la “inefectividad judicial general y discriminatoria crea el ambiente que faci­
lita la violencia doméstica” y al haberse valorado que no existían “evidencias so­
cialmente percibidas de la voluntad y efectividad del estado como representante de 
la sociedad, para sancionar esos actos”.44

diez años después, en el Caso Jessica Lenahan (Gonzales) y otros, la comi­
sión Interamericana concluyó que, a efecto de determinar el incumplimiento de los 
estados de su deber de prevención diligente en casos de violencia de género, es 
necesario acreditar que las autoridades conocían “la existencia de un riesgo de 
daño para la víctima y sus familiares” y que “no actuaron de forma diligente para 
protegerlos”. conforme al informe, la ciDh revisó casos de violencia de género do­
méstica resueltos por la corte europea de derechos humanos y observó que dicho 
tribunal consideró, a efecto de determinar si las autoridades de los respectivos es­

44 ciDh, Informe no. 54/01, caso 12.051, admisibilidad y Fondo, María Da Penha Maia Fernandes, 
Brasil, 16 d abril de 2001, párr. 56. Para mayor información, véase el video con entrevistas a María Da 
penha y a sus representantes en <http://www.youtube.com/watch?v=NB-hglQil-w>. en este caso, la víc­
tima fue una mujer que quedó parapléjica como consecuencia de los golpes y los intentos de asesinato 
por parte de su marido.
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tados tuvieron conocimiento del riesgo involucrado, el hecho de haber otorgado ór­
denes de protección,45 el hecho de haber detenido al agresor,46 el hecho de estar 
asistiendo a la víctima y/o a sus familiares en la presentación de denuncias47 o el 
hecho de estar impulsando las autoridades los procesos penales.48

la comisión Interamericana destacó que los estados son responsables por in­
cumplir su deber de prevención diligente de ilícitos causados por particulares cuando 
no adoptan “medidas razonables que tengan un potencial real de alterar el resulta­
do o de atenuar el daño”49 y, en el caso concreto, determinó que “el reconocimien­
to por el estado del riesgo involucrado en esta situación de violencia doméstica 
mediante el otorgamiento de una orden de protección –y los términos de dicha or­
den– [era] un elemento relevante para evaluar las implicaciones de derechos hu­
manos de la acción o inacción del estado para responder a los hechos presenta­
dos por este caso”,50 los cuales consistieron en la falta de respuesta adecuada a 
las llamadas reiteradas y urgentes de jessica lenahan a lo largo de varias horas, 
en las que denunció que su marido, de quien estaba separada, se había llevado a 
sus tres hijas menores de edad, en violación de una orden de protección. las tres 
niñas fueron más tarde encontradas muertas en la parte trasera del camión de su 
padre, después de un intercambio de disparos con la policía que resultó en la 
muerte de éste.

para evaluar la razonabilidad de las medidas adoptadas por la policía en res­
puesta a los ocho contactos que tuvo jessica lenahan con la policía en el curso de 
la noche del 22 y la madrugada del 23 de junio de 1999,51 la comisión consideró 
muy relevante el lenguaje utilizado en la orden de protección dictada por los tribu­
nales, la cual limitaba el contacto del padre con las hijas por actos de violencia do­
méstica previos a los hechos del caso. también la ciDh consideró relevante la: i) 
inexistencia de medidas adoptadas previamente –como protocolos– a efecto de 
que las autoridades actuaran de forma organizada y coordinada con otros cuerpos 

45 ciDh, Informe No. 80/2011, Caso 12.626, Jessica Lenahan (Gonzales) y otros, estados unidos, 
párr. 132. véase comité para la eliminación de la discriminación contra la mujer, opinión sobre la co­
municación no. 5/2005, Sahide Goekce c. Austria, 21 de julio de, 2004; comité para la eliminación de 
la Discriminación Contra la Mujer, Opinión sobre la Comunicación No. 6/2005, Fatma Yildirim c. Austria, 
21 de julio de 2004.

46 Idem. véase corte europea de derechos humanos, Branko Tomasic y otros c. Croacia, deman­
da No. 46598/06, 15 de abril de 2009.

47 Idem. véase corte europea de derechos humanos, Kontrová c. Eslovaquia, demanda no. 
7510/04, 24 de septiembre de 2007.

48 Idem. véase corte europea de derechos humanos, Opuz c. Turquía demanda no. 33401/02, 9 
de septiembre de 2009.

49 Ibid., párr. 134.
50 Ibid., párr. 143.
51 Ibid., párr. 155.
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policiales en este tipo de casos; ii) el hecho de que los policías no estuvieran sufi­
cientemente capacitados sobre las posibles implicaciones de la violencia domésti­
ca; iii) el hecho de que los policías no supieran que existía una orden de protección 
al atender las llamadas de la víctima, y iV) el hecho de que las autoridades, inclu­
yendo el Federal Bureau of Investigations (fbi), aprobaran el mismo 22 de junio de 
1999 la compra realizada por el señor simón Gonzales de un arma cuando éste te­
nía una orden de protección por antecedentes de violencia doméstica, así como al­
gunos antecedentes de enfrentamientos con la policía.52

la ciDh concluyó que, aunque el estado reconoció la necesidad de proteger a 
jessica lenahan y a sus tres hijas, leslie, Katheryn y rebecca Gonzales, de la vio­
lencia doméstica al emitir la orden de protección, éste no cumplió con su deber de 
actuar con la debida diligencia a efecto de prevenir razonablemente el ilícito denun­
ciado y el probable riesgo que corrían las tres niñas. concluyó que el aparato del 
estado no estaba debidamente organizado, coordinado y listo para proteger a esta 
y a otras víctimas de violencia doméstica mediante la implementación coordinada y 
efectiva de las órdenes de protección, y que las autoridades policiales minimizaron 
la situación de riesgo en la que se encontraban las niñas de manera insensible y 
sin actuar con la debida diligencia que ameritaba la situación. sostuvo que estas 
fallas –que lamentablemente culminaron con el homicidio de las tres niñas– cons­
tituyeron un incumplimiento a su obligación de no discriminar y a su obligación de 
garantizar la igualdad ante la ley en perjuicio de jessica lenahan y sus tres hijas, 
conforme al artículo ii de la declaración americana. asimismo, la ciDh concluyó 
que la falta de debida diligencia en la prevención constituyó una violación al dere­
cho a la vida y al derecho a una protección especial de las tres niñas, establecidos 
en los artículos i y Vii de la declaración americana.53

desafortunadamente, pese al gran valor jurídico que tienen los dos casos ante­
riores, la ciDh no desarrolló en estos criterios jurídicos diferenciados, más estrictos 
o especiales para considerar cuándo un estado cumple o incumple su deber de de­
bida diligencia en la prevención de la violencia de género ejercida por particulares. 
tal vez ello se deba a que precisamente ambos casos nos están circunscritos a un 
contexto de discriminación estructural o de violencia sistemática contra las muje­
res. pese a ello, es importante señalar que la ciDh ha concluido, dentro del marco 
de sus informes temáticos, que “existe un vínculo entre la discriminación, la violen­
cia contra la mujer y la debida diligencia, por lo tanto, es un deber de los estados 
enfrentar y responder a la violencia contra la mujer, lo que implica tomar medidas 
para prevenir la discriminación que perpetúa este grave problema”.54

52 Ibid., párrs. 137 a 170.
53 Ibid., párrs. 160, 164, 165 y 170.
54 considero que es importante distinguir los criterios jurídicos que la ciDh desarrolla dentro de sus 

funciones de monitoreo y promoción de aquéllos desarrollados dentro de sus funciones contenciosas. 
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sin embargo, en el 2009, al resolver la corte iDh el Caso González y otras 
(“Campo Algodonero”) vs. México, el tribunal creó por primera vez un estándar re­
forzado o más estricto para evaluar si los estados cumplen su obligación de pre­
vención e investigación diligente de violencia de género ejercida por particulares (o 
personas no identificadas como agentes no estatales). Dicho estándar partió de 
aplicar la denominada “doctrina del riesgo previsible y evitable” a la que se refirió 
víctor abramovich en su artículo, así como el contenido del artículo 7, inciso b), de 
la convención de Belém do pará.

conforme a la sentencia, me parece que los estados tienen una carga adicional 
al argumentar y probar lo relativo a la efectividad de las medidas, legales o de otro 
tipo, adoptadas para prevenir razonablemente las violaciones a los derechos hu­
manos de las mujeres víctimas de violencia en razón de su género,55 así como una 
obligación mayor de previsibilidad, lo que los obligaría a monitorear la situación de 
violencia de género generalizada en el territorio.56 en este sentido, considero que 
las obligaciones de prevención que comúnmente han sido entendidas como obliga­
ciones de medio, en estos casos, son más cercanas a obligaciones de resultado, 
dado que los estados deben acreditar que la prevención tiene un cierto grado de 
efectividad.57 por ello, el estado debe acreditar que las medidas adoptadas para 
prevenir la violencia de género están funcionando e, incluso, transformando o re­
virtiendo la situación de violencia o discriminación generalizada contra las mujeres.

Adicionalmente, como afirma Víctor Abramovich, al resolver la Corte Interame­
ricana el Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, el contexto de 
violencia contra la mujer en ciudad juárez, chihuahua, fue determinante para con­
figurar una situación general que incidió en una situación particular y, por consi­
guiente, en la determinación de la efectividad de las respuestas del estado en la 
prevención de los ilícitos cometidos por particulares (o personas no identificadas 
como agentes estatales) en contra de las tres víctimas. en este sentido, se “trata 
de una suerte de ‘riesgo general’ que a su vez califica la expectativa de respuesta del 
estado ante el ‘riesgo particularizado’ de cada una de las tres víctimas del caso. el 
riesgo general contribuye a definir las características de previsibilidad y evitabilidad 
del riesgo particular”.58 asimismo, las particularidades de las víctimas contrastadas 

véase ciDh, Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual en Mesoamérica, oea/
Ser.L/V/II, Doc. 63, 9 de diciembre de 2011, párr. 42.

55 véase también santiago josé vázquez camacho, “el Caso ‘Campo Algodonero’ ante la corte 
Interamericana de derechos humanos”, en Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. XI, 2011, 
p. 540.

56 v. abramovich, “responsabilidad estatal por violencia...”, en op. cit., p. 177.
57 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, párrs. 279, 283, 284 y 285. 

véase s. j. vázquez camacho, “el Caso ‘Campo Algodonero’ ante...”, en op. cit., p. 541.
58 v. abramovich, “responsabilidad estatal por violencia...”, en op. cit., p. 179.
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con una pauta comprobada de víctimas anteriores las colocaba en una situación de 
riesgo mucho mayor que otras mujeres –personas menores de edad o muy jóvenes 
y de escasos recursos–, lo cual el tribunal consideró que era importante a efecto de 
prevenir con mayor diligencia los feminicidios.59

en relación con la debida diligencia en la prevención de feminicidios, la corte 
iDh ordenó que el estado mexicano reparara a los familiares de las tres víctimas 
principales del caso conforme a diversos criterios. estos criterios contenidos de for­
ma implícita en el capítulo de reparaciones, a efecto de reparar a los familiares de 
claudia, esmeralda y laura, también determinan cómo el estado mexicano debe 
prevenir diligentemente la violencia de género en casos futuros, por lo que es im­
portante tenerlos en cuenta además de los criterios que pueden desprenderse de 
otras partes de la sentencia.

por ejemplo, al ordenar la corte iDh al estado reparar a las víctimas mediante 
la regulación de leyes y protocolos de búsqueda de mujeres desaparecidas en chi­
huahua, el tribunal internacional, además de indicar al estado que debía “ofrecer 
una respuesta inmediata y eficaz ante las denuncias de desaparición”, consideró 
que éste debía efectuar una búsqueda exhaustiva durante las primeras horas y los 
primeros días, y que los funcionarios encargados de realizar la búsqueda debían 
tener “la capacidad y la sensibilidad para entender la gravedad del fenómeno de la 
violencia contra la mujer y la voluntad para actuar de inmediato”.60 me parece que 
del texto se desprende un deber implícito dirigido a los estados para adoptar en ca­
sos análogos (desaparición de mujeres en contextos de violencia sistemática o es­
tructural) un marco jurídico que faculte y obligue a la autoridades a actuar con es­
pecial debida diligencia, lo que se traduce en una especial celeridad y en contar 
con personal capacitado para reaccionar ante estas situaciones.

Debida diligencia en la investigación de la violencia de género

respecto a la obligación de debida diligencia en la investigación de casos de 
violencia de género, la ciDh adoptó en 2012 un estándar más estricto o especial en 
comparación a los criterios generales de debida diligencia en la investigación,61 al 

59 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. op. cit., párr. 123 y 230.
60 Ibid., párrs. 283 y 285. véase héctor alberto pérez rivera, “los estándares internacionales de 

derechos humanos de las mujeres en la jurisprudencia de la corte Interamericana de derechos huma­
nos: análisis de los casos mexicanos”, en Derecho en Libertad, núm. 7, Facultad libre de derecho de 
monterrey, 2011, p. 120.

61  respecto a los criterios generales, sugiero revisar los siguientes informes: ciDh, Informe no. 
55/97, Fondo, Juan Carlos Abella y otros, Argentina, 18 de noviembre de 1997, párr. 412 o Informe no. 
55/97, Fondo, Ejido Morelia, México, 13 de abril de 1996, párrs. 109 a 112.
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someter a la corte iDh el Caso María Isabel Véliz Franco y otros, el cual trata sobre 
la desaparición y asesinato de una niña en Guatemala. en su informe, la comisión 
Interamericana aplicó los estándares del Caso González y otras (“Campo Algodo-
nero”) vs. México, a los que a continuación haré referencia, debido posiblemente al 
contexto de violaciones a los derechos de las mujeres en razón de su género en 
Guatemala.62 asimismo, también dentro del marco de sus informes temáticos, la 
ciDh ha señalado, como criterio novedoso, que en casos de violencia sexual serían 
aplicables las reglas de procedimiento y prueba de la corte penal Internacional, 
por lo que es importante “no inferir consentimiento por parte de la víctima en casos 
de violencia sexual, por el ambiente de coerción que puede crear el agresor y por 
una diversidad de factores que pueden inhibir a una víctima de resistir físicamente 
a su agresor”.63

en este sentido, considero que también fue la corte iDh el primer órgano del 
sistema Interamericano en desarrollar un estándar más estricto de debida diligen­
cia en la investigación para casos de violencia de género en contextos de violencia 
sistemática o discriminación estructural. el tribunal concluyó, en el Caso González 
y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, que “el deber de investigar efectivamen­
te, siguiendo los estándares establecidos por el tribunal […] tiene alcances adicio­
nales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a 
su libertad personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mu­
jeres”. en este sentido, las líneas de investigación deben tener en cuenta “el con­
texto de violencia contra las mujeres en el que se desenvolvieron las ejecuciones 
de las tres víctimas” e iniciarse con una especial urgencia e inmediatez.64

asimismo, dentro de los criterios desarrollados por el tribunal internacional en el 
capítulo de reparaciones, la corte iDh dispuso que, a efecto de cumplir su obliga­
ción de investigación en el caso concreto, el estado debía “incluir una perspectiva 
de género; emprender líneas de investigación específicas respecto a violencia se­
xual, para lo cuál se deben involucrar las líneas de investigación sobre las pautas 
respectivas en la zona; […] y realizarse por funcionarios altamente capacitados en 
casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de 
género”.65 además, la corte iDh concluyó que el estado mexicano debía incluir una 
“perspectiva de género” no sólo al elaborar los protocolos, manuales, criterios mi­

62 ciDh, Informe no. 170/11, Fondo, María Isabel Véliz Franco y otros, Guatemala, 3 de noviembre 
de 2011, párrs. 101 y 102. dejo abierto el debate respecto a la viabilidad de aplicar los estándares del 
Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México a este caso.

63 véase ciDh, Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual en Mesoamérica, 
OEA/Ser.L/V/II, Doc. 63, 9 de diciembre de 2011, párr. 96.

64 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. op. cit. serie c no. 205, pá­
rrs. 284, 293 y 388.

65 Ibid., párr. 455.
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nisteriales de investigación, servicios periciales y de impartición de justicia, utiliza­
dos para investigar todos los delitos que se relacionen con desapariciones, violen­
cia sexual y homicidios de mujeres,66 sino también al capacitar a los órganos o 
autoridades involucradas en el procedimiento de investigación del caso concreto, 
lo cual implica “no sólo un aprendizaje de las normas, sino el desarrollo de capaci­
dades para reconocer la discriminación que sufren las mujeres en su vida cotidia­
na” a efecto de reconocer “las afectaciones que generan en las mujeres las ideas 
y valoraciones estereotipadas en lo que respecta al alcance y contenido de los de­
rechos humanos”.67 me parece que del texto anterior también se desprenden crite­
rios implícitos que deben ser considerados para dar contenido al deber de debida 
diligencia en la investigación en casos análogos.

Una vez identificados los estándares de debida diligencia en la prevención e in­
vestigación de la violencia de género, en el siguiente apartado desarrollaré, a gran­
des rasgos, cómo considero que el estado mexicano debiera cumplir algunas de 
las reparaciones ordenadas por la corte Interamericana que están más relaciona­
das con la materia penal. para ello consideraré las medidas adoptadas por el esta­
do conforme a la información pública disponible.

Comentario sobre el cumplimiento de las reparaciones ordenadas 
en la sentencia dictada por la Corte idh en el caso “Campo Algodonero” 
y el delito de feminicidio tipificado en el Código Penal Federal

como observamos, la corte iDh emitió diversos criterios a lo largo de su senten­
cia a efecto de que el estado mexicano reparara a las víctimas del Caso González 
y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. muchas de esas reparaciones constitu­
yeron lo que en derecho internacional de los derechos humanos se denominan “ga­
rantías de no repetición”. algunas de esas garantías de no repetición obligan a que 
el estado mexicano elabore o reforme el marco jurídico local y federal, sobre todo 
en materia penal, con la finalidad de que las autoridades competentes estén debi­
damente facultadas y obligadas a prevenir e investigar diligentemente los feminici­
dios desde una perspectiva de género. sin embargo, me pregunto, ¿cómo elaborar 
un marco jurídico, sobre todo en materia penal, que tenga una perspectiva de gé­
nero a efecto de cumplir con lo ordenado por la corte iDh?

por otra parte, si bien la sentencia dictada por la corte iDh no ordenó al estado 
mexicano reparar a las víctimas tipificando el delito de feminicidio como garantía 
de no repetición, la federación y diversas entidades federativas en méxico han re­

66 Ibid., párr. 502.
67 Ibid., párr. 540.
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formado sus códigos penales adicionando dicho tipo penal, debido, en gran parte, 
a la creciente demanda de organizaciones no gubernamentales y a la recomenda­
ción del 2006 del Comité ceDaw. Me pregunto ¿es la tipificación de este delito una 
vía acorde con el derecho internacional de los derechos humanos y además efec­
tiva para combatir el fenómeno del feminicidio en México?

a continuación trataré de brindar algunos parámetros para tratar de evaluar, 
desde una perspectiva de género, cómo el estado mexicano debiera cumplir con 
algunas de las reparaciones ordenadas en la sentencia dictada en el Caso Gonzá-
lez y otras (“Campo Algodonero”) vs. México relacionadas con la materia penal. Fi­
nalmente, realizaré unos breves comentarios relacionados con la tipificación del 
delito de feminicidio en el código penal Federal.

Las reparaciones transformadoras desde una perspectiva de género

una vez que la corte iDh declara que un estado es responsable por violar los 
derechos contenidos en la convención americana en perjuicio de las víctimas de 
un caso determinado, ésta ordena a los estados que cumplan con ciertas medidas 
a efecto de repararlas. Así, el artículo 63.1 de la Convención Americana establece 
que “la corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados” y, “si ello fuera procedente, que se reparen las consecuen­
cias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 
y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada”. la corte iDh ha enten­
dido que las reparaciones deben ser “integrales” (restitutio in integrum), lo que im­
plica “el restablecimiento de la situación anterior y la eliminación de los efectos que 
la violación produjo, así como una indemnización como compensación por los da­
ños causados”.68

dentro de las posibles reparaciones ordenadas por la corte iDh, encontramos 
las denominadas “garantías de no repetición”, posiblemente las más importantes 
dentro de los distintos tipos de reparaciones que han sido clasificados, debido al 
efecto erga omnes de éstas y su orientación a que no se repitan en casos futuros 
las violaciones declaradas por el tribunal internacional en el caso concreto. dichas 
reparaciones son ordenadas cuando la corte iDh declara que los estados han in­
cumplido su deber de garantía (el cual incluye al deber de prevención) contenido 
en el artículo 2o. de la convención americana al no haber adoptado disposiciones 
legales o de otro carácter. por ejemplo, en el Caso González y otras (“Campo Al-
godonero”) vs. México, el estado incumplió su obligación de garantía al omitir 
adoptar diversas medidas legales o de otro carácter a efecto de prevenir o investi­

68 Ibid., párr. 450.
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gar diligentemente los feminicidios, por lo que la corte iDh ordenó el cumplimiento 
de diversas garantías de no repetición.69

sin embargo, en el Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, la 
corte iDh, por primera vez, ordenó que las reparaciones, en especial las garantías 
de no repetición, tuvieran “una vocación transformadora” de la situación, de tal for­
ma que éstas tuvieran “un efecto no sólo restitutivo, sino también correctivo”.70 ello 
significa que en este caso no sería aceptable que el Estado mexicano, al reparar, 
restablezca a los familiares de las presuntas víctimas en la “misma situación es­
tructural de violencia y discriminación” en la que se encontraban al momento en 
que desaparecieron claudia, esmeralda y laura, sino que el estado debe, ade­
más, “identificar y eliminar los factores causales de discriminación”.71 parafrasean­
do lo apuntado por rodrigo uprimny y camilo sánchez, si antes del crimen la víc­
tima era una persona discriminada en razón de su género en una sociedad muy 
desigual como la de ciudad juárez, chihuahua, entonces el propósito de restitu­
ción plena parece un ideal de justicia muy débil porque implicaría retornar a la per­
sona a una situación previa de discriminación. en ese caso, la restitución integral 
sería casi cruel porque conduce a la violación de los derechos sociales e individua­
les de la persona y a la consolidación de una estructura social que desconoce prin­
cipios de justicia distributiva.72 en este sentido, pienso que una de las claves para 
considerar que el estado mexicano ha cumplido su obligación de reparar a las víc­
timas del caso sería evaluar si éstas cumplen con esa vocación transformadora de 
las estructuras de exclusión.

adicionalmente, la corte iDh concluyó que al reparar a las víctimas el estado 
mexicano debía adoptar una “perspectiva de género”, lo que significa en términos 
de la sentencia: i) tener en cuenta los “impactos diferenciados que la violencia cau­
sa en hombres y mujeres”; ii) cuestionar y estar en capacidad de modificar, a tra­
vés de medidas especiales, el statu quo que causa y mantiene la violencia contra 
la mujer y los homicidios por razones de género; iii) constituir claramente un avan­
ce en la superación de las desigualdades jurídicas, políticas y sociales, formales o 
de facto, que sean injustificadas por causar, fomentar o reproducir los factores de 

69 Ibid., párrs. 286 y 388.
70 sobre las reparaciones transformadoras, véase rodrigo uprimny y maría paula saffon, “repara­

ciones transformadoras, justicia distributiva y profundización democrática”, en catalina díaz Gómez et 
al., Reparar en Colombia: los dilemas en contextos de conflicto, pobreza y excusión, Bogotá, centro In­
ternacional para la justicia transicional, 2009, p. 35.

71 Ibid., párrs. 450 y 451.
72 véase nelson camilo sánchez y rodrigo uprimny Yepes, “propuestas para una restitución de 

tierras transformadora”, en Tareas pendientes: propuestas para la formulación de políticas públicas de 
reparación en Colombia, Bogotá, centro Internacional para la justicia transicional, 2010, p. 229. dis­
ponible en: <http://reparaciones.ictjcolombia.org/edicion6/docs/TAREAS_PENDIENTES.pdf>.
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discriminación por razón de género, y iV) sensibilizar a los funcionarios y la socie­
dad sobre el impacto de los factores de discriminación contra las mujeres en los 
ámbitos público y privado, de manera que desarrollen “capacidades para reconocer 
la discriminación que sufren las mujeres en su vida cotidiana”.73

en conclusión, toda medida dirigida a prevenir o investigar diligentemente los 
feminicidios debe tener una orientación transformadora de las estructuras que fo­
mentan la violencia contra la mujer en razón de su género. la orientación transfor­
madora de las reparaciones, especialmente en las garantías de no repetición, es 
fundamental para considerar que éstas parten de una perspectiva de género. re­
tomando lo indicado por rodrigo uprimny y camilo sánchez, es importante “adop­
tar enfoques diferenciales, y en especial una perspectiva de género, tanto en el di­
seño como en la implementación de los programas de reparación si queremos 
otorgarles realmente un potencial y significado transformador”, de forma que se 
considere “no sólo el sufrimiento previo de las víctimas sino también las necesida­
des actuales de los potenciales beneficiarios”, se prefieran “aquellos beneficios que 
empoderan a las personas en situaciones de vulnerabilidad [como las mujeres víc­
timas de violencia de género]”, que los procedimientos o mecanismos para la adop­
ción e implementación de los programas de reparación sean “vistos como oportu­
nidades para reducir la discriminación y empoderar a las víctimas más vulnerables, 
por medio de procedimientos participativos apropiados”, o se vinculen servicios so­
ciales, comúnmente prestados a la población en general, a acciones afirmativas de 
manera que, por ejemplo, se priorice su acceso a personas víctimas de violencia 
de género sobre otros destinatarios de esos mismos programas.74

ahora bien, en términos prácticos, ¿cómo evaluar si la legislación y políticas pú­
blicas implementadas cumplen con esa “perspectiva de género”, son compatibles 
con el derecho internacional de los derechos humanos y tienen un grado de efecti­
vidad suficiente a efecto de transformar las estructuras que fomentan los feminici­
dios? A continuación intentaré responder esta cuestión.

73 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, op. cit., párrs. 451, 495 y 
540.

74 véase nelson c. sánchez y r. uprimny Yepes, “propuestas para una restitución...”, en op. cit., 
pp. 240 a 243. respecto a la priorización de víctimas de violencia por razones de género sobre otras 
personas en el acceso a servicios sociales prestados por el estado a la población en general, pienso 
que la corte iDh no se ha pronunciado aún. sin embargo, en la sentencia dictada en el Caso González 
y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, la corte Interamericana consideró que “no puede confundirse 
la prestación de los servicios sociales que el estado brinda a los individuos con las reparaciones a las 
que tienen derecho las víctimas de violaciones de derechos humanos, en razón del daño específico 
generado por la violación” y concluyó que no podría considerar como reparaciones “los apoyos guber­
namentales que no hayan sido dirigidos específicamente a reparar la falta de prevención, impunidad y 
discriminación atribuibles al estado en el presente caso”. corte iDh, Caso González y otras (“Campo Al-
godonero”) vs. México, op. cit., párr. 529.
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Los indicadores de género para determinar el progreso en el cumplimiento 
de la sentencia de la Corte idh dictada en el Caso González y otras (“Campo 
Algodonero”) vs. México

reparar a víctimas de violencia por razones de género no es tarea fácil, sobre 
todo cuando dicha violencia se enmarca, por un lado, dentro de un contexto de dis­
criminación sistemática contra la mujer y, por otro, dentro de un contexto más am­
plio y complejo de desigualdad social y posiblemente de crisis del estado de dere­
cho que impacta desproporcionadamente a los sectores más vulnerables de la 
sociedad. en este sentido, si las reparaciones para víctimas de violencia por razo­
nes de género deben ser transformadoras, lo que implicaría demostrar dentro de 
un lapso razonable que las leyes, planes, programas y políticas públicas adoptadas 
por los estados tienen un cierto grado de efectividad, ¿cómo podría el estado 
mexicano dar cumplimiento a las reparaciones ordenadas por la corte iDh si, por lo 
menos, el municipio de Juárez, experimenta una crisis en el Estado de derecho? 
por ejemplo, ¿cómo podría el estado mexicano diferenciar los asesinatos de muje­
res relacionados con la denominada “guerra contra el narcotráfico” de aquéllos pro­
ducto de la violencia por razones de género en ciudad juárez a efecto de evaluar 
si realmente ha habido una transformación sobre la visión que la sociedad y las au­
toridades públicas tienen de la mujer?

considero que los estados, los representantes de las víctimas y la misma corte 
iDh debieran contar con una herramienta ad hoc que les permita medir si las leyes, 
políticas públicas y acciones adoptadas a efecto de reparar a las víctimas en el Caso 
González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México cumplen con la sentencia, la 
convención de Belém do pará y la convención americana sobre derechos huma­
nos, desde una orientación transformadora. esta herramienta ad hoc podría estar 
conformada por los denominados “indicadores de género” y una metodología de me­
dición adecuada. en este sentido, “el uso de indicadores de género para monitorear 
[en este caso el cumplimiento de la sentencia dictada en el Caso González y otras 
(‘Campo Algodonero’) vs. México] permitiría visibilizar la magnitud y la intensidad de 
las distintas formas de inequidad de género, facilitar la comparabilidad internacional 
y analizar cómo evolucionan las relaciones de género a lo largo del tiempo”.75

debido a que la corte iDh ordenó que las reparaciones tuvieran una orientación 
transformadora, pienso que el estado y los representantes de las víctimas debe­
rían generar de común acuerdo ante el tribunal internacional indicadores de géne­

75 daniela Zapata, “Indicadores para el cumplimiento de la convención sobre la eliminación de to­
das las formas de discriminación contra la mujer”, en cepal, Serie Mujer y Desarrollo, núm. 91, santi­
ago de chile, 2007, p. 8. disponible en: <http://www.cnm.gov.ar/ovcm/images/stories/bibliografia/2007_
Indicadores.para.el.cumplimiento.de.la.cedaW.pdf >.
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ro a efecto de evaluar la efectividad en el cumplimiento de las reparaciones, espe­
cialmente de las garantías de no repetición. en este sentido, podrá considerarse 
cumplido lo ordenado por la corte iDh, si el estado demuestra que las leyes, políti­
cas públicas y acciones que implementa son efectivas, es decir, han transformado 
las estructuras de exclusión.

por ejemplo, para considerar cumplidas las reparaciones ordenadas no basta­
ría con que el estado mexicano regule, por ejemplo, un protocolo de búsqueda de 
mujeres desaparecidas, sino que, por un periodo razonable, el estado y los repre­
sentantes de las víctimas, junto con la corte iDh, debieran evaluar mediante indica­
dores si dicho protocolo ha sido efectivo para transformar realmente la realidad en 
chihuahua al demostrar que ha contribuido a encontrar mujeres desaparecidas, a 
disminuir los feminicidios y a que los funcionarios competentes para buscarlas fue­
ran especialmente diligentes en estos casos. Tampoco sería suficiente indicar sólo 
el número de funcionarios que recibieron cursos en materia de derechos humanos 
y género, sino que sería necesario crear indicadores para evaluar si dichas capaci­
taciones han tenido un impacto real al haber mejorado, por ejemplo, la calidad de 
las investigaciones en casos de feminicidios.

sin embargo, como es muy complicado medir si una ley o política pública aisla­
da está transformando la realidad de las mujeres en chihuahua, las reparaciones 
y, específicamente, las garantías de no repetición ordenadas por la Corte iDh, po­
drían evaluarse conjuntamente, es decir, como parte de una “política integral de re­
paración”. al respecto, observamos que una de las pretensiones de reparación tan­
to de la comisión Interamericana como de los peticionarios en el Caso González y 
otras (“Campo Algodonero”) vs. México fue precisamente que la corte iDh ordena­
ra que el estado creara una política integral de reparación.76 el tribunal internacio­
nal consideró que tanto la ciDh y los peticionarios como el estado no argumentaron 
suficientemente por qué las leyes y políticas públicas referidas por este último de­
bían o no considerarse como una política integral.77 no obstante, el tribunal inter­
nacional ordenó un conjunto de reparaciones que articuladas podrían constituir 
parte una política integral de reparación. en este sentido, las reparaciones ordena­
das por la corte iDh, especialmente las garantías de no repetición, podrían evaluar­
se conjuntamente por el tribunal internacional mediante una herramienta ad hoc 

76 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, op. cit., párrs. 474 y 475. la 
Comisión ha definido lo que entiende como “política integral de reparación” dentro del contexto del con­
flicto armado en Colombia en sus “Lineamientos generales para una política integral de reparaciones”. 
véase ciDh, Lineamientos generales para una política integral de reparaciones, oea/ser/l/v/II.131, 
doc. 1, 19 de febrero de 2008. disponible en: <http://www.cidh.org/pdf%20files/Lineamientos%20prin­
cipales%20para%20una%20pol%c3%adtica%20integral%20de%20reparaciones.pdf >.

77 Ibid., párrs. 493 a 496.
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que mida, durante un periodo razonable, si éstas cumplen con la finalidad transfor­
madora de la realidad desde una perspectiva de género.

para supervisar el cumplimiento de las reparaciones de forma conjunta, podría 
aplicarse la metodología general utilizada por la comisión Interamericana en sus 
Lineamientos para la Elaboración de Indicadores de Progreso en Materia de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales.78 dicho informe parte de la distinción en­
tre objetivos (aquellos fines que se desean alcanzar y que se expresan en términos 
cualitativos, como por ejemplo, “reducir o eliminar los feminicidios en el estado de 
chihuahua”), metas (niveles cuantitativos que se desean alcanzar dentro de un pe­
riodo determinado, por ejemplo, “reducir en una tercera parte en un periodo de tres 
años los feminicidios en el estado de chihuahua”) e indicadores (variables usadas 
en las metas para medir el progreso hacia los objetivos). dichos indicadores pue­
den materializarse de forma cuantitativa, mediante estadísticas, o cualitativamente, 
por ejemplo, por vía de la medición de resultados obtenidos por medio de cuestio­
narios destinados a personas pertenecientes a muestras representativas. asimis­
mo, los indicadores podrían ser de tres tipos: estructurales (por ejemplo, buscan 
medir con cuáles medidas cuenta el estado mexicano para implementar las garan­
tías de repetición, como leyes, planes, programas, políticas públicas, etc.), de pro­
ceso (por ejemplo, buscan medir la calidad y magnitud de los esfuerzos del estado 
para implementar las garantías de no repetición a través de la medición del alcan­
ce, la cobertura y el contenido de leyes, planes, programas o políticas públicas en­
caminadas al logro de metas que correspondan al cumplimiento de una garantía de 
no repetición) y de resultado (por ejemplo, buscan medir cuál es el impacto real de 
las leyes, planes, programas o políticas públicas implementadas para cumplir con 
las garantías de no repetición).

Una vez definidos los indicadores agrupados en categorías y subcategorías di­
ferenciadas (temas, rubros, componentes, etc.) y materializado el correspondiente 
indicador al haberse extraído la información mediante diversos métodos confiables 
(cifras provenientes de la estadística, información pública, información proveniente 
de cuestionarios, apreciaciones provenientes de visitas, etc.), podría emitirse una 
calificación utilizando escalas previamente acordadas, además de asignarse “pe­
sos” a cada uno de los indicadores conforme a criterios previamente pactados en­
tre el estado y los representantes de las víctimas bajo la supervisión de la corte 

78 véase ciDh, Lineamientos para la Elaboración de Indicadores de Progreso en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, oea/ser.l/v/II.132, doc. 14, 19 de julio de 2008. dis­
ponible en: <http://www.oas.org/es/cidh/docs/pdfs/lineamientos.pdf>. la ciDh basó su informe también 
en los indicadores desarrollados previamente por naciones unidas. véase naciones unidas, Informe 
sobre Indicadores para Vigilar el Cumplimiento de los Instrumentos Internacionales de Derechos Huma-
nos, HRI/MC/2006/7, 11 de mayo de 2006, párrs. 16 a 20. Disponible en: <http://www2.ohchr.org/
english/bodies/icm-mc/docs/HRI.MC.2006.7_Sp.pdf>. 

La mujer a través del derecho penal.indd   94 06/01/13   12:39



95

iDh (por ejemplo, otorgar mayor peso dentro de la medición al indicador correspon­
diente al “aumento o disminución porcentual de feminicidios respecto al año ante­
rior” en relación con el indicador de “aumento o disminución porcentual del presu­
puesto asignado a la procuraduría General de la república para investigar los 
casos de feminicidios”). Finalmente, los resultados y calificaciones extraídas duran­
te el primer año podrían compararse con los resultados obtenidos en el siguiente 
año a partir de la aplicación de la misma metodología y los mismos indicadores a 
efecto de determinar el grado de efectividad en el cumplimiento de la sentencia dic­
tada en el Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México.79

diversos estudios han generado indicadores de género a efecto de determinar el 
cumplimiento progresivo de los estados a sus obligaciones contenidas en la ceDaw 
o correspondientes al objetivo 3 de la declaración del milenio (promover la igualdad 
entre los sexos y la autonomía de la mujer). en méxico, el Instituto nacional de las 
mujeres (Inmujeres) en colaboración del Instituto nacional de estadística, Geografía 
e Informática (inegi) generaron algunos indicadores de género a efecto de cumplir 
con las obligaciones de los instrumentos antes mencionados. sin embargo, los indi­
cadores utilizados son principalmente cuantitativos (estadísticos) y, como lo recono­
cieron ambos órganos estatales en 2005, en México “son insuficientes y escasos los 
indicadores de género disponibles, así como incipiente el desarrollo de indicadores 
que [muestren] cómo afectan las relaciones de género en las oportunidades de em­
pleo, ascenso laboral, movilidad ocupacional, participación política, etcétera.”80

respecto a la convención de Belém do pará, el Instituto Interamericano de de­
rechos humanos elaboró un “sistema de indicadores para evaluar desde la socie­
dad civil el cumplimiento estatal de la convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (sibdp)”.81 muchos de esos indi­
cadores podrían ser adaptados o modificados a efecto de generar indicadores ad 

79 en méxico, flacso, el itaM y el despacho Gaxiola, calvo, sobrino y asociados, s.c. han elabora­
do estudios a efecto de medir y valorar a través del tiempo la ejecutabilidad de hipotecas y contratos 
mercantiles en las entidades federativas de méxico. principalmente sus estudios parten de datos extraí­
dos de la opinión de expertos sobre la materia y de actores involucrados en la materia, como abogados 
y jueces. una metodología similar podría ser útil a efecto de generar indicadores cualitativos para medir 
el grado de cumplimiento de las reparaciones ordenadas por la corte iDh en el caso González y otras 
(“Campo Algodonero”) vs. México y calificaciones comparables a través del tiempo. Disponible en: 
<http://derecho.itam.mx/publicaciones/colecciones_ITAM-ABM.html>.

80 Inmujeres, “las metas del milenio y la igualdad de género. el caso de méxico”, en cepal, Serie 
Mujer y Desarrollo, núm. 67, Santiago de Chile, 2005, p. 22. Disponible en: <http://www.eclac.org/publi­
caciones/xml/1/22231/lcl2339e.pdf>. 

81 iiDh, sistema de indicadores para evaluar desde la sociedad civil el cumplimiento estatal de la 
convención para Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (sib-
dp), san josé, costa rica, 2010. disponible en: <http://www.iidh.ed.cr/BibliotecaWeb/varios/documen­
tos/Bd/indicadores.pdf>.

La mujer a través del derecho penal.indd   95 06/01/13   12:39



96

hoc para evaluar el cumplimiento por parte del estado a las reparaciones ordena­
das por la corte iDh.

La Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los De­
rechos humanos (en adelante “acnuDh”) junto con la comisión para prevenir y 
erradicar la violencia contra las mujeres publicaron en 2011 un libro titulado 
¿Cómo medir la violencia contra las mujeres en México? en el cual hacen referen­
cia a un marco metodológico para elaborar indicadores en materia de derechos hu­
manos y lo aplican a la medición del cumplimiento por parte del estado de sus obli­
gaciones correlativas al derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia. 
En éste hacen mención a 19 indicadores estructurales, 66 indicadores de proceso 
y 26 indicadores de resultado que parten de los desarrollados por el acnuDh pero 
adaptados al contexto mexicano.82 El trabajo realizado por la Oficina en México del 
acnuDh junto con el estado mexicano es muy valioso y podría servir como punto 
de partida para crear un mecanismo ad hoc a efecto de evaluar el cumplimiento de 
la sentencia.

en conclusión, me parece muy importante que la corte iDh, el estado y los re­
presentantes de las víctimas desarrollen y utilicen una herramienta ad hoc de me­
dición común compuesta por indicadores de género con la finalidad de evaluar el 
cumplimiento de la sentencia dictada en el Caso González y otras (“Campo Algo-
donero”) vs. México y determinar si efectivamente las víctimas en el caso fueron re­
paradas desde una perspectiva de género, es decir, habiéndose probado razona­
blemente que la situación de discriminación que experimentaban antes de la 
violación a sus derechos humanos se ha transformado. un mecanismo de esta ín­
dole sería coherente con los criterios de la corte iDh referidos en el apartado ante­
rior, ya que permitiría evaluar de forma más estricta el cumplimiento por parte del 
estado mexicano de las reparaciones ordenadas conforme a una perspectiva de 
género que incluya la orientación transformadora referida por el tribunal internacio­
nal.

Evaluación conforme al Sistema Interamericano de algunas medidas en 
materia penal del Estado mexicano orientadas a prevenir o investigar 
diligentemente los feminicidios

en general, la sociedad civil ha criticado al estado mexicano por no haber cum­
plido efectivamente las reparaciones ordenadas por la corte iDh en el Caso Gon-

82  Oficina en México del acnuDh, ¿Cómo medir la violencia contra las mujeres en México? Indica-
dores estructurales, vol. I, 2011. disponible en: <http://hchr.org.mx/files/Libro_Indicadores_VcM_Final.
pdf>. 
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zález y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. por ejemplo, conforme a fuentes 
periodísticas, el 7 de noviembre de 2011, exactamente diez años después de ha­
ber desaparecido claudia, esmeralda y laura, familiares de mujeres desapareci­
das e integrantes de grupos de la sociedad civil abuchearon a diversas autoridades 
de los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal) cuando en un acto pú­
blico solicitaron perdón por los feminicidios ocurridos en ciudad juárez. aparente­
mente, a dicho acto no asistieron los familiares de las tres víctimas, toda vez que 
consideraron que en dicho evento público debía reconocerse la responsabilidad 
por la totalidad de los feminicidios ocurridos en la ciudad y no sólo por las víctimas 
encontradas en el campo algodonero. además, algunas personas han cuestionado 
el supuesto gasto de 16 millones de pesos para construir el monumento Rosa del 
Desierto en el campo algodonero donde se encontraron los cuerpos de las ocho 
mujeres, y no invertir dichos recursos para mejorar la infraestructura de la fiscalía 
local competente para realizar las investigaciones.83

por otro lado, la comisión especial de Feminicidios de la cámara de dipu­
tados solicitó a los tres niveles de gobierno que demuestren con documentos ofi­
ciales si realmente se ha avanzado en el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la corte iDh.84

Independientemente de lo anterior, me parece que es muy relevante que el es­
tado mexicano demuestre no sólo que formalmente ha creado leyes, planes, pro­
gramas o políticas públicas en cumplimiento de la sentencia, sino también que las 
medidas adoptadas tienen un suficiente grado de efectividad a efecto de reparar a 
las víctimas del caso conforme a una perspectiva de género.85 considero que 
mientras el estado no incorpore esa perspectiva de género en sus leyes, planes, 
programas y políticas públicas y no transforme con cierto grado de efectividad las 
estructuras que fomentan y perpetúan la violencia contra la mujer incluyendo los 
feminicidios, las reparaciones no debieran considerarse cumplidas por la corte iDh. 
a continuación evaluaré algunas medidas adoptadas por el estado a efecto de de­
terminar si a la fecha ha cumplido razonablemente sus obligaciones conforme a los 
criterios contenidos en la sentencia dictada en el Caso González y otras (“Campo 
Algodonero”) vs. México.

83 Proceso, “víctimas abuchean a autoridades por inauguración de monumento en juárez”, 7 de 
noviembre de 2011. disponible en: <http://www.proceso.com.mx/?p=287406> y La Jornada, “monumen­
to en el campo algodonero, símbolo de las ‘culpas del estado’ en los feminicidios”, 4 de diciembre de 
2011. disponible en: <http://www.jornada.unam.mx/2011/12/04/politica/006n1pol>. 

84 La Jornada, “caso ‘campo algodonero’: el gobierno debe probar que se cumple la sentencia”, 19 
de mayo de 2012. disponible en: <http://www.jornada.unam.mx/2012/05/19/politica/015n2pol>. 

85 corte iDh. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, op. cit., párrs. 495 y 496.

La mujer a través del derecho penal.indd   97 06/01/13   12:39



98

Capacitación de funcionarios para prevenir o investigar 
los feminicidios desde una perspectiva de género

la reparación ordenada por la corte iDh, consistente en el deber del estado 
mexicano de capacitar con una perspectiva de género a los funcionarios que parti­
cipen tanto en la búsqueda de mujeres desaparecidas en ciudad juárez como en 
la investigación de feminicidios, es una de las más importantes debido al efecto 
multiplicador que en sí misma tiene la educación, lo que permitiría progresivamen­
te crear una cultura de respeto a los derechos de las mujeres.86

después de haberse dictado la sentencia en el 2009, el estado mexicano con­
tinuó con el desarrollo de diversos cursos de capacitación en materia de género 
que había iniciado desde el 2004. destacan principalmente las capacitaciones in­
ternas y diplomados coordinados por el programa de equidad de Género de la su­
prema corte de justicia de la nación para que, por lo menos, funcionarios y jueces 
federales estén capacitados y adopten una perspectiva de género al investigar o 
decidir casos de violencia de género.87 sin embargo, conforme a la información pú­
blica disponible, no puede inferirse que los funcionarios encargados de investigar 
las desapariciones y los feminicidios en chihuahua hayan sido capacitados des­
pués del 2009 y, menos aún, que dicha capacitación, así como la recibida por par­
te de algunos funcionarios desde 2004,88 haya repercutido en una mejora aprecia­
ble en los resultados de las investigaciones o, en su caso, de los criterios 
adoptados por los jueces penales locales en caso de haberse identificado a las 
personas responsables de la comisión de estos delitos.89

al respecto, es importante tener en cuenta que, conforme a la legislación vigen­
te, la mayoría de las desapariciones o de los homicidios de mujeres, sean éstos por 

86 la unesco se ha referido al efecto multiplicador de la educación: “al mejorar la capacidad de la 
gente para iniciar, gestionar y mantener cambios positivos en su vida, la educación tiene un gran efecto 
multiplicador que aporta beneficios duraderos a las familias y las comunidades”. Véase “Diez aspectos 
de la educación para todos”, disponible en: <http://www.unesco.org/es/efa/the­efa­movement/10­
things­to­know­about­efa>. 

87 en la siguiente página de internet puede ser consultada la información relacionada con las activi­
dades del programa de equidad de Género, entre las cuales está la publicación de la colección “Géne­
ro, derecho y justicia”: <http://www.equidad.scjn.gob.mx/>.

88 la corte iDh hizo referencia a la capacitación que el estado mexicano ha impulsado para sus fun­
cionarios desde el 2004, tanto en el plano federal como estatal. véase Ibid., párr. 540.

89 conforme a la información disponible, diversos funcionarios del municipio de chihuahua fueron 
capacitados y acreditaron un diplomado sobre “Género en la función municipal” en el 2012. sin embar­
go, no puede comprobarse que esos funcionarios sean precisamente los competentes para buscar a 
mujeres desaparecidas o para investigar los feminicidios. además, el municipio de chihuahua es dife­
rente al municipio de juárez, donde se encuentra ciudad juárez. véase nota juárez, concluyen 50 fun­
cionarios diplomado en “Género en la Función municipal”, 10 de marzo de 2012. disponible en: <http://
notajuarez.com/noticias.cfm?n=28914>. 
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razones de género o no, compete investigarlos a las autoridades penales locales, 
en este caso del estado de chihuahua, y no a las federales, aunque estas últimas 
auxilien a las autoridades locales dentro del marco de posibles convenios adminis­
trativos adoptados para que las investigaciones sean más efectivas. por ello, a me­
nos que las autoridades federales sean las competentes para investigar este tipo 
de casos,90 el estado mexicano debiera poner especial atención en la capacitación de 
los funcionarios locales más que en los federales.

ahora bien, independientemente del número de cursos impartidos o de funcio­
narios que hayan asistido o sido capacitados a la fecha, me parece que el estado 
debiera demostrar que las capacitaciones han contribuido de forma efectiva a me­
jorar, conforme al mecanismo de evaluación ad hoc propuesto, las actividades de 
prevención y de investigación de los funcionarios respecto a los feminicidios. por lo 
menos, dicho mecanismo debiera servir para medir si los funcionarios que recibie­
ron los cursos han incorporado realmente la perspectiva de género en sus labores 
de prevención e investigación cotidiana.

los contenidos de esta educación con perspectiva de género dirigida a los fun­
cionarios públicos encargados de investigar delitos que impliquen violencia de gé­
nero debieran partir de los principios mínimos como a los que hace referencia el 
Manual de capacitación sobre gobernabilidad democrática e igualdad de género en 
América Latina y el Caribe, desarrollado con base en la experiencia del proyecto 
de Fortalecimiento de la capacidad de los mecanismos nacionales de Gobierno 
con una perspectiva de Género en américa latina y el caribe de la cepal.91 pero 
me parece que lo más importante es que la educación que reciban los funcionarios 
sea práctica a efecto de cumplir con el estándar de estricta debida diligencia en la 
prevención e investigación de feminicidios y, por ello, antes de implementarse las 
capacitaciones el estado mexicano debiera haber preparado, en el ámbito federal 
y en el estado de chihuahua, los manuales o protocolos de búsqueda de mujeres 
desaparecidas, así como los protocolos para la investigación de delitos relaciona­
dos con la violencia de género.

90 el 30 de abril de 2012 la cámara de diputados aprobó la reforma al artículo 325 del código pe­
nal Federal que tipifica como delito grave el delito de feminicidio.

91 sonia montaño virreira, Manual de capacitación sobre gobernabilidad democrática e igualdad de 
género en América Latina y el Caribe, cepal, 2007. disponible en: <http://www.eclac.org/publicaciones/
xml/0/28780/Manual_imprenta.pdf>.
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Protocolos de búsqueda de mujeres desaparecidas

el 27 de noviembre de 2011, autoridades del estado de chihuahua presentaron 
públicamente el denominado “protocolo alba”.92 conforme a las respuestas del es­
tado mexicano a las preguntas del comité de la ceDaw enviadas en febrero de 
2012 a dicho organismo, “el protocolo alba se activa cada vez que desaparece al­
guna niña o mujer en la referida ciudad, con el objetivo de encontrarle a la breve­
dad posible”, éste se activa con una llamada al número 01­800­838­78­30 y fue ac­
tualizado como resultado de la sentencia dictada en el Caso González y otras 
(“Campo Algodonero”) vs. México, mediante la determinación de una ruta crítica 
operativa de tres fases: la coordinación preventiva, la búsqueda urgente y la etapa 
conclusiva y de desactivación. el grupo técnico que lo coordina está integrado por 
miembros de la Fiscalía General del estado de chihuahua, la secretaría de se­
guridad pública Federal, la procuraduría General de la república, el Instituto 
chihuahuense de la mujer, la dirección de comunicación social del estado, la se­
cretaría de Gobernación Federal y la secretaría de Gobierno del estado de chi­
huahua.93

como lo menciona la sentencia dictada en el Caso González y otras (“Campo 
Algodonero”) vs. México, el protocolo alba se implementó desde el 2005.94 sin em­
bargo, la corte iDh consideró que dicho programa de búsqueda únicamente se ponía 
en marcha cuando se presentaba lo que el estado denominaba como una desa­
parición de “alto riesgo”, criterio que, según diversos informes evaluados por el tri­
bunal internacional, sólo se satisfacía cuando se presentaban reportes con “carac­
terísticas específicas”, por ejemplo, existía certeza de que las mujeres no tenían 
motivos para abandonar el hogar, se trata de una niña, la joven tenía una rutina es­
table y el reporte “tuviera características vinculadas con los homicidios ‘seriales’”. 
este criterio de “alto riesgo” fue considerado, por lo menos, arbitrario por el tribunal 
internacional.95

aparentemente, después de que la corte iDh dictara la sentencia en noviembre 
de 2009, el estado mexicano no ha cumplido debida y efectivamente con la repa­
ración ordenada por el tribunal internacional. el comité de derechos humanos de 
naciones unidas expresó en 2010 que le seguía “preocupando la impunidad que 

92 La Jornada, “presentan en juárez el protocolo alba contra desapariciones de mujeres y niños”, 
28 de noviembre de 2011. disponible en: <http://www.jornada.unam.mx/2011/11/28/politica/018n2pol>. 

93 ceDaw, Respuestas a las preguntas del Comité de Expertas de la cedaw relativas al 7º y 8º In-
forme Consolidado de México sobre cumplimiento de la Convención, 16 de enero de 2012, CEDAW/C/
meX/Q/7­8/add.1, párrs. 71, 73 y 74. disponible: <http://www2.ohchr.org/english/bodies/cedaw/docs/
CEDAW.C.MEX.Q.7-8.Add.1_sp.pdf>. 

94 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, op. cit., párr. 504.
95 Ibid., párrs. 204, 208 y 505.
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prevalece en muchos casos de desapariciones […] de mujeres y por la persistencia 
de tales actos en ciudad juárez, así como en otros municipios”.96 A finales de 
2011, el Grupo de trabajo sobre las desapariciones Forzadas o Involuntarias del 
consejo de derechos humanos de naciones unidas, al referirse al protocolo alba, 
concluyó que “si bien el Protocolo es un paso positivo, su aplicación geográfica es 
limitada, sólo se utiliza en casos de ‘alto riesgo’ de desaparición de niñas y mujeres 
y ha sido activado en muy pocas ocasiones”.97 asimismo, consideró que en méxico 
“un gran número de autoridades se negaría a registrar casos de desapariciones 
dentro del periodo de 72 horas después de que ocurrió la desaparición” y conside­
ró que dicho periodo “es fundamental para obtener información sobre la suerte o el 
paradero de la persona sujeta a desaparición forzada y evitar su asesinato”.98

las desapariciones de mujeres y niñas en chihuahua siguen sin investigarse in­
mediatamente y, por si fuera poco, en vista de la denominada “guerra contra el nar­
cotráfico”, han sido documentados en Chihuahua y en otras entidades federativas 
diversos casos de desapariciones, incluso de desapariciones forzadas de mujeres, 
es decir, aquéllas perpetradas por agentes estatales o por otras personas con su 
complicidad o aquiescencia. algunas fuentes hablan de 107 desapariciones de mu­
jeres en chihuahua durante el 2010, de las cuales 71 son menores de edad.99 por 
su parte, la Fiscalía General del estado de chihuahua publicó un documento deno­
minado Reporte de Ausencia o Extravío de Mujeres y Niñas en el que se aprecia que 
de 1995 al 1 de mayo de 2012, en el norte de la entidad federativa, han sido repor­
tadas 127 mujeres como ausentes o extraviadas, aparentemente bajo el concepto 
de “alto riesgo”.100 al respecto, el Grupo de trabajo sobre las desapariciones Forza­
das o Involuntarias de Naciones Unidas afirmó que “las desapariciones de mujeres 
son particularmente relevantes en el estado de chihuahua. los continuos problemas 
que se observan en ciudad juárez son únicos en su visibilidad, pero no en su natu­
raleza, pues casos de desapariciones forzadas de mujeres y prácticas discriminato­
rias en contra de las mujeres familiares que se encuentran en otras regiones”.101

96 comité de derechos humanos, Examen de los informes presentados por los Estados Partes en 
virtud del artículo 40 del Pacto: México, ccpr/c/meX/co/5, 7 de abril de 2010, párr. 9. disponible en: 
<http://www2.ohchr.org/english/bodies/hrc/docs/CCPR.C.MEX.CO.5_S.pdf>. 

97 consejo de derechos humanos, Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forza-
das o Involuntarias: México, a/hrc/19/58/add.2, 20 de diciembre de 2011, párr. 48. disponible en: 
<http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/174/95/PDF/G1117495.pdf?OpenElement> 

98 Ibid., párr. 47.
99 El Heraldo de Chihuahua, “desaparecieron 107 mujeres en el 2010”, 2 de abril de 2011. dis­

ponible en: <http://www.oem.com.mx/elheraldodechihuahua/notas/n2025791.htm>. 
100 el documento está disponible en: <http://fiscalia.chihuahua.gob.mx/reporteextraviomujeres.

htm>. 
101 consejo de derechos humanos, Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forza-

das o Involuntarias: México, párr. 68.
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Independientemente de la inefectividad de la búsqueda de mujeres y niñas 
desa parecidas, en méxico existen algunos ejemplos que ilustran cómo debieran re­
gularse estos protocolos. por ejemplo, la procuraduría General de justicia del dis­
trito Federal (en adelante “pgjDf”) publicó en 2010 un acuerdo que establece las 
bases para la creación del denominado “protocolo para la Búsqueda Inmediata de 
niñas y mujeres extraviadas o ausentes, en riesgo de ser víctimas del delito y, 
en especial, de violencia sexual”.102 dicho acuerdo prevé la creación de un proto­
colo en cumplimiento de la sentencia de la corte iDh. sin embargo, destaca el re­
cién aprobado “protocolo alerta amber” en el distrito Federal, el cual fue desarro­
llado para “establecer la búsqueda y pronta recuperación de niños, niñas y 
adolescentes que se encuentren en inminente peligro de sufrir un daño grave por 
motivo de sustracción, ausencia, desaparición, extravío o no localización ocurrida 
en el territorio del distrito Federal”, y que se activa “de manera inmediata, sin dila­
ción alguna y previa evaluación de las circunstancias particulares del caso de que 
se trate”, de forma “independiente, de los procedimientos e investigaciones que de 
manera local las instancias de seguridad pública involucradas inicien”, priorizando 
“la búsqueda en áreas donde razonablemente sea más probable encontrar al niño, 
niña o adolescente desaparecidos sin descartar arbitrariamente ninguna otra posi­
bilidad o áreas de búsqueda” y realizando la búsqueda “sin anteponer prejuicios y 
valores personales o cualquier otro acto de discriminación que pueda impedir u 
obstaculizar la búsqueda del niño, niña o adolescente”. sobresale que la “alerta 
amber” puede ser desactivada en caso de que la misma puesta en marcha del pro­
tocolo ponga en riesgo a la niña, niño o adolescente –como en los casos de secues­
tro–, y que ésta es activada independientemente de que se denuncie penalmente 
la desaparición. también resalta la creación de un subcomité de seguimiento y 
evaluación compuesto por diferentes autoridades a efecto de evaluar la actuación 
de las autoridades que participen coordinadamente cuando se active el protocolo, 
y el hecho de que entre las personas involucradas que deben coordinarse haya 
sido incluido el departamento de justicia de los estados unidos de américa, así 
como las universidades y, en general, la sociedad civil organizada. Finalmente, 
destaca que el protocolo parte de la capacitación del personal involucrado y que el 
mismo considera informar al registro nacional de personas no localizadas.103

102 procuraduría General de justicia del distrito Federal, acuerdo a/015 /2010 por el que se establ­
ecen las directrices para la elaboración del “protocolo para la Búsqueda Inmediata de niñas y mujeres 
extraviadas o ausentes, en riesgo de ser víctimas de delito y en especial, de violencia sexual”, Gace-
ta Oficial del Distrito Federal, 21 de junio de 2010. disponible en: <http://cgservicios.df.gob.mx/prontua­
rio/vigente/3294.pdf >.

103 procuraduría General de justicia del distrito Federal, aviso por el que se da a conocer el proto­
colo alerta amber distrito Federal, Gaceta Oficial del Distrito Federal, 11 de abril de 2012. disponible 
en: <http://twitdoc.com/upload/agenlegislativa/alerta­amber.pdf>. 
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aunque creo que el estado mexicano, por lo menos para efectos del cumpli­
miento de la sentencia, no está obligado a crear un protocolo en cada entidad fe­
derativa, el estado de chihuahua y la federación en sus respectivos ámbitos de 
competencia debieran crear un protocolo que cumpla con lineamientos similares a 
los antes referidos, a efecto de cumplir formalmente con los lineamientos de la sen­
tencia de la corte iDh.

al elaborarse los protocolos de búsqueda de mujeres desaparecidas, la pers­
pectiva de género podría manifestarse al obligar a las autoridades a buscar inme­
diatamente a cualquier mujer o niña que sea reportada como ausente o extraviada 
desde el momento en que los interesados reporten lo sucedido al órgano especia­
lizado para atender este tipo de casos. esto implicaría que la búsqueda iniciaría in­
mediatamente e independientemente de que se formalice o no una denuncia penal, 
a diferencia de otros casos. Esta distinción estaría justificada dada la vulnerabilidad 
diferenciada que experimentan las mujeres y niñas en dicha entidad federativa y en 
el deber de cumplir con la orientación transformadora de las reparaciones ordena­
das por la corte iDh. Incluso, debiera priorizarse la búsqueda de las mujeres meno­
res de edad dado el tratamiento especializado adicional que debe dárseles confor­
me al artículo 19 de la convención americana y la misma sentencia de la corte 
iDh.104 asimismo, pienso que no debieran hacerse distinciones conceptuales que 
impidan iniciar una búsqueda efectiva, como diferenciar entre “ausente”, “extravia­
da” o “desaparecida”, con la finalidad de evitar que en algunos casos las autorida­
des no actúen inmediatamente por considerar algunas desapariciones excluidas de 
alguno de los conceptos. Incluso, ello evitaría que algunas desapariciones no sean 
registradas o contabilizadas estadísticamente o, simplemente, no sean investiga­
das penalmente.105

también los protocolos de búsqueda debieran obligar a las autoridades a clasi­
ficar la información obtenida a efecto de ir generando pautas delictivas con la fina­
lidad de descubrir las causas de las desapariciones y desarticular las posibles 
redes criminales que las coordinen o estén involucradas, dado que muchas desa­
pariciones podrían constituir casos de trata con el propósito de explotación sexual 
o laboral.106 además, dado el carácter fronterizo de chihuahua, me parece que de­
bieran crearse acuerdos de coordinación con las autoridades de otros países, prin­
cipalmente de los estados unidos de américa, de forma que cooperen, por ejem­

104 corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, op. cit., párrs. 403 a 411.
105 Vanguardia, “existen personas desaparecidas hasta de las estadísticas”, 24 de abril de 2011. 

disponible en: <http://www.vanguardia.com.mx/existenpersonasdesaparecidashastadelasestadisti­
cas-706665.html>.

106 cnn, “Human Trafficking in Mexico Targets Women and Children”, 13 de enero de 2010. dis­
ponible en: <http://articles.cnn.com/2010-01-13/world/mexico.human.traffic.drug_1_maria-ciudad-jua­
rez-trafficking?_s=PM:WORLD>. 
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plo, las autoridades competentes en el combate de la trata de personas o human 
trafficking, especialmente de mujeres y niñas, en ambos estados tanto en el ámbi­
to federal como local.

Finalmente, considero muy importante la generación de bases de datos de per­
sonas desaparecidas a las que sólo tengan acceso las autoridades competentes y 
en las que puedan ser almacenadas, por ejemplo, huellas dactilares para que sean 
comparadas con las huellas que haya dejado la víctima en los últimos lugares en 
los que se presuma que estuvo; información genética de familiares de la víctima a 
efecto de poder compararla con la información genética que se extraiga de cuerpos 
de mujeres privadas de su vida; así como datos personales relevantes que faciliten 
encontrar a la víctima con vida o por lo menos sus restos. por supuesto, como lo 
indicó la corte iDh, siempre deberá protegerse debidamente dicha información.107

sin embargo, el estado mexicano no sólo debe demostrar que ha regulado un 
protocolo de búsqueda de mujeres desaparecidas que obligue a las autoridades de 
chihuahua, a las autoridades federales y a otros actores a coordinarse, sino que 
debe probar que dicho protocolo parte de una perspectiva de género y que, confor­
me al estándar de estricta debida diligencia en la prevención, su aplicación es ra­
zonablemente efectiva, de forma que gran parte de las mujeres desaparecidas en 
chihuahua hayan sido encontradas antes de haber sufrido violaciones más graves 
a sus derechos. para ello, la creación del mecanismo ad hoc de evaluación perió­
dica del cumplimiento de la sentencia dictada por la corte iDh, permitiría al estado 
demostrar la efectividad de la implementación de los protocolos que regule en el 
plano federal y en el estado de chihuahua.

Participación de la sociedad civil en la búsqueda de mujeres desaparecidas

considero que la inclusión de la sociedad civil en la búsqueda de mujeres desa­
parecidas, además de ser útil para auxiliar a las autoridades en su labor de preven­
ción e investigación, también contribuye a fomentar la concienciación sobre la gra­
vedad y la dimensión de las desapariciones de mujeres, de los feminicidios en 
chihuahua y, en general, de la violencia y discriminación contra las mujeres en los 
diferentes ámbitos sociales.

a efecto de incluir a la sociedad civil, la corte iDh ordenó: i) la creación de una 
página en internet para conocer públicamente a las mujeres que continúan desapa­
recidas en chihuahua desde 1993 y, en su caso, esté informada a efecto de auxi­
liar en su búsqueda y ii) la realización de un programa de educación dirigido a la 

107  corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, op. cit., párr. 512.
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población en general, a efecto de superar la situación de discriminación y violencia 
contra la mujer en chihuahua.

respecto a la primera medida de reparación, la primera vez que la corte iDh or­
denó como garantía de no repetición la creación de una página de internet para la 
búsqueda de personas desaparecidas fue en el Caso de las Hermanas Serrano 
Cruz vs. El Salvador.108 sin embargo, tanto en dicho caso como en éste, es posible 
que los estados estén teniendo problemas para implementar y cumplir con la me­
dida ordenada por el tribunal internacional. a la fecha, no existe información clara 
sobre el cumplimiento de esta medida, mucho menos que su implementación sea 
efectiva.

me parece que una posible forma de cumplir con lo ordenado por la corte iDh 
sería crear un portal en internet por medio del cual la sociedad civil esté informada 
sobre las mujeres que han desaparecido y también informe a las autoridades mexi­
canas e, incluso, a las autoridades de otros países, sobre otras mujeres desapare­
cidas. también, el portal podría servir para denunciar lugares físicos o sitios en in­
ternet en los que crean haber visto a alguna de las mujeres desaparecidas o en los 
que, por ejemplo, podrían estar siendo víctimas de trata con fines de explotación 
laboral o sexual, el cual es uno de los mercados más lucrativos de la delincuencia 
organizada después del de narcóticos y el tráfico de armas.109

un ejemplo de página de internet con algunas de estas características lo encon­
tramos en el sitio <www.missingkids.com>. por autorización del congreso de los 
estados unidos de américa fue creada la cyber tipline que es operada por una or­
ganización no gubernamental –the national center for missing and exploited chil­
dren– en coordinación con diversas autoridades. este sitio en internet fue creado 
para que la sociedad civil participe activamente en la denuncia de casos de porno­
grafía infantil y de explotación sexual de personas menores de edad al detectar si­
tios sospechosos en internet. éste opera las 24 horas del día durante todo el año y 
envía información a las principales agencias o autoridades competentes en los es­
tados unidos de américa, como el Federal Bureau of Investigation o el department 
of homeland security’s Immigration and customs enforcement, para prevenir la 
comisión de estos delitos en perjuicio, muchas veces, de niñas y niños reportados 
como desaparecidos. además, dicha página ofrece diversos tutoriales a distancia 
para que la gente tome conciencia y esté capacitada para utilizar los programas y 
detectar sitios de internet sospechosos.

108 corte iDh, Caso de las Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador, Fondo, reparaciones y costas. 
sentencia del 1 de marzo de 2005. serie c no. 120, párrs. 189 a 191.

109 cnn México, “la trata de personas es un delito que crece al amparo de la ignorancia”, 17 de julio 
de 2011. disponible en: <http://www.cnn.mx/nacional/2011/07/17/la­trata­de­personas­es­un­delito­que­
crece­al­amparo­de­la­ignorancia>. 
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otro mecanismo similar lo encontramos en una página creada por la organiza­
ción no gubernamental save the children­suecia: <www.latinoamericanosdesapa­
recidos.org>. en esta página aparecen las fotos y algunos datos relevantes sobre 
niñas y niños desaparecidos en latinoamérica. asimismo, dicho sitio ofrece un me­
canismo para denunciar de forma anónima lugares o sitios de internet relacionados 
con la explotación sexual de personas menores de edad.

respecto a la capacitación de la población en general, el Instituto chihuahuen­
se de la mujer ha ofrecido diversos cursos en materia de prevención de violencia 
de género.110 en el plano federal, constan en el programa nacional para la Igual­
dad entre mujeres y hombres 2009­2012, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 18 de agosto de 2009, las estrategias 5.2.2 y 5.2.4, relativas a la promo­
ción, en coordinación con las instancia competentes, de “la elaboración de 
contenidos educativos en los libros de texto, programas y prácticas escolares que 
no reproduzcan ideas, imágenes discriminatorias de las mujeres, ni propicien la to­
lerancia o aceptación de la violencia de género” y del “fortalecimiento de las accio­
nes del programa de capacitación al magisterio y la carrera magisterial dirigidas a 
promover el conocimiento y manejo de la perspectiva de género en la práctica do­
cente, así como a prevenir la violencia en contra de las mujeres, e incorporar ma­
terias de género y educación en la currícula básica de las escuelas normales”, así 
como la estrategia 5.2.3, relativa al fomento del “uso del lenguaje no sexista y pro­
mover, en contenidos y prácticas educativas, la valorización de las actividades y 
aportes de las mujeres a la vida social, al desarrollo y la democracia, así como el 
conocimiento de sus derechos humanos”.111

sin embargo, la simple enunciación formal de las estrategias realizadas o del 
número de personas que hubiesen tomado algunos cursos, me parece que no per­
mitirían al tribunal internacional determinar efectivamente si los programas de edu­
cación han tenido un impacto real en la concienciación de las personas que los to­
maron, y mucho menos, si éstos han incidido en la disminución de la violencia de 
género en chihuahua o transformado los factores causales de la discriminación 
histórica que enfrentan las mujeres.

110 véase Entrelíneas, “Beneficia Ichmujer a casi 30 000 personas con cursos de género”, 5 de 
enero de 2012. disponible en: <http://www.entrelineas.com.mx/notas.php?id_n=147880>. 

111 el programa nacional para la Igualdad entre mujeres y hombres 2009­2012 puede ser consul­
tado en el siguiente enlace: <http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5105777&fecha=18/08/2009>. 
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Protocolos de investigación de feminicidios y de delitos que involucren violencia de 
género

para efectos de este trabajo, una de las más importantes reparaciones ordena­
das en la sentencia de la corte iDh es la relativa a la creación de los protocolos 
para investigar penalmente el fenómeno de los feminicidios, independientemente 
de que los asesinatos de mujeres por razones de género hayan sido tipificados o 
no como un delito diferenciado de otros que involucren la privación de la vida de las 
mujeres.

como consta en la sentencia de la corte iDh, chihuahua fue uno de los prime­
ros estados en reformar su legislación penal y pasar de un sistema penal inquisiti­
vo a uno acusatorio en el 2006.112 por su parte, la reforma constitucional del siste­
ma procesal penal federal fue publicada en el Diario Oficial de la Federación hasta 
junio de 2008. en este sentido, los protocolos de investigación de los feminicidios 
que el estado mexicano regule en la esfera federal y local, en principio, debieran 
cumplir con los requisitos del modelo procesal penal acusatorio, dado que éste ha 
sido reconocido, mientras sea debidamente implementado, como el que mejor ga­
rantiza los derechos humanos tanto del acusado como de la víctima del delito.113 
adicionalmente, los protocolos de investigación debieran incorporar los lineamien­
tos mínimos contenidos en el protocolo de minnesota y el protocolo de estambul 
como lo ordenó el tribunal internacional.

pero también, los protocolos deben cumplir con la orientación transformadora y 
el estándar estricto de debida diligencia en la investigación referido en la sentencia 
de la corte iDh, por lo que posiblemente ello implicaría reformar legalmente algunas 
disposiciones de los nuevos códigos penales que regulan el sistema procesal acu­
satorio, como por ejemplo, prohibir la aplicación de criterios de oportunidad en ca­
sos que involucren violencia de género. por ejemplo, el artículo 83 del código de 
procedimientos penales de chihuahua prohíbe la aplicación del principio de opor­
tunidad en los casos de delitos contra la libertad y seguridad sexuales o de violen­
cia familiar, por afectar gravemente el interés público, pero pareciera que no existe 
un criterio similar en el plano federal. me parece que en los casos de feminicidios, 
conforme a la orientación transformadora y el derecho de las víctimas indirectas a 
obtener una reparación integral, no deberían operar los criterios de oportunidad. no 

112  corte iDh, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, op. cit., párr. 479.
113  por ejemplo, la ciDh ha resaltado la importancia de que Bolivia regulara desde 2001 el sistema 

procesal penal acusatorio con mayores garantías. véase ciDh, Acceso a la justicia e inclusión social: el 
camino hacia el fortalecimiento de la democracia en Bolivia, oea/ser.l/v/II, doc. 34, 28 de junio de 
2007, párr. 49. disponible en: <http://www.cidh.oas.org/countryrep/Bolivia2007sp/Bolivia07indice.sp.
htm>. 
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obstante, dejo abierta esta cuestión para una discusión posterior, además me pare­
ce que no implicaría un incumplimiento a la sentencia dictada por la corte iDh.

ahora bien, a reserva de hacer un breve comentario respecto a la conveniencia 
de la tipificación del delito de feminicidio, me parece que el Protocolo de Investiga­
ción ministerial, policial y pericial del delito de Feminicidio del distrito Federal (en 
adelante “protocolo de Investigación de Feminicidios”), publicado en su periódico 
oficial el 25 de octubre de 2011,114 cumple formalmente con lo ordenado por el tri­
bunal internacional.

la razón principal por la que considero que cumple con la sentencia dictada en 
el Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México es que el protocolo in­
corpora la perspectiva de género y la orientación transformadora mediante las si­
guientes disposiciones: i) obliga al ministerio público informar de manera inmediata 
en cualquier caso de privación de la vida de una mujer a la agencia especializada 
de Investigación para la atención del delito de homicidio doloso en agravio de mu­
jeres y personas con orientación o preferencia sexual y por Identidad o expresión 
de Género; ii) obliga a “tener la debida diligencia para arribar de inmediato al lugar 
de los hechos o del hallazgo”, dado que las primeras actuaciones permitirían “jerar­
quizar las diligencias de la autoridad ministerial y del personal policial y pericial”; iii) 
obliga a las autoridades a identificar las circunstancias que rodean al hecho para su­
gerir líneas de investigación, como la posible relación con feminicidios o fenómenos 
delincuenciales relacionados con el crimen organizado, como la trata de personas; 
iV) en caso de que no pueda determinarse la identidad de la víctima, obliga a las au­
toridades a preservar características individuales y a obtener el perfil genético del 
cuerpo a efecto de confrontar la información con la base de datos de mujeres desa­
parecidas; V) obliga al personal ministerial a recibir toda denuncia de hechos presen­
tada por cualquier persona, por la privación de la vida de una mujer, a efecto de ini­
ciar de inmediato la investigación; Vi) contiene lineamientos especiales para que el 
personal pericial en criminalística de campo, fotografía forense y genética forense 
estudien el cuerpo de la mujer privada de su vida; Vii) obliga a incluir la información 
del caso en una base de datos de homicidios de mujeres por razones de género; Viii) 
obliga al centro de apoyo sociojurídico a víctimas de delito violento dar prioridad a 
la atención de las víctimas indirectas, por ejemplo, los familiares de las mujeres pri­
vadas de su vida, así como a los testigos, independientemente de que el personal 
ministerial aún no haya acreditado alguno de los supuestos normativos del feminici­
dio, y a atender a las personas “sin prejuicios o estereotipos”, y ix) obliga a capacitar 
mediante el Instituto de Formación profesional al personal sustantivo de la procura­

114 Gaceta Oficial del Distrito Federal, protocolo de Investigación ministerial, policial y pericial del 
delito de Feminicidio, 25 de octubre de 2011. disponible en: <http://www.consejeria.df.gob.mx/uploads/
gacetas/4ea6307d7fb49.pdf>. 
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duría General de justicia del distrito Federal encargado de implementar el protoco­
lo, y a desarrollar un “programa de capacitación con perspectiva de género”.

asimismo, es destacable que el protocolo de Investigación de Feminicidios con­
sidere la creación de una instancia técnica de examen y seguimiento para la debida 
aplicación del protocolo, el cual incluye la participación de la sociedad civil. dicha 
instancia técnica estaría encargada de seleccionar y evaluar casos de privación de 
la vida de mujeres, independientemente de que las causas penales hayan sido 
abiertas o no por el delito de feminicidio, a compilar las prácticas recomendables y 
a detectar necesidades de capacitación de los funcionarios.

sin embargo, salvo lo enunciado anteriormente, considero que las demás obli­
gaciones y lineamientos contenidos en el protocolo de Investigación de Feminici­
dios deberían estar contenidos en cualquier protocolo elaborado para investigar 
homicidios a efecto de cumplir con los estándares generales de debida diligencia 
en la investigación de delitos. por otra parte, me parece que en el protocolo de In­
vestigación de Feminicidios existen disposiciones cuestionables, como por ejem­
plo, otorgar discrecionalidad a las autoridades competentes de llevar a cabo la in­
dagatoria de cremar el cuerpo, así como no hacer referencia al control judicial que 
debiera existir en situaciones como la que acabo de mencionar. también, dicho 
protocolo no prevé la posible coordinación con autoridades federales o de otros 
países.

Pese a estas minucias y lo controversial que resulta, en mi opinión, la tipifica­
ción del delito de feminicidio, creo que la federación y el estado de chihuahua de­
bieran partir del protocolo de Investigación de Feminicidios del distrito Federal 
para elaborar o, en su caso, modificar sus respectivos protocolos. Además, la crea­
ción de una instancia técnica de evaluación del cumplimiento por parte de las auto­
ridades de estos protocolos podría ser muy útil para generar información cuantita­
tiva y cualitativa que permita medir su efectividad. dicha información podría ser útil 
a efecto de que el mecanismo ad hoc de cumplimiento de la sentencia que propon­
go, conforme a los indicadores que se creen, evalúe de forma integral la efectividad 
del estado mexicano en el cumplimiento de la sentencia de la corte iDh.

A modo de conclusión: comentarios sobre la tipificación penal del delito de 
feminicidio en el Código Penal Federal

En México, la federación así como diversas entidades federativas han tipificado 
recientemente el delito de feminicidio en sus respectivos códigos penales. al res­
pecto, creo pertinente plantear dos cuestiones. pregunto, ¿es necesario que, por 
lo menos, en el plano federal y en el estado de Chihuahua esté tipificado el delito 
de feminicidio, a efecto de cumplir con la sentencia dictada por la corte iDh en el 
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Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México? Por otro lado, de un ba­
lance de los efectos de la tipificación del delito de feminicidio en el Código Penal 
Federal cabe cuestionar si el resultado es positivo o negativo.

como mencioné en la introducción de este trabajo, si bien el concepto de femi­
nicidio ha sido muy relevante desde diversos puntos de vista, en mi opinión, para 
efectos del cumplimiento de la sentencia de la corte iDh, no es necesario tipificar el 
delito de feminicidio en los códigos penales federal y del estado de chihuahua. 
además me parece que crear un tipo penal federal autónomo que sancione el fe­
nómeno denominado “feminicidio” podría tener más efectos negativos que positi­
vos, tanto por razones normativas, prudenciales e instrumentales, como por el he­
cho de que existen otras opciones que me parecen igualmente idóneas y menos 
lesivas respecto a los derechos del acusado o condenado. sin embargo, estoy 
consciente de que, para llegar a una conclusión, el paso del tiempo será muy im­
portante, sobre todo si tenemos en cuenta que apenas en junio de 2012 fue publi­
cada la reforma al código penal Federal.

respecto a la primera cuestión, la sentencia de la corte iDh no especificó en 
ninguna parte que el estado mexicano debiera crear un delito autónomo. por otro 
lado, para crear y aplicar los protocolos o manuales de investigación, me parece 
que no es necesario crear un tipo penal de feminicidio, dado que la investigación, 
proceso y sanción de las personas culpables de la comisión de delitos como el 
homicidio calificado, la violación sexual o la privación de la libertad de una mujer 
contra su voluntad, puede realizarse desde una perspectiva de género y una 
orientación transformadora mediante personal capacitado para tales efectos. asi­
mismo, considero que puede repararse integralmente a las víctimas indirectas de 
los delitos desde una perspectiva de género y transformadora sin la necesidad de 
que el responsable del delito haya sido condenado por un delito autónomo de fe­
minicidio.

Respecto a la segunda cuestión, como alternativa a la tipificación del delito de 
feminicidio, considero que existe la posibilidad normativa de agravar la pena de los 
delitos antes enumerados, siempre y cuando concurran diversas presunciones le­
gales que permitan al juez concluir que dichos delitos fueron cometidos por “razo­
nes de género”. además, las presunciones legales tendrían el efecto de limitar la 
discrecionalidad de las decisiones de los jueces penales, lo cual es muy importan­
te en la materia penal a efecto de garantizar también los derechos del condenado 
por alguno de los delitos referidos. en este sentido, el hecho de que el cuerpo de la 
mujer presente signos de violencia sexual, que su cuerpo haya sido expuesto en 
un lugar público o que la privación de la vida de la mujer haya sido efectuada por 
un sujeto activo masculino con el que tenía una relación sentimental o de jerarquía, 
no deberían ser parte de los diversos supuestos normativos de los tipos de femini­
cidio, sino sólo presunciones legales que permitirían al juez aumentar la sanción 
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prevista, por ejemplo, en el delito de homicidio calificado, al concurrir uno o un con­
junto de hechos o situaciones contextuales.115

asimismo, al comparar los siete tipos penales de feminicidio regulados en el ar­
tículo 316 del Código Penal Federal con los criterios del excelente trabajo desarro­
llado por patsilí toledo vásquez,116 me parece que, desde el punto de vista técni­
co, el legislador federal: i) en general, revela una inadecuada configuración penal 
por la falta de determinación o imprecisión de diferentes términos o situaciones, 
debido seguramente a la trasposición del concepto sociológico o antropológico de 
“feminicidio” a las normas penales, lo que contravendría el principio de taxatividad 
penal; ii) los tipos penales contienen términos vagos (por ejemplo, la “mutilación in­
famante” referida en la fracción ii) o de situaciones por demás imprecisas (por 
ejemplo, imagine la privación dolosa de la vida de una mujer exhibiendo pública­
mente su cuerpo junto con otros cuerpos, masculinos y femeninos todos vestidos. 
dichos supuesto podría considerarse, en los términos textuales de la fracción Vii, 
un feminicidio sin que pareciere que existió una “razón de género” para cometerlo); 
iii) no prevé una excepción a la figura del “concurso de delitos”, pudiendo una per­
sona ser condenada penalmente por el delito de feminicidio además de otros deli­
tos como el de violación sexual, etc., o iV) no distingue si el sujeto activo debe ser 
un hombre, por lo que si el sujeto pasivo y el sujeto activo tienen el mismo sexo, 
como podría suceder en el caso de las personas lesbianas, de forma que conforme 
al tipo delictivo se sancionaría a una mujer, dicha situación podría ser contraria a la 
racionalidad originaria de la norma que el legislador previó: “eliminar toda norma 
sobre el problema de violencia contra las mujeres que sea genéricamente 
neutra”.117

también considero que, desde el punto de vista práctico y teleológico: i) los 
efectos prácticos de distinguir el delito de feminicidio del homicidio calificado son 
mínimos y, por lo tanto, un tanto innecesaria la tipificación autónoma del feminici­
dio, puesto que ambos tipos sólo difieren en la pena mínima siendo de 40 años 
para el feminicidio y de 30 años para el otro, siendo la pena máxima de 60 años 
igual para ambos supuestos; ii) partiendo de las deficiencias técnicas apuntadas, 
el delito podría ser prácticamente inaplicable, y iii) la norma penal podría causar un 
efecto no deseado: que la sociedad o los aplicadores de las leyes penales asocien 
a la mujer con la noción de víctima, reforzando ese estereotipo en vez de tender a 
su empoderamiento.

115 en este sentido, las presunciones serían iuris tantum, recayendo en la defensa de la persona 
condenada a demostrar que en su caso no serían aplicables las agravantes que permitirían concluir que 
el delito fue cometido por razones de género.

116 p. toledo vásquez, Feminicidio, pp. 143­145.
117 Ibid., p. 147.
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Finalmente, me parece que algunos de los argumentos a favor de la creación 
del tipo autónomo son instrumentales y de bajo peso. por ejemplo, dos argumentos 
a favor de la tipificación del delito de feminicidio son: i) que ésta ofrece la posibili­
dad de un registro y monitoreo mucho más minucioso y confiable de este tipo de si­
tuaciones, y ii) que la penalización autónoma de este tipo de situaciones constituye 
un instrumento efectivo para la erradicación del fenómeno.

Me parece que la confiabilidad del registro y del monitoreo minucioso de la si­
tuación depende, en gran medida, de la capacitación del personal que participe en 
la investigación y de la organización y recursos de las instituciones creadas para 
ello conforme a los protocolos a los que hemos hecho referencia. Finalmente, con­
sidero que el efecto disuasivo del derecho penal no depende tanto de que se creen 
nuevos tipos penales o de que se aumenten las penas en los casos identificados 
como feminicidios, sino más bien, dicho efecto depende de la efectiva persecución 
de los delitos y aplicación de la ley, de la creación de protocolos y de la debida ca­
pacitación del personal competente con base en una perspectiva de género, de ge­
nerar programas de educación y concienciación destinados a la población para que 
todas las personas identifiquemos y denunciemos estos crímenes, de la creación 
de políticas públicas coordinadas a efecto de abatir el crimen organizado relaciona­
do con este tipo de casos, y de la efectividad en el monitoreo y de las políticas pú­
blicas preventivas de este flagelo que no sólo afecta a Ciudad Juárez, Chihuahua, 
sino a gran parte de nuestro país. a esto me he referido a lo largo de este trabajo.
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criterios sexistas vigentes en el sisteMa 
de justicia Penal en México

Taissia Cruz Parcero

Introducción

la historia nos muestra cómo los modelos de derecho penal y procesal penal 
autoritarios que prevalecieron por muchos siglos, hasta las grandes revoluciones 
liberales de fines del siglo xViii, agudizaron sus métodos inquisitivos precisamente 
contra las mujeres. tal es el caso de las miles de mujeres que fueron quemadas en 
diversos países del viejo continente, bajo la sospecha y la confesión forzada e in­
ducida de brujería. 

estos horrores que se han sucedido a lo largo de la historia, parecieran haber 
quedado atrás, por lo menos en aquellas sociedades en las que, con el adveni­
miento de nuevos regímenes democráticos, el respeto a los derechos fundamenta­
les de las personas es una realidad más o menos vigente. 

no obstante, en épocas más cercanas y como consecuencia de históricas lu­
chas del feminismo internacional, ha sido necesario atender la situación de vulne­
rabilidad de los derechos de la mujer, en razón de su género, en ámbitos tan diver­
sos que van del seno familiar, al laboral, social y cultural. Qué duda cabe que, en 
esta revisión, la especificidad de la violación a los derechos de la mujer ha implica­
do la necesidad de establecer mecanismos concretos de protección y defensa, 
que, en la esfera internacional, se han materializado en la convención sobre la eli­
minación de todas las formas de discriminación contra la mujer (ceDaw) y en la 
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convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia con­
tra la mujer (convención de Belém do pará).1 

en méxico, es evidente también que se ha avanzado en legislar sobre temas 
específicos, con la reforma al texto constitucional de 1974, que introdujo de mane­
ra expresa la igualdad entre el hombre y la mujer ante la ley y la diversa del 2001, 
en la que se estableció, también a nivel constitucional, la prohibición de discrimina­
ción por razón de género. a partir de entonces, la ley del Instituto nacional de las 
Mujeres (2001), la Ley General para la Igualdad entre Hombres y Mujeres (2006) y 
la ley General de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia (2007) han 
sido expresión de la sensible y obligada respuesta del poder legislativo respecto 
de los temas de género. 

en todos estos instrumentos jurídicos encontramos referencias indirectas o es­
pecíficas a los derechos de la mujer frente al sistema de justicia. Así, en la ceDaw 
uno de los compromisos de los estados parte es condenar toda forma de discrimi­
nación contra las mujeres y la protección de los derechos de la mujer por conducto 
de los tribunales nacionales competentes.2 en similares términos, la convención 
de Belém do pará dispone que la violencia contra la mujer debe entenderse como 
todo acto que, basado en su género, provoque daño o sufrimiento físico, entre 
otros, tanto en el ámbito público como en el privado; asimismo, que toda mujer tie­
ne derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos 
humanos y a la protección de las libertades consagradas en los instrumentos inter­
nacionales de la materia, entre ellos, el derecho a la libertad y el derecho a contar 
con un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos.3 

es importante también mencionar que en el marco de la XIv cumbre judicial 
Iberoamericana, realizada en Brasilia (2008), se emitieron las “reglas de Brasilia 
sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad”, las cuales 
fueron aprobadas, tras su emisión por el tribunal pleno de la suprema corte de 
justicia de la nación,4 bajo la premisa de la poca utilidad que tiene que el estado 
reconozca formalmente un derecho si, en especial, las personas en condiciones de 
vulnerabilidad encuentran grandes obstáculos para acceder a su tutela efectiva. 
entre las condiciones de vulnerabilidad que se describen en estas reglas, se en­

1 la convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, fue 
adoptada el 18 de diciembre de 1979, en nueva York y publicada el 12 de mayo de 1981 en el Diario 
Oficial de la Federación. la convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violen­
cia contra la mujer, fue adoptada en la ciudad de Belem do pará, el 9 de junio de 1994 y publicada el 19 
de enero de 1999 en el Diario Oficial en cita.

2 artículo 2, inciso c).
3 artículos 1 y 4, incisos c) y g).
4 sesión privada del 5 de agosto de 2008.
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cuentran dos que atañen directamente al tema que abordaremos: el género y la pri­
vación de la libertad. en cuanto a la primera, se retoman conocidos conceptos so­
bre discriminación y violencia contra las mujeres; en torno a la segunda, se 
reconoce que “la privación de la libertad ordenada por autoridad pública competen­
te, puede generar dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia 
el resto de los derechos de los que es titular la persona privada de la libertad, es­
pecialmente cuando concurre alguna [otra] causa de vulnerabilidad”; se aclara que, 
para los efectos de las reglas, “se considera privación de la libertad, la que ha sido 
ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo de la investigación de un delito, 
por el cumplimiento de una condena penal” y otras.5 

no obstante el ostensible avance que implica toda la normatividad apuntada, en 
los hechos, y desde mi experiencia profesional de más de cinco años como titular 
de un juzgado de procesos penales federales en la capital del país, no es posible 
observar un cambio significativo en la actuación de los diversos operadores del sis­
tema de justicia penal, que les permita identificar, desde la perspectiva de género, 
situaciones concretas de discriminación, desigualdad, exclusión y violencia contra 
las mujeres implicadas, con razón o no, en la comisión de un delito. 

en un trabajo publicado recientemente por la suprema corte, abordé el caso de 
una mujer de treinta y seis años de edad, indígena otomí, con instrucción hasta el 
quinto año de educación básica, trabajadora doméstica de ocupación, quien per­
maneció casi cuatro años privada de la libertad por un delito de defraudación fiscal, 
respecto del cual resultó finalmente absuelta. 

la acusación sostenía que la imputada, con el carácter de accionista, adminis­
tradora única y apoderada de una sociedad mercantil de la que, por cierto, los ac­
cionistas mayoritarios eran los hijos de su empleadora, en coautoría delictiva con 
el contador de la empresa, omitió el pago del impuesto al valor agregado y del im­
puesto sobre la renta, además de que reportó deducciones falsas; todo ello, en 
perjuicio del fisco federal. 

en la sentencia, sostuve en favor de la acusada la actualización de una causa 
de exclusión de delito, pues, de acuerdo con los antecedentes mencionados, era 
evidente que la imputada carecía de los conocimientos técnicos mínimos en mate­
ria tributaria para establecer que actuó con conocimiento y voluntad de realizar el 
hecho delictivo; su condición de mujer indígena, con escasa instrucción y recursos, 
más bien, fueron factores que los verdaderos autores mediatos aprovecharon para 
defraudar al fisco.6 

5 artículos 8 y 10.
6 cruz parcero taissia et al., 6 Voces sobre Justicia y Género en el Poder Judicial de la Federación, 

méxico, scjn, 2011. 

La mujer a través del derecho penal.indd   115 06/01/13   12:39



116

Ahora, para los efectos de esta colaboración, me di a la tarea de identificar, en­
tre el universo de causas penales que ingresaron al juzgado que presido del año 
2008 al año 2010, casos en los que, en la etapa preliminar de preinstrucción, no 
prosperó la acusación ministerial contra diversas mujeres, a fin de analizar en qué 
circunstancias ocurrió su detención y bajo qué razones, a la postre, se ordenó su 
liberación o se negó la orden de aprehensión solicitada. 

sin que tal revisión pretenda ser exhaustiva, seleccioné ocho asuntos que dan 
cuenta de las condiciones de vulnerabilidad en que se encuentran los derechos de 
las mujeres (a la libertad, a que se le presuma inocente, a que se respeten en su 
favor los diversos principios que dan contenido al debido proceso) cuando se les 
implica de manera injustificada en los delitos cometidos por los hombres cercanos 
a su entorno, sean éstos sus cónyuges, concubinarios, parientes consanguíneos o 
políticos, hijos o empleadores. 

pero insisto, los casos que expondré sólo son una muestra que evidencia la 
grave situación de desventaja, es decir, de discriminación, que la mujer padece, 
por lo menos en el ámbito de la procuración de justicia federal, pues de esa misma 
revisión estadística, puede constatarse que del total de mujeres a quienes entre 
2008 y 2010 el ministerio público de la federación imputó algún delito ante el juz­
gado que presido, aproximadamente 50% de las acusaciones no prosperaron, ya 
sea porque se negó la orden de captura, porque se decretó la libertad durante el 
término constitucional o porque, al final, se dictó en su favor sentencia absolutoria. 
la importancia de estos datos radica en que tales cifras no son comparables con 
las que se obtienen, en términos totales, al realizar el mismo análisis, respecto de 
varones implicados por el ministerio público federal en la comisión de algún delito; 
en tales casos, la acusación no prosperó, también aproximadamente, en 35% de 
los casos.7 

los ocho casos seleccionados destacan no sólo porque, en términos generales, 
difícilmente superarían un estricto control sobre la legalidad de la actuación de los 
cuerpos de policía y, en algunos, de la propia autoridad ministerial, sino también 
porque constituyen una muestra de los criterios sexistas y culpabilizadores que se 
aplican contra la mujer, en razón de su condición. 

Exposición de casos

en méxico, el proceso penal, en la mayoría de los estados y en el ámbito fede­
ral, aún responde a un modelo caracterizado como mixto, en el que, en la etapa de 

7 estos datos pueden constatarse en el sistema Integral de seguimiento de expedientes (sise), del 
poder judicial de la Federación. 
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averiguación previa, el ministerio público, como autoridad, investiga, recaba y des­
ahoga pruebas y decide el ejercicio de la acción penal; posteriormente, el juez, al 
recibir el expediente ya integrado, interviene en dos etapas bien definidas: la pri­
mera, de preparación del proceso o de preinstrucción, y la segunda, a la que se 
puede identificar propiamente como proceso o de instrucción. 8 

se trata de un proceso penal mixto, porque esa primera etapa de averiguación 
previa, que tiene por objeto reunir elementos necesarios para el ejercicio de la ac­
ción penal, se desarrolla con la exclusiva rectoría del órgano público de acusación; 
es, pues, un procedimiento de corte inquisitivo en el que prevalecen la escritura y 
la secrecía de las actuaciones, entre otras notas distintivas; se le ha llamado tam­
bién un “parajuicio”, desde que, mediante reforma al artículo 20, apartado a, cons­
titucional, se incorporó como derecho del inculpado ofrecer pruebas también en 
esa etapa y de contar con la asistencia de un defensor, sin que con ello se haya lo­
grado reducir el margen de discrecionalidad en la actuación del ministerio público, 
pues, de cualquier forma, el derecho de defensa se ejerce ante el propio órgano 
que es tanto de acusación como de decisión en esa etapa. 

en la segunda etapa, aún con las atinadas críticas que recientemente han posi­
cionado con mayor intensidad la necesidad de transitar al nuevo sistema, se pue­
den encontrar, sin embargo, notas claramente distintivas de un proceso acusatorio, 
que se rige bajo los principios de publicidad y contradicción. esto es así, pues al 
ejercer acción penal, el ministerio público deja de tener el carácter de autoridad 
para asumir el de parte acusadora, de manera que la separación entre juez y acu­
sación encuentra por lo menos cierta y relativa vigencia. 

esta separación es relativa, dado que, por disposición legal, las pruebas desa­
hogadas por el órgano de investigación pueden tener valor de convicción pleno si 
han sido desahogadas en la etapa de averiguación previa, conforme a las formali­
dades establecidas; es decir, el juez, en los hechos, encuentra limitada su jurisdic­
ción, porque los medios probatorios, aun cuando no hayan sido desahogados bajo 
su presencia y conducción, pueden ser determinantes para decidir el juicio; es de­
cir, el principio de inmediación no es aún condición de validez de la prueba. 

De acuerdo con el artículo 16 constitucional, una persona detenida en la comi­
sión flagrante de un delito, puede ser retenida por el Ministerio Público hasta por 48 
horas (o 96 horas si se trata del delito de delincuencia organizada), precisamente, 
para integrar al expediente de averiguación previa las pruebas que servirán de 

8 en los estados de chihuahua, oaxaca, Zacatecas, de méxico, durango, Baja california, morelos 
y Guanajuato, se encuentra vigente el nuevo sistema de justicia penal acusatorio y oral, conforme a la 
reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 18 de junio de 2008. 
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base para el ejercicio de la acción penal.9 asimismo, de conformidad con el artícu­
lo 19 del propio texto constitucional, una vez que la persona detenida queda a dis­
posición del juez, inicia el periodo de preinstrucción, que no puede extenderse más 
allá de 72 horas (o de 144 horas, a petición del imputado o su defensa).10 

en esta etapa de preparación del proceso o de preinstrucción, el juez debe ana­
lizar las pruebas aportadas por el ministerio público en el expediente de averigua­
ción previa y, en su caso, las que en esa misma etapa sean aportadas por la defen­
sa, para decidir si se somete a juicio al inculpado o se decreta su libertad. la 
apertura del proceso debe, entonces, ser justificada mediante un auto de formal 
prisión, resolución en la que el juez debe razonar de qué manera las pruebas reca­
badas son eficientes para acreditar los elementos que integran el delito (cuerpo del 
delito) y, a título probable, la responsabilidad del inculpado. si no existen indicios 
suficientes para ello, entonces el propio juez debe dictar un auto de libertad y orde­
nar la inmediata excarcelación del detenido. 

existe también la posibilidad de que el ejercicio de la acción penal no sea res­
pecto de un delito flagrante y que, por lo tanto, la persona imputada no se encuen­
tre detenida. en tales casos, previa petición ministerial, el juez decide librar o no 
una orden de aprehensión, con los elementos de prueba igualmente aportados por 
el ministerio público y siempre que las pruebas existentes en la indagatoria sean 
eficientes para demostrar los ya mencionados requisitos de fondo (cuerpo del deli­
to y probable responsabilidad).11 

los casos seleccionados para este trabajo se ubican precisamente en esta eta­
pa previa al proceso penal, identificada como preinstrucción. Los primeros seis que 
se exponen fueron recibidos en el juzgado que presido, con personas detenidas; 
los dos últimos fueron conocidos por petición de orden de aprehensión. en todos 
ellos, las resoluciones que se comentan fueron declaradas firmes por diversos tri­
bunales de apelación. desde luego, para salvaguardar los datos de las personas 

9 Artículo 16. […] Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta 
y ocho horas, plazo en el que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad ju­
dicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada 
[…].

10 artículo 19. ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos 
horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de for­
mal prisión en el que se expresarán: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias 
de ejecución, así como los datos que arroje la averiguación previa, los que deberán ser bastantes para 
comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado. este plazo podrá pro­
rrogarse únicamente a petición del indiciado, en la forma que señale la ley […].

11 Artículo 16. […] No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que 
preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado cuando menos con 
pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la res­
ponsabilidad del indiciado […]. 
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implicadas, sólo identificaré a las inculpadas con nombres ficticios y haré mención 
de algunas de sus circunstancias específicas, tales como edad, grado de estudios, 
estado civil y actividad, con la finalidad de conocer el perfil de cada una de ellas. 

Caso 1
Delito: contra la salud. 

en persecución de dos sujetos que realizaron una operación de venta de narcó­
ticos en la vía pública, agentes de la policía preventiva allanaron, sin orden judicial, 
varios domicilios ubicados en un mismo predio. 

en uno de esos domicilios, la policía detuvo a uno de los inculpados quien, al 
ver a los agentes dentro de su domicilio, no opuso resistencia para su detención; 
tras revisar el domicilio, los agentes encontraron aproximadamente medio kilo de 
marihuana oculta en el cuarto de baño. los agentes detuvieron y presentaron tam­
bién ante el ministerio público a ofelia (82 años, estudios de primaria, dedicada a 
las labores del hogar) y a martha (48 años, técnica en enfermería, soltera) madre y 
hermana del indiciado, quienes se encontraban en ese lugar. 

en otro de los domicilios, al cual se introdujo otro implicado, además de asegu­
rar a éste en posesión de pequeñas dosis de cocaína, la policía detuvo a Gabriela 
(34 años, con estudios de bachillerato técnico en comunicaciones, comerciante, 
casada), su concubina, porque según los agentes, ella se dirigía al baño con dos 
pequeñas bolsas de plástico con dieciocho gramos de cocaína. además, Gabriela 
fue presentada ante el ministerio público, en compañía de su hija de 13 años, 
quien también se encontraba en el lugar. 

aproximadamente 32 horas después, el ministerio público ordenó la libertad de 
las mujeres y la menor detenidas, con excepción de Gabriela, contra quien ejerció 
acción penal por el delito de posesión simple de cocaína. 

al resolver su situación jurídica, se dictó auto de libertad a favor de Gabriela, 
bajo diversos argumentos, entre ellos, porque la prueba de cargo fue obtenida de 
manera ilícita, pues la irrupción en su domicilio y su consecuente detención fueron 
ilegales, al no haber sido precedidas de una orden judicial, dado que ella no había 
sido observada en la vía pública en la comisión flagrante de delito alguno, por lo 
que la persecución y aseguramiento de su concubinario dentro del domicilio que 
ambos habitaban, no podía validar la detención de otras personas. 

este asunto concluyó con sentencia condenatoria contra uno de los sujetos de­
tenidos, a quien se declaró, en sentencia firme, responsable del delito contra la sa­
lud, en la hipótesis de posesión con fines de venta de marihuana.
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Caso 2
Delito: contra la salud. 

los hechos derivan de la ejecución de una orden judicial para catear un domici­
lio en el que existía una tienda anexa, relacionada con diversas denuncias de ven­
ta de narcóticos (marihuana).

en el acta levantada por el ministerio público se hizo constar que se trataba de 
un domicilio con diversas viviendas, habitadas por una madre y varios de sus hijos, 
hijas y nueras. Se detuvo a Amalia (62 años, analfabeta, comerciante, viuda), así 
como a dos de sus hijos identificados, según la investigación, como los vendedores 
de marihuana; además, se aseguró a camila (23 años, con estudios de secundaria 
incompleta, dedicada al hogar, casada) y a janet (32 años, con estudios de prima­
ria, comerciante, unión libre), hermanas e hijas de los implicados, así como a ma­
ría (22 años, estudios de secundaria, ama de casa, casada) y a teresa (27 años), 
ambas nueras de amalia, y esta última, concubina de uno de los probables vende­
dores de droga (además de otros moradores). 

luego de permanecer retenidas 48 horas ante el ministerio público, al venci­
miento de las 72 horas para resolver su situación jurídica, se dictó auto de libertad 
a favor de janet, camila y maría, ante la inexistencia de un solo dato que las vincu­
lara con el delito materia de la investigación. 

también se decretó auto de libertad a favor de teresa, pues a pesar de que en 
la habitación en la cual fue detenida se encontraron dentro de una bolsa diversos 
envoltorios con aproximadamente 14 gramos de cocaína, lo cierto es que las inves­
tigaciones que precedieron al cateo, ubicaron a su concubinario como uno de los 
vendedores de narcóticos (lo cual él mismo aceptó), de manera que si teresa per­
noctaba en esa habitación los fines de semana con su concubinario, entonces la 
posesión del narcótico sólo podía atribuirse a este mismo, al margen de que ella 
pudiera o no estar enterada de las actividades ilícitas a las que se dedicaba, dado 
que tal circunstancia no la hacía partícipe del delito. 

Finalmente, aunque amalia fue procesada, aproximadamente 5 meses después 
se dictó en su favor sentencia absolutoria y se ordenó su libertad, dado que la im­
putación ministerial de un solo testigo, quien además no pudo ser citado a declarar 
en la etapa de instrucción, porque proporcionó un domicilio falso, era insuficiente 
para acreditar plenamente su responsabilidad. (por el contrario, sus dos hijos fue­
ron declarados responsables del delito contra la salud, en la hipótesis de posesión 
con fines de venta de cocaína y marihuana.) 

Caso 3
Delito: contra la salud. 

la detención de maría (49 años, educación primaria, dedicada a las labores del 
hogar, unión libre) ocurrió, según lo manifestaron agentes de la policía federal, por­
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que fue observada en la vía pública cuando, en compañía de otro sujeto, realizó 
una operación de venta de seis envoltorios de cocaína y, además, porque al revi­
sarla, le encontraron 75 envoltorios más, con aproximadamente 12 gramos de ese 
estupefaciente. en esas condiciones, fue retenida durante 48 horas por el ministe­
rio público y luego consignada. 

en la etapa de preinstrucción, que se duplicó a petición de la defensa, se reci­
bieron diversos testimonios y se desahogó una diligencia de inspección judicial en 
el lugar de los hechos; a partir de dichas evidencias, se pudo conocer que maría 
se encontraba dentro de su domicilio (ubicado en una vecindad), en compañía de 
su nuera y de sus nietos josé y paula (9 y 7 años, respectivamente), cuando fue 
detenida por los agentes de la policía, quienes, encapuchados y con perros, 
irrumpieron violentamente en su domicilio; ejercieron violencia física contra los 
menores de edad, pues mientras paula declaró que fue golpeada en el brazo, 
josé dijo haber recibido un golpe en la cara y, además, se dijo víctima de abuso 
sexual, por parte de uno de los agentes. también compareció ante el juzgado el 
hijo de maría y reconoció que la droga cuya posesión se atribuyó a su madre, era 
de su propiedad, pues la tenía guardada en su domicilio porque es adicto. todo 
esto, tal como la propia maría lo declaró desde su primera comparecencia ante el 
ministerio público. 

se decretó auto de libertad a favor de maría por falta de elementos para proce­
sar (también se decretó libertad a otra persona detenida). 

Caso 4
Delito: contra la salud. 

agentes de la policía detuvieron a un sujeto afuera de una lavandería, por haber 
realizado una operación de venta de narcóticos; ellos mismos narraron que cuando 
lo aseguraron, éste les dijo que ariadna (25 años, estudios hasta el segundo año 
de secundaria, empleada, soltera), empleada de la lavandería, lo ayudaba en la 
venta de droga, y precisaron que les entregó una bolsa con 21 bolsas pequeñas 
con aproximadamente trescientos gramos de marihuana, por lo que también fue 
detenida. luego de permanecer 48 horas retenida ante el ministerio público, la in­
culpada fue consignada. 

durante el plazo de preinstrucción, duplicado a petición de la defensa, se reci­
bieron diversos testimonios, con los cuales se confirmó que efectivamente Ariadna 
era empleada de la lavandería y sólo realizaba labores de limpieza en ese lugar, 
dos o tres horas al día; esta circunstancia, en vinculación con diversos aspectos 
del informe policial, hacían inverosímil que la propia ariadna hubiera entregado vo­
luntariamente algún tipo de narcótico a los agentes; se concluyó que los agentes 
se introdujeron en el local y, luego de una revisión, encontraron el narcótico cuya 
posesión atribuyeron a ariadna.
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al resolver su situación jurídica, se decretó auto de libertad a favor de ariadna 
por falta de elementos para procesar (al igual que a favor del otro inculpado, aun­
que por diversas razones). 

Caso 5
Delito: contra la salud. 

los hechos se relacionan con la ejecución de una orden judicial de cateo en un 
domicilio en el que, de acuerdo con los antecedentes de la investigación, un hom­
bre, apodado “el chava”, vendía narcóticos. 

en el acta correspondiente, el ministerio público hizo constar que encontró en la 
sala comedor del inmueble aproximadamente 15 kilos de marihuana; en ese mismo 
lugar detuvo a carmen (48 años, secundaria incompleta, casada, comerciante) y a 
su nuera norma (33 años, secundaria, dedicada a las labores del hogar, casada, con 
una discapacidad), quien permitió la entrada al inmueble, al inicio de la diligencia. 
las indiciadas fueron retenidas 48 horas ante el ministerio público y, después, con­
signadas por la posesión con fines de venta de marihuana. 

en la etapa de preinstrucción se desahogaron diversos testimonios y se recibie­
ron documentos, a partir de los cuales se pudo establecer que norma tenía sólo 
dos días de haber mudado su residencia al lugar de los hechos, pero a un cuarto 
independiente que se encontraba en la parte superior de la casa de sus suegros, el 
cual contaba con un acceso diverso al del domicilio de éstos. 

en cuanto a carmen, se valoró su propia declaración, en el sentido de que tres 
días antes vio la bolsa negra en la que fue encontrado el estupefaciente, pero no 
sabía su contenido; dudaba si su esposo, salvador, se dedicaba a la venta de dro­
ga, pero no lo cuestionaba porque éste la maltrataba y la había llegado a intimidar; 
además, con los testimonios y documentos ofrecidos demostró que se dedicaba a 
la venta de artículos por catálogo y de esa actividad económica obtenía sus pro­
pios ingresos. 

se dictó auto de libertad a favor de ambas inculpadas, pues se estableció que 
los datos de la investigación daban cuenta de que en el domicilio objeto del cateo, 
efectivamente se vendían narcóticos, pero tales conductas eran atribuibles a un 
hombre, a quien incluso se identificó por su apodo, por lo que se concluyó que la 
posesión del narcótico asegurado sólo podía ser imputable a alguno de los diver­
sos moradores del inmueble, de sexo masculino, ninguno de los cuales fue consig­
nado por tales hechos. 

Caso 6
Delito: contra la salud y otro previsto en la Ley de Armas.

al ejecutar una orden judicial de cateo en el barrio de tepito, se encontró en 
una bodega anexa a la vivienda objeto de la diligencia, una importante cantidad de 
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estupefacientes y cartuchos. en el acta respectiva, el ministerio público hizo cons­
tar que de ese lugar salieron diversos sujetos, entre ellos, alicia (52 años, bachille­
rato técnico, soltera, comerciante) y su hijo menor marco (15 años), por lo que fue­
ron detenidos. 

dos días después, marco fue liberado por el ministerio público, mientras que su 
madre y otros detenidos fueron consignados. 

en la etapa de preinstrucción se desahogaron diversas pruebas. en cuanto a 
alicia, se pudo conocer que ella se encontraba cerca del lugar del cateo porque 
acompañó a su hijo marco a comprar unos tenis. en medio del operativo policiaco 
que se implementó para ejecutar el cateo en la vía pública, marco fue sujetado por 
el cuello por unos agentes encapuchados, quienes lo subieron a un vehículo oficial, 
al igual que a otros sujetos. cuando alicia corrió a preguntar por su hijo, mientras 
lo buscaba en los vehículos oficiales, vio que Marco la llamaba a través de la ven­
tana de uno de ellos; cuando preguntó a un agente por qué se lo llevaban, éste la 
tomó también del cuello y la hizo subir a uno de los camiones con otros detenidos. 

se dictó auto de libertad a favor de la inculpada por falta de elementos para pro­
cesar (al igual que a favor de otros inculpados). 

Caso 7
Delitos: delincuencia organizada, lavado de dinero y contra la salud. 

el ministerio público pidió orden de aprehensión contra sofía (29 años, con li­
cenciatura en comunicación, casada, ama de casa) y otros implicados, entre ellos, 
su cónyuge, pues de acuerdo con las investigaciones formaban parte de una célu­
la delictiva que lavaba dinero para un conocido cártel del narcotráfico.

se negó la orden de captura, pues se argumentó a favor de sofía que el hecho 
de ser esposa de uno de los sujetos implicados en otras actividades ilícitas y aun de 
habitar con él en el domicilio en que fueron encontrados indicios de los delitos co­
metidos por su cónyuge, no generaba la presunción en su contra de estar involu­
crada en los mismos, especialmente porque no se aportó evidencia alguna, diversa 
a las circunstancias en las que ocurrió su detención y al vínculo matrimonial exis­
tente. 

la orden de captura sí fue librada contra su cónyuge y otros inculpados. 

Caso 8
Delito: disposición indebida de recursos de un cliente bancario.

el ministerio público pidió librar orden de aprehensión contra carolina (34 años) 
y su cónyuge, pues éste, empleado de un banco, dispuso indebidamente de dinero 
perteneciente a un cuentahabiente, mediante transferencias a diversas cuentas y 
fondos de inversión, que, al final, fue depositado en la cuenta de la que era cotitu­
lar su esposa carolina. 
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se negó la orden de aprehensión solicitada, con el argumento de que no podía 
presumirse la intervención dolosa de la esposa, por la circunstancia de ser cónyuge 
del autor del delito y cotitular de la cuenta a la que fueron transferidos los recursos, 
ante la inexistencia de otros medios de prueba que de manera cierta la vincularan 
con la comisión del delito. la orden de captura sí fue librada contra el cónyuge.

Conclusión

si cada uno de estos casos se observa aisladamente, podría concluirse que 
sólo se trata de violaciones vinculadas con las añejas y graves deficiencias del sis­
tema de procuración de justicia, que permiten a las policías, tanto preventivas 
como de investigación, así como a ministerios públicos, efectuar detenciones dis­
crecionales y arbitrarias contra cualquier ciudadano que, infortunadamente se atra­
viese en el camino del delito. pero si se observa bien, si se analizan en conjunto, 
con perspectiva de género, podemos identificar las situaciones concretas de discri­
minación y violencia que estas mujeres padecieron, injustamente, en razón de su 
género. 

así es, el análisis conjunto de estos casos y una mirada más aguda sobre los 
mismos, ponen de manifiesto la existencia de pautas comunes de conducta de las 
diversas policías y de ministerios públicos (en los casos en los que la detención 
ocurrió al ejecutar una orden judicial de cateo), que implican la utilización de crite­
rios que, en los hechos, se manifiestan como sexistas. Es decir, no es que la vin­
culación de estas mujeres con los delitos imputados se justifique expresamente por 
la relación que guardan con otros sujetos (varones) inculpados, pero la falta de 
otros indicios en su contra permite concluir que su detención o su relación con el 
delito investigado se determinó a partir de dos factores fundamentales: las mujeres 
se encontraron vinculadas con el lugar u otra circunstancia del delito y tenían una 
relación de parentesco o dependencia con otros varones implicados en la comisión 
del mismo (sólo en uno de los casos, la relación era de tipo laboral). 

Si además de ello confirmamos que en el mismo periodo, 2008-2010, no se detec-
tó un solo asunto en el que un hombre hubiera obtenido una resolución de térmi­
no constitucional favorable, es decir, un auto de libertad, por haber sido involucrado 
en el delito cometido por una mujer –en condiciones análogas a las apuntadas–, 
entonces parece ser que, efectivamente, la falta de capacidad técnica en la inves­
tigación de los delitos que, en general, caracteriza a policías y ministerios públi­
cos en nuestro país, se traduce, en el caso de las mujeres, en violaciones perfec­
tamente identificables y diferenciadas en su perjuicio, a partir de las cuales se 
presume su intervención dolosa en los delitos de otros (varones), o bien, se les 
vincula con el delito como medio de presión contra otros (varones) imputados. 
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con perspectiva de género, debemos advertir que el conocimiento cierto o 
aproximado que algunas mujeres tienen respecto de las actividades delictivas de 
los hombres que las rodean (cónyuges, concubinarios, hijos, padres y demás pa­
rientes), no es un dato por sí mismo suficiente para atribuirles responsabilidad pe­
nal, pues, al respecto, son perfectamente aplicables causas exploradas de inculpa­
bilidad, a las que la doctrina denomina no exigibilidad de otra conducta.12 en tal 
sentido, el código penal Federal, en el artículo 400, establece que no se aplicarán 
las penas del delito de encubrimiento, en algunas de sus hipótesis, a los ascen­
dientes o descendientes consanguíneos o afines; al cónyuge, concubina, concubi­
nario y otros parientes colaterales, ni contra otras personas que estén ligadas al 
delincuente por amor. Bajo esta excusa absolutoria, pueden resolverse los casos 
en los que una mujer conoce, pero no participa en, la comisión del delito de varo­
nes con quienes mantiene lazos familiares o afectivos, pues, como lo hemos apun­
tado, a partir del simple conocimiento de esas actividades ilícitas, no puede presu­
mirse la responsabilidad penal. 

más aún, desde esa misma postura, tendríamos también que permitirnos discu­
tir en qué medida es válido imputar un delito, y en tal caso, bajo qué forma de par­
ticipación delictiva, a las mujeres que se ven constreñidas a intervenir en la comi­
sión de delitos, cuando éstos son realizados por los varones de su entorno, incluso 
en el mismo domicilio en el que ellas habitan con el resto de la familia. el tema es 
sin duda delicado, especialmente en el contexto de violencia que vive nuestro país, 
en función del cual la expansión del derecho penal y el endurecimiento de las pe­
nas parecen ser las únicas respuestas; pero debe ser analizado porque, especial­
mente en aquellos delitos de alto impacto social como el secuestro, no es infre­
cuente encontrar que quienes cuidan y proporcionan alimentación a las víctimas, 
son mujeres con fuertes vínculos afectivos y sometidas a relaciones de subordina­
ción con los autores del delito.

Vale la pena una reflexión así, que por el momento no me propongo agotar, por­
que la situación de vulnerabilidad en que se encuentran las mujeres, frente al sis­
tema de justicia penal, no se presenta sólo cuando la mujer es víctima del delito o 
cuando la mujer inculpada es, al final, declarada inocente. Es claro que también las 
mujeres responsables de un delito, en muchas ocasiones, tienen el carácter de víc­

12 esta causa de inculpabilidad, según la explican los dogmáticos del derecho penal, tiene que ver 
con los niveles mínimos de exigencia que el legislador establece respecto de conductas conforme a de­
recho que pueden ser cumplidas, en circunstancias normales, por cualquier ciudadano, pues se reco­
noce que, en el complejo desarrollo de la vida en sociedad, en ocasiones, concurren ciertas condiciones 
en el autor del delito, bajo las cuales no es razonable exigirle que se abstenga de cometer una conduc­
ta típica y antijurídica, en atención al excesivo grado de sacrificio personal que ello implicaría; en tales 
casos, el reproche penal y la consecuente imposición de una pena devienen irracionales y, por lo tanto, 
innecesarias. 
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timas, fundamentalmente por las condiciones de marginación social a las que con­
duce la pobreza y la falta de oportunidades de desarrollo, dentro y fuera del entor­
no familiar. mujeres de provincia que arriban a la ciudad, son inducidas al consumo 
de narcóticos y, posteriormente, obligadas a venderlos; mujeres que introducen 
narcóticos en las prisiones a petición de su pareja o de sus hijos; mujeres que por 
una mínima retribución económica transportan droga o dinero; mujeres que pre­
sentan certificados de estudios apócrifos para acceder a una promoción laboral; 
mujeres que, como decimos, participan activamente en la comisión de los delitos 
planeados y dominados por los hombres que las rodean. estas mujeres, además, 
por regla general, ya presas, padecen la ruptura de vínculos familiares, el abando­
no, la angustia generada por dejar a sus hijos al cuidado de otras personas o por 
ignorar su paradero, la represión de la afectividad y de la sexualidad, entre otros 
problemas específicos y perfectamente diferenciables de los que padecen los hom­
bres también privados de la libertad.13 

Al reto que significa la transición al nuevo sistema de justicia penal acusatorio y 
oral, que debe concluir a más tardar en el año 2016, se suma la imperiosa necesi­
dad de incorporar una perspectiva de género, que incida real y efectivamente en la 
solución de los asuntos penales. ambas tareas requieren fundamentalmente de 
una ardua tarea de capacitación; una capacitación que incluya a los policías, peri­
tos, ministerios públicos y, desde luego, a los jueces; que aporte a todos estos ac­
tores herramientas técnicas y una metodología de trabajo que permita identificar, 
en cada caso sometido a su conocimiento, si existen condiciones específicas que 
propician la violación a los derechos fundamentales de las mujeres, sólo en razón 
de su género, y que, en tales supuestos, les permitan resolver los casos bajo su 
conocimiento, con legalidad y justicia, sin prejuicios sexistas, al amparo de las nor­
mas nacionales e internacionales aplicables en la materia. 

13 véase, rodrigo jiménez sandoval et al., Justicia para las mujeres. Un compromiso imposterga-
ble de los procesos de modernización del Estado, san josé, ed. particular, p.77.

La mujer a través del derecho penal.indd   126 06/01/13   12:39



127

las que se quedan: las Penas de Prisión desde 
una PersPectiva de género1 

Catalina Pérez Correa

a pesar de ser domingo por la mañana, la puerta del reclusorio oriente bulle.2 
La larga fila se extiende sobre la banqueta a un costado del penal. En ella, las ca­
misas rojas y naranjas predominan –no se permite el ingreso con ropa color beige, 
blanca o negra. A lo largo de la extensa fila se pasean comerciantes de todo tipo. 
una señora vende yogurt y pan; otro, cigarros y tarjetas de teléfono. otro más ofre­
ce el servicio de depósito, para guardar las pertenencias que no pueden ser intro­
ducidas al penal. sobre la banqueta también se encuentran puestos que ofrecen 
productos de toda clase: ropa beige para los reclusos, ropa usada, de colores, para 
quien llegó vestido en los tonos prohibidos, bolsas de “las permitidas”, recipientes 
de plástico, comida caliente, tacos, agua, juguetes, libros, etc. un puesto ofrece 
abarrotes generales: desde botellas de aceite para cocinar, hasta papel de baño, 
pasando por pasta de dientes, o bolsas de arroz y frijoles. por encima de todo se 
escucha la voz de la señora que vende fichas para adelantar: “...le doy turno, quie­
re turno...” los niños y niñas avanzan tomados de las manos de sus mamás o de 
sus abuelas, algunos, demasiado pequeños para caminar, van en brazos. 

1  agradezco la ayuda de carlos de la rosa Xochitiotz, tanto en la realización de las entrevistas en 
el reclusorio como en la búsqueda de información estadística para este trabajo. 

2  el reclusorio oriente es uno de los ocho reclusorios que tiene la ciudad de méxico. junto con el 
Reclusorio Norte, es uno de los penales más grandes con capacidad para albergar a 5 600 personas. A 
principios de 2011, la ciudad de méxico albergaba en sus reclusorios a más de 40 500. en enero de 
2010, los reclusorios sur, norte y oriente del dF presentaban una sobrepoblación de 134%.
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se estima que cada sábado acuden alrededor de siete mil personas a visitar a 
los internos del reclusorio sur, entre 10 mil y 12 mil personas el reclusorio norte 
y más de seis mil al oriente. los domingos, el número de visitantes es mayor.3 
casi todas las personas que visitan son mujeres.

las cárceles ponen en evidencia muchas de las estructuras de la sociedad. 
como último eslabón del sistema de justicia penal, en las cárceles se agudiza lo 
que afuera de ellas puede pasar desapercibido, como por ejemplo, las enormes 
disparidades sociales, económicas y de género. en el caso del género, las cárce­
les permiten ver el papel marginal que las mujeres tienen en la construcción, desa­
rrollo y evaluación de políticas criminológicas y de seguridad pública. las penas de 
prisión, además, permiten ver cómo el derecho impone una visión del mundo: una 
que concibe a las personas como seres autónomos, independientes, separados y, 
por lo tanto, separables de sus comunidades. como se sustenta en este texto, esta 
forma de entender a los seres humanos niega la complejidad de las relaciones hu­
manas; la dependencia que existe entre un ser humano y otro, y niega los valores 
de cuidado que las mujeres, en nuestras sociedades, asumen. como señala robin 
West,4 se trata de una perspectiva típicamente masculina del mundo y de la perso­
na.5 llevada al contexto penitenciario, esta visión resulta en la discriminación y el 
castigo indebido de mujeres inocentes.

las cárceles ponen en evidencia el papel marginal que desempeñan las muje­
res en la política criminológica en, por lo menos, dos formas. por una parte, el sis­
tema penal y penitenciario abiertamente discrimina y margina a las mujeres en re­
clusión. los textos aquí analizados sobre mujeres en reclusión muestran cómo ello 
sucede. por otra parte, el encarcelamiento masivo de hombres tiene un efecto di­
recto y negativo en las mujeres. desde distintos enfoques de las ciencias sociales 
se ha demostrado que el uso de penas de prisión, que principalmente se aplica en 
hombres, genera cargas negativas para sus comunidades y sus familias, que van 
desde problemas económicos, sociales y de salud, hasta la carga de estigma que 
va aparejado con la imposición de la pena. en este texto se muestra cómo estas 
cargas las asumen mayoritariamente mujeres. 

este texto se divide en tres partes. en la primera parte se exponen los principa­
les hallazgos de varios estudios sobre género y sistema penitenciario, enfocados 
principalmente al tema de mujeres en reclusión. en la segunda, se describe y anali­
za las formas en que el peso del encarcelamiento de hombres es también impuesto, 
de forma desproporcionada e injusta, a mujeres. esta segunda parte está basada en 

3 periódico El Universal, domingo 26 de abril de 2009.
4 Género y teoría del derecho, Bogotá, siglo del hombre, 2000.
5 más adelante se expone con mayor detalle la tesis de West. 
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información estadística (principalmente de méxico),6 de estudios interdisci pli­
narios en la materia y de entrevistas realizadas con mujeres que visitan el reclu­
sorio oriente de la ciudad de méxico.7 en la tercera parte se analiza cómo el dere­
cho y el modelo que éste usa para entender al ser humano permiten ignorar las 
disparidades de género que el derecho penal ocasiona.

no es el propósito en este texto explorar cuál debiera ser el papel de la mujer en 
el cuidado del otro, ya sea de la pareja o de los hijos/hijas. tampoco se estudian las 
múltiples posibilidades de “familia” que existen –desde familias monoparentales 
hasta familias con madres/padres del mismo sexo.8 lo aquí estudiado parte de una 
constatación fáctica: la mayor parte de los presos son hombres y las mujeres, por 
distintas razones, son quienes asumen el costo económico, social y personal del en­
carcelamiento de ellos. al no tomar en cuenta estos hechos, el estado deliberada­
mente elige políticas públicas que marginan y castigan –indebidamente– a mujeres. 

Mujeres en reclusión

tanto en méxico como en otros países de américa latina, las mujeres repre­
sentan un porcentaje pequeño de la población carcelaria total (véase cuadro 1). 
ello explica, en parte, por qué  se ha puesto relativamente poca atención a los pro­
blemas específicos de las mujeres en torno al sistema penitenciario, en compara­
ción con la atención que se le ha dado al estudio de los problemas de los hombres. 
la comparativamente escasa literatura que aborda la intersección entre género y 
sistema penitenciario se ha concentrado, además, en estudiar a las mujeres en re­
clusión.9 estos estudios exponen importantes disparidades de género que produce 
y recrea el sistema penal y penitenciario. 

6 aunque la información aquí presentada es principalmente para méxico, diversos estudios y repor­
tes de organismos internacionales aquí citados indican que las condiciones carcelarias y la relación en­
tre presos y familia es también cierta para otros países. por ello, donde fue posible obtener información, 
se incluyen datos de otros países.

7 entre octubre y diciembre de 2010 se realizaron 32 entrevistas semiestructuradas con mujeres 
que esperaban entrar como visitas al reclusorio oriente, méxico, distrito Federal. la información pro­
porcionada a partir de las entrevistas no pretende ser estadísticamente significativa, sino ilustrar el al­
cance de los efectos que, para las mujeres, tiene el uso actual de penas de prisión.

8 el Instituto nacional de Geografía y estadística, por ejemplo, señala que en 2009, 4.1 millones 
(17.9%) de hogares estaban formados por un(a) jefa con hijos. 

asimismo, de las familias que dijeron tener una mujer al frente como jefe de familia, el 71.2% se 
compone de la mujer y los hijos(as). inegi (2009), Mujeres y Hombres en México 2009, méxico, Inegi-
inmujeres.

9 como ejemplo, véase m. rodríguez, Mujeres, madres en prisión en América Central, san josé 
costa rica, ilanuD; c. antony (2007), “mujeres invisibles: las cárceles femeninas en américa latina”, 
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entre los hallazgos de estos estudios destaca que:
a) los sistemas penitenciarios reproducen, y hacen más notorios, los roles so­

cialmente asignados a las mujeres. así, por ejemplo, azaola y Yacamán10 y Brise­
ño11 notan cómo los cursos que se ofrecen a las mujeres en reclusión en méxico, 
como parte de los programas de reintegración social, obedecen más un estereoti­
po de género sobre el rol de la mujer, que al mercado laboral existente. los cursos 
que ellas reciben sólo les permiten acceder a trabajos poco demandados y mal re­
munerados. mientras que a los hombres presos se les ofrecen talleres de electrici­
dad, carpintería o mecánica; a las mujeres presas se les ofrecen cursos de corte y 
confección, bordado, talleres para hacer muñecos de peluche, etc. las autoras no­
tan cómo, lejos de ayudarlas a adquirir algún tipo de capacitación que les pueda 
servir para obtener un empleo legal una vez liberadas, los cursos impartidos refuer­
zan sus roles de género y las posiciones de subordinación que tenían afuera. 

Debido a que el Estado no provee los suficientes recursos para la manutención 
de sus presos/presas, las internas deben cubrir muchas de sus necesidades bási­
cas tales como cobija, ropa, zapatos y alimentos.12 según la tercera encuesta so­
bre reclusorios en el distrito Federal y el estado de méxico del ciDe,13 los y las in­
ternas encuestadas en el distrito Federal en 2009, dijeron que su familia, y no la 
institución, les proveía de sábanas en 96.9%; de cobija en 95.7%; de ropa en 
96.8%; y de zapatos en 97.2%. Para el Estado de México, el porcentaje que seña­
ló a su familia como quien provee los mismos artículos fueron aún más altos 
(98.1%, 94.4%, 99.3% y 99.8%, respectivamente). asimismo, 74% de los internos/
internas para el distrito Federal y 71% para el estado de méxico reportó que la ins­

Revista Nueva Sociedad, 208; E. Azaola y C. Yacamán (1996), Las mujeres olvidadas, méxico, el co­
legio de México; M. Briseño (2006), Garantizando los derechos humanos de las mujeres en reclusión, 
méxico, Inmujeres; I. arduino, l. lorenzo y r. salinas (2010), “mujeres y cárceles: aproximación a la si­
tuación penitenciaria en argentina desde una perspectiva de género”, en Revista Pensamiento Penal; 
c. antony (2008), “mujer y cárcel: el rol genérico en la ejecución de la pena”, en Criminalidad y crimina-
lización de la mujer en la región andina, nueva sociedad.

10 para este estudio, las autoras realizaron observaciones directas y entrevistas (tanto a mujeres 
presas como al personal) en quince centros penitenciarios de once estados de méxico. asimismo, se 
enviaron cuestionarios a 70 centros más, ubicados en 22 estados del país. véase e. azaola y c. Yaca­
mán, Las mujeres olvidadas.

11 para su estudio Garantizando los derechos humanos de las mujeres en reclusión, marcela Brise­
ño realizó un estudio en 2002, con 580 internas en tres centros de rehabilitación social femenil (cefere­
so) en chiapas, morelos y jalisco, así como en un centro de readaptación varonil con área para muje­
res en sinaloa.

12 como se muestra en la sección “costos económicos de la prisión”, las instituciones penitencia­
rias, frecuentemente, no proporcionan artículos básicos a los reclusos tales como comida, agua, cobi­
jas, zapatos y ropa.

13 ciDe (2009), Delincuencia, marginalidad y desempeño institucional. Tercera encuesta a población 
en reclusión, méxico, ciDe.

La mujer a través del derecho penal.indd   130 06/01/13   12:39



131

titución no proveía suficiente comida. El 21% de la población encuestada en el DF 
y 18% en el Estado de México reportó no tener suficiente agua para beber.14 el es­
tudio de marcela Briseño sobre mujeres en reclusión muestra también que, en va­
rios penales del país, la comida es insuficiente o de mala calidad.15

la consecuencia es que casi todos/todas dependen de sus familias o deben 
trabajar para mantenerse. en el caso de las mujeres presas, muchas de ellas, ade­
más, deben proveer por sus hijos/hijas, ya sea que permanezcan con ellas en 
reclusión o se encuentran fuera a cargo de algún pariente.16 sin embargo, las 
oportunidades de trabajo que las instituciones penitenciarias ofrecen –indispensa­
bles para acceder a beneficios de preliberación– son pocos y normalmente ligados 
a labores tradicionalmente “femeninas” como el lavado, el planchado, las labores 
de cocina y aseo, la confección de ropa o bordado; entre otros. de acuerdo con el 
documento del ciDe,17 “sólo entre una tercera parte y la mitad del total de los inter­
nos tienen, en realidad, la oportunidad de participar en actividades laborales o 
educativas.” azaola y Yacamán relatan cómo en los reclusorios del distrito Fede­
ral, méxico, las mujeres realizan trabajos de limpieza, lavandería, cocina, etc.18 Bri­
seño19 señala en su estudio que la mitad de las internas recibían por su trabajo 
hasta $300.00 pesos mexicanos mensuales, una cantidad absurda si se contrasta 
con el salario mínimo, y risible si tomamos en cuenta que además de mantener a 
sus hijos, las mujeres deben pagar por su propia manutención dentro del penal. 
según Briseño, una de cada diez lava y plancha ropa de sus compañeras o de los 
internos del centro varonil.20 

en el caso mexicano, la situación de las escasas oportunidades de trabajo den­
tro del penal y la escasez de recursos han llevado a muchas internas a prostituirse 
entre la población varonil para poder vestirse, comer, vestir a sus hijos, etc. la re­

14 Idem.
15 para su estudio Garantizando los derechos humanos de las mujeres en reclusión, marcela Brise­

ño realizó un estudio en 2006, con 580 internas en tres centros de rehabilitación social femenil (Cefere­
so) en chiapas, morelos y jalisco, así como en un centro de readaptación varonil con área para muje­
res en sinaloa.

16 véase e. azaola y c. Yacamán, Las mujeres olvidadas.
17 Delincuencia, marginalidad y desempeño...
18 e. azaola y c. Yacamán, Las mujeres olvidadas..., cap. 1.
19 m. Briseño, Garantizando los derechos..., p. 46.
20 de acuerdo con martha miravete, más de 10% de las reclusas en argentina “trabaja en tareas de 

limpieza de los lugares de encierro. los lugares de trabajo­‘talleres’ son de costura, panadería, cocina, 
lavandería, tejido, carpeta, encuadernación, etc.” asimismo, “40% de las mujeres se encuentra realizan­
do tareas en los talleres productivos, trabajando entre 10 y 12 horas por una paga de 0,75 centavos la 
hora para condenadas y 1 peso para procesadas, realizándoseles todo tipo de descuentos, lo que en 
algunos casos significa contar con un sueldo mensual de 50 a 70 pesos”, “Situación penitenciaria en Ar­
gentina”, en A la sombra de la sociedad, situación penitenciaria en América Latina, venezuela, obser­
vatorio latinoamericano de prisiones, 2007, p. 59. 
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comendación 04/2010 de la comisión de derechos humanos del distrito Federal 
(cDhDf)21 documenta este fenómeno.22 los actos de prostitución se realizan nor­
malmente en los túneles que conectan los reclusorios con los juzgados, donde las 
reclusas son elegidas por los reclusos que “compran” el servicio. de acuerdo con 
los testimonios aportados en la recomendación de la cDhDf, el dinero producto de 
la prostitución es repartido entre los custodios de ambos penales (femenil y varo­
nil). a las internas les corresponde alrededor de una tercera parte: entre $200 y 
$300 pesos mexicanos por “servicio” (entre 15 y 23 usD). resulta por demás ina­
ceptable que el estado decida, como política, privar a personas de su libertad, im­
pidiéndole obtener por sí mismas un sustento y que, al mismo tiempo, se niegue a 
satisfacer las necesidades básicas (como comida, cobija, ropa, zapatos) de éstas 
o a darles posibilidades, distintas a la prostitución, para generar los recursos que 
informalmente les exige. 

b) dado que las mujeres representan una fracción pequeña de la población car­
celaria, el Estado frecuentemente ignora sus necesidades específicas (por ejem­
plo, la atención que requieren las internas embarazadas o que tienen a sus hijos/
as viviendo junto con ellas en reclusión).23 en muchas ocasiones, las mujeres son 
alojadas en los traspatios de los reclusorios de hombres, sin contar con espacios 
públicos propios o sitios apropiados para asearse. carmen antony24 sugiere que 
esta situación no es propia de méxico, sino que se replica en otros países de amé­
rica latina.

21 disponible en <http://www.cdhdf.org.mx/index.php/2010>.
22 el documento de la cDhDf relata que la mayor parte de los actos de prostitución son “sin violen­

cia” aunque, advierte, un importante número reporta presión y amenazas por parte de los custodios 
cuando se niegan a llevar a cabo los actos sexuales. en uno de los testimonios incluidos en la recomen­
dación se relata que “los actos de prostitución que se realizan durante las diligencias en los juzgados 
del reclusorio norte ocurren de manera constante; a las internas no se les obliga a tener relaciones 
sexuales, éstas lo hacen voluntariamente para “ganar algo de dinero” […] las internas que se prostitu­
yen lo toman como una forma de trabajo, pero no las obligan, aceptan porque buscan la forma de obte­
ner ingresos.” Independientemente del grado de violencia “física” que implica la prostitución de las inter­
nas, y sin perder de vista que los actos de prostitución se describen como “voluntarios” o “sin violencia”, 
difícilmente se puede afirmar que hay una voluntad “libre” de las mujeres que participan en estas redes.

23 el estudio de ilanuD/oacDh, Estudio sobre las condiciones de las mujeres en la prisión en los paí-
ses de América Central, con énfasis en la situación de las mujeres madres y sus hijos e hijas menores 
de edad, 2005, comprendió costa rica, el salvador, honduras, Guatemala y nicaragua.

24 c. antony, “mujeres invisibles: las cárceles...”, en op. cit.
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cuadro 1. Porcentaje de personas presas

Fuente: para argentina, el Informe Anual del Sistema Nacional de Estadísticas sobre Ejecución Pe-
nal de 2008; para Brasil, los Datos del Departamento Penitenciario Nacional de 2008; para chile, las Es-
tadísticas de Población Penal atendida por Gendarmería de 2010;25 para colombia, Instituto nacional 
penitenciario y carcelario; para méxico, las Estadísticas del Sistema Penitenciario Federal de 2010, y 
para perú, Estadísticas del Instituto Nacional Penitenciario 2010.

c) al analizar los delitos por los que son encarceladas, es notoria una importan­
te disparidad de género en la población carcelaria por delitos contra la salud. un 
reporte de la Washington Office for Latin America26 señala que aun cuando en tér­
minos absolutos un mayor número de hombres presos son detenidos por delitos 
contra la salud, en términos relativos esto es inverso. la mayoría de las mujeres 
están presas por delitos contra la salud, mientras que la minoría de los hombres en 
prisión están allí por ese tipo de delito. en méxico, por ejemplo, 15% de los hom­
bres en prisión está acusado por delitos contra la salud, mientras que el porcentaje 
en el caso de las mujeres es de 48%. por lo general, estas mujeres están acusa­
das por transporte de drogas o introducción de drogas a los penales.27 en el estu­
dio de marcela Briseño,28 2 de cada 3 internas de los reclusorios estudiados esta­
ban presas por delitos contra la salud. al igual que en el estudio de wola, los 
resultados muestran que “la dinámica de este delito está focalizada en el tráfico y 
transporte de la droga.”29 

25 Para Chile, el porcentaje de hombres y mujeres presos refiere al Subsistema Cerrado.
26 wola-tni, Sistemas sobrecargados: leyes de drogas y cárceles en América Latina, p. metaal, c. 

Youngers (eds.), trad. a. armenta, B. martínez y l. Bosso, Washington, Ámsterdam, 2010.
27  Idem.
28 m. Briseño, Garantizando los derechos...
29 el texto de azaola y Yacamán, Las mujeres olvidadas, también confirma la elevada proporción de 

internas del fuero federal acusadas por delitos contra la salud. 
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esto parece ser una constante regional. en el capítulo sobre colombia del re­
porte de wola, uprimny y Guzmán señalan que “la mayoría de las mujeres reclu­
sas han perdido su libertad por drogas”. en el caso de ecuador, en el 2009, 80% 
de las mujeres detenidas en “el Inca”, la prisión para mujeres más grande de ecua­
dor, se encontraban detenidas por delitos relacionados con drogas. en argentina,  
el reporte señala también que entre 65 y 80% de las mujeres encarceladas están 
acusadas por delitos de ese tipo.30

en casi todos los casos se trata de “jóvenes, pobres, analfabetas o con bajo ni­
vel de escolaridad, y casi siempre son madres solteras encargadas de cuidar a sus 
hijos”; acusadas de transportar pequeñas cantidades de droga. en otras palabras, 
se trata de “mulas” que ocupan los escalafones más bajos en las redes de narco­
tráfico y respecto de las cuales  difícilmente se puede argumentar que representan 
una amenaza para la población civil. 

d) las mujeres en reclusión son comúnmente abandonadas por sus parejas y fa­
milia.31 en la muestra que presenta Briseño,32 por ejemplo, aunque 59.6% de las in­
ternas dijo tener pareja, 40.4% de ellas expresó no contar con el apoyo de la misma. 
a diferencia de las cárceles para hombres, los reclusorios femeniles son raras veces 
visitados y, al igual que en los reclusorios varoniles, las visitantes suelen ser mujeres. 
como señala el reporte de ilanuD/oacDh,33 “Esta afirmación es fácil de confirmarla 
acercándose un día de visita a un centro de detención de varones y de mujeres. en 
el centro de varones se puede constatar que son numerosas las mujeres que visitan 
a sus esposos, padres, hijos y amigos presos. en cambio, en el centro de detención 
de mujeres las visitas son escasas y la presencia de varones es casi inexistente.”

el discurso punitivo y penitenciario, bajo la pretensión de neutralidad, ignora di­
ferencias fundamentales entre hombres y mujeres. al ignorar dichas diferencias, el 
sistema termina por ser discriminatorio hacia las mujeres, castigándolas más se­
veramente y desatendiendo las necesidades específicas de éstas. Los estudios 
aquí descritos permiten ver cómo el sistema de justicia penal castiga no sólo por 
condición social,34 sino también por condición de género. Esto se refleja en distin­

30  wola-tni, Sistemas sobrecargados, leyes...
31 W. azaola y c. Yacamán, Las mujeres olvidadas.
32 m. Briseño, Garantizando los derechos...
33 ilanuD-oacDh, Estudio sobre las condiciones...
34 las cárceles mexicanas concentran una población bastante homogénea constituida principal­

mente por hombres jóvenes que provienen de contextos marginados. según el estudio de azaola y 
Bergman, “cárceles en méxico: cuadros de una crisis”, Revista Latinoamericana de Seguridad Ciuda-
dana, 2007, un porcentaje importante de la población penitenciaria proviene de hogares pobres, con 
marcadas carencias. en la tercera encuesta a población en reclusorios en el distrito Federal y el estado 
de méxico, del ciDe, se encontró que 21% de los internos entrevistados nunca fue a la escuela o no ter­
minó la escuela primaria y 21.9% no concluyó la secundaria. de los encuestados 57% señaló que no 
continuaron estudiando por necesidad de trabajar.

La mujer a través del derecho penal.indd   134 06/01/13   12:39



135

tas etapas del proceso, desde la tipificación de conductas y determinación de pe­
nas en el plano legislativo hasta la imposición y ejecución de los castigos. la dis­
paridad, sin embargo, no sólo se refleja en la criminalización de conductas por 
género o en la supuesta “igualdad” en el castigo, también se refleja en la forma en 
que el estado omite tomar en cuenta la condición “social” (familiar y comunitaria) 
de quien castiga. como se mencionó anteriormente, el uso de cárceles, en parte, 
responde a un modelo que concibe al ser humano como un ente separado y sepa­
rable de su entorno. dicho modelo niega la dependencia que tenemos unos(as) 
con otros(as), y la afectación directa, profunda y permanente que tiene el uso de 
penas de prisión en miles de personas. los efectos del encarcelamiento, sin em­
bargo, trascienden a la persona a quien es impuesta la pena; es una experiencia 
colectiva que comprende experiencias paralelas: las del prisionero y aquéllas de 
quienes quedan afuera.35  

en la siguiente sección se describen las experiencias y los daños “no intencio­
nales” que el encarcelamiento de hijos, padres, parejas o hermanos representa 
para las mujeres, sus familias y comunidades.

El costo de la prisión: ¿quién carga con la pena?

al imponer una pena privativa de libertad, el estado priva a la persona de un 
bien (un derecho): la libertad. al hacer esto, causa al infractor otros daños relacio­
nados con su condición de preso tales como la pérdida de un empleo (si es que 
existe), la limitación del derecho a la libre asociación, a la información, a la familia, 
a obtener un trabajo futuro, a la salud, etc. estos daños “no intencionales” del cas­
tigo, como se muestra aquí, trascienden a la persona del ofensor afectando de for­
ma profunda a sus familias y comunidades. los efectos “secundarios” o daños “no 
intencionales” del encarcelamiento pueden clasificarse en económicos, de salud y 
sociales. estos últimos se analizan desde la perspectiva de los hijos e hijas de las 
internas y de la estigmatización que las prisiones generan no sólo para los reclu­
sos, sino también a sus familias.

Costos económicos de la prisión.

como se mencionó antes, en méxico, como en otros países de américa latina, 
el estado frecuentemente omite proveer las necesidades básicas de quienes en­

35 l. t. Fishman, Women at the Wall: A Study of Prisioners Wives doing Time on the Outside, al­
bany, state university of new York press, 1990, p. 10.
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carcela. por ello, sus familias suelen asumir la carga de mantenerlos mientras es­
tán en prisión. 

Ya sea porque social y culturalmente es atribuido a ellas o –si asumimos la te­
sis del feminismo cultural que propone West–36 porque es parte intrínseca de lo 
que es ser mujer; lo cierto es que el cuidado del “otro” es desproporcionadamente 
asumido por mujeres. cuando sus parejas, padres, hijos o hermanos son recluidos, 
el peso económico de mantenerlos recae principalmente en ellas. aunque no ten­
gamos datos estadísticos para establecer qué porcentaje de hombres/mujeres vi­
sita los penales de la región, diversas estudios han constatado que los reclusorios 
de hombres son visitados mayoritariamente por mujeres: madres, hijas, hermanas 
y parejas heterosexuales que buscan ver a sus parientes en prisión y llevarles los 
bienes que necesitan para sobrevivir ahí.37 

los costos económicos en los que incurre la familia de un preso son variados. és­
tos incluyen el gasto en transporte, comida, medicina, ropa y otros artículos que lle­
van al preso cada semana; dinero para pagar diversos “servicios” del penal; tarjetas 
de teléfono; una cantidad de tiempo considerable para realizar las visitas; el pago de 
abogados; cuando los hay, la carga adicional de tener que mantener a los hijos de los 
internos; costas judiciales, y normalmente, la pérdida de un ingreso para la familia.

en la mayoría de los casos, las personas presas reportan estar económicamen­
te activas al momento de la detención. en el caso mexicano, el Instituto nacional 
de estadística y Geografía (inegi) reporta en las estadísticas judiciales en materia 
penal (2009)38 que, en el ámbito nacional, 85.7% de los/las procesadas y 86.9% de 
las/los sentenciados estaban económicamente activos antes de ingresar al penal 
(véase cuadro 2). en la encuesta del ciDe,39 97.3% de los internos dijeron que ha­
bían desempeñado algún empleo durante el mes anterior a su detención.40 esto 
significa que, para las familias de los internos, el encarcelamiento implica una pér­
dida económica significativa.

36 véase r. West, Género y teoría del derecho.
37 véase por ejemplo, azaola y Yacamán, Las mujeres olvidadas; m. Briseño, Garantizando los de-

rechos...; c. antony, “mujeres invisibles: las...”, en op. cit., ilanuD/oacDh, Estudio sobre las mujeres..., 
reporte Final (2005).  

38 “Se presentan adecuaciones en la clasificación de algunas variables y se modificaron los nom­
bres de las poblaciones que son objeto de estudio de la estadística, ya que a partir de la reforma proce­
sal penal de junio de 2008 se reconoce el derecho de toda persona imputada a que se presuma su ino­
cencia y por ello, lo que hasta 2008 se nombró como Presuntos delincuentes a partir de 2009 se refiere 
a procesados y los delincuentes sentenciados se identifican como sentenciados.” disponible en: 
<http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/espanol/proyectos/continuas/sociales/bd/esop/metadatos/in­
troduccion_ESOP.asp?s=est&c=11049>.

39 ciDe, Delincuencia, marginalidad y desempeño institucional...
40 aun cuando carecemos de información para determinar en qué porcentaje están empleados al 

momento de la detención los/las internas que tienen hijos/hijas, el porcentaje de internos “económica­
mente activos” es suficientemente alto para pensar que no hay una diferencia entre un grupo y otro. En 
cualquier caso, queda abierta como una pregunta por explorar.
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cuadro 2. Población económicamente activa al momento de su detención

Situación Legal (Fuero común/federal) Económicamente Activo

procesados (formal prisión) 85.7%

con sentencia condenatoria 86.9%

Fuente: estadísticas judiciales en materia penal, inegi (2009).

las mujeres entrevistadas en el reclusorio oriente traían para ingresar a éste 
comida preparada (como arroz, sopa, carne, etc.), comida en bolsas y latas (frijo­
les, arroz, aceite para cocinar), jarras con agua, refrescos, tortillas, huevos, ropa, 
cobijas, papel de baño, jabón, cepillo de dientes, tarjeta de teléfono, dinero, chicles 
y dulces para vender, y cigarros. una de las entrevistadas dijo llevar medicinas 
“aunque no está permitido, pero todos tienen tos adentro y no los tratan”. de acuer­
do con la encuesta del ciDe,41 35% de los/las internas encuestadas reportó no ha­
ber recibido atención médica cuando estuvo enfermo(a).

una parte del gasto que deben hacer las parientes de los internos es el sobor­
no que tienen que pagar por distintos servicios dentro del penal. Bergman y 
azaola42 señalan en una encuesta que realizaron en reclusorios del distrito Fede­
ral, el estado de méxico y morelos en el año 2002, que 35% de los internos dijo 
que sus familiares tuvieron que pagar por mandarlos llamar, 29% por traerles co­
mida, 33% por traer ropa y 14% por hacer visita conyugal. la encuesta del ciDe 
sugiere que el tamaño del reclusorio es una variable relevante para explicar dife­
rencias en la calidad de vida de los/las internas, incluidos los índices de soborno. 
así, por ejemplo, en reclusorios “chicos”, los/las internas reportan en menor por­
centaje el que sus familiares tengan que pagar por entrar al penal (23%). en los 
reclusorios “grandes”, en cambio, 52% contestó que su familia tiene que pagar 
por entrar al penal.43 

estos datos coinciden con la información obtenida en las entrevistas. una de 
las entrevistadas en el reclusorio oriente, por ejemplo, expresó: 

siempre son 5 o 10 pesos. por ejemplo, para dejar pasar fruta con cáscara, no se 
puede meter fruta con cáscara, hay que pagar 5 pesos o para pasar cosas, lo que 
sea. siempre piden 20, pero uno les da 5 y te dejan pasar. 40 para pasar hasta de­

41 ciDe, Delincuencia, marginalidad y desempeño institucional...
42  e. azaola y m. Bergman, “cárceles en méxico...”, en op. cit.
43 Los cambios también se ven en el porcentaje de internos(as) que reportan tener alimentos sufi­

cientes, y atención médica aunque las diferencias en esto son menores. véase ciDe, Delincuencia, mar-
ginalidad y desempeño institucional... 
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lante de la cola. Yo a veces sí lo pago porque así no tengo que hacer las dos colas, 
la de comida y la de ropa y si no pago luego ni veo a mi esposo porque ya cuando 
paso, ya es hora de irse. 

algunas de las mujeres entrevistadas también dijeron que tenían que pagar la 
protección de sus familiares, para que a éstos “les toque cama”, para que no ten­
gan que pasar lista y para evitarles hacer las labores de limpieza o “fajinas” dentro 
del penal. en ¿Cuánto cuesta la prisión sin condena? Costos económicos y socia-
les de la prisión preventiva en México,44 Guillermo Zepeda calcula que “incluyendo 
traslado, alimentos, artículos para aseo personal, ropa, calzado, revistas, periódi­
cos y dinero; entre otros, las familias de los presos en méxico gastan entre 80 y 
110 pesos mexicanos por visita”.

Zepeda45 calcula un promedio de 3.16 visitas para el Estado de México y 5.97 
para el distrito Federal,46 con un costo promedio de 95 pesos por visita;47 es decir, 
entre 10 y 22 pesos diarios para la familia por recluso; esto sin contar gastos en 
abogados o costas judiciales y sin contar los gastos por corrupción. de igual forma, 
hay que contabilizar el tiempo ocupado en cada visita. Zepeda48 calcula un prome­
dio de tres horas por visita– aunque reconoce que su cálculo es menor al tiempo 
real.49 las mujeres entrevistadas en el reclusorio oriente señalaban un número 
mucho más elevado de horas ocupadas en la visita. sólo para llegar al reclusorio 
algunas afirmaban tardar hasta dos horas y media, pues tenían que tomar varios 
medios de transporte para llegar. asimismo, el tiempo de espera para poder ingre­
sar al reclusorio –tiempo durante el cual fueron entrevistadas– era de hasta tres 
horas los fines de semana, únicamente para acceder al área de revisión. Desde 
que llegaban al reclusorio hasta llegar al área de visitas, algunas calculaban tardar 

44 Nueva York, Open Justice Society Initiative, 2009, pp. 61-62.
45 Ibid., p. 61.
46 es posible que exista una distinción de género en el número de visitas realizadas, siendo más las 

visitas que realizan las mujeres. “como mamá yo vengo cada 3 días. ¿cómo voy a dejar a mi hijo acá 
sin comer, sin saber lo que le pasa? Mi esposo viene cada domingo”, dijo una de las mujeres que espe­
raba ingresar el reclusorio oriente. sin embargo, es imposible determinar la veracidad de esta hipóte­
sis sin mayor información. asimismo, y como sugiere Zepeda, es probable que los procesados reciban 
más visitas que los sentenciados, puesto que la familia tiene un papel más proactivo. por último, nacio­
nalmente habrá variaciones dependiendo del tamaño de la población en que se encuentre el penal y los 
costos (de tiempo y dinero) en que incurren las familias.

47 las mujeres entrevistadas en el reclusorio oriente reportaron un gasto por visitas de $200 hasta 
$2 500 mensuales.

48 G. Zepeda, ¿Cuánto cuesta la prisión sin..., p. 62.
49 “[a]lgunas visitas pueden ser de varias personas y el tiempo total del transporte, ingreso y egreso 

del penal, y visita efectiva, probablemente supere ese tiempo.” Ibid., p. 62.
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en un día ocupado hasta cuatro horas, sin contar el tiempo de visita. una de las 
mujeres entrevistadas relató:

tardamos como dos horas en entrar, más lo que se tardan adentro en revisarnos. 
Hay una fila para pasar la comida, otra para pasar la ropa. Hay que formarse, toda 
esta gente que ve aquí, de vuelta adentro, en las dos filas distintas para que nos 
revisen todo. de aquí a que pasamos, terminamos viendo poco a nuestros parien­
tes. Si pagas, te puedes ir hasta delante de la fila.

Más que el tiempo que tardan en la fila, sin embargo, lo relevante es el costo 
que tiene para cada una el estar ahí: el costo emocional y el costo de oportunidad 
que implica tener que ir al reclusorio. al preguntarles cómo les había afectado el 
que su pariente estuviera preso, algunas mujeres del reclusorio oriente respon­
dieron: “he tenido que faltar al trabajo por venir aquí y me descuentan el día, así 
que gano menos”. “me quita tiempo de mi trabajo o mi día de descanso. Ya no veo 
a mis amigos, porque todo mi tiempo libre lo ocupo en estar aquí o en trabajar para 
pagar los abogados, o lo que piden los custodios”. “tuve que empezar a trabajar. 
tengo 23 años y mi licenciatura se quedó trunca porque ahora tengo a mi hijo que 
mantener.” “Yo me tuve que ir a vivir a casa de mis papás con mi hijo porque no me 
alcanza para vivir sola.”

en los casos en que los presos dejan hijos afuera, las mujeres asumen el costo 
pleno de mantenerlos y cuidarlos, quedando así con una doble carga: la de mante­
ner a los hijos e hijas de los presos y la de mantener a sus parejas (o hijos, herma­
nos) en prisión, con  menos recursos ahora para hacerlo. en otras palabras, encar­
celar a los hombres implica no sólo una pérdida de una fuente de ingresos para sus 
familias, sino una carga económica adicional considerable. 

Costos a la salud

otra forma en la que el encarcelamiento del hombre afecta a sus parejas es la 
salud. la organización mundial de la salud advierte sobre el riesgo de salud que 
representan las cárceles tanto para internos como para la población en general. 
las cárceles han sido ligadas, mundialmente, con una prevalencia más alta que en 
la población general de ciertas enfermedades como el Vih/sida, tuberculosis, hepa­
titis c y otras enfermedades de transmisión sexual. esto se debe a los factores de 
riesgo que marcan la vida en prisión tales como el hacinamiento, la alta prevalen­
cia de relaciones sexuales sin protección, el consumo de drogas (en particular las 
inyectables), la falta de servicios médicos, los deficientes servicios sanitarios 
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(como la falta de agua) y la falta de higiene en general. en consecuencia, la vulne­
rabilidad de la población carcelaria a la infección de estas enfermedades es mayor. 

en el documento vih/sida: prevención, atención, tratamiento y apoyo en el me-
dio carcelario, Marco de acción para una respuesta nacional eficaz, coeditado en­
tre la organización mundial de la salud y el programa conjunto de las naciones 
unidas sobre el Vih/sida, se advierte sobre los riesgos de contagio que representan 
las prisiones en términos de salud pública para la población en general. el docu­
mento señala que “la inmensa mayoría de los detenidos termina reintegrándose a 
la sociedad. por tanto, reducir la transmisión del Vih en las cárceles contribuye a 
reducir la transmisión de la infección en toda la sociedad.”

los riesgos para la salud que representan las cárceles son mayores para las fa­
milias de los presos, en especial para sus parejas sexuales. según comfort,50 va­
rios estudios demuestran elevados niveles de relaciones sexuales sin protección 
entre los presos recién liberados y sus parejas, un comportamiento posiblemente 
motivado por el deseo de reestablecer intimidad y mostrar confianza tras una larga 
separación. Esto significa que las parejas sexuales de los presos son frecuente­
mente contagiadas, padeciendo, también en este aspecto, las deficiencias del sis­
tema carcelario.

en el caso de latinoamérica, donde la mayor parte de presos no ha sido conde­
nada, sino que está detenida “preventivamente”, sin ser efectivamente comproba­
do delito alguno (véase cuadro 3), el uso de cárceles además de injustificado resul­
ta riesgoso en términos de salud.51  

50 m. comfort, “punishment Beyond legal offender”, Annual Review of Law and Social Science, 3, 
2007, p. 282.

51 Zepeda, en ¿Cuánto cuesta la prisión..., p. 11, calcula que los recursos destinados para prisión 
preventiva en México durante 2006 fueron de 9.8 mil millones de pesos, equivalente “al ingreso prome­
dio anual de 91 000 familias mexicanas”. el costo anual promedio de la prisión preventiva, según sus 
cálculos, equivalía a más de la cuarta parte (28%) del dinero que el estado gastaba cada año en opor­
tunidades, el programa gubernamental de asistencia social que destina recursos, entre otras cosas, a 
la educación de niños y niñas en condiciones de exclusión social.

La mujer a través del derecho penal.indd   140 06/01/13   12:39



141

cuadro 3. Porcentaje de personas sentenciadas y procesadas

Fuente: para argentina, el Informe Anual del Sistema Nacional de Estadísticas sobre Ejecución Pe-
nal de 2008; para chile, las Estadísticas de Población Penal atendida por Gendarmería de 2010; para 
colombia, Estadísticas del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 2008; para perú, Estadísticas 
del Instituto Nacional Penitenciario 2010, y para méxico, las Estadísticas del Sistema Penitenciario Fe-

deral de 2010. 

Costos sociales

Hijos e hijas de internos e internas

una diferencia importante entre la población masculina y femenina en reclusión 
es el papel que cada uno desempeña en el cuidado de los hijos/hijas. de acuerdo 
con la encuesta del ciDe (2009), del total de los varones entrevistados, 69% dijo te­
ner hijos/hijas; entre las mujeres, este porcentaje fue de 86%. En el estudio de Bri­
seño, más del 95% de las presas dijeron ser madres.52 el promedio de hijos/hijas 
para la población encuestada por el ciDe fue de 2.6 hijos.53 a la pregunta acerca de 
quién cuida a sus hijos/hijas, 78.9% de los hombres encuestados en el estudio del 
ciDe señaló a la madre de los hijos/hijas como la encargada de cuidarlos. en el 
caso de las mujeres, 21% señaló al padre como responsable. 31% de las mujeres 
dijeron que su madre o padre cuidaba de sus hijas/hijos, mientras que 4% de los 

52 de los y las internas encuestadas por el ciDe (2009) que reportaron tener hijas, 28% dijo tener un 
hijo, 30% 2 hijos, 22% 3 hijos, 9% 4 hijos y 12% contestó tener 5 o más. m. Briseño, Garantizando los 
derechos...

53 hay que tomar en cuenta, sin embargo, que el promedio de fecundidad para el dF fue de 1.7 hi­
jos y 2.0 para el estado de méxico, en el 2010; estados en que se aplicó la encuesta del ciDe. Fuente 
Instituto nacional de estadística y Geografía (inegi) hombres y mujeres en méxico, 2010.

Argentina, 2008     Colombia, 2008      Chile, 2010      México, 2010        Perú, 2010
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hombres dijo que su madre o padre cuidaba de ellos. Finalmente, 16% de las mu­
jeres señaló a “otro familiar” y sólo 2.9% de los hombres señaló a “otro familiar” 
como responsable del cuidado de sus hijos/hijas.54 

la conclusión del estudio del ciDe es que 

...los hijos de las mujeres internas quedan expuestos a un nivel mayor de deses­
tructuración familiar que los hijos de los varones presos. es decir, mientras que los 
hijos de estos últimos quedan, en la gran mayoría de los casos (casi un 80%) al 
cuidado de la madre, los de las mujeres internas quedan a expensas de distintos 
arreglos familiares que usualmente suponen la pérdida tanto de la madre como del 
padre e incluso de los hermanos y del hogar que habitaban. 

para las mujeres madres heterosexuales, el encarcelamiento del padre frecuen­
temente implica que deben asumir la carga completa de educar, cuidar y mantener 
a los hijos. como señalan hagan y dinovitzer,55 la pérdida de la pareja no sólo im­
plica la pérdida económica; en términos más generales, la madre que permanece 
al cuidado de los hijos tendrá menos tiempo que ofrecerles.56 a su vez, niños ma­
yores u otros parientes tendrán que asumir parte de esta responsabilidad, algunos 
viéndose forzados(as) a abandonar la escuela o a participar prematuramente en el 
mercado laboral.

poco sabemos acerca del efecto que tiene el encarcelamiento de un padre o de 
la madre en sus hijos e hijas. la mayor parte de los estudios que buscan entender 
esta relación se han realizado en estados unidos. sin perder de vista que los da­
tos de esos estudios son ciertos para aquel país y aunque las hijas de presos no 
son el tema central de este texto, resulta relevante señalar que un importante nú­
mero de estudios sugieren que el encarcelamiento de la madre tiene mayores (y 
más duraderos) efectos negativos que el encarcelamiento del padre, entre otras 

54 también en estados unidos, los datos indican diferencias de género en torno a quién asume el 
cuidado de los hijos. según un estudio del Buró de estadísticas de justicia (Bureau of Justice Statistics, 
2008), 84% de los padres presos señalaron a la madre como quien cuidaba de sus hijos, mientras que 
sólo 37% de las madres presas señalaron al padre como quien cuida a sus hijos/hijas. asimismo, 44.9% 
de las mujeres señaló que los abuelos cuidaban de los hijos mientras que sólo 12.5% de los hombres 
señaló a éstos.

55 j. hagan y r. dinovitzer, “colateral consequences of Inprisonment for children, communities 
and prisoners”, The University of Chicago, Crime and Justice, 26, 1999, p. 23.

56 si bien es cierto que millones de familias están formadas por una madre o un padre y las hijas /
hijos, sin ningún detrimento para el desarrollo de las hijas/hijos; y que, en muchos casos de familias bi­
parental, la madre es la principal proveedora, lo claro es que el encarcelamiento de uno de los progeni­
tores cambia drásticamente la situación familiar. a diferencia de las pérdidas por separación (divorcio) 
o muerte, esta pérdida frecuentemente implica además un cambio negativo de estatus social.
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cosas, porque implica la pérdida de la principal cuidadora/proveedora.57 los estu­
dios señalan que el encarcelamiento de la madre produce en sus hijos e hijas: an­
siedad; sentimientos de enojo, abandono, tristeza, miedo, vergüenza; diversos 
problemas de salud; insomnio; comportamiento agresivo; disminución en el desem­
peño escolar; embarazos adolescentes –para las niñas hasta con 60% más proba­
bilidad que otras niñas que no tienen a la madre encarcelada–, y un alto índice de 
comportamientos delictivos.58 un estudio señala que los niños/niñas con un padre 
o madre encarcelada tienen hasta seis veces más probabilidades de terminar en la 
cárcel en la temprana adultez –en un estudio, 40% de los niños (varones) de entre 
13 y 17 años con madres encarceladas presentaron comportamientos delictivos.59 

estos estudios sugieren que el encarcelamiento irrumpe de forma grave la vida de 
estos niños, pero además indican también que el encarcelamiento tiene matices in­
tergeneracionales. 

los relatos de las mujeres entrevistadas en el reclusorio oriente constatan par­
te de esta información. “en la escuela mi hija mayor va mal, luego no quiere comer, 
luego se pone a llorar”, dijo una señora. “el niño mayor está muy deprimido y está 
indeciso sobre su papá. a la niña también le afectó mucho. se pone a llorar en las 
noches y en la escuela va muy mal. no sabe leer aunque sus maestras dicen que 
ya debería saber. sólo quiere venir a ver a su papá”, contestó otra.

algunos autores señalan que los “comportamientos negativos” que presentan 
los hijos e hijas de presos (como la agresividad y los comportamientos delictivos) 
podrían ser en parte producto de una selección previa. dichos comportamientos, 
dicen estos autores, se hubieran presentado estuviera o no preso el padre o la ma­
dre, debido a factores sociales o genéticos como pautas de negligencia y violencia 
en el núcleo familiar o abuso de sustancias durante la gestación.60 la causa de que 
estos niños y niñas presenten problemas de agresividad o mayores tendencias ha­
cia comportamientos antisociales no es, según esta visión, que su padre o madre 
haya sido encarcelado, sino que nacieron y crecieron en ambientes familiares vio­
lentos o negligentes. 

57 j. hagan y r. dinovitzer, “colateral consequences of Imprisonment...”, en op. cit.; W. clay, 
“hidden victims of Incarceration: an Insight”, Thurgood Marshall Law Review, 30, 2005; m. comfort, 
“punishment Beyond legal...”, en op. cit.; j. poehlmann, “children of Incarcerated mothers and Fathers, 
Wisconsin Journal of Law, Gender & Society, 24, 2, 2009.

58  W. clay, “hidden victims of Incarceration...”, en op. cit.; j. hagan y r. dinovitzer, “collateral con­
sequences of Imprisonment...”, en op. cit., p. 146.

59 véase j. hagan y r. dinovitzer, “collateral consequences of Imprisonment...”, en op. cit, p. 146. 
Evidentemente, los efectos específicos de la reclusión del padre o madre varían dependiendo de la 
edad de las niñas/niños. en estudios, la adolescencia es la etapa más vulnerable y en la que más reper­
cusiones se reportan si alguno de los progenitores es encarcelado. hagan y Wheaton, “the search for 
adolescent role exist and the transition to aduthood”, Social Forces, 71, 4, 1993.

60  j. hagan y r. dinovitzer, “collateral consequences of Imprisonment...”, en op. cit.
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No hay datos suficientes para negar o afirmar cuál es la relación precisa entre el 
comportamiento de estas niñas y el encarcelamiento de sus padres o madres. sin 
embargo, parece más pertinente preguntar, como lo hacen hagan y dinovitzer,61 si 
estos niños y niñas están mejor o peor sin sus padres o madres. la respuesta de es­
tos autores es que aun cuando muchos jóvenes –recordemos que la mayor parte de 
presos son jóvenes–  tienen problemas para mantener un empleo estable e incurren 
en actividades ilícitas –aunque no necesariamente violentas–, normalmente no son 
peligrosos para sus familias y tienen algo que ofrecer a sus hijos/hijas en términos 
de socialización, apoyo y supervisión. la imagen transmitida en la literatura sobre 
estos padres y madres jóvenes es más de hombres y mujeres inmaduras e irrespon­
sables que de peligrosos delincuentes que presenten una amenaza para sus fami­
lias.62 aunque, en algunos casos, se justifique la separación de miembros 
peligrosos;63 en el mayor de los casos, el encarcelamiento de la madre o el padre no 
se justifica en términos de protección a la familia y significa, tanto para estos niños y 
niñas como para la progenitora que permanece afuera, la pérdida definitiva de la es­
tructura familiar. 

Estigma o etiquetamiento

el castigo penal –no sólo las penas de prisión– siempre ha involucrado algún 
grado de estigmatización del acusado o acusada. Ya sea que entendamos al cas­
tigo como una forma de disuadir a los delincuentes o como una retribución, el es­
tigma tiene un papel esencial. en su libro Harsh Justice, Criminal Punishment..., 
james Q. Whitman64 resalta la importancia de la degradación del ofensor en el cas­
tigo.65 según el autor, desde los griegos hasta los teóricos retribucionistas moder­
nos como jean hampton,66 el papel de la degradación es tenido no sólo como una 

61 Ibid., p. 129.
62 Ibid., p. 140
63 es importante subrayar que en algunos casos, por ejemplo en casos de violencia familiar, la se­

paración del padre/marido, se justifica para proteger a sus familiares –sin que ello justifique el encarce­
lamiento. la crítica al régimen penal­penitenciario aquí expuesta no propone la nointervención del es­
tado ante la violencia de género; más bien, cuestiona que la respuesta del estado ante conductas tan 
disímiles como robo simple o falsedad de declaraciones y, homicidio o lesiones, sea siempre la misma: 
la prisión. esta respuesta estandarizada se traduce en consecuencias negativas y permanentes para 
quienes el Estado y el derecho penal considera “inocentes” pero de insuficiente relevancia para que sus 
intereses sean tomados en cuenta.

64 nueva York, oxford university press, 2005. 
65 para Whitman, la degradación es el trato que hace sentir inferior a otros. Ibid., p. 20.
66 para algunas retribucionistas como hampton, el castigo es algo moralmente deseable precisa­

mente porque desciende al ofensor que impropiamente (a través de un acto ilícito) se ha puesto por en­
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consecuencia del castigo, sino como parte esencial del mismo. Incluso, señala 
Whitman, sociólogos como Harold Garfinkel analizaron el juicio penal como una ce­
remonia diseñada para, de forma ritual, degradar al ofensor. parte esencial no sólo 
del castigo, sino también del proceso, consistiría, precisamente, en deshonrar al 
acusado. el castigo, en este sentido, imputa a las delincuentes un estatus inferior. 
asimismo, sostiene Whitman, en la idea de estatus se inserta un elemento de con­
taminación y de riesgo. tendemos a considerar a las personas de bajo estatus 
como sucias, contaminadas y representantes de un riesgo para los demás.67

Ciertamente, la designación de “criminal” confiere a una persona un estatus in­
ferior: solemos pensar en los criminales como viles e indignos de consideración o 
respeto. además, no es necesario ser declarado criminal ante un tribunal compe­
tente para obtener el estatus de criminal. ser señalado como sospechosa/sospe­
choso, normalmente conlleva parte de la carga del término. así, por ejemplo, tras 
un arresto frecuentemente vemos a los acusados exhibidos por las procuradurías 
como “culpables” en televisión y prensa. no es necesaria la declaración de culpa­
ble; el mero señalamiento de sospechoso conlleva una carga.  asimismo, una vez 
etiquetada, una persona queda marcada como contaminada y representando un 
riesgo para los demás. esto lo podemos ver en la forma en que nuestras socieda­
des tratan a los ex convictos. aun cuando, en principio, alguien que ha cumplido 
una condena de prisión ha pagado su deuda social y ha sido rehabilitado por el sis­
tema, el etiquetamiento de criminal persiste. un estudio de adolfo sachsida y jor­
ge de mendonca  sobre ex convictos en Brasil muestra que éstos perciben hasta 
39% menor salario que quienes no han sido “etiquetados” por el sistema”.68 

esta degradación de estatus, sin embargo, no afecta exclusivamente al ofensor: 
se extiende a la familia del mismo. así, desde que los vecinos se enteran del arres­
to de algún miembro, el estatus de la familia cambia. al ser cuestionadas por las 
reacciones de sus familiares o vecinos, algunas de las mujeres entrevistadas en el 
reclusorio oriente relataban el rechazo de sus vecinos. en especial, describían 
cómo el simple señalamiento de la autoridad como posible delincuente (que fre­
cuentemente resulta en tener que pasar un tiempo en prisión preventiva) conlleva 
una carga negativa entre familiares y vecinos; un señalamiento de contaminación, 
por utilizar la terminología de Whitman. “me critican a mí y a mi familia, dicen que 
somos mala influencia para los demás, aunque mi esposo no sea culpable, eso no 
les importa. lo que importa es que está aquí preso.” otra mujer cuyo esposo esta­

cima de los demás.
67 j. o. Whitman, Harsh Justice, Criminal Punishment and the Widening Divide between America 

and Europe.
68 a. sachsida y j. mendonca, “ex­convicts Face multiple labor market punishments: estimates of 

peer­Group and stigma effects using equations of returns to schooling”, Revista Económica, vol. 7, 
núm. 3, sep.­dic., 2007, Brasilia. 
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ba detenido preventivamente dijo: “dicen que es un drogadicto bueno para nada. 
aunque lo declaren inocente después, ya lo desprecian”. otras relataban que opta­
ban por esconder el hecho a sus vecinos y familiares.

en su libro: Soledad Women: Wives of Prisoners Speak Out, Girshick69 narra la 
vida de las esposas de los presos. casada con un preso en la cárcel de soledad, 
california, Girshick describe cómo la vinculación con un delincuente las hace sos­
pechosas por razones de parentesco. a diferencia de una viuda o un huérfano que 
reciben simpatía de su comunidad al perder a un ser querido, la esposa e hijos de 
un detenido no sólo no reciben simpatía, sino que son rechazados e estigmatiza­
dos por su vinculación con un delincuente. para Girshick, en el imaginario popular, 
los criminales son vistos como seres que merecen poca reflexión o empatía, des­
preciables a tal grado que resulta incomprensible entender que tengan familia (es­
posas, hijos e hijas) que los quiera. 

para las familias, la visita a los esposos, padres o hijos les recuerda el estatus 
inferior que ahora ocupan. las visitantes normalmente son sometidas a procedi­
mientos estrictos y, en ocasiones, degradantes que incluyen la presentación de un 
documento oficial de identificación, una inspección física de la persona –que en 
ocasiones implica desvestirse o ser auscultadas–, de los objetos personales, la 
obligación de vestirse y peinarse de cierta forma y largos periodos de espera. 
como señala comfort,70 esto les adjudica un estatus de cuasi­preso que, constan­
temente, les hace recordar su estatus subordinado frente a la institución.

debido al estrés o vergüenza que les ocasiona, la mayor parte de las madres 
entrevistadas confesaron esconderles a sus hijos el hecho de que sus padres es­
tuvieran presos. al interrogarlas por sus hijos y la forma en que les explicaban a 
éstos que su padre está preso, contestaron: “le digo que es una escuela especial 
para papás” respondió una, “cuando llegamos aquí me pregunta que cuáles son 
sus maestros”. “a mis hijos les digo que viene aquí a aprender a pintar carros. era 
hojalatero y pintaba carros afuera. pero la grande se da cuenta y me pregunta que 
por qué su papá está en el reclusorio.” muchas madres optan por no llevar a los hi­
jos/hijas mayores a visitar a los padres. en palabras de una mujer: “a los mayores 
no los traigo, les digo que su papá anda en el extranjero. a los menores, al que tie­
ne 5 –dice señalándolo con la cabeza– le digo que aquí trabaja”. 

69 USA, Greenwood Publishing Group, Inc., 1996.
70 m. comfort, “punishment Beyond legal offender”, en op. cit.
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Los daños no “intencionales” y el derecho

no obstante la afectación que puede causar el encarcelamiento de una perso­
na, el derecho no toma en cuenta ni la situación familiar ni el papel que cada uno 
tiene en la familia o comunidad.71 en méxico, aun cuando algunos artículos de la 
legislación penal señalan que el juez deberá tomar en cuenta “las condiciones so­
ciales y económicas” del imputado,72 el poder judicial se ha mantenido en silencio 
sobre el tema aludiendo sólo a la “personalidad del inculpado” como algo relevante 
para la individualización de la pena, pero siempre en función del peligro que repre­
senta para la sociedad y nunca para tomar en cuenta los efectos “secundarios” de 
la pena impuesta.73 ni siquiera las obligaciones alimentarias de una persona, un 
estándar económico básico, son relevantes al momento de imponer un sanción de 

71 en estados unidos, mary coombs (1995) relata un caso en el que un juez de distrito sentenció a 
Mary Lou Thomas a libertad condicional en lugar de seis años de cárcel que el fiscal recomendaba. 
mary lou era el principal sustento y cuidadora de dos menores con discapacidad mental, así como la 
tutora de su nieto de cuatro años. el séptimo circuito revirtió la decisión del juez argumentando que las 
responsabilidades familiares, por más difíciles que sean, no justificaban una desviación de la norma –La 
Guía Federal de sentencias (Federal Sentencing Guidelines)– que obliga a la imposición de pena de 
cárcel.

72 así, por ejemplo, el código penal Federal,  en su artículo 52, establece:
artículo 52.­ el juez fijará las penas y medidas de seguridad que estime justas y procedentes den­

tro de los límites señalados para cada delito, con base en la gravedad del ilícito, la calidad y condición 
específica de la víctima u ofendido y el grado de culpabilidad del agente, teniendo en cuenta:

v.­ la edad, la educación, la ilustración, las costumbres, las condiciones sociales y económicas del 
sujeto, así como los motivos que lo impulsaron o determinaron a delinquir. cuando el procesado perte­
neciere a algún pueblo o comunidad indígena, se tomarán en cuenta, además, sus usos y costumbres;

vII.­ las demás condiciones especiales y personales en que se encontraba el agente en el momen­
to de la comisión del delito, siempre y cuando sean relevantes para determinar la posibilidad de haber 
ajustado su conducta a las exigencias de la norma.

También el Código Penal del Distrito Federal señala, en su artículo 70, que “Dentro de los límites fi­
jados por la ley, los jueces y tribunales impondrán las sanciones establecidas para cada delito, teniendo 
en cuenta las circunstancias exteriores de ejecución y las peculiares del delincuente, en los términos del 
artículo 72 de este código. […]

artículo 72. el juez, al dictar sentencia condenatoria, determinará la pena y medida de seguridad 
establecida para cada delito y las individualizará dentro de los límites señalados, con base en la grave­
dad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente, tomando en cuenta:

v. la edad, el nivel de educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y culturales 
del sujeto, así como los motivos que lo impulsaron o determinaron a delinquir. cuando el procesado per­
tenezca a un grupo étnico o pueblo indígena, se tomarán en cuenta, además, sus usos y costumbres;

[…]
para la adecuada aplicación de las penas y medidas de seguridad, el juez deberá tomar conoci­

miento directo del sujeto, de la víctima y de las circunstancias del hecho y, en su caso, requerirá los dic-
támenes periciales tendientes a conocer la personalidad del sujeto y los demás elementos conducentes.

73 véase, por ejemplo, tesis: 1a./j. 175/2007, novena época, registro 170082. en la que se estable­
ce que, con relación a la legislación del distrito Federal, el juzgador puede tomar en consideración los 
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cárcel. pensar en las personas y en sus entornos, como parte inextricable de sus 
comunidades, no tiene cabida en la visión jurídica imperante hoy.

el sistema legal nos concibe como individuos autónomos, separados y separa­
bles de nuestros entornos, moldeables a voluntad. esta visión, como señala West, 
está construida sobre una perspectiva masculina acerca de la naturaleza humana; 
una visión que nos concibe físicamente individualizables respecto a otros. sin em­
bargo, como señala el feminismo cultural, “la afirmación de que somos individuos 
‘primero’, y la afirmación de que lo que nos separa es epistemológicamente y mo­
ralmente anterior a lo que nos une, aunque es ‘trivialmente’ verdadero respecto de 
los hombres, es patentemente falso respecto de las mujeres”.74 las, mujeres, se­
gún esta visión, se entienden a sí mismas como fundamentalmente conectadas 
con su entorno y no separadas de él. desde esta perspectiva, el cuidado del otro, 
la intimidad y la dependencia no son debilidades, sino valores que constituyen una 
moral, distinta a la prevaleciente y distintiva de las mujeres. dicho esquema de va­
lores tendría que ser reconocido y premiado. sin embargo, el sistema de valores 
predominante, que podemos ver plasmado en el derecho, no reconoce ni premia el 
valor de cuidado del otro; al contrario, lo devalúa. llevada al derecho penal, esta 
visión implica la imposición de una forma de entender las relaciones humanas que 
resulta en la descalificación del costo que implica para las mujeres el uso de penas 
de libertad. La prisión, como sanción, pone de manifiesto tanto la “descalificación” 
que hace el sistema jurídico de los valores típicamente femeninos como la falta de 
reconocimiento que hay a las conexiones interpersonales como constitutivas de la 
persona y no sólo como agregados a ella.

el modelo predominante nos dice que el encarcelamiento impone la separación 
no como castigo, sino como modelo en el cual se logra la rehabilitación o resociali­
zación del desadaptado; como parte de un “tratamiento”. Incluso, la separación de 
la familia y de la comunidad se computa como un “costo secundario” del encarcela­
miento, siendo la privación de la libertad –es decir, de la autonomía–, el costo prin­
cipal. así, se sostiene que las penas de prisión tienen como costo principal la pérdi­
da de la libertad y, como costos secundarios, la separación de la familia, la pérdida 
de un trabajo (ingreso legítimo), la pérdida de perspectivas para obtener trabajo fu­
turo y la estigmatización (pérdida de prestigio) por ser sancionado; etc.75 en dicho 
modelo, no hay cabida para pensar en la comunidad de la que provienen las/los 
ofensores, mucho menos para pensar en el costo que para ésta implica la separa­

dictámenes periciales tendientes a conocer la personalidad del inculpado, sin que ello constituya una 
obligación o que la falta de ello invalide la sentencia.

74 r. West, Género y teoría del derecho, p. 71
75 t. l. meares, a. m. Kahan y n. Katyal, “punishment and its purposes: updating the study of pu­

nishment”, Stanford Law Review, 61, 5, 2004.
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ción de un miembro de la misma. este modelo ignora la importancia del vínculo que 
tienen quienes son encarcelados con sus familias y comunidades. la paradoja de 
ello es que, al ignorar la importancia del vínculo, el modelo de encarcelamiento de­
bilita la cohesión social y, consecuentemente, los mecanismos de control informal 
sobre los que se apoya el derecho penal.76 

Finalmente, el modelo también niega el hecho de que las mujeres actúan –y, 
según la visión del feminismo cultural, continuarán actuando– de acuerdo con un 
valor de cuidado e intimidad, a pesar de no ser compensadas por ello. lo que no 
significa que las mujeres no se sientan enojadas e indignadas por estar ahí. “Esta­
mos aquí por pobres”, “estamos puros inocentes”, son frases que se repetían du­
rante las entrevistas. Lo que significa la prisión es que las mujeres seguirán subor­
dinadas y empobrecidas por el modelo que las busca proteger. es en este sentido 
que se afirma que al optar por no tomar en cuenta los “daños no intencionales”, el 
Estado elige una opción que ignora, descalifica y castiga indebidamente a las mu­
jeres, ya sea porque les impone un castigo por los delitos de los hombres a quie­
nes están vinculadas, o porque al apresarlas recrudece su vulnerabilidad.

Conclusiones

las cárceles hacen evidente muchas formas en que se estructura y organiza la 
sociedad. david Garland señala que el castigo penal es una compleja institución 
social que concentra una serie de significados culturales. El castigo, dice Garland, 
no sólo es una forma de control o un aparato de poder, como sostenía Foucault. 
tampoco es solamente un vehículo de valores y morales sociales por medio del 
cual la sociedad demuestra su reproche ante ciertas conductas, como aludía 
durkheim. en el ejercicio del poder penal, hay una concepción de autoridad social, 
de la persona del criminal y de la naturaleza de la comunidad u orden social que el 
castigo busca proteger y recrear.77 

las respuestas de las mujeres entrevistadas afuera del reclusorio oriente per­
miten ver lo complejo que son las instituciones penales. ahora bien, sorprendente­
mente y a pesar de lo que para ellas ha implicado la cárcel, la mayoría de las en­
trevistadas apoyaban el uso de cárceles como medio de control y castigo. aunque 
la mayoría afirmaba que sus parientes eran inocentes y en su caso era mal utiliza­
da, también sostenían que la institución, bien utilizada, podía servir para reeducar 

76 véase catalina pérez correa, “del instrumentalismo al cumplimiento voluntario del derecho”, Re-
vista Nueva Doctrina Penal, 2009b.

77 d. Garland, Punishment and Modern Society, A Study on Social Theory, oxford, clarendon 
Press, 1990, p. 265.
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a delincuentes. la cárcel, en sus relatos, mantenía el potencial reformador que his­
tórica y socialmente se le ha atribuido; como si se tratara de un ente abstracto, aje­
no, ideal, y no del muro que se levantaba frente a ellas. sus recuentos, aun cuando 
denotaban resignación y subordinación frente al sistema y la autoridad, también re­
velaban una expectativa de que el sistema podía funcionar.

en este texto se ha mostrado cómo el uso de cárceles genera consecuencias 
graves, directas y permanentes no sólo a quienes son encarcelados, sino también 
a sus familias, principalmente mujeres, que cargan los costos del encarcelamiento. 
ha señalado, también, cómo el encarcelamiento implica cargas adicionales para 
las mujeres en reclusión que para los hombres en la misma condición. parte del 
problema es que el derecho nos concibe como individuos separados y separables 
de nuestros entornos. sin embargo, al mirar más detenidamente, vemos que ni las 
personas son fácilmente separables de sus entornos ni los castigos penales son 
cómodamente individualizables. el encarcelamiento de una persona cambia de for­
ma rápida, permanente e impredecible la estructura social y económica no sólo de 
las familias, también de las comunidades. Beth richie,78 por ejemplo, describe 
cómo en comunidades afroamericanas de estados unidos el encarcelamiento ma­
sivo ha cambiado significativamente el papel de las mujeres en las comunidades 
“convirtiéndose ellas en las principales cuidadoras y custodias de sus familias y co­
munidades”. ni en méxico ni en otros países de latinoamérica, sabemos cómo el 
aumento en el uso de cárceles ha afectado y continúa afectando la estructura so­
cial. lo que si sabemos es que implica una afectación grave o más grave, pero en 
todo caso injustificada, a la vida de miles de mujeres.

el castigo penal implica hacer a otros u otras algo que, en circunstancias nor­
males, consideramos incorrecto pero que, en circunstancias extraordinarias, acep­
tamos con una idea de justicia ulterior en mente. las penas de prisión, no obstan­
te, implican castigar a quien supuestamente consideramos irreprochable: mujeres, 
niños y comunidades “inocentes”. mientras el estado no tome en cuenta esto, se­
guirá optando por políticas públicas que invisibilizan y empobrecen a un importante 
sector de la sociedad: políticas que simultáneamente ilustran y reafirman la inequi­
dad de género que aún prevalece en la sociedad y en el derecho. 

78 B. richie, “the social Impact of mass Incarceration on Women”, en m. mauer y m. chesney­lind, 
Invisible Punishment, Collateral Consequences of Mass Incarceration, nueva York, new press editors, 
2002.
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Mujeres Presas Por delitos del fuero federal  
en México

Elena Azaola

El pensamiento criminológico femenino

no obstante que la tardía incorporación de la mujer como sujeto de interés para 
los estudios empíricos y el pensamiento criminológico es ya un lugar común am­
pliamente documentado,1 no deja de sorprendernos, y tampoco ha dejado de tener 
consecuencias, aun cuando hoy en día existe una abundante literatura que intenta 
llenar el vacío que por tanto tiempo prevaleció. en palabras de Zaffaroni,2 la mujer 
había sido excluida tanto del discurso dominante en la criminología y el derecho, 
como del discurso punitivo. 

en una apretada síntesis, habría que recordar que rosa del olmo distingue tres 
etapas en el desarrollo del pensamiento que se ocupa de la mujer delincuente. una 
primera, a la que denomina de “teorías tradicionales” que, dentro de los preceptos 
bien conocidos de la criminología positivista, asignaba a la biología y a una su­
puesta naturaleza inherente de la mujer, la causa de sus conductas delictivas. ca­
racterístico de esta primera etapa es el texto de lombroso y Ferrero, La donna de-
liquente, que contiene la mayor parte de los estereotipos que por tanto tiempo han 
prevalecido en la descripción de las mujeres que violan las normas penales. 

a la segunda etapa, del olmo la llama de las “teorías modernas”, puesto que 
habrían surgido a la par que el movimiento de liberación femenina de la década de 

1 véase Frances heidensohn, Women and Crime, nueva York, university press, 1995.
2 raúl Zaffaroni, “la mujer y el poder punitivo”, en Sobre patriarcas, jerarcas, patrones y otros varo-

nes, costa rica, ilanuD, 1993.
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los setenta del siglo xx y como reacción al positivismo biológico, por lo que pronos­
ticaban el supuesto incremento (que no ocurrió, o no en la magnitud que pronosti­
caban) de la criminalidad femenina como consecuencia de la emancipación de la 
mujer y de su creciente participación en la esfera pública. característicos de esta 
etapa son los textos sobre el papel de la mujer en la delincuencia de Freda adler y 
rita simons, ambos publicados en 1975. la tercera y última etapa es la de las “teo­
rías feministas” que habrían incorporado al estudio de las conductas delictivas la 
perspectiva de género, uno de los cambios más significativos y de mayor enverga­
dura para el pensamiento criminológico de todos los tiempos.3 

otro estudio reciente4 que realiza una amplia revisión de la literatura especiali­
zada, encuentra tres temas que son sistemáticamente abordados al analizar las 
respuestas de los sistemas de justicia frente a la mujer delincuente: su invisibilidad, 
la preocupación por su cuerpo y su sexualidad y la imposición del rol tradicional de 
género mediante las penas. es decir que, según la autora, después de este amplio 
recorrido por la literatura, queda claro que las mujeres, sus vidas y sus conductas 
delictivas han sido virtualmente ignoradas al construir teorías que intentan explicar 
el comportamiento delictivo. Queda claro asimismo que, cuando las instituciones 
de justicia y sus actores han prestado atención a las vidas de las mujeres, de ma­
nera consistente han mostrado preocupación por su cuerpo y su sexualidad. Y, fi­
nalmente, es también claro que dichas instituciones adoptaron como misión impo­
ner a las mujeres el rol de género tradicional, siendo que aquellas que no se 
ajustaban a dicho rol, fueron tratadas de manera diferente y más severamente cas­
tigadas.5

la autora cita diversos estudios que muestran que, mientras los sistemas de 
justicia simultáneamente ignoraron los patrones delictivos de las mujeres y de su 
involucramiento en conductas delictivas, de manera consistente se interesaron por 
su sexualidad utilizando al aparato judicial como un vehículo de sanción moral. es­
tas mujeres fueron, en realidad, juzgadas por amenazar el orden social existente al 
poner en cuestión la estructura basada en la superioridad masculina y por colocar­
se, de este modo, fuera de los roles de género socialmente prescritos. de este 
modo, las mujeres etiquetadas como “problemáticas” o aquellas que tenían com­
portamientos considerados fuera del rol femenino tradicional, han sido tratadas por 
la justicia más severamente o se les ha sometido a modelos de tratamiento para 
ajustar su conducta a dichos patrones. asimismo, las mujeres que mostraban me­
diante sus conductas delictivas un “exceso de masculinidad”, eran sancionadas 

3 véase rosa del olmo (coord.), Criminalidad y criminalización de la mujer en la región andina, ca­
racas, pnuD, 1998, pp. 19­34, y F. heidensohn, Women and Crime.

4 véase corney a. Franklin, “eomen offenders, disparate treatment and criminal justice: a theo­
retical, historical and contemporary overview”, en Criminal Justice Studies, vol. 21, núm. 4 (dic. 2008). 

5 Ibid., pp. 342­343.
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más severamente que aquellas que eran halladas culpables con formas de desvia­
ción consideradas “más femeninas”.6 

el mismo estudio destaca que, hoy en día, incluso algunas políticas que han to­
mado en cuenta los hallazgos aportados desde la perspectiva de género, han teni­
do consecuencias negativas para las mujeres. entre dichas políticas destaca la 
guerra en contra de las drogas y cita diversos estudios que de manera consistente 
han mostrado la estrecha relación que existe entre los abusos físicos y sexuales 
padecidos por las mujeres y la mayor propensión a consumir drogas por parte de 
las mujeres como método de escape o de “alivio” frente a dichos abusos. así, por 
ejemplo, un estudio de chesney­lind y shelden, de 2004,7 argumenta que el sis­
tema de justicia es responsable de criminalizar las estrategias de supervivencia 
que estas mujeres utilizan en su intento de escapar a los abusos, siendo además 
frecuente que estas medidas tengan por consecuencia arraigarlas en una carrera 
delictiva. 

de igual modo, la guerra en contra de las drogas ha traído como una de sus 
consecuencias no deseadas el notable incremento de la población femenina en las 
prisiones, especialmente de mujeres pobres, madres solteras, migrantes o perte­
necientes a minorías étnicas, que se involucran en estos delitos por falta de alter­
nativas para poder sostener a sus hijos. a esta situación han contribuido las refor­
mas legales que han agravado de manera desproporcionada las penas para todos 
los hechos relacionados con drogas, lo que ha afectado a distribuidores callejeros 
o consumidores de pequeñas cantidades, muchas de ellas, mujeres.8

siguiendo con lo que una abundante literatura sobre el tema ha logrado docu­
mentar (véase bibliografía), una de las cuestiones más sorprendentes, y que mere­
ce la pena ser destacada, es la gran cantidad de similitudes que uno puede encon­
trar cuando se describen no sólo las problemáticas que enfrentan las mujeres que 
se encuentran privadas de su libertad en distintos países, sino también las grandes 
coincidencias que uno encuentra en el tipo de circunstancias que propician que las 
mujeres se involucren en conductas delictivas. estas coincidencias que, sobre todo, 
llaman la atención cuando se trata de regiones con niveles de vida tan distintos 
como los de europa y latinoamérica, por ejemplo, permiten sostener la pertinencia 
del enfoque de género que acierta cuando apunta al rol que desempeñan hombres 
y mujeres, a la diferente manera en que ambos son socializados y a las posiciones 
distintas que ocupan en la sociedad, lo que se manifiesta en las conductas delicti­
vas más allá y con independencia de las fronteras nacionales o regionales. 

6 Ibid., pp. 34­345.
7 citado en ibid.
8 Ibid., p. 352.
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aunque la extensión de este trabajo no nos permite referirnos con detalle a las 
numerosas coincidencias que encontramos en los estudios que documentan la si­
tuación de las mujeres delincuentes en distintos países y regiones (véase bibliogra­
fía), en los incisos siguientes abordaremos algunas de ellas con el propósito de 
ilustrar particularmente las coincidencias entre las mujeres que se encuentran pri­
vadas de su libertad por delitos relacionados con drogas. 

Mujeres presas en la Unión Europea

la unión europea llevó a cabo recientemente un estudio en seis países: Fran­
cia, alemania, Inglaterra, españa, Italia y hungría. el estudio tuvo como objetivo 
medir la eficacia de las políticas sociales y penitenciarias para promover la integra­
ción sociolaboral de las mujeres, particularmente una vez que ha concluido su es­
tancia en prisión. como punto de partida, el estudio señala que, en los países de la 
unión europea, la población femenina en prisión se ha incrementado en proporcio­
nes muy por encima que la de los varones. el estudio explica este fenómeno como 
resultado de una serie de factores que afectan más a las mujeres sujetas a proce­
sos de penalización. entre ellos: el desempleo creciente, el paro masivo que afecta 
más a los jóvenes, las mujeres y los sectores menos integrados, la precariedad la­
boral, la carencia de apoyos institucionales, la escasa educación, los problemas de 
vivienda, la carencia de ingresos, la desestructuración familiar, las familias mono­
parentales, la carencia de redes sociales, los procesos migratorios, el tráfico de 
drogas, la prostitución, la pertenencia a minorías étnicas, así como factores perso­
nales como son las variables críticas de edad y sexo, enfermedades, drogodepen­
dencias, violencia y malos tratos.9 

la premisa básica de dicho estudio es que la prisión se impone regularmente, y 
de manera desproporcionada, a los ya de por sí excluidos, premisa que no sólo es 
válida para la unión europea sino también para otras regiones, particularmente, 
latinoamérica. subrayan también que el género es un factor vital en la producción 
de formas de exclusión, por lo que el estudio se propuso mejorar la comprensión de 
los factores primarios de exclusión de las mujeres, los patrones que conforma esta 
exclusión así como los factores que determinan la exclusión secundaria desde la 
prisión y que impiden su adecuada reinserción en la sociedad. se propusieron, asi­
mismo, entender cómo la prisión impacta de diferente manera a las mujeres depen­
diendo del nivel y el tipo de exclusión primaria que hubieran sufrido.

9 véase european union, Women Integration after Prison: Analysis of the Processes of Socio-labor 
Integration of Women Prisioners in Europe, 2005, en <www.surt.org/mip> consulta: 11 de febrero de 
2011.
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los reportes de cada uno de los países europeos estudiados mencionan una y 
otra vez los factores más comunes entre las mujeres presas: la pobreza, el desem­
pleo, el ser madres solteras. En Alemania, por ejemplo, se pusieron de manifiesto 
los vínculos entre la carrera en el consumo de drogas desde muy jóvenes, la po­
breza, la violencia, la autoagresión y la falta de recursos. apuntan que las que es­
tán en mayor riesgo de iniciar una carrera en el consumo de drogas siendo jóve­
nes, son aquellas que tienen padres adictos, las que han sido abandonadas o 
quienes han padecido abusos sexuales. cabe destacar que, el promedio de las 
mujeres internas en prisión que consumen drogas en los países europeos estudia­
dos varía entre 60 y 80%.10 

otro factor común es la violencia doméstica sufrida previamente por las mujeres 
internas. el informe de Inglaterra señala, por ejemplo, que más de la mitad de las in­
ternas reportaron haber sufrido violencia doméstica y una de cada tres, abusos 
sexuales. los reportes de españa, Francia y hungría también destacan que las ex­
periencias de violencia severa habían marcado de manera decisiva la vida de las 
mujeres. muchas veces su carrera delictiva inicia cuando abandonan el hogar tras 
haber sufrido violencia física o sexual. de igual modo, otro rasgo característico son 
los lazos de dependencia que estas mujeres, que han sido objeto de abusos, esta­
blecen con su pareja; dependencia que las conduce a una carrera criminal en la 
cual muchas veces ellas participan para encubrirlos o como cómplices más o me­
nos voluntarias.

el estudio encuentra que los establecimientos penitenciarios exclusivos para 
mujeres poseen ventajas por encima de las unidades de mujeres que se encuen­
tran en las prisiones varoniles, pues los primeros permiten focalizar de manera más 
adecuada la atención a las necesidades específicas de las mujeres.

en cuanto a los hijos, sólo unas cuantas prisiones europeas cuentan con esta­
blecimientos para albergar a madres e hijos, con excepción de Francia donde 25 
cárceles ofrecen estos servicios. en alemania se permite que las mujeres salgan a 
sus casas los fines de semana para estar con su familia. En otros países se permi­
te que la mujer que tiene hijos pequeños tenga arresto domiciliario o participe en 
programas de liberación temprana. Ahora se discute que dichos beneficios no sólo 
tomen en cuenta a las mujeres que son madres, sino que también otras mujeres 
con necesidades específicas puedan acceder a ello.11 

en europa existen diferentes programas para preparar a las mujeres que van a 
quedar en libertad después de sentencias más o menos prolongadas, si bien las 
sentencias para mujeres suelen ser mucho más cortas que en américa latina. de 
hecho, la legislación penitenciaria europea está claramente orientada y ha estable­

10 Idem.
11 Idem.
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cido como misión: contribuir a la reintegración de las internas, específicamente, 
mediante programas de educación, entrenamiento, trabajo, preparación para la 
reintegración y desarrollo personal. 

Mujeres presas en México

en méxico, al igual que ha ocurrido en otras latitudes, si bien la proporción de 
mujeres presas ha permanecido estable desde hace más de dos décadas repre­
sentando poco menos de 5% del total de la población penitenciaria, esta población 
ha crecido a un ritmo más acelerado que la de los varones. esto es, mientras que 
la población de varones se incrementó casi en 40% durante la última década al pa­
sar, en números redondos, de 136 mil internos en 1999 a 225 mil en 2010, la po­
blación de mujeres prácticamente se duplicó durante el mismo periodo, al pasar de 
poco menos de 6 mil a más de 11 mil internas.12 

otro elemento también frecuente en méxico, como en otros países, es la mayor 
proporción de mujeres presas por delitos federales. en nuestro país, mientras que 
en 2010 23% de la población de varones estaba preso por delitos del fuero federal, 
35% de las mujeres se hallaba en esta condición, en su mayoría por delitos en con­
tra de la salud. como lo han destacado diversos estudios,13 el endurecimiento de las 
penas, el crecimiento de delitos calificados como graves, la duración de los proce­
sos judiciales, el abuso de la prisión preventiva y la falta de medidas alternativas, 
han propiciado la sobrepoblación de las prisiones, así como –añadimos– el deterio­
ro de las condiciones y la calidad de vida de los internos e internas, disminuyendo 
con ello las posibilidades de su adecuada reinserción a la sociedad. 

como resultado del incremento general que ha experimentado la población en 
establecimientos penitenciarios durante los últimos años, ha crecido también la pre­
sión por parte de los estados para que el gobierno federal se haga cargo de los in­
ternos e internas del fuero federal, pues mientras la población de este fuero era de 
54 mil internos e internas en 2010, las prisiones federales sólo alojaban a un total 
de 8 mil.14 el resto de los internos e internas del fuero federal se encuentran aloja­
dos en prisiones estatales, lo que ha generado no pocas tensiones y conflictos.

en este contexto se inscribe la construcción de nuevos centros penales federa­
les y la reconstrucción del ahora denominado complejo penitenciario multinivel de 
Islas Marías que, después del huracán que sufriera en 2006, estaba prácticamente 

12 datos de la secretaria de seguridad pública, 2010.
13 patricio patiño, Fundamentos históricos, situación actual y bases para un nuevo modelo de admi-

nistración penitenciario, méxico, 2009.
14 datos de la secretaría de seguridad pública, 2010.
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despoblado y abandonado. este establecimiento ha dejado de operar como una 
colonia penitenciaria donde los internos e internas podían ser trasladados junto con 
sus familias, para convertirse en una prisión “multinivel”, es decir, con poblaciones 
consideradas “de distintos niveles de riesgo”. de este modo, el gobierno federal se 
ha propuesto construir en la isla un ambicioso proyecto con varios campamentos o 
centros penitenciarios que hoy en día ya albergan a una población de cinco mil va­
rones y casi 300 mujeres. tanto los hombres como las mujeres han sido reciente­
mente trasladados desde distintos establecimientos penitenciarios de varios esta­
dos de la república.

las características de la población femenina interna en Islas marías a principios 
de 2011, en que tuve la oportunidad de efectuar una visita, son las siguientes:

la población es de 289 mujeres internas. en cuanto a su edad: 25% tiene entre 
21 y 30 años; 40% entre 31 y 40 años; 26% entre 41 y 50 años; 7% tiene entre 51 
y 60 años y 1% tiene 61 o más años. 

en cuanto a su estado civil: 40% son solteras; 35% vivían en unión libre; 18% 
son casadas; 3% divorciadas y 3% viudas. en promedio, la población de mujeres 
tiene 2.5 hijos. 

Por lo que se refiere a su escolaridad: 26% es analfabeta; 19% completó o cur­
só algún grado de la primaria; 39% de la secundaria; 13% del bachillerato y 3% ini­
ció una carrera universitaria.

De las mujeres, 94% se encuentran presas por delitos del fuero federal y 6% del 
fuero común. los delitos por los que se encuentran cumpliendo una sentencia, son: 
85% por delitos en contra de la salud; 7% por robo agravado o calificado; 3% por ho­
micidio; 2% por portación o acopio de armas y 1% por falsificación de moneda.

la duración de las sentencias que se encuentran cumpliendo es: 21% hasta de 
5 años; 55% de 5.1 a 10 años; 19% de 10.1 a 15 años y 5% de 15.1 o más años.

En cuanto al “nivel de riesgo”, las mujeres internas han sido clasificadas de la 
siguiente manera: 70% de riesgo medio; 17% bajo y 12% alto. respecto a sus con­
diciones de salud, 28% de las mujeres padece alguna enfermedad crónica. entre 
las más frecuentes se encuentran: hipertensión, diabetes, lumbalgia y asma.

cabe hacer notar que, al momento de efectuar la visita existía entre las mujeres 
un descontento importante debido a que tenían unos cuantos meses de haber sido 
trasladadas, las más de las veces en contra de su voluntad y como resultado de la 
presión que las autoridades de centros penitenciarios estatales habían ejercido 
para que las federales se hicieran cargo de la población bajo su resguardo. los 
otros dos motivos importantes de descontento eran: el hecho de que las mujeres 
habían perdido la oportunidad de que sus familias las visitaran, puesto que el cos­
to de hacerlo (ir hasta las Islas) está fuera de sus posibilidades, así como el hecho 
de que sólo les permitían hablar por teléfono con algún familiar durante 10 minutos 
cada 12 días, oportunidad que perdían si al momento de efectuar la llamada no lo­
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graban que les respondieran. de igual modo, y dado que el complejo penitenciario 
apenas está en construcción, todavía no contaba con un programa de actividades 
tanto laborales como educativas o de capacitación, que pudieran dar sentido al 
tiempo y cumplir con lo establecido por las normas respecto a los fines de la pena. 
las internas también reportaron que estaban sujetas a un régimen disciplinario con 
limitaciones y castigos excesivos, así como a malos tratos por parte del personal, 
lo que de ninguna manera podía justificarse, además de que todavía no se les ha­
bía proporcionado un reglamento de la institución donde pudieran consultar cuáles 
eran sus derechos y sus obligaciones. 

Historias de mujeres internas en Islas Marías

a continuación transcribo fragmentos de las historias de vida de algunas muje­
res internas en Islas marías que ilustran con nitidez los rasgos que, como hemos 
dicho, encontramos con tanta frecuencia entre las mujeres privadas de libertad.

 “soy elisa, tengo 7 meses aquí, yo vengo de aguascalientes.15 desde que me 
acuerdo, cuando tenía yo 6 años, nunca viví con mi mamá. Ella era alcohólica, yo 
era la mayor de 10 hermanos y fui una hija no deseada. mi abuela se hacía cargo 
de mí; mi mamá me maltrataba, me golpeaba y yo no me explicaba por qué. hasta 
que caí aquí me di cuenta que a ella también la golpeaba mi papá; ella era también 
víctima. Yo me junté con mi pareja a los 15 años y a los 16 tuve a mi primer hijo. 
me salí de mi casa para no tener que cuidar a mis hermanos y hacer la comida. 
luego mi pareja me engañó y siguió ese odio, ese rencor. cuando tenía ya 3 hijos, 
me empecé a drogar hasta que necesité hacerlo diario. mi mamá se enfermó y yo 
no iba a verla: no me interesaba, me interesaba más la droga para ahogar el dolor 
que yo sentía. Yo no lloraba ni quería que la gente me viera llorar; no les quería dar 
el gusto de verme llorar. Ya luego no me importaban ni mis hijos, ya no me ocupa­
ba de ellos ni de mí misma, vivía nada más por vivir, y entonces empecé a vender 
droga. Quería dejar la droga pero no podía y quería ir a un centro de rehabilitación, 
pero mi familia no me apoyaba. así seguí en la droga día y noche, hasta que caí 
aquí, junto con mi pareja, por vender droga. lo malo de estar aquí es que nuestros 
5 hijos se quedaron solos y aquí no hay apoyo de nadie que vaya a ver a nuestras 
familias ni tampoco ellos pueden venir porque no tienen dinero. aquí tampoco nos 
dejan convivir con nuestra pareja.”

“Yo soy juana, vengo del d.F. desde niña, vengo de una familia humilde, desin­
tegrada. mi padre era desobligado, no estaba con nosotros, sólo lo veía de vez en 
cuando. mi mamá era una persona frustrada, mi papá llegaba y la golpeaba y ella 

15 los nombres han sido cambiados para proteger la identidad de las informantes.
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empezó a descargar su violencia conmigo. no me dejaba hablar con ningún varón 
ni ir a ningún lado. me harté de la situación y me fui con una amiga, tuve un galán, 
salí embarazada, tuve un bebé precioso y regresé a mi casa, pero seguí sin llevar­
me bien con mi mamá. trabajé vendiendo rosas y luego tuve un puesto para ven­
der chácharas. me acusaron de que me robé cien pesos. mi mamá estaba enferma 
de cáncer y murió en ese mes que estuve en el reclusorio. luego salí, pero había 
perdido todo y me fui a vender lo que hubiera. mi hijo se había ido de la casa pero 
luego regresó y yo lo sostenía, pero ahí en la calle hay muchos vicios y volví a caer 
porque me gustaba el alcohol. me detuvo un policía y me empezó a dar una madri­
za y me dieron 4 años por romper el vidrio de la patrulla. salí y volví a ingresar por­
que me acusaron de robar un celular y entonces me dieron 8 años por ser reinci­
dente. Yo acepté venirme para acá porque me dijeron que a lo mejor aquí me 
podía casar, pero las cosas no son como nos las platicaron; todas venimos enga­
ñadas…”

“Yo soy lucía, vengo del d.F., y desde chiquita, mis papás me enseñaron a 
trabajar, me llevaban a vender flores artificiales, éramos una familia muy pobre. 
mi papá cayó en la cárcel, no teníamos apoyo de nadie y yo buscaba la comida 
para mis hermanos. mi mamá estaba muy enferma y no la podíamos atender. mis 
hermanos y yo nos quedamos solos y yo era la única que llevaba la casa. mi her­
mana se fue muy chica y los demás pedíamos limosna; íbamos a los basureros 
para poder comer. a mi papá lo encerraron porque lo acusaron de robar en una 
salchichonería. a mi mamá diosito nos la recogió y nos fuimos entonces para 
puebla. mi papá salió de la cárcel y nos hizo una casa de plástico; éramos para­
caidistas y sufríamos por el frío, las lluvias. a los 15 años me fui con el papá de 
mis hijos. él me humillaba, me golpeaba, me hacía cosas muy feas. Yo atendía a 
mi papá porque se quedó paralítico y entonces trabajaba yo en una casa. le pedí 
dinero prestado a mi patrona y no me lo dio; yo lo tomé porque las medicinas de 
mi papá eran muy caras y no las podíamos pagar. agarré el dinero y me acusaron 
de robo calificado.”

“Yo soy Gloria y vengo de mazatlán, de una familia muy humilde. mis padres me 
trataban muy mal, mi vida fue como la de un animalito: me he ido defendiendo 
como he podido. caí porque me fui en un camión para ayudar a una señora que 
traía una maleta. me agarraron los soldados, y como no conozco de leyes, me en­
cerraron 2 años allá y, de repente, me trajeron bruscamente para acá, no me deja­
ron traer ni un número de teléfono. mi familia no sabe ni cómo comunicarse conmi­
go, por eso me enfermé, por no saber de mis hijos, de mi familia. aquí no hago 
nada, sólo trato de sobrellevar la angustia y me pongo a leer la biblia. me dieron 10 
años por un kilo de mariguana; me echaron los años porque no sé de leyes y, como 
no hay dinero, los abogados no le mueven”.
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“Yo soy Beatriz y vengo de una familia disfuncional. mi madre era de oaxaca y 
mi padre de Guadalajara; ellos quedaron huérfanos. Fuimos 11 hermanos. mi pa­
dre era alcohólico, mi madre comerciante. había golpes, gritos, no nos golpeaban 
a nosotros, pero mi mamá también le daba a mi papá; se golpeaban y se insulta­
ban. mi papá era cargador en la merced y mi mamá vendía en tianguis. ellos por 
trabajar descuidaban a sus hijos, yo no los juzgo, pero, como era de las últimas, 
por la ausencia de mi madre me empezó a nacer una ausencia de personalidad 
porque no tenía ni la imagen paterna ni la materna. me casé con un hombre violen­
to que nos golpeaba a mí y a mis hijos. mi madre me decía que ésa era mi cruz, 
pero yo tenía mucho odio, ganas de vengarme de ese hombre que nos tenía ence­
rrados. luego me ofrecieron un trabajo de meter droga en los reclusorios y lo acep­
té porque odiaba a mi esposo… Ya llevo 7 años y medio en reclusión y he aprendi­
do a través de los cursos que es un círculo vicioso en el que uno se convierte de 
víctima en victimario. ahora soy responsable y no culpo ni a mis padres ni a mi es­
poso, me volví cristiana y eso me ha dado mucha paz, sin embargo, no entiendo 
quién tomó la decisión de traernos para acá y de separarnos de nuestros hijos. Yo 
no sé cuándo los voy a volver a ver…”

otra interna, que fue trasladada desde el estado de morelos y que se encuentra 
acusada por delitos en contra de la salud, señaló: “estoy pagando un error que co­
metí por hambre, por llevar el gasto a mi casa, por hacerme cargo de mi papá, de 
mis hijos. mi papá falleció y yo sigo aquí pagando un error…” 

todo parece indicar que, no obstante que las historias se repiten una y otra vez, 
y que en ellas existe un denominador común y repetitivo de miseria­violencia­aban­
dono­ en la infancia, seguido de más­miseria­más­violencia­y­más abandono en la 
vida adulta, circunstancias que en ocasiones se habrían querido paliar acudiendo 
al consumo de drogas, no obstante ello, decíamos, pareciera que las respuestas 
por parte del estado a estas circunstancias que las mujeres enfrentaron, habrían 
estado ausentes, salvo por la respuesta final, clara y contundente, del castigo y el 
encierro. esta respuesta, como veremos, ha sido auspiciada por la política en con­
tra de las drogas puesta en marcha tanto en nuestro país como en otros, con resul­
tados igualmente costosos y desafortunados.

Los efectos de la política contra las drogas en Latinoamérica

Un estudio reciente que la organización civil denominada Washington Office on 
latin américa llevó a cabo en ocho países latinoamericanos –argentina, Bolivia, 
Brasil, colombia, ecuador, méxico, perú y uruguay– tuvo por objeto analizar la po­
lítica contra las drogas en la región y el impacto que ha tenido en la sobrepoblación 
y el deterioro de las prisiones. entre las conclusiones a las que dicho estudio arri­
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bó, destaca el hecho de que, en todos los países, el énfasis en la imposición de 
sanciones penales ha dado lugar a un gran incremento en el número de personas 
encarceladas por delitos de drogas. sin embargo, la aplicación de leyes severas no 
ha sido solamente ineficaz para detener la producción, el tráfico y el consumo de 
sustancias ilícitas, sino que ha generado consecuencias negativas como la sobre­
carga de tribunales y cárceles, y el sufrimiento de decenas de miles de personas 
que se encuentran en prisión por delitos de drogas de muy poca cuantía. a ello hay que 
agregar que el peso de estas leyes ha recaído de manera desproporcionada sobre 
los sectores más vulnerables.16

del análisis que efectuaron de las legislaciones de la región destacan que, a pe­
sar de algunas diferencias, en general las leyes no distinguen entre niveles distin­
tos de involucramiento en el negocio, tratando igual a pequeños vendedores, mu­
las o transportistas que a grandes narcotraficantes, y no distinguen tampoco entre 
delitos violentos y no violentos. el resultado es que muchas personas quedan su­
jetas a penas máximas y muchas otras, aun sin haber cometido delitos graves o 
violentos, terminan en cárceles de máxima seguridad. asimismo, apuntan que la 
severidad de las actuales leyes de drogas ha contribuido de manera significativa al 
incremento de las tasas de encarcelamiento, al hacinamiento y a las deplorables 
condiciones en que viven los presos de la región. de hecho, durante el periodo en­
tre 1992 y 2007, la tasa de encarcelamiento aumentó, en promedio, más del 100% 
en los países que abarcó el estudio, al tiempo que las tasas por delitos de drogas 
continúan mostrando una línea ascendente en todos los casos.

de igual modo, el estudio destaca el abuso de la detención preventiva para los 
sospechosos de delitos relacionados con drogas, situación que con frecuencia se 
prolonga durante varios años. en cinco de los ocho países estudiados –entre ellos 
méxico–, la detención preventiva es inexcusable para los delitos relacionados con 
drogas, independientemente de si se trata de delitos mayores o menores. a ello se 
agrega que a este tipo de acusados se les niega la posibilidad de acceder a penas 
alternativas, como las que pueden tener los acusados por otros delitos, y también 
que la mayoría de los presos por delitos de drogas lo están por ofensas menores 
pagando, no obstante, penas desproporcionadamente elevadas.17 

el estudio muestra también preocupación por el incremento de la población fe­
menina acusada por delitos de drogas en la región. apunta que el fenómeno de las 
“mulas” se ha generalizado y ha pasado a formar parte de las dinámicas del narco­
tráfico, especialmente en las grandes ciudades.

16 Washington Office on Latina America (wola), Sistemas sobrecargados. Leyes de drogas y cárce-
les en América Latina, Washington, d. c., wola, 2010, p. 5.

17 Ibid., p. 6.
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el estudio concluye que las legislaciones de la región no sólo han demostrado 
su ineficacia para reducir el comercio de drogas, sino que, tal como se aplican, han 
resultado tremendamente injustas, puesto que han disparado la tasa de encarcela­
miento y han contribuido al hacinamiento y al deterioro de las condiciones de vida 
de internos que, en su gran mayoría, pertenecen a los sectores más débiles de la 
sociedad. Por ello, formula una serie de recomendaciones para modificar las leyes 
con el propósito de que, al mismo tiempo que promuevan la seguridad, protejan 
también los derechos humanos. estas recomendaciones son:

•	 Incorporar a la legislación penas alternativas al encarcelamiento para aque­
llos acusados por delitos de drogas menores, incluyendo la eliminación de 
las sanciones penales por la posesión para el uso personal.

•	 Asegurar la proporcionalidad en las penas distinguiendo entre: narcotráfico 
y otros delitos relacionados con drogas; delitos por droga de menor escala, 
alta o media; rango que ocupa la persona en las redes del narcotráfico; de­
litos violentos y no violentos, y tipos de drogas.

•	 suprimir las penas mínimas obligatorias.
•	 evitar la detención preventiva en el caso de delitos menores cometidos por 

delincuentes no violentos.
•	  aumentar los fondos gubernamentales para mejorar la infraestructura car­

celaria y las condiciones de vida de los internos.
•	 establecer para los sospechosos por delitos de drogas igualdad de acceso 

a los beneficios procesales y a las oportunidades de penas alternativas que 
se ofrecen a los involucrados en otro tipo de delitos.

•	 reorientar los esfuerzos de la aplicación de la ley dirigiéndoles contra las 
grandes redes de tráfico de droga y no en contra de consumidores, peque­
ños agricultores o “mulas”.

•	 considerar la aplicación de amnistías especiales, como el indulto, para las 
personas ya condenadas por delitos de drogas que hubieran recibido penas 
desproporcionadamente elevadas.18

El enfoque de reducción de daños

otro estudio menciona algunos de los errores más frecuentes de las políticas 
de control de drogas. a saber: 1) suponer que los sujetos “elijen” el uso de drogas, 
sin tomar en cuenta que dicha conducta puede depender de lazos y redes sociales 
en donde ocurre la venta y el consumo. 2) pensar que se trata de una “elección” 

18 Ibid., pp. 7­8.
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presupone erróneamente que todos los sujetos pueden visualizar y acceder a un 
futuro mejor que su vida presente. 3) la idea de la “elección” presupone una pauta 
de conciencia de riesgo que visualiza el que la ley se aplica de forma específica, 
imparcial y justa y con igual probabilidad de castigo a todas las personas que la in­
fringen, lo que en los hechos no ocurre y, 4) partir del supuesto de que el aumento 
en la penalidad cambiará la conducta de los sujetos.19

respecto al consumo de drogas que tiene lugar en las prisiones, el estudio des­
taca que las políticas de control de drogas en ese contexto favorecen un mercado 
negro que propicia los altos precios, las prácticas ilegales y la disponibilidad de 
sustancias de muy dudoso origen y calidad; se protegen los mercados de sustan­
cias legales análogas; se estigmatiza a los usuarios; aumenta la corrupción; se li­
mitan los procedimientos legales y otros servicios sociales a los usuarios y se cas­
tiga con mayor frecuencia a delincuentes menores que a los narcotraficantes. 
asimismo, otros problemas asociados al consumo de drogas en las prisiones son: 
un mayor número de muertes, urgencias e internos que inician el consumo; una al­
teración de las jerarquías institucionales por parte de los vendedores de drogas; 
conflictos por endeudamiento de los consumidores; riesgo de infección por Vih o 
hepatitis y riñas.20

el mismo estudio señala que la crítica desde la perspectiva de género de las 
prácticas tradicionales en salud ha llevado a que en distintos países se desarrollen 
intervenciones dirigidas a las mujeres internas bajo el enfoque de reducción de da­
ños, cuyo fin ha sido desarrollar habilidades cognitivo-conductuales de control so­
bre el consumo y la prevención de recaídas.

La filosofía del enfoque de reducción de daños, que ha sido empleada con éxito 
en diversos países, busca la minimización de los efectos adversos tanto del uso de 
drogas como de la prohibición de usarlas como una opción a la reducción del uso. 
las estrategias de reducción del daño tratan de minimizar los efectos negativos 
asociados al consumo y de contener las consecuencias sociales, económicas y ad­
versas a la salud y otros factores que afectan al individuo, a la comunidad y a la so­
ciedad. la prioridad fundamental de la reducción del daño es involucrar activamen­
te a los sujetos, llegar a los grupos y a la comunidad para mejorar sus necesidades 
de salud y seguridad. la reducción del daño es parte de una respuesta multidimen­
sional al abuso de sustancias e incluye información sobre la adicción, la prevención 
y el tratamiento.21 

19 maning, citado por martha romero, Mujeres en prisión y uso de sustancias, cuadernos del co­
lectivo por una política Integral hacia las drogas, núm. 2, méxico, cupihD, 2010, p. 5.

20 Idem.
21 Ibid., pp. 6-7.
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Conclusiones

el propósito de este trabajo ha sido mostrar que, lejos de lo que ocurría hace 
pocas décadas, hoy en día contamos con elementos suficientes, con una amplia li­
teratura que nos permite conocer los factores que se encuentran detrás de las con­
ductas delictivas que cometen las mujeres. 

Igualmente, hemos querido mostrar que las políticas en contra de las drogas, 
cuyos efectos han sido estudiados en distintos países, han ocasionado daños se­
veros y muy pocos beneficios, si es que los hay; por lo que un enfoque de costo/
beneficio y una política más racional, debería llevar a revisar nuestras normas y a 
proponer modificaciones como las que arriba se recomiendan. 

de igual modo, es urgente que el estado tome en cuenta lo que ya tantos estu­
dios han documentado una y otra vez, lo que lleva a las mujeres a cometer delitos 
y se dé a la tarea de establecer políticas y programas que atiendan de manera 
efectiva la violencia en contra de las mujeres y promuevan la equidad. los costos 
de no hacerlo no sólo tienen un impacto directo sobre las mujeres, sino que tienen 
múltiples efectos que provocan daños severos en sus familias, en su entorno y en 
la sociedad entera. 

asimismo, es necesario reforzar los programas que se dirigen a la prevención, 
la atención y la rehabilitación de las personas consumidoras, haciendo hincapié en 
la necesidad de diseñar programas específicos para las mujeres, puesto que el 
consumo tiene en hombres y mujeres motivaciones y características distintas que 
deben ser tomadas en cuenta, pues, de otro modo, carecerán de eficacia.
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ProPuestas Para un sisteMa Penitenciario 
con PersPectiva de género

Corina Giacomello

el sistema penitenciario mexicano se encuentra en una etapa de reconstrucción 
que abarca el plano legislativo, la coordinación y el uso de los espacios, la distribu­
ción de la población penitenciaria y la formación del corpus profesional responsa­
ble de manejarlo.

los ejes que orientan la reorganización del sistema penitenciario nacional son 
la reforma judicial de 2008 y la ley General del sistema nacional de seguridad pú­
blica (lgsnsp): los puntos relevantes plantean la exigencia de una nueva legisla­
ción en materia de ejecución de sentencias y reinserción social que sustituya la ac­
tual ley de normas mínimas sobre readaptación social de sentenciados, la 
creación de nuevos centros para una mejor distribución de la población penitencia­
ria de acuerdo con el tipo de delito (fuero federal, fuero común o delincuencia orga­
nizada) y el grado de peligrosidad (mínima, mediana o máxima) del delincuente y 
la formación y la profesionalización del personal mediante la academia nacional de 
administración penitenciaria (anap).

El primer marco opera esencialmente en términos procesales; las modificacio­
nes aportadas a la constitución política de los estados unidos mexicanos estable­
cen, entre otras cosas, la oralidad del proceso penal y su carácter acusatorio (ar­
tículo 20), la presunción de inocencia y, en términos generales, un enfoque más 
garantista y respetuoso de los derechos de las y los inculpados, procesados, sen­
tenciados y de las víctimas del delito. esta modernización del sistema de procura­
ción e impartición de justicia queda plasmada paralelamente a una mayor severi­
dad en materia de delincuencia organizada (artículo 18) y la elevación de la figura 
del arraigo al nivel constitucional (artículo 16). 
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con la lgsnsp se establece la conferencia nacional del sistema penitenciario, 
que se define como “el órgano de análisis, difusión e instrumentación de la política 
pública en materia penitenciaria” (artículo 5 del estatuto de la conferencia nacio­
nal del sistema penitenciario) y uno de sus objetivos es impulsar la coordinación 
del sistema nacional penitenciario (artículo 31 de la lgsnsp). la cooperación en­
tre las distintas instancias de gobierno se fomenta mediante la posibilidad de esta­
blecer convenios entre la federación, las entidades federativas y el distrito Federal 
para que las personas sentenciadas por delitos de su competencia extingan las pe­
nas en centros penitenciarios de una jurisdicción diversa (artículo 18 de la consti­
tución); el diseño de los criterios a seguir para el establecimiento de dichos conve­
nios es responsabilidad de la conferencia nacional penitenciaria (artículo 31 de la 
lgsnsp). 

las acciones de reestructuración de la infraestructura del sistema penitenciario 
y de su funcionamiento con miras a alcanzar la reinserción del o de la delincuente 
son parte del ámbito de competencia de la secretaría de seguridad pública Fede­
ral (ssp) y están plasmadas en la estrategia penitenciaria 2008­2012.1 

la dimensión estrictamente legislativa en materia de ejecución de penas y rein­
serción social se realiza en el congreso de la unión mediante la promulgación de 
una nueva ley que sustituya la ley de normas mínimas sobre readaptación social 
de sentenciados actualmente vigente; el término para ello vence el 17 de junio de 
2011.

cabe preguntarse: en medio de estas transformaciones, ¿dónde están situadas 
las mujeres en reclusión?, ¿son contempladas?, y en caso afirmativo, ¿de qué ma­
nera?, ¿la restructuración del sistema penitenciario –crónicamente indiferente ante 
las cuestiones de género– tiene perspectiva de género?

para contestar estas preguntas, me propongo explorar los siguientes puntos: 
primero, introducir el tema de mujeres en reclusión, destacando aquellos aspectos 
que comparten los países de américa latina y méxico; posteriormente, exponer los 
marcos orientativos y regulatorios internacionales e interamericanos en materia pe­
nitenciaria, con perspectiva de género. Finalmente, analizar el sistema penitencia­
rio en méxico y la legislación vigente, para entender desde una perspectiva más 
amplia, dónde está situado méxico en términos de género y prisión.

ello con el objetivo de realizar propuestas de puntos que deberían ser incluidos 
en la nueva legislación en la materia, para garantizar la equidad de género en re­
clusión. 

1 subsecretaría del sistema penitenciario Federal de la secretaría de seguridad pública, Estrategia 
penitenciaria 2008-2012, ciudad de méxico, ssp, 2010. 
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Mujeres y reclusión en América Latina y México

antes de adentrarme en el tema de este apartado, presento unas cifras sobre 
prisión retomados de la World Female Imprisonment list y la World prison popula­
tion list (8ª ed.);2 los dos textos nos otorgan una perspectiva mundial que permite 
rebasar las dificultades con las que se encuentra la persona interesada en propo­
ner una visión basada en datos estadísticos fidedignos, pues acontece con fre­
cuencia que existan ligeras diferencias entre los datos presentados por las distintas 
fuentes consultadas; este punto emergerá con claridad cuando exponga la informa­
ción de acceso público en méxico. a ello se añade la ceguera de género que suele 
acompañar la producción de los datos, sobre todo en aquellos ámbitos en los que 
las mujeres tienen una presencia minoritaria. 

la población mundial penitenciaria total es de aproximadamente diez millones 
de personas (10.65 millones, contando las personas en “detención administrativa” 
de china). la tasa mundial es de 157 internos por cien mil habitantes. estados uni­
dos tiene la tasa de población penitenciaria más alta a escala mundial: 743 internos 
por cien mil habitantes (2 293 157 prisioneros). en los países del caribe la tasa 
promedio es de 324.5, en sudamérica 154; la tasa en méxico es de 204; todo ello 
indicaría que en el continente americano hay un alto uso de la prisión como medi­
da preventiva y punitiva. 

En 2006, la población femenil en prisión en el plano mundial era en promedio 
4.3% de la población penitenciaria total. más de quinientas mil mujeres (entre ma­
yores y menores de edad) se encontraban en instituciones penales en el mundo, 
en prisión preventiva o en calidad de sentenciadas. una tercera parte se encontra­
ba en estados unidos (183 400), seguidos por china (71 280 más aquellas en pri­
sión preventiva o “detención administrativa”), la Federación rusa (55 400) y tailan­
dia (28 450). 

en 80% de los sistemas penitenciarios, la población femenil constituye entre 2 
y 9% de la población penitenciaria total, con las siguientes variaciones continenta­
les: en los países africanos la población penitenciaria femenil es 2.65% del total, en 
el continente americano 5.3% y en asia 5.4%. en europa las mujeres en reclusión 
representan 4.4% y en oceanía 4.3%. 

Las mujeres privadas de su libertad representan en promedio 6% de la pobla­
ción penitenciaria total en la región latinoamericana.3 entre los países encontramos 
variaciones que oscilan desde los casos con más población penitenciaria femenil 

2 Roy Walmsley, “World Prison List”, 2009, y “World Female Imprisonment List”, 2006, <http://www.
kcl.ac.uk>. 

3 maría noel rodríguez, “mujer y cárcel en américa latina”, 2004, <http://www.dplf.org>; r. Walms­
ley, “World prison list”, en op. cit. 
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(Bolivia, con 12% y ecuador con 9.8%) hasta honduras y países caribeños con 
porcentajes alrededor de 3%. si bien méxico es uno de los países con más pobla­
ción femenil en prisión en términos absolutos (10 204 en septiembre de 2010),4 es 
de los que tiene uno de los porcentajes más bajos de la región (4.57%).

la situación de las mujeres en reclusión y las características de las mujeres pri­
vadas de su libertad siguen tendencias que se repiten a lo largo de la región. en 
términos generales, los sistemas penitenciarios sufren deficiencias estructurales y 
organizativas parecidas, fruto de las políticas punitivas mismas; hay un alto uso de 
la prisión como medida preventiva y punitiva, lo cual desemboca en un aumento de 
la tasa de encarcelamiento que ha crecido de manera generalizada en toda la re­
gión, agravando el nivel de hacinamiento de los centros penitenciarios.5

al problema del hacinamiento se agregan aquellos elementos que caracterizan 
de manera crónica el sistema penitenciario desde sus orígenes: falta de infraes­
tructura, personal –y escasa capacitación del mismo–, presupuesto y programas 
de reinserción, violencia, corrupción, riñas, tráfico de de drogas, autogobierno, dis­
criminación de la población en reclusión, condiciones insalubres y alimentos insu­
ficientes y de mala calidad, falta de oportunidades educativas y laborales, carencia 
de atención a la salud, altos niveles de prisionalización que abarcan todas las per­
sonas relacionadas con el mundo penitenciario (población en reclusión, el personal 
y los familiares) y una insuficiente implementación de medidas alternativas que 
desahoguen la presión que sufre el sistema penitenciario y permitan un mejor fun­
cionamiento del mismo.

estos achaques del sistema no son nuevos, más bien fueron diagnosticados y 
han evolucionado desde que la prisión se convirtió en el sistema punitivo par exce-
llence.6 Pese a que cambian los nombres que definen la estancia en prisión (casti­
go, corrección, readaptación, reinserción, etc.), los niveles de seguridad, la distri­
bución geográfica y las características de la población de acuerdo con el tipo de 
delito y de sentencia, la prisión no se modifica. 

Igualmente, las mujeres han sido sometidas a un tipo distinto de castigo, más 
agudo y simultáneamente más invisible, por ser consecuencia de un sistema pa­

4 este dato es de la secretaría de seguridad pública Federal (ssp), corresponde a septiembre de 
2010 y no es público. al igual que otras estadísticas de esta dependencia, me fue proporcionado por la 
dirección General de la transversalización de la perspectiva de Género del Instituto nacional de las 
mujeres (Inmujeres), a la que agradezco por su disponibilidad y cooperación con mi trabajo.

5 m. noel rodríguez, “mujer y cárcel en...”, en op. cit. 
6 michel Foucault, Vigilar y castigar. Nacimiento de la prisión, 33a. ed., méxico, siglo XXI, 2004; 

john howard, El estado de las prisiones en Inglaterra y Gales, méxico, fce, 2003; dario melossi y mas­
simo pavarini, Cárcel y fábrica. Los orígenes del sistema penitenciario (siglos xvi-xix), 6a. ed., México, 
siglo XXI, 2008.
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triarcal que oculta la diferencia entre hombres y mujeres, y la asimetría de sus mu­
tuas relaciones atrás del discurso universalista de la dominación masculina.7

de los estudios consultados8 se desprende una serie de constantes que carac­
terizan la situación de las mujeres privadas de su libertad.

El perfil es el de la mujer que procede de un contexto de marginación primario; 
estadísticas sobre méxico9 ilustran que las mujeres en reclusión son predominan­
temente jóvenes entre los 18 y los 35 años, procedentes de niveles socioeconómi­
cos bajos o muy bajos y de hogares violentos y desintegrados, cuyos miembros en 
30% de los casos tienen antecedentes penales. de ellas, 51.2% ha sufrido abuso 
sexual, 40% ha vivido parte de sus vidas en las calles y ha ingresado al mercado 
laboral en forma temprana, entre los 8 y los 14 años. En general, manifiestan pro­
blemas de autoestima, vínculos afectivos problemáticos, expulsiones tempranas 
del hogar, parejas violentas con problemas de adicciones que las explotan laboral 

7 elizabeth almeda, Corregir y castigar; el ayer y hoy de las cárceles de mujeres, Barcelona, edicio­
nes Bellaterra, 2002; pierre Bourdieu, Il dominio maschile, milán, Feltrinelli, 1998; Françoise héritier, 
Masculino/Femenino II. Disolver la jerarquía, méxico, fce, 2008; marcela lagarde de los ríos, Los cau-
tiverios de las mujeres: madresposas, monjas, putas, presas y locas, 2a. reimp., méxico, unaM, 2003; 
susana velásquez, Violencias cotidianas, violencias de género, Buenos aires, paidós, 2003. 

8 carmen antony, “mujeres invisibles: las cárceles femeninas en américa latina”, Revista Nueva 
Sociedad, núm. 208, marzo­abril (2007), <http://www.nuso.org>; elena azaola, El delito de ser mujer, 
méxico, plaza y valdés, ciesas, 1996; Elena Azaola y Cristina J. Yacamán, Las mujeres olvidadas, mé­
xico, cnDh, el colegio de méxico, 1994; marcela Briseño lópez, Garantizando los derechos humanos 
de las mujeres en reclusión, méxico, Inmujeres, pnuD, 2006; Irma Cavazos Ortiz, Mujer, etiqueta y cár-
cel, méxico, uaM, Inacipe, 2005; cejil, Mujeres privadas de libertad. Informe regional Argentina, Bolivia, 
Chile, Paraguay, Uruguay, 2006, <http://www.cladem.org>; rosa del olmo, Criminalidad y criminaliza-
ción de la mujer en la región andina, caracas, nueva sociedad, 1998; corina Giacomello y elena mar­
garita espinosa morales, “discriminación a personas reclusas y exreclusas con perspectiva de género”, 
2006, <http://www.conapred.org.mx>; olga espinoza mavila, “mujeres presas en Brasil, una aproxima­
ción”, 2004, <http://www.dplf.org>; rosalva aída hernández castillo (coord.), Bajo la sombra del Gua-
múchil. Historias de vida de mujeres indígenas y campesinas en prisión, méxico, ciesas, iwgia, ore­me­
dia, 2010; Instituto de la mujer para el estado de morelos, Memoria de la impartición de 9 cursos-talleres 
sobre el tema de: derechos humanos de las mujeres, méxico, Instituto de la mujer para el estado de mo­
relos, Inmujeres, 2009; Instituto veracruzano de las mujeres, El estudio de personalidad aplicado a mu-
jeres privadas de su libertad a la luz de los estándares en materia de debido proceso con perspectiva 
de género, veracruz, méxico, Instituto veracruzano de las mujeres, 2008; Instituto nacional de las mu­
jeres (Inmujeres), Niños y niñas invisibles: hijos e hijas de mujeres reclusas, méxico, Inmujeres, 2002; 
Florizelle o’ connor, Administración de justicia. Estado de derecho y democracia, 2004, <http://www.
unifem.org.mx>; martha romero mendoza (coord.), Mujeres en prisión: una mirada a la salud mental, 
incape, 2004. 

9 e. azaola, El delito de ser mujer; e. azaola y c. j. Yacamán, Las mujeres olvidadas; m. Briseño 
lópez, Garantizando los derechos...; r. a. hernández castillo, Bajo la sombra del Guamuchil...; Inmu­
jeres, Niños y niñas invisibles...; Instituto de la mujer para el estado de morelos, Memoria de la imparti-
ción...; m. romero mendoza, Mujeres en prisión...
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y sexualmente, y embarazos adolescentes; de hecho, 96% son madres cabezas de 
familia y 13% tienen a sus hijos en prisión. 

lo anterior no quiere decir que no se encuentren mujeres con alto potencial ad­
quisitivo y educativo, procedentes de una condición socioeconómica y familiar más 
estable; sin embargo, constituyen una excepción.

respecto a los delitos cometidos se observan también tendencias comunes; 
desde los años noventa del siglo xx se ha registrado un crecimiento constante de 
la población femenil en reclusión superior a la tasa general; entre 1990 y 2001 la 
población femenil en reclusión de argentina creció 205%.10 en méxico, datos de la 
United Nations Office on Drugs and Crime (unoDc) y de la ssp11 muestran que en­
tre 1995 y 2010 el número de mujeres procesadas o sentenciada ha crecido 200% 
aproximadamente.

la participación de las mujeres en actividades delictivas predomina en delitos 
relacionados con drogas, sobre todo en la modalidad de venta al pormenor, y en 
delitos contra la propiedad; también estos últimos pueden estar motivados por 
cuestiones de drogas. En 2002-2003, 63.3% de la población penitenciaria femenil 
en costa rica estaba presa por delitos contra la salud; las mujeres encontradas 
responsables de delitos relacionados con drogas representaba 26% de las mujeres 
en reclusión en Guatemala, 45% en el salvador, 59% en honduras y 44.3% en ni­
caragua. En Venezuela, las mujeres representan 6.2% de la población penitencia­
ria total y, a partir de los años noventa, más de 70% de las mujeres privadas de su 
libertad están relacionadas con delitos de drogas. 

en el caso de ecuador, los delitos de droga son la causa principal de encarce­
lamiento; 21.2% es cometido por mujeres y son en los que tienen la mayor partici­
pación, seguidos por delitos de la administración pública. en 1982, 18.5% de las 
mujeres estaba presa por delitos relacionados con drogas; ese porcentaje ha au­
mentado hasta el actual 75%.12 

Generalmente, los delitos contra la salud son los más penados y sin acceso a 
beneficios de preliberación en ciertas modalidades.13

10 cejil, Mujeres privadas de libertad... 
11 unoDc, “united nations survey of crime trends and operations of criminal justice system”, pe­

riodo 1990­2002, <http://www.unodc.org>; ssp, septiembre de 2010. 
12 c. antony, “mujeres invisibles: las cárceles...”, en op. cit.; rosa del olmo, Reclusión de mujeres 

por delitos de drogas. Reflexiones Iniciales, 1996, <http://www.cicad.oas.org>; m. noel rodríguez, “mu­
jer y cárcel en...”, en op. cit.; andreina Isabel torres angraita, Drogas y criminalidad femenina en Ecua-
dor: el amor en la experiencia de las mulas, Quito, flacso sede ecuador, 2007.

13 m. Briseño lópez, Garantizando los derechos...; a. I. torres angraita, Drogas y criminalidad fe-
menina...; Brígida renoldi, Narcotráfico y justicia en Argentina. La autoridad de lo escrito en el juicio 
oral, Buenos Aires, Antropofagia, 2008. Para el caso de México, véase los artículos del 193 al 196 del 
código penal Federal (cpf), del 474 al 479 de la ley General de salud (lgs) y los artículos 84 y 85 del 
cpf. 
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la mayoría de las mujeres acusadas de delitos relacionados con drogas se in­
volucra en las redes del narcotráfico cumpliendo funciones determinadas por el gé­
nero y por la condición de marginación que las caracteriza desde antes de su invo­
lucramiento en actividades delictivas. 

suelen tener una participación minoritaria en las organizaciones dedicadas a la 
delincuencia organizada en general, y, por lo que concierne a américa latina, en el 
tráfico de estupefacientes, es la principal actividad del crimen organizado en el 
continente;14 en la mayoría de los casos el papel de las mujeres en el tráfico de 
drogas se reduce a funciones secundarias, que son también las más expuestas, 
empleándose predominantemente en el transporte local, nacional o internacional 
(aunque este último es operado predominantemente por hombres), la venta al me­
nudeo y la introducción de drogas a centros de reclusión, como empacadoras y en 
actividades colaterales, actuando, por ejemplo, como receptoras del dinero, pres­
tanombres y mensajeras.15 

el género opera como factor explicativo y originario de la incursión de las muje­
res a las actividades criminales en dos sentidos: por un lado, porque las mujeres se 
involucran generalmente mediante un hombre (hijo, pareja, cuñado, etc.), con dis­
tintos grados de conocimiento de la actividad a realizarse y consentimiento de la 
misma, llegando al caso extremo de aquellas que son engañadas o incluso acusa­
das por la pareja con la finalidad de hacer recaer la responsabilidad sobre ella.16 

por otro lado, se involucran en aquellas actividades que les permiten cumplir 
con sus papeles tradicionales de género asociados con la maternidad y, sobretodo, 
con el ejercicio de la misma sin una pareja al lado que contribuya al mantenimiento 
de los hijos. de acuerdo con el Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe 
2010 de la comisión económica para américa latina y el caribe (cepal),17 entre 
75 y 92% de los núcleos monoparentales son de jefatura exclusivamente femenina, 
lo cual significa que los hijos son responsabilidad de la madre, quien buscará la 

14 dirección nacional de estupefacientes (Dne) (et al.), Las mulas del eje cafetero, 2002, <http://
www.unodc.org>; unoDc, The Globalization of Crime. A Transnational Organized Crime Threat As-
sessment, 2010; La amenaza del narcotráfico en América, 2008; unoDc y theodore leggett, Crimen y 
desarrollo en Centro América. Atrapados en una encrucijada, 2007, <http://www.unodc.org>. 

15 o. espinoza mavila, “mujeres presas en Brasil...”, en op. cit.; corina Giacomello y paola lilian 
ovalle, “la mujer en el ‘narcomundo’. construcciones tradicionales y alternativas del sujeto femenino”, 
La ventana, vol. III, núm. 24, México, Universidad de Guadalajara, diciembre 2006; A. I. Torres Angrai­
ta, Drogas y ciminalidad femenina... 

16 cDhDf, Diagnóstico Interinstitucional del sistema penitenciario del Distrito Federal, méxico, cDhDf, 
2002; c. Giacomello, Rompiendo la zona del silencio; testimonios sobre el penal de máxima seguridad 
el Altiplano, antes La Palma, Bogotá, ediciones dipon, ediciones Gato azul, 2007 y c. Giacomello, Los 
secretos de Almoloya. El testimonio de una mujer recluida en un penal de máxima seguridad, méxico, 
debate, 2009; Inmujeres, Niños y niñas invisibles... 

17 cepal, Anuario estadístico de América Latina y el Caribe, 2010a, <http://elcac.cl>. 
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manera de satisfacer las necesidades económicas y, al mismo tiempo, las consig­
nas de género que le corresponden como mujer responsable de la prole.

las modalidades de venta al menudeo e introducción de drogas a centros de 
reclusión (una actividad que en méxico es ejercida casi exclusivamente por muje­
res, llamadas, en el distrito Federal, “aguacateras”, ya que el bulto que contiene las 
drogas y que se insertan por vía vaginal se parece a un aguacate en tamaño y for­
ma), por ejemplo, son funcionales para el cumplimiento del papel de madre soltera 
y proveedora. 

Cuando de traficar drogas se trata, parecería que las mujeres penetran la dimen­
sión delictiva cumpliendo hasta sus últimas consecuencias, más que transgredien­
do, los papeles sociales que les son socialmente asignados, en lo específico el que 
queda resumido en el concepto de marcela lagarde de madresposa:18 “desde el na­
cimiento y aun antes, las mujeres forman parte de una historia que las conforma 
como madres y esposas. la maternidad y la conyugalidad son las esferas vitales 
que organizan y conforman los modos de vida femeninos, independientemente de la 
edad, de la clase social, de la definición nacional, religiosa o política de las mujeres.”

la opresión de género que padecen las mujeres en la región tiene matices cul­
turales, económicos y en términos de políticas públicas. los tres emergen en el 
funcionamiento del sistema penitenciario en relación con el género. 

en términos generales, cuando analizamos el sistema penitenciario con pers­
pectiva de género emergen las siguientes características: en primer lugar, se regis­
tra una insuficiencia de centros para mujeres, lo cual implica que sean alojadas en 
anexos de los centros varoniles. 

La falta de espacios suele justificarse con el argumento de que sería muy cos­
toso abrir centros para mujeres, siendo la población femenil muy reducida. no obs­
tante, la convivencia de hombres y mujeres tiene costos que son comunes a los 
sistemas penitenciarios de la región latinoamericana: uno de ellos es la ausencia 
de un servicio médico exclusivo para las mujeres y que atienda las necesidades 
propias de su género. además, la cercanía de las instalaciones fomenta la prosti­
tución y que las mujeres se desempeñen como empleadas de los varones, coci­
nando y lavando ropa principalmente. 

La falta de una atención específica agudiza la discriminación y la exclusión de 
las mujeres de los ya de por sí escasos programas de reinserción que existen en 
los penales; asimismo, fomenta la preservación de los atributos de género tradicio­
nales, puesto que las actividades laborales y de capacitación que predominan en 
los centros femeniles son el bordado, la cocina, la costura, la belleza y las arte­
sanías.19

18 m. lagarde de los ríos, Los cautiverios de las mujeres..., p. 349. 
19 m. Briseño lópez, Garantizando los derechos... 
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Los elementos estructurales deficientes del sistema penitenciario (insuficiencia 
de centros para mujeres in primis) se suman a circunstancias propias de las muje­
res en reclusión, que reciben una triple sanción: en primer lugar, por ser mujeres 
en un sistema diseñado para hombres y de por sí plagado de irregularidades. a 
ésta se agregan las discriminaciones de tipo social e institucional determinadas por 
el género: ser mujeres que delinquieron (o fueron acusadas de) tiene dos implica­
ciones; de cada una se desprende un factor de discriminación. cuando la mujer se 
encuentra en prisión, a la sanción penal se suma una sentencia moral que se ejem­
plifica mediante el abandono; los controles sociales informales, permeados de 
creencias de género, no perdonan a la mujer que delinque y el abandono es parte 
del castigo que se merece pagar.20 

las mujeres no suelen abandonar al hombre que está en prisión, lo que se re­
fleja en las largas filas que se forman en los reclusorios varoniles en los días de vi­
sita. las madres, las esposas y las novias anulan su vida convirtiéndose en lo que 
se puede llamar “población penitenciaria externa”, pues la distribución de sus acti­
vidades económicas, del manejo del tiempo, del cuerpo, de la crianza de los hijos y 
de su relación con su mundo inmediato, es decir, su identidad social y personal, se 
reconstruye a partir de la detención del esposo y del penal donde está recluido. en 
cambio, en el caso de las mujeres, éstas suelen ser abandonadas por su pareja.21

el abandono, entonces, es la segunda forma de discriminación. la tercera for­
ma de discriminación acumulada que sufre la mujer en reclusión también se deriva 
de las creencias acerca de lo que una buena mujer (es decir, una buena madres-
posa) debe y no debe hacer, y que se manifiestan en prisión mediante la imple­
mentación de un régimen interno más rígido que el que rige los centros varoniles, 
sobre todo respecto al ejercicio de la sexualidad mediante el otorgamiento del de­
recho de la visita íntima, más irrestricto y permeabilizado por prácticas corruptas en 
los centros varoniles y más controlado y obstaculizado en los femeniles.22 

los puntos expuestos son consideraciones generales que resumen las proble­
máticas principales que afectan a las mujeres en reclusión; adentro de cada país 
habrá variaciones dependientes de la legislación sobre la materia, su aplicación y 
el funcionamiento real del sistema penitenciario. por ejemplo, en relación con la vi­
sita íntima, méxico presenta una amplia variedad: desde el caso del distrito Fede­
ral, donde se autoriza la visita íntima entre mujeres, así como el matrimonio entre 

20 c. antony, “mujeres invisibles: las cárceles...”, en op. cit.; e. azaola, El delito de ser mujer; e. 
azaola y c. j. Yacamán, Las mujeres olvidadas; m. Briseño lópez, Garantizando los derechos...; I. ca­
vazos ortiz, Mujer, etiqueta y cárcel; m. noel rodríguez, “mujer y cárcel en...”, en op. cit.

21 e. azaola y c. j. Yacamán, Las mujeres olvidadas; e. m. espinosa y c. Giacomello, “discrimina­
ción a personas reclusas...”, en op. cit.; c. Giacomello, Rompiendo la zona del... 

22 c. antony, “mujeres invisibles: las cárceles...”, en op. cit.; cejil, Mujeres privadas de libertad...; 
m. noel rodríguez, “mujer y cárcel en...”, en op. cit.
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personas del mismo sexo, hasta las realidades de los penales de provincia, carac­
terizadas por políticas más severas que ponen mayores restricciones para la visita 
íntima a las mujeres bajo el argumento de que “los hombres no se prostituyen” y, 
por ende, se les permite con mayor facilidad cambiar de pareja sentimental. 

Para concluir, podemos afirmar que parecería existir un continuum entre la con­
dición de las mujeres, la elección de la opción ilegal –o el involucramiento median­
te el engaño o la inducción a la misma– y el funcionamiento del aparato punitivo. la 
subordinación y la inferiorización crónica de las mujeres en las sociedades latinoa­
mericanas, incluyendo la mexicana,23 se encuentran magnificadas en el sistema 
penitenciario por las características propias de la relación que se establece entre 
género y reclusión. 

El género en los textos internacionales sobre personas en reclusión

el texto de referencia principal para trazar las directrices del sistema penitencia­
rio ha sido las “reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos” de la organi­
zación de las naciones unidas. a partir de su aprobación en 1955, han surgido 
otros textos que amplían o complementan los principios sugeridos en el texto pri­
mogénito: el “conjunto de principios para la protección de todas las personas so­
metidas a cualquier forma de detención o prisión” (1988), los “principios Básicos 
para el tratamiento de reclusos” (1990) y el “protocolo Facultativo de la conven­
ción contra la tortura y otros tratos o penas crueles, Inhumanos o degradantes” 
(2002).

Las mujeres aparecen de manera específica en los siguientes artículos de las 
reglas mínimas: 

art. 8. los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en 
diferentes establecimientos o en diferentes secciones dentro de los establecimien­
tos, según su sexo y edad, sus antecedentes, los motivos de su detención y el tra­
to que corresponda aplicarles. es decir que: a) los hombres y las mujeres deberán 
ser recluidos, hasta donde fuere posible, en establecimientos diferentes; en un es­
tablecimiento en el que se reciban hombres y mujeres, el conjunto de locales des­

23 norma Blazquez Graf, El retorno de las brujas. Conocimientos, aportaciones y críticas de las mu-
jeres a la Ciencia, méxico, ceiich, unaM, 2008; cepal, Anuario estadístico de América...; cepal, Pano-
rama Social de América Latina 2010, 2010 b), <http://www.elcac.cl>; adriana ortiz­ortega, Poder, mu-
jeres y liderazgo: guía incluyente en un contexto global, monterrey, Instituto estatal de las mujeres de 
nuevo león, 2009; Fondo de desarrollo de las naciones unidas para la mujer (unifeM), “el progreso de 
las mujeres en el mundo 2008/2009”, agosto de 2009, <http://www.unifem.org>; s. velásquez, Violen-
cias cotidianas, violencias...
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tinado a las mujeres deberá estar completamente separado; b) los detenidos en 
prisión preventiva deberán ser separados de los que están cumpliendo condena; c) 
las personas presas por deudas y los demás condenados a alguna forma de pri­
sión por razones civiles deberán ser separadas de los detenidos por infracción pe­
nal; d) los detenidos jóvenes deberán ser separados de los adultos.

art. 23. 1) en los establecimientos para mujeres deben existir instalaciones es­
peciales para el tratamiento de las reclusas embarazadas, de las que acaban de 
dar a luz y de las convalecientes. hasta donde sea posible, se tomarán medidas 
para que el parto se verifique en un hospital civil. Si el niño nace en el estableci­
miento, no deberá hacerse constar este hecho en su partida de nacimiento. 2) 
cuando se permita a las madres reclusas conservar su niño, deberán tomarse dis­
posiciones para organizar una guardería infantil, con personal calificado, donde es­
tarán los niños cuando no se hallen atendidos por sus madres. 

art. 53. 1) en los establecimientos mixtos, la sección de mujeres estará bajo la 
dirección de un funcionario femenino responsable, que guardará todas las llaves 
de dicha sección del establecimiento. 2) ningún funcionario del sexo masculino pe­
netrará en la sección femenina sin ir acompañado de un miembro femenino del per­
sonal. 3) la vigilancia de las reclusas será ejercida exclusivamente por funciona­
rios femeninos. sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del sexo masculino, 
especialmente los médicos y personal de enseñanza, desempeñen sus funciones 
profesionales en establecimientos o secciones reservados para mujeres. 

la convención americana sobre derechos humanos, conocida como “pacto de 
San José” y ratificada por México en 1981, prohíbe la pena de muerte para las mu­
jeres en estado de gravidez (artículo 4); no obstante, el artículo 5 se refiere sólo a 
la separación de los procesados y de los condenados –salvo en circunstancias es­
peciales– y de los menores de los adultos, sin mencionar la separación de hom­
bres y mujeres.

En el artículo 9, contenido en el capítulo III “Deberes de los Estados”, se afirma:

Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes 
tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que 
pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de 
migrante, refugiada o desplazada. en igual sentido se considerará a la mujer que 
es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, 
anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situacio­
nes de conflictos armados o de privación de su libertad (mis cursivas). 

el texto más elaborado en materia de personas en reclusión es el de los “prin­
cipios y Buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de liber­

La mujer a través del derecho penal.indd   181 06/01/13   12:39



182

tad en las américas”, de 2008. a continuación presento los principios que concier­
nen el tema en discusión.

principio II
Igualdad y no discriminación

[…] no serán consideradas discriminatorias las medidas que se destinen a prote­
ger exclusivamente los derechos de las mujeres, en particular de las mujeres em­
barazadas y de las madres lactantes; de los niños y niñas; de las personas adultas 
mayores; de las personas enfermas o con infecciones, como el Vih-siDa; de las per­
sonas con discapacidad física, mental o sensorial; así como de los pueblos indíge­
nas, afrodescendientes, y de minorías. estas medidas se aplicarán dentro del mar­
co de la ley y del derecho internacional de los derechos humanos, y estarán 
siempre sujetas a revisión de un juez u otra autoridad competente, independiente 
e imparcial.

principio X
salud

[…] las mujeres y las niñas privadas de libertad tendrán derecho de acceso a una 
atención médica especializada, que corresponda a sus características físicas y bio­
lógicas, y que responda adecuadamente a sus necesidades en materia de salud 
reproductiva. en particular, deberán contar con atención médica ginecológica y pe­
diátrica, antes, durante y después del parto, el cual no deberá realizarse dentro de 
los lugares de privación de libertad, sino en hospitales o establecimientos destina­
dos para ello. En el caso de que ello no fuere posible, no se registrará oficialmente 
que el nacimiento ocurrió al interior de un lugar de privación de libertad. 

[…] en los establecimientos de privación de libertad para mujeres y niñas debe­
rán existir instalaciones especiales, así como personal y recursos apropiados para 
el tratamiento de las mujeres y niñas embarazadas y de las que acaban de dar a 
luz.

[…] cuando se permita a las madres o padres privados de libertad conservar a 
sus hijos menores de edad en el interior de los centros de privación de libertad, se 
deberán tomar las medidas necesarias para organizar guarderías infantiles, que 
cuenten con personal calificado, y con servicios educativos, pediátricos y de nutri­
ción apropiados, a fin de garantizar el interés superior de la niñez.

principio XII
albergue, condiciones de higiene y vestido

1. albergue
Las personas privadas de libertad deberán disponer de espacio suficiente, exposi­
ción diaria a la luz natural, ventilación y calefacción apropiadas, según las condicio­

La mujer a través del derecho penal.indd   182 06/01/13   12:39



183

nes climáticas del lugar de privación de libertad. se les proporcionará una cama in­
dividual, ropa de cama apropiada, y las demás condiciones indispensables para el 
descanso nocturno. las instalaciones deberán tomar en cuenta las necesidades 
especiales de las personas enfermas, las portadoras de discapacidad, los niños y 
niñas, las mujeres embarazadas o madres lactantes, y los adultos mayores, entre 
otras.

2. condiciones de higiene
[…] se proveerá regularmente a las mujeres y niñas privadas de libertad los artícu­
los indispensables para las necesidades sanitarias propias de su sexo.

principio XIX
separación de categorías

las personas privadas de libertad pertenecientes a diversas categorías deberán 
ser alojadas en diferentes lugares de privación de libertad o en distintas secciones 
dentro de dichos establecimientos, según su sexo, edad, la razón de su privación 
de libertad, la necesidad de protección de la vida e integridad de las personas pri­
vadas de libertad o del personal, las necesidades especiales de atención, u otras 
circunstancias relacionadas con cuestiones de seguridad interna.

en particular, se dispondrá la separación de mujeres y hombres; niños, niñas y 
adultos; jóvenes y adultos; personas adultas mayores; procesados y condenados; 
y personas privadas de libertad por razones civiles y por razones penales.

Legislación comparada sobre el sistema penitenciario

en términos legislativos, el panorama latinoamericano reproduce varios de los 
lineamientos expuestos en los textos internacionales; a continuación, expongo los 
puntos señalados por las autoras del estudio del centro por la justicia y el derecho 
Internacional (cejil) Mujeres privadas de libertad. Informe regional Argentina, Boli-
via, Chile, Paraguay, Uruguay, para luego compararlos con la legislación mexicana 
vigente.

Las autoras en la introducción afirman:24

en los países estudiados, el sistema penitenciario está regulado por leyes especia­
les. en términos generales se puede observar que estas legislaciones emplean un 
lenguaje poco inclusivo, en tanto parecen estar dirigidas sólo al tratamiento de los 
varones. Por ello puede afirmarse que bajo el ropaje de un lenguaje “universal”, las 
leyes regulan prácticas que no son neutrales, es decir, que tienen un impacto dife­

24 cejil, Mujeres privadas de libertad..., p. 13.
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renciado sobre las mujeres. En términos más específicos, un examen sucinto de la 
normativa vigente nos advierte sobre la falta de previsión de las necesidades espe­
ciales de las mujeres. en todas las legislaciones se observa que las referencias ex­
plícitas a las mujeres hacen hincapié en su condición reproductora, limitando el en­
foque a las condiciones de la maternidad.

todas las legislaciones de los países estudiados retoman el principio de sepa­
ración entre hombres y mujeres y que las mujeres estén a cargo de personal feme­
nino. el código procesal penal de argentina y el de paraguay consideran la sus­
pensión de la pena privativa de libertad para mujeres embarazadas o con hijos 
menores de seis meses (argentina) o en el periodo de lactancia (paraguay). el ar­
tículo 326 del Código Procesal Penal de Uruguay permite el aplazamiento excep­
cional de la pena privativa de libertad o medida de seguridad cuando quien deba 
cumplirla sea una mujer embarazada o que tenga un hijo/a de hasta dos años de 
edad. asimismo, la ley penitenciaria establece que las mujeres embarazadas que­
dan eximidas de las actividades laborales durante los 45 días anteriores y posterio­
res al parto. las y los menores pueden vivir en la prisión con su madre hasta los 
cuatro años de edad; en Bolivia la edad máxima permitida son los seis años. las 
autoras concluyen que la mujer desde la perspectiva del sistema penitenciario es 
“mujer madre heterosexual”. 

el mismo panorama se repite en colombia y venezuela. colombia regula el 
tema de mujeres en reclusión mediante el código penitenciario y carcelario y en el 
código de procedimiento penal. el artículo 20 del primer código establece las ba­
ses para la clasificación de los centros de reclusión, y habla de los centros de re­
clusión de mujeres como una institución per se, definidos a su vez en al artículo 26 
como “los establecimientos destinados para detención y descuento de la pena im­
puesta a mujeres infractoras […]” El artículo 63 se refiere a la separación de hom­
bres y mujeres; en el 83 se eximen de la obligatoriedad de trabajar a las mujeres 
tres meses antes del parto y sesenta días después. En el artículo 106, sobre asis­
tencia médica se establece que “cuando una reclusa esté embarazada, previa cer­
tificación médica, el director del establecimiento, tramitará con prontitud la solicitud 
de suspensión de la detención preventiva o de la pena ante el funcionario judicial 
competente, de conformidad con lo previsto en el código de procedimiento penal”. 
el artículo 108 determina que si el niño o la niña nace en prisión ello no debe cons­
tar en el acta de nacimiento.

el artículo 314 del código de procedimientos penales prevé que 

...la detención preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del 
lugar de la residencia en los siguientes eventos: […] 3. cuando a la imputada o 
acusada le falten dos (2) meses o menos para el parto. Igual derecho tendrá duran­
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te los seis (6) meses siguientes a la fecha de nacimiento. […] 5. Cuando la imputa­
da o acusada fuere madre cabeza de familia de hijo menor o que sufriere incapaci­
dad permanente, siempre y cuando haya estado bajo su cuidado. en ausencia de 
ella, el padre que haga sus veces tendrá el mismo beneficio. 

en el artículo 153 se dispone que los menores pueden permanecer en el centro 
de reclusión con sus madres hasta los tres años de edad y aclara: “el servicio social 
penitenciario y carcelario prestará atención especial a los menores que se encuen­
tren en los centros de reclusión. las reclusiones de mujeres tendrán guardería”. 

la ley de régimen penitenciario de venezuela también prevé establecimientos 
especiales para mujeres y, de no existir dichos establecimientos, que las mujeres 
cumplan la pena en pabellones y secciones independientes del área varonil. los 
establecimientos para mujeres deben estar a cargo exclusivamente de personal fe­
menino y serán dirigidos por una funcionaria dependiente del director del estable­
cimiento. se prevén cuidados especiales para las reclusas embarazadas y lactan­
tes, sin especificar cuáles. También establece los tres años como edad máxima 
(prorrogable) para que los menores se queden con sus madres y que si el parto se 
realizara en el interior del centro ello no apareciera en la partida de nacimiento. el 
código orgánico procesal penal determina que no se podrá aplicar la prisión pre­
ventiva a las mujeres en los tres últimos meses de embarazo y a las madres duran­
te la lactancia de sus hijos, hasta los seis meses posteriores al nacimiento. 

las legislaciones mencionadas son carentes en términos de perspectiva de gé­
nero, pues reproducen los estereotipos de género y no asumen que hombres y mu­
jeres son diferentes más allá de sus facultades sexuales y reproductivas, sino en un 
conjunto de factores culturales y sociales. además, deberían ser conocidas, más 
que en sus textos, en su aplicación. a continuación presento el panorama mexicano. 

México y su sistema penitenciario

En este apartado expongo la información oficial de la ssp sobre el sistema pe­
nitenciario mexicano (spM) –y datos no públicos que he tenido la posibilidad de 
consultar– y la legislación que lo regula, analizando si, y de qué manera, toman en 
cuenta a las mujeres. cabe adelantar que el panorama que emerge es el de un sis­
tema penitenciario fragmentado y violatorio de los derechos humanos de las perso­
nas privadas de su libertad, poco y mal regulado. la situación se agrava cuando se 
intenta dar una lectura de género, pues como mostraré, la información sobre muje­
res es insuficiente y contradictoria.

Las críticas anteriores son reflejo de una realidad que los funcionarios recono­
cen; la cita a continuación presenta una panorámica del sistema penitenciario na­
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cional tal y como la describe el subsecretario del sistema penitenciario federal, 
josé patricio patiño arias, en su mensaje ante la comisión de seguridad pública 
de la cámara de diputados el 31 de julio de 2008:25

el sistema penitenciario mexicano creció en instalaciones carcelarias y en pobla­
ción interna, pero no se desarrolló, lo frecuente se volvió normal y qué es lo normal; 
sobrepoblación, corrupción, deterioro de instalaciones y falta de rigor operativo, re­
zago administrativo y abandono del desarrollo del personal penitenciario, ausencia 
de estrategias de readaptación. todos estos cinco elementos no son parte del fun­
cionamiento normal de un sistema penitenciario, pero son hoy por hoy los elemen­
tos que caracterizan a nuestro sistema penitenciario.

al día de hoy contamos con 441 centros de reclusión, cuyas características 
principales son: gran heterogeneidad en tipo de instalaciones, procesos de opera­
ción, tratamientos y programas de readaptación, condiciones de reclusión altamen­
te dispares, diversidad de reglamentaciones y criterios sobre infraestructura, tecno­
logías, equipamiento y sistemas de vigilancia y custodia.

Ausencia de criterios homogéneos para establecer los perfiles criminógenos y 
psicosociales para clasificar a la población interna según sus características de 
riesgo; y diríamos que no hay criterios de sustentabilidad que reduzcan el costo fis­
cal para la sociedad y den soporte a actividades de rehabilitación perdurables. 
con todo ello, podría decirse, tenemos 441 cárceles y casi podríamos asegurar 
que tenemos 411 sistemas distintos.

en su discurso, el subsecretario añade que existen once centros femeniles y 
que en cinco de ellos se registra sobrepoblación; no especifica cuáles son y no 
vuelve a referirse al tema de las mujeres.

el capítulo 4 del Iv Informe de labores de la ssp concierne el sistema peniten­
ciario26 y proporciona los siguientes datos para julio de 2010: 

–en méxico existen 429 centros, distribuidos como sigue: 7 del gobierno fede­
ral, 10 del distrito Federal, 320 centros estatales y 92 municipales. 

–la sobrepoblación era de 27.5%. 50% de la población se encontraba distribui­
da en 28 instalaciones penitenciarias (6.8% de la capacidad) y el restante 50% en 
401 centros. las entidades que concentran la mayoría de la población son distrito 
Federal, jalisco, Baja california, estado de méxico, puebla y sonora.

25 “mensaje inicial en la reunión de trabajo del subsecretario del sistema penitenciario federal, pa­
tricio patiño arias con la comisión de seguridad pública de la cámara de diputados”, 31 de julio de 
2008, <http://www.ssp.gob.mx>. 

26 ssp, “Iv Informe de labores”, 2010, <http://www.ssp.gob.mx>, 75­87.
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–95% de la población era hombre y 5% mujer. el informe no da ulterior informa­
ción sobre la distribución de la población femenil en reclusión, más que en referen­
cia a aquella presente en los centros federales. hasta febrero de 2011, el comple­
jo penitenciario Federal de las Islas marías era el único que contaba con población 
femenil; de acuerdo con el informe, las mujeres representan 1% de la población en 
reclusión del sistema penitenciario federal; del total de 100 mujeres recluidas en 
las Islas Marías, 99 estaban sentenciadas y una sujeta a proceso; 16 pertenecían 
al fuero común y 84 al federal. las internas no vuelven a ser mencionadas, toda la 
parte de “Estrategia penitenciaria” (apartado 4.3 del Informe) se refiere a “internos”. 

la información pública no permite conocer cuántos centros femeniles existen ni 
dónde se encuentran, cómo está distribuida la población femenil por fuero y situa­
ción jurídica, cuántas mujeres han sido trasladas y adónde, cuántas participan en 
los programas de reinserción o han recibido beneficios de libertad por parte del Ór­
gano administrativo desconcentrado de prevención y readaptación social (oaD-
pRs) de la ssp. 

otro punto a destacar es que en febrero y marzo de 2011 se realizaron trasla­
dos de internas del fuero federal al centro Federal de readaptación social (cefe­
reso) número 4 “noroeste”, en tepic, nayarit; el penal, de nivel de seguridad máxi­
ma, contaría con un área femenil situada adentro del varonil, pero independiente. 
la información disponible a marzo de 2011 es meramente periodística, incompleta 
e insatisfactoria: no se especifica, con contadas excepciones –casos muy conoci­
dos por la opinión pública–, quiénes fueron las mujeres trasladadas, de qué delitos 
están acusadas, cuál es su condición jurídica y, más importante, en qué consiste la 
supuesta área femenil que se inauguraría con dichos traslados, ni si se encuentra 
adentro o separada del área varonil. 

esto, una vez más, nos remite a la absoluta falta de perspectiva de género de 
la estrategia penitenciaria, pues en ella no se hace mención sobre el uso del espa­
cio penitenciario federal para la reclusión de mujeres que se empezó a llevar a 
cabo en 2011. Se afirma que se prevé, entre otras acciones, la ampliación de la in­
fraestructura mediante tres tipos de intervención principales: el fortalecimiento de 
la infraestructura penitenciaria federal existente, la cesión de estructuras estatales 
al sistema federal –y, en consecuencia, su adecuación a centros federales– y la 
construcción de nuevas áreas en las instalaciones disponibles (en particular en las 
Islas marías). 

Respecto al primer punto, el Informe se refiere al cefereso noroeste, el de te­
pic, el cual contaría con área de máxima, mediana y baja seguridad. sin embargo, 
no se menciona la construcción o el acondicionamiento de parte del penal para 
área de mujeres. Si bien el Informe se refiere a 2010 y los traslados se están reali­
zando en 2011, una planeación que incluye la perspectiva de género no puede 
omitir este tipo de información, pues el acondicionamiento o la construcción desde 
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cero de un centro federal para mujeres debería ser parte de la visión de la renova­
ción del sistema penitenciario y parte integral de su difusión pública, y no, como 
aconteció, una mera noticia periodística de último minuto.

adicionalmente a la información disponible, la ssp publica mensualmente un 
cuaderno de información estadística penitenciaria nacional y se ha tenido acceso 
al de septiembre de 2010. en términos de población, la situación es la que se ilus­
tra en la tabla 1:

tabla 1. Distribución de la población penitenciaria de México por fuero, sexo 
 y situación jurídica

Fuero Común Fuero Federal

procesados procesadas sentenciados sentenciadas procesados procesadas sentenciados sentenciadas

68 900 3 637 102 282 3 651 20 678 1 429 21 076 1 487 

Fuente: secretaría de seguridad pública.

la población penitenciaria estaría constituida por 223 140 personas, 10 204 de 
ellas son mujeres, es decir, 4.57% de la población total, de las cuales 29% son pro­
cesadas o sentenciadas por delitos del fuero federal.

aquí, sin embargo, nos encontramos con otra problemática: si comparamos los 
datos de la ssp con los presentados por el Instituto nacional de estadística y Geo­
grafía (inegi) para el año 2009,27 nos enfrentamos con dos panoramas disímiles, 
mismo que se percibe viendo los datos de la tabla 2:

tabla 2. Distribución de la población penitenciaria de México por fuero, sexo y 
situación jurídica

Fuero Común Fuero Federal

procesados procesadas sentenciados sentenciadas procesados procesadas sentenciados sentenciadas

150 408 17 498 114 489 11 775 34 415 3 002 26 495 2 205

Fuente: elaboración propia a partir de: inegi, “estadísticas judiciales en materia penal”, 2010, <http://www.inegi.
org.mx>.

27 inegi, “estadísticas judiciales en materia penal”, <http://www.inegi.org.mx>. 
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La población penitenciaria constaría de un total de 360 287 individuos; casi 10% 
sería mujer (34 480) y de ellas aproximadamente 15% del total se habría visto invo­
lucrada en delitos del fuero federal, la mayoría en materia de narcóticos.

el cuaderno de la ssp presenta los datos de 2009 con sus variaciones –sin dife­
renciarlos por sexo–: las cifras siguen siendo sensiblemente inferiores a las del inegi. 
es imposible para quien esto escribe determinar la fuente más autorizada en la ma­
teria y, por lo tanto, llegar a conclusiones de tipo cualitativo a partir de información 
cuantitativa tan dispareja. 

en el cuaderno también se desglosa la población por centro, sexo y situación ju­
rídica. para saber cuántos centros son femeniles, varoniles o mixtos hay que revi­
sar la información disponible sobre cada centro.

el desglose de la distribución de la población en los distintos centros de cada 
entidad federativa y de los centros federales arroja el siguiente panorama: 10 cen­
tros femeniles (dos en el distrito Federal y uno en los siguientes estados: aguasca­
lientes, coahuila, chiapas, jalisco, morelos, Querétaro, sonora y Zacatecas) y 228 
mixtos. una vez más, la información proporcionada por otras fuentes nos obliga a 
poner en tela de juicio información de carácter oficial aunque no pública. Las inves­
tigadoras rosalva aída hernández castillo28 y elena margarita espinosa morales,29 
quienes han realizado talleres dentro del centro de readaptación social (cereso) 
de Atlacholoaya, ubicado en el estado de Morelos, afirman que el “femenil” es un 
área del cereso y no un centro aparte. si bien el área de mujeres es independien­
te, comparte características de los centros mixtos, lo cual se refleja, entre otras co­
sas, en que las internas tienen predominantemente visita íntima interreclusorios, es 
decir, con internos. 

En resumen, la información oficial pública es ambigua y no necesariamente 
confiable; además, está perneada de ceguera de género; no hay un solo elemento 
que permita denotar cierta atención ante este grupo, ni cualquier otro (personas 
con discapacidad, adultos mayores e indígenas, por ejemplo) que no sea el de “la 
población penitenciaria” asumida como un todo uniforme cuyas únicas diferencias 
dependen de su estado jurídico y del nivel de peligrosidad. en términos legislativos 
el panorama no es más alentador.

el mosaico del spM es regulado por la ley de normas mínimas sobre readap­
tación social de sentenciados, promulgada en 1971. sintética y, por ende, llena de 

28 coordinadora del libro de historias de vida de internas del área femenil del centro de readapta­
ción social de atlacholoaya de morelos, Bajo la sombra del Guamúchil. Historias de vida de mujeres in-
dígenas y campesinas en prisión, méxico, ciesas, iwgia, ore­media, 2010. 

29 autora de Memoria de la impartición de 9 cursos-talleres sobre el tema de: derechos humanos de 
las mujeres, méxico, Instituto de la mujer para el estado de morelos, Instituto nacional de las mujeres, 
2009 y responsable de diseñar e impartir talleres sobre derechos humanos, violencia y género con in­
ternas del centro mencionado.
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fisuras, la legislación mexicana en materia de organización del sistema penitencia­
rio se inspira también en las reglas mínimas de las naciones unidas; no obstante, 
en términos de género, hace caso omiso incluso de las recomendaciones más bá­
sicas. El artículo 6 establece las bases del sistema penitenciario; vale la pena re­
producirlo todo, puesto que fue modificado en enero de 2009, es decir, después de 
la reforma judicial y contiene elementos que serán retomados más adelante:

ARTICULO 6o.- el tratamiento será individualizado, con aportación de las diversas 
ciencias y disciplinas pertinentes para la reincorporación social del sujeto, conside­
radas sus circunstancias personales, sus usos y costumbres tratándose de inter­
nos indígenas, así como la ubicación de su domicilio, a fin de que puedan compur­
gar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a aquél, esto último, con 
excepción de los sujetos internos por delincuencia organizada y de aquellos que 
requieran medidas especiales de seguridad.

[…]
el sitio en que se desarrolle la prisión preventiva será distinto del que se desti­

ne para la extinción de las penas y estarán completamente separados. Las mujeres 
quedarán recluidas en lugares separados de los destinados a los hombres (mis 
cursivas). los menores infractores serán internados, en su caso, en instituciones 
diversas de las asignadas a los adultos.

en materia de delincuencia organizada, la reclusión preventiva y la ejecución 
de penas se llevarán a cabo en los centros especiales, del distrito Federal y de los 
estados, de alta seguridad, de conformidad con los convenios respectivos para es­
tos últimos. lo anterior también podrá aplicarse a otros internos que requieran me­
didas especiales de seguridad, en los siguientes casos:

[…]

la separación entre hombres y mujeres es lo único que se considera en la legis­
lación mexicana. No hay ninguna referencia a los menores, pese a que 96% de las 
mujeres en reclusión son madres; falta una definición clara de hasta qué edad los 
menores pueden permanecer en reclusión, lo cual ha conllevado que cada entidad 
federativa o, más grave aún, cada centro, actúe de manera arbitraria. de acuerdo 
con varias fuentes expertas en materia de mujeres en reclusión que he tenido la 
oportunidad de escuchar en varios foros, el lapso en que los hijos/hijas pueden per­
manecer con sus madres varía desde unas semanas después del nacimiento hasta 
los seis años autorizados en el distrito Federal y en el estado de morelos.

la ley no menciona limitaciones en términos de ejecución de la prisión preven­
tiva o de la pena preventiva de libertad para mujeres madres o lactantes ni la sus­
pensión de la obligatoriedad de las actividades laborales durante la gestación o en 
los primeros meses después del parto. 
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no prevé que los centros femeniles (los cuales tampoco existen con una deno­
minación propia como tal) o las áreas que alojan a mujeres estén a cargo exclusi­
vamente de personal femenino; tampoco menciona la obligatoriedad de establecer 
guarderías ni de contar con un servicio médico adecuado a las exigencias de las 
mujeres y de las embarazadas o lactantes.

En fin, la mujer en reclusión en México ni siquiera es madre. Es, cuando mucho, 
un cuerpo diferenciadamente sexuado que debe ser resguardado separadamente 
de los hombres.

no obstante, este último aspecto tampoco ha sido respetado. entre 1998 y 
2001 alrededor de veinte mujeres acusadas del delitos del fuero federal fueron ile­
gal e inconstitucionalmente recluidas en penales de máxima seguridad, más preci­
samente en el centro Federal de readaptación social (cefereso) número 1 “alti­
plano” (en ese entonces llamado “la palma” y originariamente “alomoloya”, 
ubicado en el estado de méxico) y en el número 2 “occidente” (anteriormente co­
nocido como “puente Grande”, jalisco).30

las internas fueron aisladas en un módulo, es decir, un pasillo, del área de in­
greso, lo que se conocía como Centro de Observación y Clasificación; vestidas con 
ropa de hombre, sin que nadie –ni siquiera muchos internos– más que sus familia­
res y abogados supieran que estaban allí, vieron su libertad aún más reducida por 
encontrarse en una prisión varonil que no tenía las condiciones infraestructurales 
ni legales para albergar a mujeres; a raíz de las quejas que los familiares de algu­
nas de ellas presentaron ante la comisión nacional de los derechos humanos 
(cnDh), dicha institución emitió la recomendación 15/2001,31 mediante la cual ex­
puso las siguientes recomendaciones:

vI. recomendacIones:
PRIMERA. Que gire instrucciones a la Comisionada del Órgano Administrativo 

desconcentrado de prevención y readaptación social de la secretaría de seguri­
dad pública, para que ordene el traslado, a la brevedad posible, de las mujeres que 
se encuentran internas en los centros Federales de readaptación social números 
1 y 2. dicho traslado deberá efectuarse a los centros en los que se considere que 
existen medidas de seguridad suficientes y adecuadas a los perfiles clínico-crimi­
nológicos de esas internas, y guardando el cuidado que el caso amerita, de confor­
midad con las disposiciones legales vigentes.

30 c. Giacomello, Los secretos de Almoloya. El testimonio de una mujer recluida en un penal de 
máxima seguridad. 

31 <http://www.cndh.org.mx>; c. Giacomello, Los secretos de Almoloya. El testimonio de una mujer 
recluida en un penal de máxima seguridad.
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SEGUNDA. Que ordene a la Comisionada del Órgano Administrativo Descon­
centrado de prevención y readaptación social de la secretaría de seguridad pú­
blica que, en tanto no existan áreas específicas para internas en los Centros Fede­
rales de readaptación social, y se les ofrezcan condiciones de estancia digna, no 
acepte el ingreso de mujeres a esos centros.

dicha recomendación nos remite al tema de los traslados de internas al cefe­
reso número 4 “noroeste” mencionados anteriormente. una vez más, la falta de in­
formación impide saber si los traslados son violatorios de los derechos humanos de 
las mujeres y de la constitución, o no, y bajo qué criterios se están realizando.

en conversaciones con mujeres internas, con quienes tuve la oportunidad de 
platicar, en 2011,32 el tema de los traslados a las Islas marías (acontecidos con 
particular frecuencia a finales de 2010 y sin notificación previa, es decir, llevándo­
se a las internas a la fuerza sin que pudieran siquiera avisar a sus familiares) y a 
tepic se ha destacado como un panorama posible, inminente y sorpresivo, que ge­
nera miedo, incertidumbre y un sentimiento de indefensión. 

hay dos aspectos a tomar en cuenta para entender y cuestionar los traslados: 
por un lado, uno de los objetivos del replanteamiento del spM es que el gobierno fe­
deral absorba en el mediano plazo la totalidad de los internos del orden federal,33 
lo cual justificaría los traslados a un área femenil, la cual, de ser totalmente inde­
pendiente de la varonil, no contravendría la recomendación de la cnDh. 

por el otro, el artículo 18 de la carta magna establece el derecho de los senten­
ciados a compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a su do­
micilio; ello con las debidas excepciones que conciernen a las personas recluidas 
por delincuencia organizada o que requieren especiales medidas de seguridad. 

Las notas periodísticas y las mujeres con quienes he hablado se refieren a “mu­
jeres acusadas de delitos federales” en general, no solamente delincuencia organi­
zada, lo cual llevaría a cuestionar la validez de los traslados. 

asimismo, la condición misma de las mujeres en reclusión, descrita con anterio­
ridad –sobre todo su papel de madre jefa de hogar, el abandono que suelen sufrir 
en prisión y la pobreza que suele caracterizarlas a ellas y sus familias–, nos impo­
ne pensar de otra manera estas políticas y cuestionarlas desde el lugar del género. 
Incluso apoyando la idea de que las personas acusadas del fuero federal deben 
ser recluidas en centros federales (con distintos grados de seguridad y en estable­
cimientos separados para hombres y mujeres), la situación actual lleva a suponer 
que no se construirán suficientes centros para que en el caso de las mujeres se 
respete lo que la constitución establece en el artículo mencionado; es decir, siem­

32 entrevistas en el archivo de la autora.
33 ssp (2010), p. 80. 

La mujer a través del derecho penal.indd   192 06/01/13   12:39



193

pre habrá menos centros para mujeres con el argumento de que son solamente 5% 
de la población total. por lo tanto, la cercanía al domicilio como parte del tratamien­
to de reinserción corre el riesgo de ser sistemáticamente violado en el proceso de 
la redistribución de las internas federales en los centros que les correspondería por 
el tipo de delito.

ello tiene implicaciones que atañen particularmente a las mujeres y les impone 
una ulterior invisibilización y discriminación. el alejamiento del lugar de origen fo­
menta ulteriormente el abandono, ya de por sí característico de la situación de las 
mujeres en prisión; además, como he subrayado varias veces, la mayoría son ma­
dres y se hacen cargo del mantenimiento de sus hijos.

ello debería ser considerado en la organización del sistema penitenciario, tanto 
en términos legislativos como en su implementación mediante una infraestructura 
adecuada, suficiente y distribuida a lo largo del territorio; de lo contrario, se sigue 
penalizando más a las mujeres, con consecuencias también para sus hijas e hijos.

El aislamiento geográfico, afectivo y económico que conllevan los traslados 
agudiza el estado de indefensión de mujeres que de por sí, en su mayoría, no es­
tán en condiciones de defenderse ni jurídicamente ni en función del respeto de sus 
derechos humanos.

concluyendo, una política penitenciaria “homogénea”, basada en principios uni­
ficadores y de armonización del sistema, por lo demás necesarios y bienvenidos, si 
no toma en cuenta la especificidad de la situación y del perfil de las mujeres en re­
clusión desemboca inevitablemente, como aconteció en el pasado, en la ulterior 
discriminación de las mujeres y en la aplicación de medidas que, por ser iguales, 
resultan inequitativas. 

Conclusiones 

en este artículo he intentado mostrar cómo la condición general de las mujeres 
privadas de su libertad y el momento actual imponen la necesidad de analizar la si­
tuación presente desde el lugar del género, con una mirada amplia que permita formu­
lar propuestas que beneficien a las mujeres en reclusión, contrarrestando el riesgo, 
siempre presente, de que las mujeres sean asimiladas a la transformación del sis­
tema penitenciario sin que se tomen en cuenta las especificidades de esta pobla­
ción, entre ellas, su contexto social de procedencia, el tipo de delito, las circunstan­
cias del mismo, su situación familiar y su condición reproductiva; si son madres, si 
tienen a sus hijos consigo en prisión, si reciben visita, la distancia entre el lugar de 
origen y el de detención y las características del centro en el que transcurren el 
tiempo del proceso o compurgan la sentencia. 

La mujer a través del derecho penal.indd   193 06/01/13   12:39



194

en la actualidad, la falta de información, los vacíos legislativos, la ausencia de 
una visión de género en el aparato punitivo, desde su planteamiento en las leyes 
hasta su concreción en la distribución de la población penitenciaria y en el espacio 
carcelario, castigan más severamente a las mujeres y fortalecen su inferiorización 
y, por lo tanto, exclusión acumulada. 

no se vislumbran panoramas optimistas ni favorables al cambio. las institucio­
nes que rigen el sistema penitenciario son cerradas, impermeables y poco transpa­
rentes en el manejo de sus datos y políticas. el tema de género no parecería ser ni 
siquiera un tema; la preocupación central de la ssp yacería en distribuir una pobla­
ción federal creciente en un territorio carcelario insuficiente, con pocos recursos y 
afectado por males (corrupción in primis) difícilmente erradicables. la tarea cierta­
mente no es fácil y los objetivos, si se cumplen, pueden beneficiar a la población en 
general; no obstante, la situación de las mujeres debe tratarse paralelamente y no 
ser relegada a un último lugar, o a un “no lugar” dentro de la estrategia. 

Propuestas

un primer aspecto que debería mejorarse es la disponibilidad de información pú­
blica, fidedigna y actualizada en un marco de transparencia y rendición de cuentas. 

una manera de conseguir mayor transparencia sería mediante la creación de 
“observatorios de prisiones” conformados por integrantes de la sociedad civil, las 
universidades y organizaciones no gubernamentales. éstos deberían tener acceso 
a los centros y a información sobre los mismos, actuando de manera independien­
te de otras instituciones –como las comisiones de derechos humanos–, pero en co­
municación con las mismas.

dichos observatorios deberían contener en su estructura un “observatorio de 
mujeres privadas de su libertad”, enfocado exclusivamente a este grupo. podrían 
constituirse otros sub­observatorios para las distintas poblaciones vulnerables, 
como la población indígena, los adultos mayores, los y las extranjeras, etcétera.

Otro punto importante para elaborar propuestas que realmente reflejen, regulen 
y protejan a las mujeres en reclusión es la necesidad de realizar un diagnóstico na­
cional como el que elaboraron elena azaola y cristina j. Yacamán, el cual fue pu­
blicado en 1996 con el título Las mujeres olvidadas. 

con estas premisas podrían elaborarse propuestas integrales para que el siste­
ma penitenciario opere con equidad de género, respeto a los derechos humanos, 
transparencia y en un marco de corresponsabilidad entre distintas instancias insti­
tucionales y de la sociedad civil.

respecto al plano legislativo, a continuación expongo aquellos puntos que con­
sidero podrían ser incluidos en la futura ley federal sobre ejecución de sentencias 
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y garantizar por lo menos la existencia de un marco de referencia legal que contri­
buya a eliminar, o reducir, la falta de atención específica a las mujeres en reclusión 
que pernea el sistema penitenciario y que puede agudizarse en este momento de 
transición. 

– dentro de los pRincipios geneRales que subyacen la formulación de la ley, 
se debería incluir el de equidad de género; asimismo, en todo momento los 
artículos de la ley deberán remitirse a la equidad de género como un prin­
cipio rector de la misma. 

– establecer los principios de igualdad y no discriminación contemplados en 
el principio II de los “principios y Buenas prácticas sobre la protección de 
las personas privadas de libertad en las américas”.

– dedicar un artículo que elucide los instrumentos internacionales que se de­
ben tomar en cuenta para la ejecución de las sentencias en el marco del 
respeto de los derechos humanos y legales de las personas en reclusión. 
Por lo que se refiere a los instrumentos internacionales, deberían tomarse 
en consideración:

 a) las reglas mínimas de las naciones unidas para el tratamiento de los 
reclusos.

 b) los principios Básicos para el tratamiento de reclusos.
 c) el conjunto de principios para la protección de todas las personas some­

tidas a cualquier forma de detención o prisión.
 d) los principios y Buenas prácticas sobre la protección de las personas 

privadas de libertad en las américas.
 e) la convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, Inhu­

manos o degradantes.
 f) el protocolo Facultativo de la convención contra la tortura y otros tratos 

o penas crueles, Inhumanos o degradantes.

en un artículo sucesivo o en el mismo debería añadirse el siguiente párrafo: 

por lo que concierne a las mujeres privadas de su libertad y sus menores hijos 
deben considerarse los siguientes instrumentos nacionales e internacionales:

a) ley General de acceso a las mujeres a una vida libre de violencia;
b) la ley General para la Igualdad entre mujeres y hombres;
c) la convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 

contra la mujer (ceDaw);
d) la convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la vio­

lencia contra la mujer (convención de Belém do pará);
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e) la plataforma de acción de la cuarta conferencia mundial sobre la mujer 
(Beijing); y

f) la convención sobre los derechos del niño.

– respecto a la sepaRación de hombres y mujeres, la constitución y la ley 
de ejecución de sanciones deberían aclarar que los espacios destinados 
para hombres y mujeres deben estar completamente separados y que se 
prohíbe el alojamiento de mujeres en dormitorios, pabellones, módulos o 
pasillos ubicados adentro de centros varoniles.

– Prever la definición de centros femeniles (véase el artículo 20 del Código 
penitenciario y carcelario de colombia y el 24 de la ley de ejecución de 
sanciones penales para el distrito Federal) y el establecimiento dentro de los 
mismos de una unidad de madres para las internas embarazadas o con hi­
jos menores de seis meses, así como de una guardería atendida por perso­
nal calificado.

– en los centros mixtos, instalar un seRVicio MéDico totalmente independien­
te del varonil en el área de mujeres, con las características y los requisitos 
establecidos en el principio X de los “principios y Buenas prácticas” en ma­
teria de salud y sobre las niñas y niños nacidos en prisión.

– establecer los seis años como la edad máxima para que los y las MenoRes 
puedan quedarse con su madre o padre en prisión.

– retomar el artículo 53 de las reglas mínimas sobre el peRsonal a cargo 
de las áreas femeniles e incluir, entre los requisitos para ser directora de un 
centro femenil o de una sección femenil, la formación en materia de género 
y derechos humanos.

– Instruir al personal en materia de género como parte de su formación obli­
gada, independientemente del tipo de centro en el que preste servicio.

– respecto a los tRaslaDos, introducir la prohibición de trasladar a centros 
de máxima seguridad a las mujeres procesadas embarazadas y aquellas 
cuyos hijos viven con ellas en prisión.

– en los casos en que se emite una sentencia condenatoria por delincuencia 
organizada, comprobar la real peligrosidad y nivel jerárquico de la mujer en 
el grupo al que es acusada de pertenecer antes de autorizar el traslado, 
apoyándose en personas expertas en materia de género y criminalidad fe­
menina. 

– además, prever que para el traslado de mujeres sentenciadas por delin­
cuencia organizada se tomarán en cuenta su situación familiar, en particu­
lar su papel de madre proveedora aunque los y las hijas vivan afuera del 
centro de reclusión. si bien esto implica reforzar la visión de las mujeres en 
reclusión principalmente como mujeres madres, también es cierto que la 
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necesidad de crear candados para obstaculizar la ulterior discriminación de 
las mujeres en reclusión debe apoyarse en aquellos factores objetivos que 
las caracterizan.

– Bajo el concepto de equidad de género, establecer mecanismos para que 
el traslado de mujeres a centros de máxima seguridad sea supeditado al 
principio de la cercanía del domicilio como parte de la reinserción.

– respecto al tRabajo, retomar el artículo 83 del código penitenciario y car­
celario de colombia.

asimismo, considerar lo que prevén las diversas legislaciones de países lati­
noamericanos presentadas anteriormente en relación con la pRisión DoMiciliaRia 
como sustituto de la prisión preventiva y de la pena de prisión. en este sentido, val­
dría la pena explorar más a fondo la aplicación de esta opción en los países men­
cionados. 

para el diseño de esta política, podría tomarse en cuenta lo que prevén los ar­
tículos del 33 al 39 de la ley de ejecución de sanciones penales para el distrito 
Federal sobre el “tratamiento en externación” y la “reclusión domiciliaria me­
diante el programa de monitoreo electrónico a distancia” y adecuarlo para las mu­
jeres que reúnen los requisitos del artículo 83 del código penitenciario y carcela­
rio colombiano.
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las órdenes de Protección y la exPeriencia 
 de su iMPleMentación en el estado de caMPeche

Renato Sales Heredia

después de años de debate se emitió, apenas en 2007, la ley General de ac­
ceso de las mujeres a una vida libre de violencia. esta norma recoge el espíritu 
que anima la declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer adop­
tada por la asamblea General de las naciones unidas en 1993, la convención In­
teramericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, co­
nocida como “convención de Belém do pará” de 1994, y la cuarta conferencia 
mundial sobre la mujer celebrada en Beijing en 1995, en la que la violencia contra 
la mujer se considera como uno de los doce puntos de especial preocupación que 
deben ser objeto de atención de los gobiernos, la comunidad internacional y la so­
ciedad. Kofi Anann llegó a calificar la violencia contra la mujer como “la más ver­
gonzosa violación de los derechos humanos”. 

La misma ley define la violencia feminicida como la forma extrema de violencia 
de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, 
en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misógi­
nas que pueden conllevar impunidad social y del estado, y puede culminar en ho­
micidio y otras formas de muerte violenta de mujeres.

la ley actual recoge de estados unidos, de canadá y de españa las llamadas 
Orders of protection también conocidas como civil protection orders o restraining 
orders and injuctions1 que buscan proteger integralmente a la víctima y tienen 
como finalidad prevenir, interrumpir o impedir la consumación de un delito o falta 

1 Cfr., joan mclenen, Social Works and Family Violence, Theories, Asessment, and Intervention, 
nueva York, springer publishing company, 2010.
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que implique violencia contra las mujeres, mediante el otorgamiento de una medi­
da cautelar.

las órdenes de protección en su modalidad emergencial surgen ante la necesi­
dad de un mecanismo que permita reaccionar, con urgencia, ante el fenómeno de 
la violencia. Fue necesario diseñar un instrumento que posibilitara jurídicamente la 
intervención del estado para frenar daños y amenazas contra la mujer. 

el propósito del legislador fue introducir una medida que, sin limitar de forma abso­
luta la libertad del presunto agresor, por no proceder en la mayoría de los supues­
tos la adopción de la medida cautelar de prisión provisional, según los límites obje­
tivos vigentes en esta época, pudiera proteger a la víctima de los ataques que de 
forma habitual venían padeciendo.2 

surgen, también, como una alternativa oportuna frente a la dilación habitual que 
implica la integración de una averiguación previa convencional. opción ante el tor­
tuoso laberinto que para todos, pero especialmente para los grupos vulnerables, 
implica la investigación del delito en el sistema penal mixto. denunciar violencia in­
trafamiliar en el sistema convencional implicaba volver a casa con las manos vacías 
a la espera, en muchas ocasiones, de la reiteración del hecho que motivaba la acu­
sación. la violencia se agravaba además en función de la denuncia. la mujer, en 
ese contexto, prefiere no denunciar. De ahí la urgencia de una inmediata reacción. 

las órdenes de protección de emergencia serán emitidas de forma inmediata 
por la autoridad competente, cuando en la solicitud se establezca que se encuen­
tra en riesgo la integridad física o psicológica, la libertad o seguridad de la víctima 
y víctimas indirectas, y tendrán una vigencia no mayor de 72 horas. al momento de 
otorgar las órdenes de protección de emergencia, se deberá tomar en considera­
ción el riesgo o peligro existente y la seguridad de la víctima. 

los efectos de estas órdenes abarcan la desocupación del productor de la vio­
lencia del domicilio conyugal o donde habite la víctima, al margen de la acredita­
ción de propiedad o posesión del inmueble, aun en los casos de arrendamiento del 
mismo; la prohibición al probable responsable de acercarse al domicilio, lugar de 
trabajo o estudios, del domicilio de las y los ascendientes y descendientes o cual­
quier otro que frecuente la víctima o las víctimas indirectas, así como comunicarse 
por cualquier medio con la víctima y, en su caso, con las víctimas indirectas; la pro­
hibición de intimidar o molestar a la víctima en su entorno social, así como a cual­
quier integrante de su familia o de los testigos involucrados.

2 sara díez riaza, “las medidas procesales penales de protección en los juicios sobre violencia de 
género”, en ma. soledad de la Fuente núñez de castro y Ángeles liñan García, Género y derecho, 
Centro de Publicaciones de la Diputación de  Málaga, 2008, p. 261.
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La orden de protección se configuró sobre la base de seis principios básicos a 
los que responde su regulación:

a) principio de protección de la víctima. la razón de ser de la orden de protec­
ción reside en el objetivo fundamental de proteger la integridad de la vícti­
ma frente al agresor. dicho de otra forma, el objetivo de la orden de protec­
ción es que la víctima recupere la sensación de seguridad frente a posibles 
amenazas o represalias posteriores del agresor. por ese motivo, en los su­
puestos de violencia doméstica el acceso a una orden de protección se 
constituye en un derecho de la víctima.

b) principio de aplicación general. la autoridad emisora de la orden debe po­
der utilizar la orden de protección siempre que la considere necesaria para 
asegurar la protección de la víctima, con independencia de que el supuesto 
de violencia sea constitutivo de delito o de falta. 

c) principio de urgencia. la orden de protección debe obtenerse y ejecutarse 
con la mayor agilidad posible. debe, pues, articularse un procedimiento lo 
suficientemente rápido para conseguirla. 

d) principio de accesibilidad. la regulación de la orden de protección exige la 
articulación de un procedimiento sencillo para que sea accesible a las vícti­
mas de delitos de violencia doméstica. la solicitud de la orden debe suje­
tarse a criterios de sencillez, de tal manera que la víctima, sus representan­
tes, etc., puedan acceder fácilmente a la autoridad competente para 
solicitarla, sin costes añadidos.

e) principio de integralidad. el otorgamiento de la orden de protección debe 
dar pie a un estatuto integral de protección para la víctima, el cual active 
una acción a cargo del estado que concentre medidas de naturaleza penal, 
civil y de protección social.

f) principio de utilidad procesal. la orden de protección debe facilitar, ade­
más, la acción de la policía ministerial y el subsiguiente proceso de integra­
ción de la averiguación criminal, especialmente en lo referente a la recopi­
lación, tratamiento y conservación de pruebas.

es así que el artículo 27 de la ley General de acceso de las mujeres a una vida 
libre de violencia dispone que “las órdenes de protección: son actos de protec­
ción y de urgente aplicación en función del interés superior de la víctima y son fun­
damentalmente precautorias y cautelares. deberán otorgarse por la autoridad com­
petente, inmediatamente que conozcan de hechos probablemente constitutivos de 
infracciones o delitos que impliquen violencia contra las mujeres.”

pueden ser, prosigue la ley, de emergencia, preventivas y de naturaleza civil. 
la propia ley distingue a las de naturaleza civil que revisten caracteres diversos en 
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el artículo 32 al vincularlas con el régimen de visitas con los descendientes, la pro­
hibición de enajenar o hipotecar bienes vinculados con el domicilio o la sociedad 
conyugal, la posesión de la víctima del inmueble que sirvió de domicilio, el embar­
go preventivo de los bienes del agresor y su inscripción temporal en el registro pú­
blico de la propiedad y la obligación alimentaria.

la adopción de la orden de protección se basa en la satisfacción de dos requi­
sitos que la doctrina vincula con las medidas precautorias o cautelares:

Fumus boni iuris: presume que el hecho investigado presenta los caracteres de de­
lito o de falta  y que aventura ha podido ser cometido por la persona a quien se aplica­
rá la medida cautelar o precautoria, a más de que el hecho denunciado habrá de ser 
un delito o falta contra la vida, la integridad física, la seguridad o la indemnidad sexual.

Periculum in damnum: A esta situación se refiere la ley cuando habla del riesgo 
o peligro existente a valorar para otorgar la medida. esta situación objetiva de ries­
go se obtendrá del caso concreto e implica la protección a la víctima desde el pri­
mer momento en que se conoce del riesgo.

en este sentido, señala juan carlos marín que

...para conceder una de estas medidas hay dos puntos a los que debe referirse el 
conocimiento del juez. en sede cautelar dos son los presupuestos normativos que 
deben concurrir para que un tribunal pueda otorgar una providencia de esta natu­
raleza. dichos presupuestos, que debe acreditar quién solicita la mediad, han sido 
tradicionalmente recogidos bajo las expresiones latinas fumus boni iuris y pericu-
lum in mora. Fumus boni iuris (apariencia de buen derecho) tratándose de este 
elemento se debe verificar en una primera y provisional aproximación que el de­
mandante tiene probabilidades de obtener una sentencia de fondo favorable […] en 
el proceso penal el presupuesto del fumus se formula desde una óptica completa­
mente distinta; se configura no por la probabilidad de obtener una resolución favo­
rable sobre el fondo del asunto, sino por la probabilidad de que el sujeto en contra 
de quién se dirige la investigación haya tenido una participación como autor, cóm­
plice o encubridor en un hecho que reviste caracteres de delito. Periculum in mora 
(peligro en la demora) la medida cautelar requiere para ser concedida la existencia 
de un peligro inminente de daño jurídico. a causa de esta situación, la medida cau­
telar debe ser expedida de inmediato, sin demora, es decir, en forma urgente, ya 
que de lo contrario el daño temido se transformaría en daño efectivo, o se agrava­
ría el daño ya producido.3

3 juan carlos marín G., “las medidas cautelares personales en el nuevo código procesal penal 
chileno”, en Revista de Estudios de la Justicia, núm. 1, centro de estudios de la justicia, universidad 
de chile, 2002.
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una importante matización al respecto la hace sara díez riaza: 

una cuestión de interesante tratamiento es la naturaleza jurídica de estas medidas, 
que cuidamos constantemente en no llamar cautelares, pues todas las que vamos 
a analizar no responden a la esencia originaria de las mismas. esto es, no siempre 
tratan de evitar el periculum in mora y por tanto garantizar el resultado del proceso 
o, lo que es lo mismo, la ejecución de una posible sentencia de condena sino que, 
muchas de ellas, responden a la finalidad primordial de proteger a la víctima de es­
tos delitos de violencia de género. Esto ya ha ocurrido tanto en el fin específico de 
la prisión provisional en materia de violencia doméstica como en la medida de dis­
tanciamiento entre agresor y víctima. en ambos supuestos, no se trata de evitar que 
el encausado se dé a la fuga, por el contrario, la finalidad es proteger la integridad 
física y moral contra quien presumiblemente ha venido cometiendo estos ataques.4

la valoración del peligro inminente es esencial para la concesión de la medida. 
el peligro inminente supone la existencia de un riesgo. la posibilidad real de que la 
víctima de la violencia pueda sufrirla de nuevo. Significa, pues, la constatación ob­
jetiva de la posibilidad de una acción lesiva en contra de la víctima que hay que en­
frentar con rapidez, con la debida diligencia. el hecho que determina la asunción 
de la medida cautelar no puede reputarse aislado. la orden de protección es el ins­
trumento que interrumpe la secuencia de actos de violencia. lilia mónica lópez Be­
nítez señala:

la petición de órdenes de protección emergentes ocurre en la etapa de violencia 
explícita, momento crucial que da la oportunidad a las instituciones responsables 
para entrar en contacto con la víctima; este primer acercamiento y sus resultados 
pueden ser determinantes para el curso posterior del asunto en el corto, mediano y 
largo plazos. en otras palabras, las autoridades e instituciones no sólo tienen que 
realizar adecuadamente la función que les compete y que se traduce en librar las 
órdenes de protección pertinentes en tiempo y forma, sino tener la capacidad para 
prevenir los daños actuales y evitar futuros episodios de violencia y, por tanto, ca­
nalizar a la víctima a las instituciones y redes sociales de apoyo que le permitan 
definitivamente romper el círculo de la violencia, lo que sin duda implica sortear 
múltiples obstáculos o retos.5

4 s. díez riaza, “las medidas procesales...”, en op. cit., p. 260.
5 lilia mónica lópez Benítez, “acceso de las mujeres a la justicia. políticas públicas en la implemen­

tación y ejecución de las órdenes de protección desde la perspectiva de equidad de género”, en Revis-
ta del Instituto de la Judicatura Federal, p. 169.
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hay una serie de dudas sobre la constitucionalidad que suelen formularse 
ante las órdenes de protección. una de ellas, fundamental, es si constituyen un 
acto de molestia o de privación de derechos en perjuicio del presunto agresor. 
nos queda claro que una orden de protección es un acto de molestia: se sigue lo 
anterior de su naturaleza precautoria y cautelar. dos tesis de jurisprudencia esta­
blecen con claridad la distinción entre ambos tipos de actos. la jurisprudencia 
40/96 señala:

ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA 
DISTINCION.
el artículo 14 constitucional establece, en su segundo párrafo, que nadie podrá ser 
privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 
sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el 
que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las le­
yes expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el artículo 16 de ese mismo Or­
denamiento supremo determina, en su primer párrafo, que nadie puede ser moles­
tado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal 
del procedimiento. por consiguiente, la constitución Federal distingue y regula de 
manera diferente los actos privativos respecto de los actos de molestia, pues a los 
primeros, que son aquellos que producen como efecto la disminución, menoscabo 
o supresión definitiva de un derecho del gobernado, los autoriza solamente a tra­
vés del cumplimiento de determinados requisitos precisados en el artículo 14, 
como son la existencia de un juicio seguido ante un tribunal previamente estableci­
do, que cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento y en el que se 
apliquen las leyes expedidas con anterioridad al hecho juzgado. en cambio, a los 
actos de molestia que, pese a constituir afectación a la esfera jurídica del goberna­
do, no producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sólo restringen 
de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger determi­
nados bienes jurídicos, los autoriza, según lo dispuesto por el artículo 16, siempre 
y cuando preceda mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia 
legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento. aho­
ra bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto de au­
toridad impugnado como privativo, es necesario precisar si verdaderamente lo es 
y, por ende, requiere del cumplimiento de las formalidades establecidas por el pri­
mero de aquellos numerales, o si es un acto de molestia y por ello es suficiente el 
cumplimiento de los requisitos que el segundo de ellos exige. para efectuar esa 
distinción debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la pri­
vación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perseguida por el 
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acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una restricción pro­
visional.6

por su parte la tesis de jurisprudencia 21/98 establece:

MEDIDAS CAUTELARES. NO CONSTITUYEN ACTOS PRIVATIVOS, POR LO 
QUE PARA SU IMPOSICION NO RIGE LA GARANTIA DE PREVIA AUDIENCIA.- 
conforme a la jurisprudencia de la suprema corte de justicia de la nación, la ga­
rantía de previa audiencia, establecida en el segundo párrafo del artículo 14 cons­
titucional, únicamente rige respecto de los actos privativos, entendiéndose por 
éstos los que en sí mismos persiguen la privación, con existencia independiente, 
cuyos efectos son definitivos y no provisionales o accesorios. Ahora bien, las me­
didas cautelares constituyen resoluciones provisionales que se caracterizan, gene­
ralmente, por ser accesorias y sumarias; accesorias, en tanto la privación no cons­
tituye un fin en sí mismo; y sumarias, debido a que se tramitan en plazos breves; y 
cuyo objeto es, previendo el peligro en la dilación, suplir interinamente la falta de 
una resolución asegurando su eficacia, por lo que tales medidas, al encontrarse di­
rigidas a garantizar la existencia de un derecho cuyo titular estima que puede sufrir 
algún menoscabo, constituyen un instrumento no sólo de otra resolución, sino tam­
bién del interés público, pues buscan restablecer el ordenamiento jurídico concul­
cado desapareciendo, provisionalmente, una situación que se reputa antijurídica; 
por lo que debe considerarse que la emisión de tales providencias no constituye un 
acto privativo, pues sus efectos provisionales quedan sujetos, indefectiblemente, a 
parte y podrá aportar los elementos probatorios que considere convenientes; con­
secuentemente, para la imposición de las medidas.7

es esta última tesis la que más se aviene a la idea de la orden, pues señala que 

...las medidas cautelares constituyen resoluciones provisionales que se caracteri­
zan generalmente por ser accesorias y sumarias: accesorias en tanto la privación 
no constituye un fin en sí mismo y sumarias debido a que se tramitan en plazos 
breves y cuyo objeto es, previendo el peligro en la dilación, suplir interinamente la 
falta de una resolución asegurando su eficacia […] desapareciendo provisional­
mente una situación que se reputa antijurídica.

6 el tribunal pleno, en su sesión privada celebrada el 24 de junio en curso, aprobó, con el número 
40/1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
tomo Iv, novena época, registro: 200080 Instancia: pleno jurisprudencia.

7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo vII, marzo de 1998, página 18, pleno, te­
sis p./j.21/98; véase la ejecutoria en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena épo­
ca, tomo vII, junio de 1998, p. 173.
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Otra pregunta frecuente es cómo salvar la oposición de derechos en conflicto. 
en este caso, libertad deambulatoria y presunción de inocencia del agresor, y por 
el otro, la vida, integridad física e indemnidad sexual psicológica de la víctima. esta 
oposición se resuelve con apoyo en un criterio de ponderación conocido como prin­
cipio de proporcionalidad.

al respecto, david martínez Zorrilla señala: 

en una primera aproximación muy general el principio de proporcionalidad se co­
rrespondería con lo que alexy denomina ley de la ponderación [cuanto mayor es el 
grado de la no satisfacción o afectación de un principio, tanto mayor tiene que ser 
la importancia de la satisfacción del otro] Conforme a este criterio, el sacrificio im­
puesto a un principio (bien, derecho, etc.) en aras de las satisfacción de otro sólo 
estaría justificado en la medida en que no sea excesivo, esto es, que sea el mínimo 
indispensable para no impedir la satisfacción del que es considerado como más im­
portante en las circunstancias […] la proporcionalidad se descompone en los tres 
subprincipios siguientes: a) el subprincipio de adecuación e idoneidad, b) el 
subprincipio de necesidad y c) el subprincipio de proporcionalidad en sentido es­
tricto. cada uno de estos subprincipios tiene la consideración necesaria, de tal 
modo que si la medida no satisface los parámetros de algunos de ellos, se consi­
dera injustificada. Además en el análisis de la justificación de la decisión, la aplica­
ción de estos subprincipios es sucesiva: se comienza analizando si la medida es 
idónea o adecuada; si lo es, se pasa a considerar si es necesaria y sólo en tal caso 
se pasará al examen de la proporcionalidad en sentido estricto. el fracaso de la 
medida en cualquiera de estas tres etapas supone su irremediable rechazo.8

así pues, tratándose de las órdenes de protección, deberá ponderarse en fun­
ción del acontecimiento en lo particular. los puntos orientadores serán el riesgo o 
peligro existente y la seguridad de la víctima.

por ejemplo, en un caso reciente acudió al centro de justicia para la mujer 
Francisca “n”, quien dijo sufrir golpes por parte de su marido cada que éste llega 
borracho al domicilio conyugal, lo que es frecuente. Francisca “n” acudió lesionada 
y el agente del Ministerio Público de la fiscalía especial de guardia, ubicada en el 
centro, determinó que era verosímil el relato y, por ende, otorgó una medida de ale­
jamiento del domicilio conyugal en perjuicio de pedro “n” con duración de setenta y 
dos horas. según información proporcionada por la víctima, el agresor tiene familia, 
amigos y conocidos en la ciudad. de tal modo que la orden de protección, si bien le 
afecta, no es desproporcionada, pues aun cuando no puede pernoctar en su domi­

8 david martínez Zorrilla, Conflictos constitucionales, ponderación e indeterminación normativa, ma­
drid, marcial pons, 2007, p. 239.
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cilio bien puede hacerlo con algún familiar o amigo. Igualmente cuenta con los me­
dios suficientes como para alojarse en un hotel. Dado que la vida e integridad física 
de la mujer víctima de violencia es más importante que la comodidad del agresor o 
su derecho a pernoctar en su domicilio, la orden adquiere justificación. El agente del 
ministerio público tendría que hacer, siempre, una ponderación de este tipo.

otra interrogante importante se constituye en materia de prueba. ¿Qué datos 
de prueba o indicios han de ser necesarios para justificar legalmente la emisión de 
una orden? ¿El dicho de la ofendida viene a ser suficiente para la emisión de la 
medida? En efecto, basta la afirmación de la mujer víctima de violencia. Lo anterior 
encuentra apoyo analógico en la conocida jurisprudencia bajo el rubro “violación. 
valor del dicho de la ofendida tratándose del delito de” y criterios como el que se­
ñala “violencia familiar. la declaración de la cónyuge ofendida tiene valor prepon­
derante”.

VIOLACIÓN. VALOR DEL DICHO DE LA OFENDIDA. TRATÁNDOSE DEL DELI-
TO DE. como los delitos de índole sexual, por propia naturaleza, de común se con­
suman en ausencia de testigos, lo cual los hace refractarios a la prueba directa; por 
ello, en tratándose de este tipo de injustos, la declaración de la víctima tiene espe­
cial relevancia probatoria, y la imputación de ésta, firmemente sostenida en la dili­
gencia de careos respectiva merece un valor preponderante a la simple negativa 
del enjuiciado.9

VIOLENCIA FAMILIAR. LA DECLARACIÓN DE LA CÓNYUGE OFENDIDA TIE-
NE VALOR PREPONDERANTE, POR LO QUE DICHO ILÍCITO SE ACREDITA 
CON LA PRUEBA CIRCUNSTANCIAL, ADMINICULANDO TODOS Y CADA UNO 
DE LOS HECHOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA). para acredi­
tar el delito de violencia familiar, previsto y sancionado por el artículo 190 del códi­
go penal para el estado de chihuahua, vigente hasta el treinta y uno de diciembre 
de dos mil seis, la declaración de la cónyuge ofendida tiene valor preponderante, 
en virtud de que, por lo regular, se realiza principalmente en el domicilio de los cón­
yuges, generalmente ante la ausencia de testigos presenciales, por lo que este de­
lito se acredita con la prueba circunstancial, adminiculando todos y cada uno de los 
hechos que van ocurriendo en determinado tiempo en la vida de los cónyuges. 10

9  jurisprudencia, octava época, tribunales colegiados de circuito, Gaceta Semanario Judicial de 
la Federación, 77, mayo de 1994, p. 83.

10 tesis. novena época Instancia: tribunales colegiados de circuito: Semanario Judicial de la Fe-
deración y su Gaceta, XXVI, agosto de 2007, p. 1896.
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otro tema, de la mayor importancia, tiene que ver con la competencia para dic­
tar las órdenes de protección. en nuestro país suele conferirse la atribución para la 
emisión de la medida al juez penal. a nuestro juicio, no existe impedimento para 
que también el agente del ministerio público esté en aptitud de emitir determinacio­
nes de esta naturaleza.

en españa, por ejemplo, la ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la orden 
de Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, modifica la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal y confiere competencia a los jueces de instrucción para la emi­
sión de las órdenes. en la exposición de motivos de la norma citada se lee: 

La orden de protección a las víctimas de la violencia doméstica unifica los distintos 
instrumentos de amparo y tutela a las víctimas de estos delitos y faltas. pretende 
que a través de un rápido y sencillo procedimiento judicial, sustanciado ante el juz­
gado de instrucción, pueda obtener la víctima un estatuto integral de protección 
que concentre de forma coordinada una acción cautelar de naturaleza civil y penal. 
esto es, una misma resolución judicial que incorpore conjuntamente tanto las me­
didas restrictivas de la libertad de movimientos del agresor para impedir su nueva 
aproximación a la víctima, como las orientadas a proporcionar seguridad, estabili­
dad y protección jurídica a la persona agredida y a su familia, sin necesidad de es­
perar a la formalización del correspondiente proceso matrimonial civil. la orden ju­
dicial de protección supondrá, a su vez, que las distintas administraciones públicas, 
estatal, autonómica y local, activen inmediatamente los instrumentos de protección 
social establecidos en sus respectivos sistemas jurídicos. en ello consiste, precisa­
mente, su elemento más innovador.

Con el fin de hacer efectivas las medidas incorporadas a la orden de protec­
ción, se ha diseñado un procedimiento especialmente sencillo, accesible a todas 
las víctimas de la violencia doméstica, de modo que tanto éstas como sus repre­
sentantes legales o las personas de su entorno familiar más inmediato puedan so­
licitarla sin formalismos técnicos o costes añadidos. asimismo, la nueva orden de 
protección se ha de poder obtener de forma rápida, ya que no habrá una protección 
real a la víctima si aquélla no es activada con la máxima celeridad. para ello, con­
tinuando en la línea inaugurada por la ley 38/2002, de 24 de octubre, por la que se 
regula el procedimiento de enjuiciamiento rápido de determinados delitos y faltas, 
la presente regulación se decanta por atribuir la competencia para adoptar la orden 
de protección al juez de instrucción en funciones de guardia. la decisión judicial 
deberá sustanciarse de manera menos perturbadora en el seno del proceso penal 
en curso, sea cual fuere su naturaleza y características. a estos efectos se posibi­
lita que la audiencia judicial del presunto agresor coincida con la comparecencia 
prevista en el artículo 504 bis 2 de la ley de enjuiciamiento criminal, cuando ésta 
fuere procedente por la gravedad de los hechos o las circunstancias concurrentes, 
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con audiencia prevista en el artículo 798 si se tratase causas tramitadas con arre­
glo al procedimiento de enjuiciamiento rápido, o con el acto del juicio de faltas, en 
su caso.

el juez de instrucción, en funciones de guardia, es equiparable en méxico al 
agente del ministerio público en las mismas funciones. conferir a esta institución, 
el ministerio público, la competencia para la emisión de las órdenes posibilita agili­
dad en la reacción y, por ende, debida diligencia en la contención de la violencia de 
género. en algunas entidades federativas del país comienza a trabajarse ya en esa 
lógica. entre ellas campeche.

en el estado de campeche se detectó una alta incidencia proporcional en vio­
lencia de género. según el último censo, la población del estado de campeche as­
ciende a ochocientos treinta mil habitantes de los cuales poco más de la mitad son 
mujeres. según la encuesta nacional sobre la dinámica de las relaciones en los ho­
gares (enDiReh), 53.6% del total de mujeres encuestadas en un rango de los quin­
ce a los veinte años de edad había sufrido algún tipo de violencia. un 17% de las 
mujeres encuestadas consideró que no se consideraban víctimas aunque han vivi­
do episodios de violencia a cargo de su pareja y/o padres.11

en vista de ello, la procuraduría General del estado giró la siguiente circular 
que me permito citar a continuación:

ciRculaR c/001/2011 poR el que se coMunica a los subpRocuRaDoRes, DiRecto-
Res De aVeRiguaciones pReVias, DiRectoR De atención a la VíctiMa Del Delito y 
VisitaDoR geneRal, que se otoRgan facultaDes a los titulaRes De DiVeRsas 
agencias Del MinisteRio público paRa DictaR óRDenes De pRotección eMeRgen-
tes en los casos De Violencia coMetiDa en contRa De las MujeRes. 

en virtud de la circular se establece que

...las agencias del ministerio público especializadas en atención a la violencia In­
trafamiliar; agencias del ministerio público especializadas en menores, la mujer, 
discapacitados y senectos, y las agencias del ministerio público de Guardia de la 
procuraduría General de justicia del estado que tengan conocimiento de alguna 
denuncia de violencia cometida en agravio de mujeres; se encuentran facultados 
para dictar las órdenes de protección emergentes que sean necesarias para garan­
tizar la integridad física y psíquica de las víctimas de violencia.
son órdenes de protección emergentes, las siguientes:

11 Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (endireh-inegi) de 2006 
(véase la página web: <http://www.bdsocial.org.m>).
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I.­ auxilio policiaco de reacción inmediata a favor de la víctima, con autorización 
expresa del legitimado para otorgarlo, para ingresar al lugar donde se encuentre la 
víctima en el momento de solicitar auxilio.

II.­ desocupación por el agresor, del domicilio conyugal o donde habite la vícti­
ma, con independencia de la acreditación de la propiedad o posesión del inmueble.

III.­ prohibición al agresor de acercarse o ingresar al domicilio, centro de traba­
jo, de estudios, de la víctima y de los ascendientes o descendientes de la misma o 
cualquier otro que frecuente la víctima.

III.­ prohibición de intimidar o molestar a la víctima en su entorno social, así 
como a cualquier integrante de su familia.

IV.- Cualquier otra que especifiquen las leyes.
aRtículo segunDo.­ para otorgar las órdenes de protección emergentes se 

considerará:
  I. el riesgo o peligro existente o inminente; y
 II. la seguridad de la víctima.

en opinión de rocío morales:

para poder dar cumplimiento a la ley de acceso de las mujeres a una vida libre 
de violencia, el tribunal superior de justicia del distrito Federal instrumentó un 
sistema de guardias, en el que diariamente uno de los 69 juzgados penales debe 
permanecer atento durante las 24 horas a cualquier solicitud. el sistema, dadas las 
características de la ciudad no es el más efectivo, debe tomarse en cuenta que se 
trata de una capital con un extenso territorio, que los jueces de lo penal están ubi­
cados en tres puntos distintos, los reclusorios norte, sur y oriente; que la emer­
gencia puede surgir a cualquier hora del día o de la noche, que en el primer caso 
por las condiciones del transporte y del tráfico es difícil llegar al local del juzgado y 
en el segundo, puede resultar peligroso. es en razón de esto que se considera que 
sería mayormente efectivo que fueran los ministerios públicos los autorizados para 
emitir este tipo de órdenes dado que son más en número, se encuentran en locales 
situados en diversas partes de la ciudad, por los mismo siempre habría uno cerca 
del domicilio de la víctima, además de que ellos tienen bajo sus órdenes a los 
agentes de la policía ministerial lo que en un momento dado permitiría cumplir con 
mayor rapidez lo determinado. en el estado de campeche se instrumentaron las 
medidas de protección de esa manera, pues aun su ley estatal con la que se 
pretende erradicar la violencia en contra de la mujer es imprecisa y sólo habla de 
que éstas estarán a cargo de la “autoridad competente”, mediante la circular 
c/001/2011 de fecha ocho de marzo del 2011 se instrumentaron las mismas. con 
esa circular se cumple con lo dispuesto por el artículo 7.c de la convención Intera­
mericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, “con­
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vención de Belém do pará” que prevé que los estados miembros deben “incluir en 
su legislación interna normas penales, civiles, administrativas, así como las de otra 
naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y adoptar las medidas administrativas que sean del caso”.12

cabe señalar que contra la orden de protección se han interpuesto juicios de 
amparo. es importante destacar que la suspensión provisional ha sido negada por 
los jueces de distrito al tenor siguiente: 

ahora bien, por lo que respecta a los actos reclamados consistentes en la orden de 
protección emergente, dictada por la Fiscalía especializada en la Investigación 
de delitos cometidos contra las mujeres dependiente de la procuraduría General de 
justicia del estado, con residencia en esta ciudad, a favor de nnn, de fecha siete 
de septiembre del año en curso, en la que se ordena como medida precautoria 
que el aquí quejoso desocupe el domicilio en donde habita y que éste se abstenga 
de acercarse, ingresar a su domicilio, debe decirse que dichos actos son de natura­
leza positiva y, por tanto, son susceptibles de suspenderse, pero para ello deben 
satisfacerse los requisitos de procedencia del artículo 124 de la ley de amparo, 
esto es: 

I.­ Que la solicite el agraviado, donde queda inmerso el concepto de demostra­
ción de la titularidad del derecho en controversia, para lo cual basta que se pruebe 
de manera indiciaria ese derecho, en atención a que la suspensión provisional de 
los actos reclamados. II.­ Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contraven­
gan disposiciones de orden público. en el caso concreto no se satisface este último 
requisito y, por tanto, resulta improcedente conceder la suspensión provisional so­
licitada. en efecto, se dice lo anterior, pues la mencionada fracción II del artículo 
124 de la ley de amparo, condiciona la concesión de la suspensión, entre otras co­
sas, al hecho de que no se afecte el orden público y el interés social.

en tal virtud, es improcedente conceder la suspensión cuando el acto reclama­
do, como en el caso concreto, consiste en un mandamiento ministerial que contie­
ne medidas precautorias tendientes a la protección de la víctima de un delito, con­
cretamente, a la protección de quien es objeto de golpes y maltratos por parte de 
su pareja sentimental (aquí quejoso), como se advierte de la propia constancia que 
se acompañó al escrito de demanda de amparo, pues en tal hipótesis no se surte 
el requisito a que se refiere el citado artículo 124, fracción II. de la Ley de Amparo, 
toda vez que de concederse la medida suspensiva solicitada se seguiría en perjuicio 
al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, en la medida 

12 Rocío Morales, Juez 61 de lo Penal en el D.F., “Las órdenes de protección en el Distrito Federal”, 
ensayo inédito en preparación para su  publicación en la Revista Campechana de Justicia.
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en que, de acuerdo con ese precepto, se considera que si se siguen esos perjui­
cios o se realizan esas contravenciones, entre otros casos, cuando de concederse 
la suspensión se permita la continuación de delitos o de sus efectos, y en el caso 
concreto, de concederse dicha medida suspensiva se pondría en riesgo la integri­
dad física de la persona ofendida en la averiguación previa de origen, ya que se le 
dejaría expuesta a las posibles agresiones del aquí quejoso, y se permitiría ade­
más la consumación de conductas ilícitas sancionadas por las leyes penales.13

la aplicación de las órdenes de protección se vincula en campeche con las 
agencias del ministerio público de Guardia y con la guardia permanente que se 
ubica en el Centro de Justicia para la Mujer en la capital del Estado. A la fecha (fi­
nales de enero del 2012) se han emitido 1091 órdenes de protección en el estado 
de Campeche, 262 en las agencias de guardia en la capital estatal, 544 en el Cen­
tro de justicia, 244 en el municipio del carmen y 41 en el de escárcega.

13 inc. 938/2011. del índice del juzgado segundo de distrito en el estado de campeche.
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